37" 


LA DESAPARICIÓN FORZADA EN MÉXICO: 
UNA MIRADA DESDE LOS ORGANISMOS 
DEL SISTEMA D ACIONES UNIDAS 


Miembro DEL ComMITÉ CONTRA LA DESAPARICIÓN FORZADA 
(2011 - 2019) 


y Y 
NACIONES UNIDAS 
(Y) DERECHOS HUMANOS We 
ÉL OFICINA DEL ALTO COMISIONADO 
CNDH 


LA DESAPARICIÓN FORZADA EN MÉXICO: 
UNA MIRADA DESDE LOS ORGANISMOS 
DEL SISTEMADE NACIONES UNIDAS 


Rainer Huhle. 
Miemro DeL Comité coNTRA LA DesaPARIcIÓN FORZADA 
(2011 - 2019) 


£N y NACIONES UNIDAS ( y) 
(Y) DERECHOS HUMANOS Ne 


OFICINA DEL ALTO COMISIONADO 


2a. Edición, junio de 2019 
Una coedición de la ONU-DH México y la CNDH 


DRO Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
Periférico Sur 3469, esquina Luis Cabrera 
Col. San Jerónimo Lídice 
CP 10200, México, CDMX 
www.cndh.org.mx 


DRO Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos 
Alejandro Dumas 165, Col. Polanco, Del. Miguel Hidalgo 
CP 11560, México, CDMX 
www.hchr.org.mx 


Publicado por la CNDH 


Coordinación editorial: Jesús Peña Palacios y Gabriela Gorjón Salcedo (onu-DH México); 
Julieta Morales Sánchez e Irene Vázquez del Mercado Espinosa (cxo». 

Compilación de contenidos: Alán García Campos y Daniel Zapico Alonso (onu-DH 
México). 

Edición y diseño: Gabriela Gorjón Salcedo, Sandra Martínez Platas (OnU-DH México), 

y Patricia Gasca, sobre un diseño original de Designio Editores, Agustín Martínez 
Monterrubio. 


ISBN: 978-607-729-530-3 


El material contenido en esta obra puede citarse o reproducirse libremente, a condición de que se mencione su procedencia y se 
envíe un ejemplar de la publicación que contenga el material reproducido a la Oficina en México del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ONU-DH). 


ÍNDICE 


Prólogo ? 
Presentación 15 
PARTE l. Observaciones e Informes sobre México 19 


Observaciones de seguimiento del Comité contra la Desaparición 20 
Forzada sobre la información adicional presentada por México en 
virtud del artículo 29, párrafo 4, de la Convención. 


Observaciones finales del Comité contra la Desaparición Forzada 38 
sobre el informe presentado por México en virtud del artículo 29, 
párrafo 1, de la Convención. 


Informe de Misión a México del Grupo de Trabajo sobre las 54 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias. 


Informe de seguimiento a las recomendaciones hechas por 82 
el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias. 


PARTE Il. Instrumentos internacionales 91 


Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 22 
contra las Desapariciones Forzadas. 


Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 108 
Personas. 
Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las 114 


Desapariciones Forzadas. 


Parte II. Doctrina 123 


Principios rectores para la búsqueda de personas desaparecidas 124 
adoptados por el Comité contra la Desaparición Forzada. 


Compilación de Comentarios Generales respecto de la 140 
Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas adoptados por el Grupo de Trabajo sobre 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias. 


Comentario General sobre el artículo 3 de la Declaración. 141 
Comentario General sobre el artículo 4 de la Declaración. 142 
Comentario General sobre el artículo 10 de la Declaración. 143 
Comentario General sobre el artículo 17 de la Declaración. 145 
Comentario General sobre artículo 18 de la Declaración. 147 
Comentario General sobre el artículo 19 de la Declaración. 150 
Comentario General sobre la definición de desapariciones 151 
forzadas. 

Comentario General sobre las desapariciones forzadas como 153 


crimen de lesa humanidad. 

Comentario General sobre la desaparición forzada como delito 155 
continuado. 

Comentario General sobre el derecho a la verdad en relación 158 
con las desapariciones forzadas. 


Comentario General sobre el derecho al reconocimiento de 163 
la personalidad jurídica en el contexto de las desapariciones 
forzadas. 

Observación General sobre las mujeres afectadas por las 165 


desapariciones forzadas. 


Observación General sobre los niños y las desapariciones 174 
forzadas. 


Parte IV. Sistematización de las recomendaciones en materia de 


desaparición de personas formuladas a México por organismos 


internacionales de derechos humanos. 


1. 
2. 


1 
1 


3 
4 
5 
6. 
7 
8 
9 


Régimen Internacional de protección. 
Reconocimiento de la competencia del Comité contra la 
Desaparición Forzada. 

. Implementación del marco constitucional. 
. Marco legislativo y su implementación. 

. Registro de personas desaparecidas. 
Búsqueda de personas desaparecidas. 

. Acciones urgentes. 

. Investigación de casos de desaparición. 

. Jurisdicción militar. 

0. Necesidades forenses. 


1. Protección y apoyo a las familias y personas que denuncian, 
participan o defienden casos de desaparición. 


12. Situación legal de las personas desaparecidas y de sus allegados 


1 


- Declaración especial de ausencia por desaparición. 


3. Derecho a la reparación. 


14. Derechos de las familias de personas desaparecidas. 


1 
1 
1 
1 


1 
2 
2 
2 
2 
2 
2 


5. Desapariciones de mujeres. 
6. Desapariciones de niñas y niños. 
7. Desapariciones de personas migrantes. 


8. Desapariciones forzadas cometidas durante el periodo 
conocido como “guerra sucia”. 


9. Derecho a la libertad personal. 

O. Registros de personas privadas de libertad. 

1. Formación y capacitación. 

2. Derecho a la verdad. 

3. Seguridad pública. 

4. Organismos públicos de defensa de los derechos humanos. 


5. Recomendaciones generales. 


187 


189 
191 


194 
195 
205 
209 
216 
217 
238 
240 
246 


250 


252 
256 
258 
271 
274 
281 


286 
288 
291 
295 
296 
298 
299 


PRÓLOGO 


A ESTA EDICIÓN 


a técnica represiva de desaparecer personas y dejar a sus familias y allega- 

dos en la incertidumbre sobre su destino adquirió su nombre quizás más 

llamativo en la orden llamada “Nacht und Nebel” que el general Wilhelm 

Keitel dio durante la segunda guerra mundial para destruir las redes de la 
resistencia de algunos países europeos. En la maquinaria de terror nazi, “Noche 
y Niebla” afectó a una pequeña parte del total de las víctimas. Sin embargo, el 
nombre mismo y la intención explicitada en la orden de difundir terror a través 
de la incertidumbre permitieron que Keitel y otros fueran acusados y condena- 
dos en Nuremberg por los crímenes de la acción “Noche y Niebla”. Se trata, sin 
duda, de una referencia histórica importante para lo que hoy llamamos “desapa- 
rición forzada”. 


En las dictaduras del Cono Sur de los años setenta, la desaparición forzada era el 
eje mismo de la represión. En Argentina, cuando alguien era llevado en un Ford 
Falcon verde, los familiares y vecinos entendían pronto que había poca esperan- 
za de volver a ver a la persona así “desaparecida”. La denegación sistemática de 
lo ocurrido, la invención de mentiras cínicas y la coordinación clandestina de la 
desaparición forzada a través de la “Operación Cóndor” se sumaron a un cuadro 
nuevo de represión donde un poder policiaco-militar actuó con total impunidad 
contra cualquier persona señalada como “enemigo”. No cabía duda de quienes 
eran los responsables de estos actos atroces: los agentes del Estado o personas 
vinculadas a ellos que sirvieron para camuflar a los verdaderos responsables. 


Esta dicotomía marcó profundamente los primeros análisis, tanto populares 
como académicos, de lo que pronto fuera denominado con el nuevo término 
“desaparición forzada”. Pero no se trata de la terminología adecuada para des- 
cribir todas las situaciones que se han presentado en otras dictaduras, como en 
el Perú de Fujimori, donde personas fueron desparecidas también por otros ac- 
tores y en otras circunstancias. Más complejas son aún las situaciones en países 
con instituciones democráticas y un sistema constitucional, como lo son Colom- 
bia y México, entre otros países, y donde también muchas personas son víctimas 
de desapariciones forzadas. Últimamente se ha sumado un nuevo fenómeno que 
tiene sus propias variables en diferentes partes del mundo: las desapariciones 
de migrantes y refugiados. Estas nuevas situaciones requieren nuevos análisis 
y nuevas respuestas políticas, institucionales y jurídicas de los Estados, de los 
organismos internacionales de protección, de las organizaciones de la sociedad 
civil y de los analistas académicos. 


Los primeros en padecer y describir los diferentes modos en la práctica de la desa- 
parición forzada, fueron los familiares. Y fueron las familias quienes comenzaron a 
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invertir la lógica represiva de las desapariciones. Cuando los perpetradores les de- 
cían que sus desparecidos estaban muertos, que dejaran de buscar, las madres res- 
pondieron con vehemencia: “¡Vivos se los llevaron, vivos los queremos!” Y cuando 
les han dicho que no tiene sentido buscar más, que mejor olviden, la respuesta 
ha sido: “Si estás en nuestra memoria, no estás muerto” En México, nuevamente 
fueron las familias quienes protestaron cuando los medios y no pocas autoridades 
buscaron imponer la cruel jerga de las organizaciones de crimen organizado que 
ridiculizaba y trivializaba las desapariciones llamándolas “levantones”. 


La Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en diciembre de 2006 y ratificada por México en marzo de 2008, consa- 
gra en su artículo 24 los derechos de las víctimas de una desaparición forzada, 
destacando el derecho a la verdad y los diferentes componentes del derecho a 
la reparación. El art. 24.3 establece que “cada Estado Parte adoptará todas las 
medidas apropiadas para la búsqueda, localización y liberación de las personas 
desaparecidas y, en caso de fallecimiento, para la búsqueda, el respeto y la resti- 
tución de sus restos.” 


La obligación de los Estados de buscar a las personas desaparecidas está formu- 
lada en términos inequívocos. Para el caso de los niños apropiados y desapare- 
cidos, el art. 25.2 repite y refuerza esta obligación. Además, la Convención exige 
que los Estados se presten asistencia mutua para la búsqueda (art. 15 y 25.3). La 
Convención destaca también que los familiares u otras personas que buscan a los 
desaparecidos y tratan de esclarecer su suerte deben tener garantías que protejan 
estas actividades (art. 18.2 y 24.7). 


Pero mientras las obligaciones de los Estados para prevenir, investigar y san- 
cionar las desapariciones están ampliamente explicitadas en la Convención, el 
derecho a la búsqueda queda un tanto disperso y poco desarrollado, no obstante 
su fundamental importancia para las víctimas de este crimen atroz. 


En las cientos de peticiones que ha recibido para urgir a los Estados a buscar a 
una persona desaparecida, el Comité ha adquirido un profundo conocimiento 
de muchas y graves fallas que las autoridades cometen en todas las etapas de 
la búsqueda. Sin tener la capacidad técnica para analizar minuciosamente esta 
amplia base de información, al interior del Comité nos convencimos que la bús- 
queda merecía un estudio más detenido y que era necesario formular recomen- 
daciones detalladas sobre el tema. El propósito no era crear nuevos derechos o 
nuevas obligaciones jurídicas para los Estados, sino ofrecer pautas para favore- 
cer el cumplimiento de las obligaciones que la Convención ya contiene. Como la 
fórmula más adecuada para ello surgió, en un proceso de consulta dentro y fuera 
del Comité, la de adoptar unos “Principios Rectores”. Y, evidentemente, para que 
estos Principios reflejaran los problemas y las exigencias prácticas, el proceso de 
elaboración tuvo que ser colectivo y basado en amplias consultas. 


Fue así que los relatores del Comité para el proyecto iniciaron una serie de talleres 
en diferentes países y con el apoyo de varias organizaciones, para reunir experien- 
cias sobre las malas y buenas prácticas de la búsqueda de personas desaparecidas. 
México fue uno de los países donde hubo relatos terribles sobre todos los aspectos 
de la búsqueda: graves deficiencias en los métodos y técnicas aplicadas para bus- 
car, protocolos y rutinas inadecuadas, falta de coordinación entre las entidades 
concernidas, y ausencia de una estrategia coherente. Pero tal vez más grave aún: 
la falta de respeto a las angustias y necesidades de las víctimas que muchas veces 
son tratadas como petulantes y molestosas, reciben tratos desdeñosos cuando no 
hostiles, y cuyos derechos a la información y participación son desconocidos y 
negados. Los conocimientos y experiencias de las víctimas y sus organizaciones, 
que no pocas veces superan aquellos de las autoridades, fueron descartados o 
descalificados. Por otro lado, fue también en México donde el Comité pudo reci- 
bir investigaciones profundas y serias sobre todos los aspectos del fracaso de las 
investigaciones y búsquedas, como fueron los trabajos del GIEI y otros órganos 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y también de la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 


Durante la elaboración de los Principios se crearon o diseñaron también algunas 
nuevas instituciones para la búsqueda, como en México la Comisión Nacional de 
Búsqueda, en Colombia la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desapare- 
cidas en el contexto y en razón del conflicto armado, o en el Perú la Dirección Ge- 
neral de Búsqueda de Personas Desaparecidas. El Comité tuvo así la oportunidad 
de conocer también algunos esfuerzos encaminados a subsanar los defectos de 
la búsqueda y construir instituciones dotadas de la experticia, las competencias 
legales, el personal idóneo y los recursos adecuados para cumplir con la obliga- 
ción de buscar a las personas desaparecidas. 


Con la riqueza de las consultas, entre ellas varias realizadas en distintas partes de 
México, los relatores del Comité se encargaron de escribir un primer borrador 
completo de “Principios Rectores para la búsqueda de personas desaparecidas, el 
cual fue aprobado por el Comité en su 15* sesión celebrada en octubre de 2018. El 
Comité entonces decidió someter este borrador a una amplia consulta por escrito 
a todos los interesados en la materia. Al cierre de esta consulta en febrero de 2019 
el Comité había recibido un total de 46 comentarios. 28 venían de organizacio- 
nes de víctimas y de sociedad civil y nueve de Estados partes de la Convención. 
Además, el Comité recibió cinco comentarios de organizaciones interguberna- 
mentales o internacionales, tres de la academia y una de la institución nacional 
de derechos humanos: la CNDH. La cantidad y calidad de estos comentarios fue 
muy positiva y confirmó para el Comité la relevancia de estos Principios que sus- 
citaron tanto interés. Con base en todos estos insumos y otros importantes talle- 
res en México y en Colombia, los relatores presentaron al Comité un nuevo bo- 
rrador que fue discutido y revisado en la 16* sesión de abril de 2019 y finalmente 
adoptado como la versión final que forma parte de esta publicación. 
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Los Principios Rectores ofrecen una serie de orientaciones para las entidades en- 
cargadas de la búsqueda que incluyen su necesaria organización y coordinación, 
el buen uso de la información y las técnicas científicas, la retro-alimentación entre 
la búsqueda de las personas y la investigación criminal de los perpetradores, y 
otros aspectos que le pueden dar eficacia a la búsqueda. También postulan que la 
búsqueda debe ser parte de un esfuerzo general, una política pública que incluye a 
todas las instancias del Estado. Pero a la vez enmarcan el espíritu con que toda bús- 
queda debe desarrollarse: el respeto a la dignidad de las víctimas, a sus diferentes 
necesidades y opciones, a su derecho a participar en la búsqueda de sus seres que- 
ridos desaparecidos y a buscarlos con la expectativa de encontrarlos con vida. En 
este sentido los Principios quieren cumplir con dos objetivos paralelos: orientar a 
las autoridades para mejorar sus esfuerzos de búsqueda y, al mismo tiempo, darles 
alos familiares y a toda la sociedad civil herramientas para medir estos esfuerzos y 
cuando resulten insuficientes o inadecuados, exigir correcciones. 


Las experiencias del Comité con México, especialmente a través de las 355 accio- 
nes urgentes de búsqueda emitidas hasta abril de 2019, fueron sin duda una de 
las fuentes importantes que motivaron al Comité a redactar los Principios Rec- 
tores para la búsqueda. Pero la experiencia del Comité con México no se reduce 
a ello. En realidad, la interlocución del Comité con México ha sido tal vez la más 
intensa y más completa, abarcando todas las áreas de actividad del Comité. 


México presentó su informe inicial al Comité en su octava sesión (febrero de 
2015), en momentos en que el país estaba sacudido por una cantidad nunca an- 
tes vista de desapariciones forzadas, con el caso de los estudiantes de Ayotzinapa 
como punta más visible. El Estado presentó una serie de medidas para combatir 
estos crímenes y prevenir futuras desapariciones, como era ante todo la entonces 
próxima a adoptarse Ley General sobre desaparición de personas, pero también 
instituciones como la Comisión de Víctimas (CEAV) y otras acciones en estado 
de planeación. El Comité tomó debidamente nota de toda esta información, así 
como también de aquella proveída por muchas organizaciones de sociedad civil 
y Órganos independientes. En vista de la cantidad de temas a trabajar y con- 
siderando la situación excepcionalmente compleja y preocupante en el país, el 
Comité extendió el tiempo para este diálogo. Evaluando cuidadosamente toda 
la información recibida, el Comité llegó a la conclusión de que existían “desapa- 
riciones generalizadas en gran parte del territorio del Estado parte, muchas de 
las cuales podrían calificarse como desapariciones forzadas”, una observación 
que causó mucho revuelo, a pesar de que el Comité solo decía lo obvio, también 
observado por muchas otras instancias internacionales. 


Pese al rechazo de su informe por el Gobierno nacional, el Comité no dejó de 
buscar apoyar a México en sus esfuerzos de crear una política pública para com- 
batir las desapariciones forzadas. Siguió apoyando el proyecto de una Ley Gene- 
ral de desaparición forzada, a pesar de que pasaron muchas de las fechas avisadas 
al Comité, y cuando la Ley finalmente se aprobó en 2017, el Comité saludó este 


paso importante y continúa acompañando su lenta implementación, especial- 
mente en lo que concierne la institución de la Comisión de Búsqueda. En no- 
viembre de 2018 el Gobierno aceptó la invitación del Comité para un segundo 
diálogo constructivo con el Comité en Ginebra, sentando así un importante pre- 
cedente para una variante creativa del proceso de seguimiento a las Observacio- 
nes que resultaron del informe inicial del Estado, conforme el artículo 29 de la 
Convención, especialmente su párrafo 4. Este segundo diálogo se desarrolló en 
un clima cooperativo, en el cual el Estado pudo presentar algunos avances, ante 
todo la Ley General de Desapariciones, si bien la situación real de desapariciones 
no había cambiado sustancialmente, de manera que el Comité llegó a constatar 
que “se mantiene una situación de desapariciones generalizadas en gran parte 
del territorio del Estado parte, agravada por una impunidad imperante,” además 
de lamentar la muy poca implementación de la Ley General y de la instituciona- 
lidad en materia de búsqueda. 


Como este diálogo se desarrolló en momentos en que el cambio a un nuevo go- 
bierno era inminente, las recomendaciones del Comité, nuevas o reiteradas, se 
dirigieron en realidad al nuevo Gobierno. Entre los temas así pendientes quedan 
que México acepte finalmente la visita del Comité al país, la cual se ha pedido 
desde hace años y que es una competencia del Comité claramente establecida 
en la Convención cuando éste la considera necesaria. De la misma manera, el 
Comité sigue urgiendo a México que reconozca la facultad de personas de pre- 
sentar al Comité una comunicación individual cuando estimen que han sufrido 
una violación de los derechos reconocidos por la Convención. Si bien esta fa- 
cultad requiere un reconocimiento voluntario del artículo 31 de la Convención 
por parte del Estado, el Comité cree que el espíritu de la Convención incluye 
que los Estados acepten este mecanismo de control convencional. Otro pedido 
importante de las conversaciones que el Comité mantiene con el Estado es la ins- 
talación de un mecanismo eficiente dentro del Estado para acelerar y supervisar 
el tratamiento de las acciones urgentes que el Comité trabaja con el Estado para 
buscar y localizar las personas desaparecidas. 


Si bien los Comités u órganos de supervisión de los tratados tienen como in- 
terlocutores primarios a los Estados partes, el Comité ha mantenido también 
diálogos fructíferos con muchos otros actores en el país y la región. Vale nom- 
brar la excelente cooperación que se ha mantenido con la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos y algunas Comisiones estatales, así como la cada vez más 
fluida comunicación con la CIDH y nuestra contraparte en el campo de los Pro- 
cedimientos Especiales, el Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas o in- 
voluntarios que también ha dedicado mucho trabajo a México. 


Para el Comité ha sido también muy importante mantener una comunicación 
fluida y permanente con el mayor número posible de representantes y organiza- 
ciones de las víctimas de desaparición forzada que disfrutan de una protección 
particular establecida en el artículo 24.7 de la Convención. Si bien no es fácil 
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mantener el contacto directo con las víctimas y sus representantes, debido al 
estrecho marco procedimental en el que se desarrolla el trabajo de los órganos 
de los tratados, el Comité siempre ha buscado escuchar en directo la voz de las 
víctimas y garantizar que esta sea tomada debidamente en consideración en toda 
su labor. Desde su fundación, el Comité guarda la convicción que el derecho de 
los derechos humanos debe interpretarse siempre con un enfoque “pro-víctima”. 


Promover y facilitar el diálogo del Comité con las víctimas de desaparición for- 
zada, con las familias y con las muchas organizaciones que defienden los dere- 
chos humanos con impresionante compromiso y profesionalismo fue una tarea 
que la Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (ONU-DH) ha asumido desde el primer momento. La ac- 
ción de esta Oficina ha resultado fundamental para que los órganos internacio- 
nales, como el Comité, pero también los Procedimientos Especiales de la ONU y 
los órganos del sistema interamericano, podamos cumplir con nuestras labores 
eficazmente. La presencia de la ONU-DH en México ha sido crucial también 
para la comunicación del Comité con los órganos del Estado en todos sus niveles 
y ramas, como facilitadora de buena fe con ambas partes. México debe felicitarse 
de contar con una Oficina tan comprometida con el avance de la protección de 
los derechos humanos y la prevención de sus violaciones. La repetida edición 
en un formato accesible de los documentos contenidos en este libro, que ya se 
conoce popularmente como el “libro verde” de la ONU, es una prueba más de 
estos esfuerzos. 


Quisiera terminar este breve prólogo al “libro verde” con un comentario perso- 
nal. Elegido en 2011 como uno de los diez miembros “fundadores” del Comité 
termino mis dos mandatos en junio de 2019, después de 16 sesiones, con 30 
informes de Estados revisados y más de 500 acciones urgentes y su seguimien- 
to. Salgo del Comité, como manda la Convención, enriquecido por incontables 
experiencias y aprendizajes. México, país que me tocó revisar como relator en el 
Comité, fue el país que me dejó las marcas más profundas por la inmensidad de 
la tarea con que nos encontramos en el Comité, pero también por los relatos de 
horror que nos tocó escuchar. Pero ante todo salgo del Comité admirado por el 
coraje, la persistencia, la esperanza y el calor humano que he encontrado y po- 
dido compartir con tantas mujeres y hombres mexicanos que no se dejan abatir 
por el dolor y el sufrimiento, por las amenazas que reciben, ni por la indolencia 
de las autoridades. Agradezco profundamente a todas estas personas que me 
ofrecieron su amistad y que son lo que me llevo en el corazón de estos ocho años 
en el Comité. 


Rainer Huhle 
Mayo de 2019 
Miembro del Comité contra la Desaparición Forzada (2011 - 2019) 


PRESENTACIÓN 


A ESTA EDICIÓN 


“Cuando empezaron a desaparecer 
hace tres cinco siete ceremonias 

a desaparecer como sin sangre 

como sin rostro y sin motivo 

vieron por la ventana de su ausencia 
lo que quedaba atrás / ese andamiaje 
de abrazos cielo y humo”. 


(de: Mario Benedetti, Desaparecidos) 


l poema de Benedetti nos habla de desapariciones en el contexto de las 

dictaduras del Cono Sur hace décadas. Un contexto que sí tiene relevancia 

también en México, porque todas las desapariciones forzadas cometidas 

por el Estado mexicano en la mal llamada “guerra sucia” — de hecho, 
represión brutal de los rebeldes de los 70s y 80s — se quedan en impunidad, y los 
desaparecidos de este periodo de persecución política siguen sin ser hallados. A 
pesar de la sentencia de la Corte Interamericana en el caso de Rosendo Radilla. 
A pesar de los tímidos esfuerzos de esclarecer la verdad, luego de la primera 
alternancia a nivel federal en 2000. A pesar de que muchas veces se sabe quiénes 
son los perpetradores - principalmente integrantes de las fuerzas armadas, 
gente que goza de un nivel de impunidad aún más elevado que otros servidores 
públicos en México. El crimen es continuo y no prescribe. 


La situación actual en México es distinta. En términos de mera estadística, las 
dimensiones de la desaparición en los últimos 12 años, en el contexto de otra 
mal llamada guerra, “contra el narco”, superan — y por mucho - las históricas 
desapariciones forzadas, perpetradas por motivos de represión política. Las 
estadísticas oficiales nos hablan de más que 40 mil casos, pero probablemente 
hay muchísimos más, no denunciados, no registrados, no investigados. Pero la 
autoría de estos hechos sigue siendo, en la gran mayoría de los casos, desconocida. 
En el México de hoy, no sólo se quedan sin rostros los propios desaparecidos, 
cuyos rostros nos intentan recordar las familias con sus fotografías, sino también 
los perpetradores. ¿Crimen organizado? ¿Corporaciones municipales, estatales, 
federales? ¿Unos coludidos con otros? Hay de todo. Lo que sigue igual de 
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dramático como lo encapsula de forma poética Mario Benedetti es la tragedia 
humana, el impacto en las familias, en los sobrevivientes. 


Por mucho tiempo, las autoridades no sólo han intentado adscribir todas o casi 
todas las desapariciones al crimen organizado, sino “explicarlas” como casos de 
simple falta de localización de personas que se fueron por su propia voluntad, 
“no localizadas” más bien que “desaparecidas”. Bajo la presión del movimiento de 
las familias, las cosas gradualmente cambian: en 2017 llega la adopción de la Ley 
General sobre Desapariciones Forzadas de Personas, Desapariciones Cometidas 
por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas. Pero su 
implementación se tarda. En 2019, por fin, el Gobierno reconoce la dimensión 
de la crisis de desaparición, el Presidente la identifica como prioridad, se relanza 
el Sistema Nacional de Búsqueda. Pero las desapariciones siguen ocurriendo y la 
impunidad sigue imperando. 


Es en este contexto que se presenta la segunda edición de la publicación “La 
desaparición forzada en México: Una Mirada desde los organismos del sistema 
de Naciones Unidas”. Una publicación que tiene como objetivo ofrecer a todos 
los interlocutores - a un nuevo Gobierno con ganas de superar la pesada herencia 
de sus predecesores, a los activistas, académicos y las familias - un compendio 
consolidado y actualizado de lo que les puede proveer el sistema internacional. 


Como fue el caso de su primera edición en 2015, la publicación contiene 
los instrumentos internacionales (e incluso, interamericanos) en materia 
de desaparición forzada de personas, los Comentarios Generales sobre la 
Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas, adoptadas por el Grupo de Trabajo, así como las observaciones finales 
adoptadas por el Comité contra la Desaparición Forzada sobre el informe 
presentado por México. 


Por supuesto, la actual edición incluye nuevos documentos que surgieron entre 
2015 y 2019. Entre ellos, destacan por su importancia las recomendaciones del 
Comité contra la Desaparición Forzada, adoptadas como resultado del diálogo 
con el Estado mexicano a finales del 2018 - recomendaciones que reflejan 
los avances de los últimos años, pero también señalan con una precisión sin 
precedente las áreas donde se necesitan cambios concretos. Para que las familias 
de las víctimas puedan finalmente experimentar el sabor de la verdad y de 
justicia; para que se empiece a conocer la respuesta a la cuestión fundamental de 
ellas: dónde están; para que la sociedad mexicana pueda por lo menos empezar 
a superar la impunidad. 


Asimismo, los documentos de los últimos años nos muestran la transversalidad 
del tema de la desaparición en México — un tema que están abordando no sólo 
las instancias especializadas en desaparición forzada como tal, sino también los 


demás mecanismos internacionales. De particular relevancia en este contexto es la 
perspectiva de migrantes desaparecidos, así como la dimensión de la desaparición 
de mujeres y niñas. La creciente relevancia del problema de la desaparición como 
prioridad en el ámbito de derechos humanos se ve reflejada también en lo 
que sale del tercer ciclo del Examen Periódico Universal: como se puede ver 
en las recomendaciones que hacen a México sus pares, los Estados miembros, 
la desaparición se ha convertido en uno de los temas centrales. Y no puede 
sorprender que las desapariciones fueran también entre las prioridades de la 
reciente visita de la Alta Comisionada Michelle Bachelet en México (5-9 de abril 
2019), desde sus reuniones con autoridades a nivel federal y estatal hasta sus 
entrevistas con víctimas y activistas. 


Finalmente, quiero reiterar que, para la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México, el tema de desaparición 
sigue siendo una prioridad. La actual publicación representa sólo una pequeña 
parte de nuestra respuesta a este desafío. La presente edición es la segunda que 
se realiza gracias al apoyo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
quien bajo la presidencia del Maestro Luis Raúl González Pérez no ha vacilado en 
trabajar conjuntamente en la divulgación de los estándares de Naciones Unidas 
en un tema tan complejo, sensible y doloroso, como lo es el de la desaparición 
de personas en el país. 


Quiero renovar nuestro compromiso con las familias de personas desaparecidas, 
con las mujeres que por tanto tiempo han demostrado su valentía, perseverancia 
y amor en la búsqueda sur seres queridos, con las organizaciones de sociedad 
civil que les brindan apoyo, y con todos las personas, mexicanas y no mexicanas, 
que hacen auténticos esfuerzos para que este trágico capítulo de la historia del 
país pueda ser superado. 


Jan Jarab 

Mayo de 2019 

Representante en México de la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
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INTRODUCCIÓN 


1. El Comité acoge con satisfacción la información adicional presentada de 
manera oportuna por México en virtud del artículo 29, párrafo 4, de la Convención, 
solicitada por el Comité en sus observaciones finales sobre el informe presentado 
por México, adoptadas en el marco del examen realizado en virtud del artículo 
29, párrafo 1 de la Convención. Asimismo, el Comité expresa su reconocimiento 
por el diálogo constructivo mantenido con la delegación de alto nivel del Estado 
parte sobre las medidas tomadas para la implementación de las observaciones 
finales(CED/C/MEX/CO/1). 


A. ASPECTOS POSITIVOS 


2. El Comité acoge con beneplácito la participación del Estado parte en el diálogo 
de seguimiento de las recomendaciones y la información adicional proporcionada 
en este marco. El Comité nota con agrado los progresos legislativos relativos a la 
implementación de la Convención, con la adopción de la “Ley General en Materia 
de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares 
y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas” (Ley General), adoptada por 
el Estado parte el 17 de noviembre de 2017 y que entró en vigor el 16 de enero 
de 2018. El Comité también destaca la existencia de una sociedad civil dinámica, 
resaltando el papel de las víctimas, y una institución nacional de derechos humanos 
activa. Finalmente, el Comité nota con satisfacción que el Estado parte reconoce 
el carácter vinculante de las peticiones de acciones urgentes y medidas cautelares 
emitidas por el Comité, en virtud del artículo 30 de la Convención, y la voluntad de 
cooperar en el futuro con el Comité expresada por el Estado parte. 
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B. IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL COMITÉ Y 
NUEVOS DESARROLLOS EN EL ESTADOPARTE 


3. El Comité lamenta profundamente que se mantiene una situación de 
desapariciones generalizadas en gran parte del territorio del Estado parte y que 
imperen la impunidad y la revictimización. El Comité observa con preocupación 
patrones de falta de datos confiables sobre las desapariciones forzadas, el escaso 
número de condenas, la emergencia que constituye el alto número de cadáveres 
sin identificación y de fosas clandestinas sin atención adecuada en todo el 
territorio del Estado parte. El Comité también observa variados obstáculos para la 
implementación de la participación efectiva de las víctimas y sus organizaciones, 
en particular en los mecanismos institucionales de búsqueda e investigación, y la 
existencia de obstáculos estructurales para el acceso a la verdad, a la justicia y a la 
reparación integral. Finalmente, el Comité observa la falta de avances efectivos en 
la plena implementación de las recomendaciones formuladas en sus observaciones 
finales (CED/C/MEX/CO/1). 


INFORMACIÓNGENERAL 
COMUNICACIONES INDIVIDUALES E INTERESTATALES 


4. El Comité nota que el reconocimiento de la competencia del Comité en virtud 
de los artículos 31 y 32 de la Convención continua bajo consideración del Estado 
parte. 


5. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/l, párrafo 14) al 
Estado parte de reconocer la competencia del Comité para recibir y examinar 
comunicaciones individuales e interestatales en virtud de los artículos 31 y 
32 de la Convención con miras a reforzar el régimen de protección contra las 
desapariciones forzadas previsto en la misma. 


VISITA 


6. El Comité deplora que su decisión de realizar una visita al Estado parte en 
virtud del artículo 33, comunicada y reiterada desde 2013, sigue estando bajo 
consideración por el Estado parte. 


7. El Comité insta al Estado parte a otorgar su acuerdo a la visita del Comité, 
cooperar para definir las modalidades de dicha visita y ofrecer las facilidades 
necesarias de conformidad con el artículo 33, párrafo 4, de la Convención. 


IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY GENERAL SOBRE DESAPARICIÓN FORZADA EN TODOS 
LOS NIVELES DEL ESTADO PARTE 


8. El Comité nota con preocupación el bajo nivel de implementación de la Ley 
General, por la falta de aprobación de su reglamento y de un ente coordinador para 
la elaboración de un plan de implementación, notando el incumplimiento de los 
plazos y fechas estipuladas en la misma Ley General y los obstáculos que surgen de 
la distribución de competencias del sistema federal para su cabal implementación. 
Asimismo, al Comité le preocupa la falta de garantías de independencia de las 
instituciones, la falta de asignaciones de recursos presupuestarios, materiales y 
humanos suficientes, así como la falta de un plan de capacitación específico sobre 
la desaparición forzada, la Convención y la Ley General. Finalmente, el Comité 
toma nota de la existencia del Consejo Nacional Ciudadano, sin embargo, continúa 
preocupándole la falta de garantías adecuadas para la participación efectiva de las 
víctimas y sus organizaciones en la implementación y monitoreo de la Ley General, 
así como la ausencia de instancias semejantes a nivel local. 


9. El Comité recomienda al Estado parte: 


a) Elaborar y adoptar a la mayor brevedad, un plan claro, completo, 
verificable y con un cronograma definido de implementación de la Ley 
General, que incluya todos los aspectos a los que obliga la Ley General 
a nivel federal, estatal y municipal, que contenga plazos e indicadores 
objetivos de cumplimiento, así como un plan de monitoreo y evaluación 
que incluya a las víctimas de desaparición y a sus familiares, publicando 
periódicamente informes sobre los avances en la implementación y 
funcionamiento del marco institucional creado por la Ley General y que 
cuente con el personal idóneo y los recursos materiales necesarios para 
su ejecución; 


b) Elaborar, mediante un proceso abierto y participativo que incluya a 
las víctimas y a sus organizaciones, el reglamento de la Ley General y 
los demás instrumentos previstos en la misma que aún no hayan sido 
adoptados o finalizados; 


c) Evaluar de manera permanente y transparente y con base en 
indicadores confiables, el grado de implementación de la Ley General, 
tanto a nivel nacional como estatal; 


d) Establecer un mecanismo de coordinación para la implementación 
de la Ley General, liderado por la Secretaría de Gobernación, y que 
articule todos los niveles del Estado. 
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DEFINICIÓN Y TIPIFICACIÓN COMO DELITO DE LA DESAPARICIÓN FORZADA (ART. 1 A 7) 
DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA 


10. El Comité observa que la Ley General incluye la tipificación del delito de 
desaparición forzada. No obstante, al Comité le preocupa que el artículo 34 de 
la Ley General no desarrolla adecuadamente el artículo 3 de la Convención, en 
tanto incluye como elemento de la desaparición cometida por particulares, que la 
privación de la libertad se haya cometido con la finalidad de ocultar a la víctima 
o su suerte o paradero. Preocupa igualmente al Comité que no se incluya en el 
sistema jurídico del Estado parte la tipificación del delito de desaparición forzada 
como crimen de lesa humanidad. 


11. El Comité recomienda al Estado parte adoptar las medidas legislativas 
necesarias a fin de asegurar que la desaparición cometida por particulares sea 
tipificada de conformidad con el artículo 3 de la Convención y que la desaparición 
forzada sea tipificada también como crimen de lesa humanidad. 


RESPONSABILIDAD PENAL DEL SUPERIOR JERÁRQUICO 


12. El Comité toma nota del artículo 29 de la Ley General en materia de 
desaparición forzada. Sin embargo, el Comité observa que dicha regulación 
no contempla expresamente todos los supuestos contenidos en el artículo 6 de 
la Convención. Además, el Comité no cuenta con información sobre en cuál 
legislación penal esos supuestos podrían estar contenidos, ni tampoco sobre si en 
la práctica podrían ser aplicados efectivamente o si ya hubiesen sido aplicados. 


13. El Comité recomienda al Estado parte: 


a) Adoptar las medidas legislativas necesarias para que se prevea 
especificamente la responsabilidad penal de los superiores jerárquicos en 
los términos establecidos en el artículo 6, párrafo 1, apartado b), de la 
Convención; 


b) Garantizar que todas las posibles formas de autoría y participación en la 
comisión de los delitos de desaparición, incluida la autoría mediata, sean 
efectivamente reconocidas y aplicadas en la investigación, persecución y 
sanción de las desapariciones; 


c) Adoptar las medidas necesarias para capacitar al personal encargado 
de la procuración y administración de justicia sobre todas las formas de 
autoría y participación contenidas en la Convención. 


RESPONSABILIDAD PENAL Y COOPERACIÓN JUDICIAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN 
FORZADA (ART. 8 A 15) 


JURISDICCIÓN MILITAR 


14. El Comité toma nota de que el artículo 26 de la Ley General en materia de 
desaparición forzada está en línea con la Convención. Sin embargo, el Comité 
observa con preocupación que el Código de Justicia Militar no ha sido modificado 
en el mismo sentido. 


15. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 26) e insta 
al Estado parte a garantizar que en la práctica todas las desapariciones forzadas 
queden expresamente excluidas de la jurisdicción militar y solamente puedan 
ser investigadas y juzgadas por las autoridades civiles competentes, incluidas 
aquellas que pudiesen ser cometidas por un militar en contra de otro militar, 
de conformidad con el artículo 26 de la Ley General en materia de desaparición 
forzada. 


BÚSQUEDA E INVESTIGACIÓN DE LAS PERSONAS DESPARECIDAS 
REGISTRO DE PERSONAS SOMETIDAS A DESAPARICIÓN 


16. El Comité toma nota de la instalación de la nueva Comisión Nacional de 
Búsqueda, del establecimiento del Registro Nacional de Personas Desaparecidas 
y no Localizadas, así como del Grupo de Trabajo para el Desarrollo del Sistema 
Único de Información Tecnológico e Informática. No obstante, preocupa al 
Comité la demora en la puesta en marcha del Sistema Nacional de Búsqueda, en 
particular de los registros y del sistema único de información previstos en la Ley 
General, la escasa participación y consulta de las organizaciones de la sociedad civil 
y de las víctimas, la ausencia de datos confiables y desglosados y de consulta con las 
víctimas antes de su publicación, y la necesidad de recursos financieros adecuados 
y personal idóneo. 


17. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 18) 
y además insta al Estado parte a poner a la brevedad en funcionamiento los 
registros y herramientas contemplados en la Ley General, incluyendo el Registro 
Nacional de Personas Fallecidas no Identificadas y no Reclamadas, el Banco 
Nacional de Datos Forenses y el Registro Nacional de Fosas y también el sistema 
único de información tecnológica e informática, con la inclusión de los familiares 
y otras organizaciones de la sociedad civil en la implementación y seguimiento 
de estos instrumentos, además de fortalecer la coordinación entre las entidades 
encargadas de administrar e incorporar datos a los registros, y garantizar un 
traspaso de los datos existentes a los nuevos registros con diligencia. Todos los 
registros deben cumplir estándares de seguridad, garantizando la autenticidad, 
confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad y conservación de la 
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información. Además, el Comité recomienda al Estado continuar avanzando 
en la recolección y accesibilidad de datos sobre las desapariciones en el Estado 
parte, incluyendo: 


a) Datos desglosados, entre otros, por edad, sexo, situación socio- 
económica y origen nacional y/o étnico de las personas desaparecidas y 
lugar donde ocurrió la desaparición; 


b) Datos sobre denuncias de desapariciones y de acciones de búsqueda 
inmediata; 


c) Localización de personas desaparecidas; localización, identificación y 
restitución de restos humanos. 


BÚSQUEDA DE PERSONAS DESAPARECIDAS 


18. El Comité nota con agrado los mecanismos y herramientas de búsqueda 
previstos en la nueva Ley General, en particular la Comisión Nacional de 
Búsqueda y sus pares estatales. No obstante, preocupan al Comité las deficiencias 
en la demorada puesta en marcha del Sistema Nacional de Búsqueda, la escasa 
participación de organizaciones de la sociedad civil y de los colectivos de víctimas, 
la falta de datos confiables y desglosados, la necesidad de financiamiento, las 
deficiencias y retrasos injustificados en la búsqueda inmediata y en la identificación, 
la falta de enfoque de género, así como la publicación de información sin consulta 
previa con las víctimas. 


19. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 41) e 
insta al Estado parte a: 


a) Garantizar la efectiva puesta en operación de todo el Sistema Nacional 
de Búsqueda, incluidos todos los registros y herramientas previstas en la 
Ley General; 


b) Dotar a la Comisión Nacional de Búsqueda de todas las herramientas, 
personal idóneo, adecuadamente capacitado y presupuesto suficiente 
para su correcto funcionamiento; 


c) Elaborar y publicar a la brevedad el Programa Nacional de Búsqueda y 
el Programa Nacional de Exhumaciones e Identificación conforme a los 
más altos estándares internacionales; 


d) Armonizar las legislaciones locales con la nueva Ley General en la 
materia para su correcta implementación y crear todas las comisiones 
locales de búsqueda previstas, dotándoles de personal idóneo y 
presupuesto suficiente para su correcto funcionamiento; 


e) Garantizar la efectiva participación de las víctimas y sus representantes, 
así como de organizaciones de la sociedad civil y demás entidades 
especializadas en todos los procesos de implementación de la Nueva Ley 
General y garantizar procesos de información a las familias que sean 
accesibles, respetuosos, culturalmente aceptables y no revictimizantes; 


f) Garantizar que las acciones de búsqueda prioricen la búsqueda que 
pueda conducir a la localización de las personas desaparecidas con vida 
y a su liberación; 


g) Prevenir, investigar y sancionar la omisión de funcionarios del Estado 
en la realización de acciones inmediatas de búsqueda. 


h) Asegurar que todas las autoridades que posean información relevante 
para la búsqueda la proporcionen de manera completa y ágil a las 
comisiones de búsqueda. 


EMERGENCIA FORENSE 


20. El Comité toma nota de la existencia del Grupo de Trabajo parala Identificación 
Humana. Sin embargo, está altamente preocupado por la insuficiencia de los 
servicios forenses en el Estado parte para responder a los procesos de búsqueda, de 
investigación, de exhumaciones e identificación, para responder adecuadamente 
al creciente número de personas reportadas como desaparecidas, los miles de 
cadáveres y restos óseos pendientes por identificar, así como la continua aparición 
de fosas comunes y clandestinas en distintas partes de su territorio. 


21. El Comité insta al Estado parte a: 


a) Garantizar que la recuperación, identificación, notificación y entrega 
de los restos de personas fallecidas a sus familias se realice con rigor 
científico, de forma digna y respetuosa, de conformidad con los más altos 
estándares; 


b) Fortalecer los servicios forenses y periciales con la creación de un 
mecanismo internacional de asistencia técnica forense en conjunto con 
las víctimas, las organizaciones especializadas y otras entidades relevantes 
con el objetivo de proceder de manera urgente al procesamiento forense 
de los miles de cadáveres y restos óseos pendientes de identificación; 


c) Reformar la institucionalidad forense y pericial del Estado parte, 
incluyendo la creación de una institución nacional especializada y 
autónoma que cuente con un servicio profesional de carrera, sometida 
a un régimen de rendición de cuentas efectivo que incluya controles de 
calidad. 


27 


28 


DESAPARICIONES DE MIGRANTES 


22. El Comité toma nota de las acciones adoptadas por el Estado parte 
respecto de la Unidad de Investigación de Delitos para Personas Migrantes, de 
la creación de un mandato legal para el Mecanismo de apoyo exterior mexicano 
de búsqueda e investigación, de las buenas prácticas en torno a la Comisión 
Forense y sobre algunas medidas de reparación emprendidas en algunos casos 
de personas migrantes desaparecidas. No obstante, le preocupa al Comité la 
situación de extrema vulnerabilidad delas personas migrantes en el Estado parte. 
Asimismo, preocupa al Comité que las acciones tomadas resultan insuficientes 
para garantizar la prevención y la búsqueda, y el acceso a la verdad, a la justicia 
y a lareparación de las personas migrantes desaparecidas y sus familias. 


23. El Comité recomienda al Estado parte, en cooperación con los países de 
origen y destino y con la participación de las víctimas y la sociedad civil: 


a) Redoblar los esfuerzos para lograr el ágil intercambio de toda 
la información relevante entre el Estado parte y los demás países 
involucrados, principalmente los de América Central, incluidos los datos 
para el registro de personas migrantes desaparecidas en el Estado parte y 
la interconexión de las bases de datos Ante Mortem - Post Mortem; 


b) Garantizar la continuidad del trabajo de la Comisión Forense, ampliar 
su mandato y reproducir sus buenas prácticas a efecto de fortalecer las 
acciones de identificación y restitución de restos mortales; 


c) Asegurar que la implementación de la Ley General, incluidos los 
instrumentos que deriven de ella, cuenten con un enfoque especial y 
diferenciado para los casos de personas migrantes desaparecidas; 


d) Garantizar el efectivo funcionamiento, con la adopción de lineamientos 
y dotación de personal idóneo y recursos materiales suficientes, de la 
Unidad de investigación de delitos para personas migrantes y al Mecanismo 
de apoyo exterior mexicano de búsqueda e investigación, incluyendo 
la asignación especifica y permanente de personal especializado en las 
representaciones del Estado parte en los países relevantes; 


e) Garantizar la participación y coordinación en el Mecanismo de apoyo 
exterior mexicano de búsqueda e investigación de todas las instituciones 
necesarias para su buen funcionamiento, incluidas también la Comisión 
Ejecutiva de Atención a las Víctimas, la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos y el Instituto Nacional de Migración; 


f) Garantizarla adecuada participación de las víctimas y susrepresentantes 
en la búsqueda e investigación, incluyendo para tal fin, la ágil expedición 


de visas humanitarias con una duración que sea óptima para garantizar 
su finalidad. 


INVESTIGACIONES DE CASOS DE DESAPARICIÓN FORZADA 


24. El Comité toma nota de la creación de la Fiscalía Especializada de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas en el año 2015, la cual fue reemplazada 
en febrero de 2018 por la nueva Fiscalía Especializada en Investigación de 
los Delitos de Desaparición Forzada. Asimismo, el Comité toma nota de 
la adopción del Protocolo Homologado de Investigación de los Delitos de 
Desaparición Forzada. Sin embargo, el Comité observa serias deficiencias en 
las investigaciones de los delitos de desaparición forzada, incluidas la falta de 
autonomía de las investigaciones, la dilación en la ejecución de diligencias 
básicas, la ausencia de investigaciones de campo, la falta de medios de prueba 
de base científica, la fragmentación de las investigaciones y la ausencia 
generalizada de una estrategia integral para la investigación, el seguimiento 
de hipótesis de investigación sin fundamento y basadas en prejuicios y 
estereotipos sobre las personas desaparecidas, el descarte automático de casos 
de desaparición forzada de carácter temporal, así como la falta de garantías que 
excluyan la tortura y malos tratos de sospechosos en la obtención de medios de 
prueba. El Comité observa con profunda preocupación que dichas deficiencias 
contribuyen a la impunidad imperante en el Estado parte que se ilustra con el 
número exiguo de acusaciones y sentencias existentes frente al gran número de 
personas desaparecidas. 


25. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 28) para 
garantizar los derechos a la justicia y a la verdad, en el sentido de: 


a) Avanzar en la creación de una Fiscalía General de la República 
autónoma e independiente. 


b) Garantizar investigaciones inmediatas, exhaustivas e imparciales; 


c) Garantizar la participación efectiva en las investigaciones de los 
allegados de la persona desaparecida y sus representantes, sin que esto les 
represente una carga procesal de algún tipo; 


d) Garantizar que las fuerzas del orden o de seguridad, sean civiles o 
militares, cuyos miembros se encuentren bajo sospecha de haber cometido 
una desaparición forzada no participen ni tengan posibilidades de influir 
en la investigación; 


e) Continuar fortaleciendo el contenido del Protocolo Homologado para 
la Investigación de los Delitos de Desaparición Forzada de Personas y 
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Cometida por Particulares, tomando en consideración los insumos de 
las víctimas, personas defensoras de los derechos humanos, órganos de 
derechos humanos y de todas las autoridades involucradas tanto en la 
investigación como en la búsqueda; 


f) Asegurar que, cuando haya motivos razonables para creer que una 
persona desapareció en relación con la comisión de un delito, no se 
descarte la hipótesis de desaparición forzada o de desaparición cometida 
por particulares, con independencia de que puedan investigarse también 
otros delitos; 


g) Asegurar estrategias de investigación integral de los casos de 
desaparición, de forma que se evitela fragmentación delas investigaciones, 
se realice un análisis de contexto, se identifiquen los patrones, y se generen 
y se dé seguimiento a todas las hipótesis y líneas posibles de investigación, 
incluyendo el involucramiento de actores estatales; 


h) Investigar las posibles cadenas de mando, autores mediatos y otras 
formas de autoría y participación, incluidas todas las contenidas en el 
artículo 6 de la Convención; 


i) Investigar efectivamente los casos de desaparición forzada 
independientemente de su duración; 


j) Dotar de personal idóneo y recursos materiales suficientes a la Fiscalía 
Especializada en Investigación de los Delitos de Desaparición Forzada 
y a las fiscalías especializadas locales para su correcto funcionamiento, 
en particular personal específicamente capacitado en la materia, 
regularmente evaluado con una orientación a los resultados, que cuente 
con una perspectiva estratégica a nivel nacional y trasnacional sobre este 
fenómeno delictivo, que nutra las tareas de búsqueda y que trabaje de 
manera coordinada con otras agencias relevantes, en particular con la 
Comisión Nacional de Búsqueda y las comisiones de búsqueda locales; 


k) Asegurar la recolección y accesibilidad de datos sobre investigaciones 
en curso y concluidas, cantidad de causas con condena firme indicando 
cual fue la conducta típica que se sancionó y el estatus de la persona 
sancionada, si es funcionario del Estado y el monto de las penas. 


PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS QUE DENUNCIAN Y/O PARTICIPAN EN LA INVESTIGACIÓN DE 
UNA DESAPARICIÓN FORZADA 


26. Si bien la Ley General reconoce el derecho de las víctimas a pedir 
protección, el Comité observa con preocupación que continúan los actos 
de intimidación, estigmatización y agresión contra víctimas y defensores de 
derechos humanos, para los cuales no se garantiza la investigación y la sanción. 


27. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 31) y 
recomienda al Estado parte: 


a) Garantizar el cumplimiento efectivo de la obligación de proteger 
durante las acciones de búsqueda, en especial las búsquedas de campo, 
mediante mecanismos especialmente diseñados para este fin; 


b) Fortalecer el Mecanismo de Protección a Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas garantizando que cuente con personal 
capacitado suficiente para el desarrollo de sus actividades, presupuesto 
y capacidades jurídicas suficientes para que sus decisiones sean 
efectivamente implementadas por todas las autoridades relevantes; 


c) Tomar medidas adecuadas, incluyendo campañas de sensibilización, 
para prevenir y sancionar las acciones que criminalizan, intimidan o 
estigmatizan a las personas desaparecidas, sus familiares o las personas 
defensoras de derechos humanos que las acompañan; 


d) Investigar y sancionar los casos de agresión en contra de supervivientes 
de desaparición, familias de personas desaparecidas, testigos, personas 
defensoras de derechos humanos, periodistas, peritos y servidores 
públicos que trabajan en el ámbito de las desapariciones. 


DESAPARICIONES FORZADAS DURANTE EL PERIODO CONOCIDO COMO “GUERRA SUCIA” 


28. El Comité toma nota de algunas acciones puntuales realizadas por el Estado 
parte en materia de reparaciones a las víctimas de desapariciones forzadas 
durante el periodo conocido como “guerra sucia”. Sin embargo, observa con 
p 
preocupación la falta de avance en la investigación de los casos, en la búsqueda 
de las personas desaparecidas y en la reparación integral de todas las víctimas. 
p y 


29. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 33) y 
recomienda al Estado parte: 


a) Garantizar la búsqueda inmediata y efectiva de las personas desa- 
parecidas mediante la creación e implementación de un mecanismo de 
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búsqueda específico con la participación efectiva de los familiares de per- 
sonas desaparecidas. 


b) Garantizar que en los planes administrativos de reparación integral 
se asegure la consulta y participación de víctimas y sus representantes, 
organizaciones de derechos humanos y se diseñen e implementen con 
celeridad en razón del tiempo trascurrido y la edad avanzada de las familias. 


MEDIDAS PARA PREVENIR LAS DESAPARICIONES FORZADAS (ARTS. 16 A 23) 
REGISTRO DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 


30. El Comité toma nota de las acciones del Estado parte para centralizar 
la información de los centros federales de detención penal. Sin embargo, 
preocupa al Comité la ausencia de información sobre el estado en el que se 
encuentran los demás registros de detención, incluyendo los locales y los de 
corte administrativo. 


31. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/l, párrafo 35) e 
insta al Estado parte a: 


a) Garantizar el acceso inmediato de cualquier autoridad competente a 
todos los registros de detención y de personas privadas de libertad, en 
especial a las comisiones de búsqueda; 


b) Establecer unregistro unificado queincluyaatodaslas personasprivadas 
de libertad completo, fiable, actualizado, confidencial, con mecanismos 
de control y supervisión que permitan dar certeza de la información; 


c) Establecer controles efectivos en relación con el registro de personas 
privadas de su libertad en instituciones privadas como hospitales, 
residencias psiquiátricas, centros de día, centros de desintoxicación 
y rehabilitación para usuarios de drogas, instituciones de asistencia y 
cuidados alternativos de niños, niñas y adolescentes y de personas con 
discapacidad. Estos controles deben incluir el censo de dichas instituciones 
y el registro de las personas que permanecen en los mismos. 


FORMACIÓN SOBRE LA CONVENCIÓN 


32. El Comité toma nota de la información proporcionada por el Estado parte 
sobre la capacitación de agentes estatales, incluidas las fuerzas militares, sobre el 
contenido de la Convención. Sin embargo, el Comité observa con preocupación 
que la información proporcionada se refiere únicamente a algunas autoridades 
federales. 


33. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/l, párrafo 37) en 
el sentido de que el Estado parte adopte las medidas necesarias para asegurar 
que, tanto a nivel federal como estatal y municipal, todo el personal militar o 
civil encargado de la aplicación de la ley, el personal médico, los funcionarios y 
otras personas que puedan intervenir en la custodia o el tratamiento de personas 
privadas de libertad, incluidos los jueces, los fiscales y otros funcionarios 
encargados de la administración de justicia, reciban formación adecuada y 
regular acerca de las disposiciones de la Convención, de conformidad con el 
artículo 23 de la misma. Dichas medidas deben formar parte de los procesos de 
mejora institucional y deben ser diseñadas e impartidas usando metodologías 
adecuadas. Además, deben ser evaluadas para determinar su impacto en el 
mediano y largo plazo en la actuación de las personas a las que se refiere el 
artículo 23, párrafo 1, de la Convención. 


SEGURIDAD PÚBLICA 


34. El Comité observa con preocupación el rol otorgado a las fuerzas militares 
para las tareas de seguridad pública en la mayoría del territorio del Estado 
parte, la creciente militarización de las autoridades civiles encargadas de hacer 
cumplir la ley y el impacto que esta tendencia podría tener en el aumento de la 
desaparición forzada y en la impunidad. 


35. El Comité insta al Estado parte a fortalecer a las fuerzas civiles del orden 
y a establecer un plan de retiro gradual, ordenado y verificable de las fuerzas 
militares de las tareas de seguridad pública. Además, recomienda al Estado parte 
adoptar un marco normativo que regule el uso de la fuerza por los agentes de 
las fuerzas del orden, compatible con el derecho internacional de los derechos 
humanos y los estándares internacionales. 


MEDIDAS DE REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS Y DE PROTECCIÓN DE NIÑOS Y NIÑAS 
CONTRA LAS DESAPARICIONES FORZADAS (ARTS. 24 Y 25) 


DERECHO A LA REPARACIÓN Y A UNA INDEMNIZACIÓN RÁPIDA, JUSTA Y ADECUADA 


36. El Comité toma nota de los esfuerzos del Estado parte para implementar la 
Ley General de Víctimas, incluyendo las reglas de operación de los distintos fondos 
y la expresión de preocupación por la eliminación de trámites que obstaculizan la 
reparación eficaz. Sin embargo, el Comité mantiene su preocupación sobre la plena 
implementación de dicha Ley General, principalmente en los estados federales. 
Asimismo, preocupa al Comité la falta de garantías para el ejercicio de los derechos 
a la verdad, a la justicia y a la reparación, notando que no se ha garantizado el 
otorgamiento de reparaciones integrales y adecuadas. 
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37. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/1, párrafo 39) y 
recomienda al Estado parte: 


a) Seguir fortaleciendo a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, 
dotándola de personal idóneo y recursos materiales suficientes para su 
correcto funcionamiento; 


b) Redoblar esfuerzos para agilizar el acceso al Registro Nacional de 
Víctimas y a las distintas ayudas emergentes, incluyendo el acceso para 
aquellas víctimas que residen en el extranjero; 


c) Armonizar las legislaciones locales con la Ley General de Víctimas 
para su correcta implementación y crear todas las comisiones estatales de 
atención a víctimas, dotándolas de personal idóneo y recursos materiales 
suficientes y adecuados para su correcto funcionamiento; 


d) Garantizar la igualdad efectiva en el acceso a derechos en materia de 
reparación y atención a las víctimas de desaparición con independencia 
del carácter federal o estatal de la dependencia encargada de su atención 
y de si existe o no sentencia condenatoria o determinación firme de un 
órgano nacional, regional o internacional de derechos humanos. 


SITUACIÓN LEGAL DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS CUYA SUERTE NO HAYA SIDO 
ESCLARECIDA Y DE SUS ALLEGADOS 


38. El Comité observa las nuevas medidas legislativas del Estado parte en materia 
de Declaración Especial de Ausencia para Personas Desaparecidas, tanto en la nueva 
Ley General en materia de desaparición forzada como en la ley federal especial en la 
materia. No obstante, el Comité toma nota con preocupación que dicha normativa 
no es directamente aplicable a las entidades federativas y que tampoco existe la 
armonización legislativa necesaria para tal fin. 


39. El Comité reitera su recomendación (CED/C/MEX/CO/l, párrafo 43) en el 
sentido de adoptar las medidas necesarias en todo el Estado parte para asegurar 
la regulación adecuada de la situación legal de las personas desaparecidas cuya 
suerte no haya sido esclarecida y de sus allegados. En este sentido, el Comité 
insta al Estado parte a tomar las medidas necesarias para que las disposiciones 
en materia de declaración de ausencia de la Ley General sean aplicadas en todo 
el territorio y sean obligatorias para todas las autoridades, garantizando la 
plena efectividad en la protección de la situación jurídica y el patrimonio de las 
personas desaparecidas y sus familias. 


LEGISLACIÓN RELATIVA A LA APROPIACIÓN DE NIÑOS 


40. El Comité toma nota de la reciente legislación general en materia de 
desaparición forzada que incorpora delitos específicos respecto de la apropiación 
de niños. Sin embargo, observa con preocupación que en dicha legislación 
únicamente se prevén delitos respecto de niños nacidos durante el periodo de 
ocultamiento y no se prevén los dos primeros supuestos contenidos en el artículo 
25 párrafo 1 inciso a) dela Convención, es decir, “la apropiación de niños sometidos 
a desaparición forzada, o de niños cuyo padre, madre o representante legal son 
sometidos a una desaparición forzada”. 


4.1. El Comité reitera su recomendación anterior (CED/C/MEX/CO/l, párrafo 
45) en el sentido de instar al Estado parte a armonizar la legislación nacional en 
conformidad con el artículo 25, párrafo 1, de la Convención. 


IMPACTO DE LAS DESAPARICIONES EN MUJERES, NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 


42. El Comité observa con preocupación los impactos que las desapariciones en el 
Estado parte tienen sobre mujeres, niñas, niños y adolescentes. El Comité también 
está preocupado por el impacto perjudicial en el estancamiento y abandono de las 
investigaciones de los estereotipos de género y formas de discriminación contra las 
mujeres por parte de las autoridades. 


43. El Comité recomienda al Estado parte: 


a) Garantizar la búsqueda inmediata y efectiva de todos los niños, niñas y 
adolescentes cuyo paradero se desconozca; 


b) Establecer medidas de atención específicas y prioritarias para las niñas 
y niños familiares de personas desaparecidas, respetando el principio de 
interéssuperior de la niñez y brindado una adecuada atención psicosocial. 


c) Adoptar medidas especiales de protección para niños, niñas y 
adolescentes, así como desarrollar al máximo las disposiciones pertinentes 
previstas en la Ley General tendientes a combatir la desaparición de niñas, 
niños y adolescentes. 


d) Garantizar la incorporación de la perspectiva de género en la 
investigación de los casos de desaparición de niñas y mujeres, con 
especial énfasis enla generación de hipótesis y líneas de investigación que 
contemplen las posibles motivaciones vinculadas a género. 
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C. ACCIONES URGENTES Y MEDIDAS DE PROTECCIÓN 
PROCEDIMIENTO DE ACCIÓN URGENTE 


44. El Comité toma nota de la expresión de interés por parte del Estado parte para 
atender las acciones urgentes y dar seguimiento a las recomendaciones emitidas 
en el contexto del procedimiento del artículo 30 de la Convención. No obstante, 
el Comité ha observado y está preocupado por la falta de conocimiento del 
procedimiento y de las recomendaciones emitidas en este contexto por los agentes 
del Estado a cargo de la búsqueda e investigación de las personas desaparecidas; 
por la demora en la implementación de las acciones urgentes, las deficiencias en la 
coordinación de entidades y autoridades a nivel federal, estatal y municipal para 
atenderlas, la falta de un mecanismo efectivo para asegurar su implementación y su 
evaluación, incluso por parte de las autoridades locales competentes. 


45. El Comité recomienda al Estado parte a: 


a) Establecer un mecanismo para la implementación, seguimiento y 
evaluación de las acciones urgentes, que garantice la coordinación entre 
autoridades de los tres niveles de gobierno, la respuesta y búsqueda 
inmediata, así como la participación de las víctimas y sus organizaciones; 


b) Establecer a la mayor brevedad un mecanismo para garantizar la 
comunicación de las recomendaciones del Comité a las autoridades 
federales, estatales y municipales a cargo de la búsqueda y de la 
investigación. 


D. DIFUSIÓN Y SEGUIMIENTO 


46. El Comité desea recordar las obligaciones contraídas por los Estados al 
ratificar la Convención y, en ese sentido, insta al Estado parte a asegurarse de que 
todas las medidas que adopte, sean de la naturaleza que sean y emanen del poder 
que emanen, se conformen plenamente a las obligaciones que asumió al ratificar 
la Convención y otros instrumentos internacionales pertinentes. Al respecto, el 
Comité insta particularmente al Estado parte a garantizar la investigación eficaz 
de todas las desapariciones forzadas y la satisfacción plena de los derechos de las 
víctimas tal y como están consagrados en la Convención. 


47. Asimismo, el Comité desea enfatizar la singular crueldad con la que las 
desapariciones forzadas afectan a los derechos humanos de las mujeres y los 
niños. Las mujeres que son sometidas a desaparición forzada son particularmente 
vulnerables a actos de violencia sexual y otras formas de violencia de género. 
Las mujeres que son miembros de la familia de una persona desaparecida son 


particularmente vulnerables a sufrir serios efectos sociales y económicos adversos, 
así como a padecer violencia, persecución y represalias como resultado de sus 
esfuerzos para localizar a sus seres queridos. Por su parte, los niños víctimas de 
desaparición forzada, ya sea porque ellos mismos son sometidos a desaparición 
o porque sufren las consecuencias de la desaparición de sus familiares, son 
particularmente vulnerables a múltiples violaciones de los derechos humanos, 
incluida la sustitución de su identidad. En este contexto, el Comité hace especial 
hincapié en la necesidad de que el Estado parte integre perspectivas de género y 
enfoques adaptados a la sensibilidad de los niños y niñas en la implementación 
de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones derivados de la Convención. 


48. Se alienta al Estado parte a que difunda ampliamente la Convención, la 
información adicional presentada en virtud del artículo 29, párrafo 4, de la 
Convención, y las presentes observaciones de seguimiento para sensibilizar 
a las autoridades judiciales, legislativas y administrativas, la sociedad civil y las 
organizaciones no gubernamentales que actúan en el Estado parte, así como 
a la población en general. Asimismo, de manera más general, el Comité alienta 
al Estado parte a que establezca un mecanismo nacional para el seguimiento 
e implementación y de las recomendaciones de mecanismos internacionales 
derechos humanos, en el que se garantice una amplia participación de todas las 
partes interesadas y en particular las víctimas y sus organizaciones. 


49. En virtud del artículo 29, párrafo 4, de la Convención, el Comité solicita 
asimismo al Estado parte que presente, a más tardar el 16 de noviembre del 
2021, información concreta y actualizada acerca de la aplicación de las presentes 
recomendaciones, así como cualquier otra información nueva relativa al 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Convención, en un documento 
elaborado con arreglo al párrafo 39 de las Directrices relativas a la forma y el 
contenido de los informes que deben presentar los Estados partes en virtud del 
artículo 29 de la Convención (CED/C/2). El Comité alienta al Estado parte a que, 
en el proceso de elaboración de esa información, fomente y facilite la participación 
de la sociedad civil, en particular de las organizaciones de víctimas. 
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Y Y : 
4 Distr. general 
ANS/4 Convención 5 de marzo de 2015 


Internacional paña 
para la Protección 

de Todas las 

Personas contra 

las Desapariciones 

Forzadas 


Comité contra la Desaparición Forzada 


Observaciones finales sobre el informe presentado por México en 
virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención* 


1. El Comité contra la Desaparición Forzada examinó el informe presentado por 
México en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención (CED/C/MEX/1) en 
sus sesiones 119.* a 121.* (CED/C/SR.119 a 121), celebradas los días 2 y 3 de febrero 
de 2015. En su 133.* sesión, celebrada el 11 de febrero de 2015, el Comité aprobó las 
siguientes observaciones finales. 


INTRODUCCIÓN 


2. El Comité acoge con satisfacción el informe presentado por México en virtud 
del artículo 29, párrafo 1, de la Convención, elaborado de conformidad con las 
directrices para la presentación de informes, y la información en él expuesta. 
Asimismo, el Comité expresa su reconocimiento por el diálogo constructivo 
mantenido con la delegación de alto nivel del Estado parte sobre las medidas 
adoptadas para aplicar las disposiciones de la Convención. 


3. El Comité agradece además al Estado parte sus respuestas por escrito (CED/C/ 
MEX/Q/1/Add.1) a la lista de cuestiones (CED/C/MEX/Q/1). 


* Aprobadas por el Comité en su octavo período de sesiones (2 a 13 de febrero de 2015). 
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B. ASPECTOS POSITIVOS 


4. El Comité celebra que el Estado parte haya ratificado la totalidad de los 
instrumentos fundamentales de derechos humanos de las Naciones Unidas y la casi 
totalidad de sus protocolos facultativos, así como el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas. 


5. El Comité también saluda las medidas adoptadas por el Estado parte sobre 
aspectos que guardan relación con la Convención, incluyendo: 


a) Que se haya otorgado rango constitucional a los derechos humanos 
reconocidos en los tratados internacionales en los que México es parte, 
incluyendo la Convención; 


b) Que se haya reconocido en el artículo 29 de la Constitución que en ningún 
caso podrá restringirse ni suspenderse la prohibición de la desaparición 
forzada; 


c) La adopción de la Ley General de Víctimas en 2013; 
d) La adopción de una nueva Ley de Amparo en 2013. 


6. El Comité saluda la puesta en marcha de una página web que contiene 
información sistematizada sobre las recomendaciones internacionales en materia 
de derechos humanos realizadas al Estado parte y lo alienta a fortalecer su 
conocimiento y difusión. 


7. El Comité observa con reconocimiento la existencia de una sociedad civil y una 
Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) dinámicas que contribuyen 
significativamente a la vigilancia de la aplicación de la Convención en el Estado 
parte. 


8. El Comité observa con satisfacción que el Estado parte haya cursado una 
invitación permanente a todos los titulares de mandatos de procedimientos 
especiales del Consejo de Derechos Humanos para que visiten el país. Al respecto, 
el Comité saluda la visita a México del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias en 2011 y alienta al Estado parte a asegurarse de que todas 
sus recomendaciones (A/HRC/19/58/Add.2, párrs. 79 a 113) sean aplicadas. 


9. El Comité recuerda el intercambio de correspondencia con el Estado parte en 
relación con el mecanismo previsto en el artículo 33 de la Convención y espera el 
consentimiento del Estado parte para que la visita se realice en un plazo razonable. 


C. PRINCIPALES MOTIVOS DE PREOCUPACIÓN Y RECOMENDACIONES 


10. El Comité considera que el marco normativo en vigor, así como su aplicación 
y el desempeño de algunas autoridades competentes, no se conforman plenamente 
con las obligaciones de la Convención. La información recibida por el Comité 
ilustra un contexto de desapariciones generalizadas en gran parte del territorio 
del Estado parte, muchas de las cuales podrían calificarse como desapariciones 
forzadas, incluso iniciadas a partir de la entrada en vigor de la Convención. El 
grave caso de los 43 estudiantes sometidos a desaparición forzada en septiembre 
de 2014 en el Estado de Guerrero ilustra los serios desafíos que enfrenta el Estado 
parte en materia de prevención, investigación y sanción de las desapariciones 
forzadas y búsqueda de las personas desaparecidas. El Comité alienta al Estado 
parte a aplicar sus recomendaciones, formuladas con un espíritu constructivo y de 
cooperación, con el fin de asegurar que el marco jurídico existente y su aplicación 
por las autoridades federales, estatales y municipales sean plenamente compatibles 
con los derechos y las obligaciones que establece la Convención. El Estado parte 
podría valerse de la oportunidad que ofrece el hecho de que actualmente se están 
discutiendo diversas iniciativas a nivel legislativo, en particular la posibilidad de 
adoptar una ley general en materia de desaparición forzada, para implementar las 
recomendaciones de las presentes observaciones finales. 


INFORMACIÓN GENERAL 
PROCEDIMIENTO DE ACCIÓN URGENTE 


11. El Comité saluda la cooperación del Estado parte en el marco de su 
procedimiento de acción urgente y toma nota de la información brindada en 
relación con los organismos involucrados en el tratamiento de peticiones de acción 
urgente y en la implementación de medidas cautelares otorgadas por el Comité 
(art. 30). 


12. El Comité insta al Estado parte a continuar cooperando con el Comité en 
el marco de su procedimiento de acción urgente y a garantizar el tratamiento 
inmediato y el seguimiento regular de todas las acciones urgentes y solicitudes 
de medidas cautelares y de protección remitidas por el Comité. 


COMUNICACIONES INDIVIDUALES E INTERESTATALES 


13. El Comité observa que el Estado parte aún no ha reconocido la competencia 
del Comité para recibir y examinar comunicaciones individuales e interestatales 
en virtud de los artículos 31 y 32 de la Convención. Al respecto, toma nota de 
la información proporcionada por la delegación de que se continúa evaluando 
el reconocimiento de la competencia del Comité en virtud del artículo 31 de la 
Convención (arts. 31 y 32). 
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14. El Comité alienta enérgicamente al Estado parte a reconocer la competencia 
del Comité para recibir y examinar comunicaciones individuales e interestatales 
en virtud delos artículos 31 y 32 de la Convención con miras a reforzar el régimen 
de protección contra las desapariciones forzadas previsto en la misma. 


ESTRUCTURA FEDERAL DEL ESTADO PARTE 


15. El Comité, si bien es consciente de los desafíos que plantea la estructura federal 
del Estado parte, observa con preocupación que, tanto a nivel legislativo como en la 
práctica, las distintas jurisdicciones presentan desiguales niveles de cumplimiento 
de las obligaciones que establece la Convención. Al respecto, el Comité toma nota 
de las iniciativas presentadas con miras a reformar la Constitución Política a fin 
de facultar al Congreso de la Unión para, entre otros, expedir una ley general en 
materia de desaparición forzada. 


16. El Comité, recordando el artículo 41 de la Convención, recomienda que 
el Estado parte adopte las medidas necesarias para asegurar que, tanto a nivel 
federal como estatal, la legislación y la práctica se ajusten plenamente a las 
obligaciones consagradas en la Convención. Al respecto, lo alienta a aprobar 
a la mayor brevedad posible una ley general que regule de manera integral los 
aspectos de la desaparición forzada contenidos en la Convención, en particular 
aquellos relativos a la prevención, investigación, juzgamiento y sanción de las 
desapariciones forzadas así como a la búsqueda y situación legal de las personas 
desaparecidas. Asimismo, el Comité recomienda que se garantice la participación 
de las víctimas de desaparición forzada, las organizaciones de la sociedad civil y 
la CNDH en todo el proceso encaminado a la adopción de esta ley. 


DEFINICIÓN Y TIPIFICACIÓN COMO DELITO DE LA DESAPARICIÓN FORZADA (ARTS. 1 A 7) 
REGISTRO DE PERSONAS SOMETIDAS A DESAPARICIÓN FORZADA 


17. El Comité nota con preocupación la falta de información estadística precisa 
sobre el número de personas sometidas a desaparición forzada. lo que impide 
conocer la verdadera magnitud de este flagelo y dificulta la adopción de políticas 
públicas que permitan combatirlo con efectividad. Al respecto, si bien toma nota 
de la Ley del Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o Desaparecidas 
(RNDPED), al Comité le preocupa su falta de reglamentación así como el hecho de 
que el registro no incluye información que permita determinar si la persona pudo 
haber sido sometida a desaparición forzada (arts. 1, 3, 12 y 24). 


18. El Estado parte debería adoptar las medidas necesarias a fin de contar con un 
registro único de personas desaparecidas a nivel nacional que permita establecer 
estadísticas confiables con miras a desarrollar políticas públicas integrales y 
coordinadas encaminadas a prevenir, investigar, sancionar y erradicar este delito 


aberrante. Dicho registro debería, como mínimo: a) reflejar de manera exhaustiva 
y adecuada todos los casos de personas desaparecidas, incluyendo información 
acerca del sexo, edad y nacionalidad de la persona desaparecida y lugar y fecha de 
desaparición; b) incluir información que permita determinar si se trata de una 
desaparición forzada o de una desaparición cometida sin ninguna participación 
de agentes estales; c) permitir generar datos estadísticos respecto de casos de 
desaparición forzada aun cuando hayan sido esclarecidos; d) ser completado 
con base en criterios claros y homogéneos y actualizado de manera permanente. 
En este contexto, el Estado parte debería valerse de la oportunidad que ofrece 
el hecho de que la reglamentación de la Ley del RNDPED aún esté pendiente 
para asegurar que cumpla con los criterios antes expuestos. Asimismo, debería 
adoptar las medidas necesarias para garantizar que las autoridades encargadas 
de ingresar los datos pertinentes lo hagan de manera uniforme, exhaustiva e 
inmediata luego de que se tenga conocimiento de una desaparición. 


DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA 


19. El Comité observa con preocupación que algunas legislaciones del Estado 
parte no tipifican la desaparición forzada y que aquellas que la tipifican prevén 
penas disímiles y definiciones que no se ajustan a la definición de la Convención en 
todos los casos (arts. 2, 4, 6, 7 y 8). 


20. El Estado parte debería adoptar las medidas legislativas necesarias a 
fin de asegurar que a la mayor brevedad posible la desaparición forzada sea 
tipificada, tanto a nivel federal como estatal, como delito autónomo que se ajuste 
a la definición contenida en el artículo 2 de la Convención y que prevea penas 
apropiadas que tengan en cuenta su extrema gravedad. A la luz del artículo 8 
de la Convención, debería también garantizar que, en caso de que se aplique un 
régimen de prescripción al delito de desaparición forzada, el plazo del mismo sea 
prolongado y proporcionado a su extrema gravedad y que, teniendo en cuenta el 
carácter continuo de la desaparición forzada, se cuente a partir del momento en 
que cesa el delito. 


RESPONSABILIDAD PENAL DEL SUPERIOR JERÁRQUICO 


21. El Comité, mientras toma nota de las iniciativas existentes en el Congreso de la 
Unión en las que se prevé la responsabilidad penal del superior jerárquico, observa 
que la legislación vigente en la materia no se ajusta plenamente a la obligación que 
surge del artículo 6, párrafo 1, apartado b), de la Convención (art. 6). 


22. El Comité recomienda que el Estado parte adopte las medidas legislativas 
necesarias con miras a que, tanto en la legislación federal como en la estatal, 
se prevea especificamente la responsabilidad penal de los superiores jerárquicos 
en los términos establecidos en el artículo 6, párrafo 1, apartado b), de la 
Convención. 
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DESAPARICIONES DE MIGRANTES 


23. El Comité observa con preocupación la información que da cuenta de que 
habría numerosos casos de desaparición de migrantes, incluyendo niños, entre 
los cuales habría casos de desaparición forzada, así como los desafíos que esta 
situación dramática plantea en relación con la plena observancia de los derechos 
a la justicia y a la verdad consagrados en la Convención, en particular dado que 
los allegados de las personas desaparecidas normalmente no residen en el Estado 
parte. Al respecto, el Comité toma nota de la información proporcionada por el 
Estado parte en relación con la investigación de las desapariciones de migrantes y 
la búsqueda, atención y protección de los mismos, y de que está trabajando en el 
diseño de un mecanismo transnacional de búsqueda y acceso a la justicia (arts. 1, 
3, 12, 15 y 24). 


24. El Estado parte debería, en cooperación con los países de origen y destino 
y con la participación de las víctimas y la sociedad civil, redoblar sus esfuerzos 
con miras a prevenir e investigar las desapariciones de migrantes, perseguir 
penalmente a los responsables y proteger adecuadamente a los denunciantes, 
peritos, testigos y defensores. Asimismo, el mecanismo transnacional de búsqueda 
y acceso a la justicia debería garantizar: a) la búsqueda de las personas migrantes 
desaparecidas y, en caso de hallarse restos, su identificación y restitución; b) el 
relevamiento de información ante mortem y su integración a la Base de Datos 
Ante Mortem - Post Mortem; c) que los allegados de las personas desaparecidas, 
independientemente del lugar en el que residan, tengan la posibilidad efectiva 
de obtener información y participar de las investigaciones y búsqueda de las 
personas desaparecidas. 


RESPONSABILIDAD PENAL Y COOPERACIÓN JUDICIAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN 
FORZADA (ARTS. 8 A 15) 


JURISDICCIÓN MILITAR 


25. El Comité, si bien acoge con beneplácito la reforma del Código de Justicia 
Militar de 2014 que excluyó la jurisdicción militar en relación con los delitos 
del orden común o federal cometidos por militares contra civiles, observa con 
preocupación que el mencionado Código aún conserva la jurisdicción militar en 
relación con los delitos del orden común o federal, incluyendo las desapariciones 
forzadas, que fuesen cometidos por un militar contra otro militar. El Comité 
considera que, por principio, los tribunales militares no ofrecen la independencia e 
imparcialidad requeridas por la Convención para abordar violaciones de derechos 
humanos como las desapariciones forzadas (art. 11). 


26. El Comité recomienda al Estado parte que adopte las medidas legislativas 
necesarias a fin de asegurar que las desapariciones forzadas cometidas por un 


militar contra otro militar queden expresamente excluidas de la jurisdicción 
militar y solamente puedan ser investigadas y juzgadas por las autoridades 
civiles competentes. 


INVESTIGACIONES DE CASOS DE DESAPARICIÓN FORZADA 


27. El Comité toma nota de la información proporcionada por el Estado parte 
acerca de las autoridades encargadas de llevar adelante las investigaciones cuando 
se produce una desaparición así como las acciones desplegadas al respecto. 
Asimismo, observa con beneplácito que la Procuraduría General de la República 
(PGR) se encuentra trabajando en la elaboración de un protocolo de investigación 
en materia de desaparición forzada, como solicitó el Consejo Nacional de Seguridad 
Pública. Sin embargo, el Comité se muestra preocupado por la impunidad respecto 
de los numerosos casos denunciados por desaparición forzada, que se expresa en 
la casi inexistencia de condenas por este delito. Al Comité le preocupan también 
los informes que dan cuenta de una serie de obstáculos que no permitirían que 
las investigaciones de las desapariciones forzadas se realizasen de manera eficaz, 
incluyendo: a) el hecho de que en varios casos las autoridades competentes no 
habrían iniciado las investigaciones con la debida celeridad inmediatamente 
tras haber recibido información acerca de una posible desaparición forzada; b) 
la calificación de los hechos con base en otros delitos en numerosos casos en los 
que habrían existido indicios para suponer que se podría haber cometido una 
desaparición forzada (art. 12). 


28. El Estado parte debería redoblar sus esfuerzos con miras a asegurar que, 
cuando haya motivos razonables para creer que una persona ha sido sometida a 
desaparición forzada, se proceda a realizar sin demora una investigación exhaustiva 
e imparcial, aun cuando no se haya presentado una denuncia formal, y que los 
presuntos autores sean enjuiciados y, de ser declarados culpables, sancionados de 
conformidad con la gravedad de sus actos. Asimismo, el Estado parte debería: 


a) Garantizar que, cuando haya indicios para suponer que se pudiera 
haber cometido una desaparición forzada, se proceda, sin dilación, a 
investigar de manera efectiva a todos los agentes u órganos estatales que 
pudieran haber estado involucrados, así como a agotar todas las líneas de 
investigación; 


b) Fomentar y facilitar la participación de los allegados de la persona 
desaparecida en las investigaciones, sin que esto les confiera la 
responsabilidad de producir las pruebas necesarias para la investigación; 


c) Garantizar la efectiva coordinación y cooperación entre todos los 
órganos encargados de la investigación y asegurar que cuenten con las 
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estructuras y los recursos técnicos, periciales, financieros y de personal 
adecuados a fin de que puedan desempeñar sus funciones con celeridad y 
de manera eficaz; 


d) Tomar las medidas necesarias para garantizar que las fuerzas del orden 
o de seguridad, sean civiles o militares, cuyos miembros se encuentren 
bajo sospecha de haber cometido una desaparición forzada no participen 
en la investigación. 


29. El Comité alienta al Estado parte a que considere establecer en el ámbito de 
la PGR una unidad fiscal especializada en la investigación de las desapariciones 
forzadas que cuente con recursos adecuados, en particular personal 
especificamente capacitado en la materia; con una perspectiva estratégica a nivel 
nacional y trasnacional sobre este fenómeno delictivo; que nutra las tareas de 
búsqueda; y que trabaje de manera coordinada con otras agencias relevantes, en 
particular la Unidad de Búsqueda de Personas Desaparecidas. 


PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS QUE DENUNCIAN Y/O PARTICIPAN EN LA INVESTIGACIÓN DE 
UNA DESAPARICIÓN FORZADA 


30. El Comité toma nota de la legislación y mecanismos existentes para asegurar 
la protección de víctimas, testigos y denunciantes, así como del mecanismo de 
protección específico para personas defensoras de derechos humanos y periodistas. 
No obstante, le preocupan los informes que dan cuenta de la persecución y 
amenazas de las que habrían sido objeto los familiares de personas sometidas a 
desaparición forzada y los defensores de derechos humanos que trabajan para 
asistir a las víctimas, así como la carencia de información oficial sobre estos hechos. 
Asimismo, le preocupan los informes que dan cuenta de que agentes estatales 
habrían descalificado públicamente a algunas de estas personas y organizaciones 
(arts. 12 y 24). 


31. El Estado parte debería: 


a) Redoblar sus esfuerzos para asegurar la implementación rápida y 
eficaz de las medidas de protección previstas en la legislación con miras 
a garantizar la efectiva protección de todas las personas a las que se 
refiere el artículo 12, párrafo 1, de la Convención contra todo maltrato o 
intimidación de los que pudieran ser objeto; 


b) Incrementar sus esfuerzos con miras a prevenir y sancionar los actos de 
intimidación y/o malos tratos de los que pudieran ser objeto los defensores 
de derechos humanos que trabajan para combatir las desapariciones 
forzadas y asistir a las víctimas; 


c) Documentar hechos de agresiones, amenazas e intimidaciones a fin de 
elaborar políticas de prevención y protección y facilitar una investigación 
eficaz de los hechos; 


d) Asegurar muy especialmente que todos los agentes estatales se 
abstengan de realizar declaraciones públicas que pudieran descalificar, 
estigmatizar o poner en riesgo a los allegados de personas desaparecidas 
o a los defensores de derechos humanos que trabajan para combatir las 
desapariciones forzadas y asistir a las víctimas. 


DESAPARICIONES FORZADAS DURANTE EL PERÍODO CONOCIDO COMO “GUERRA SUCIA” 


32. AlComitéle preocupa que, a pesar del tiempo transcurrido, no sehanproducido 
avances significativos en la investigación y sanción de los responsables de las 
desapariciones forzadas que habrían sido perpetradas durante el período conocido 
como “guerra sucia” ni en relación con la búsqueda de las personas desaparecidas. 
Asimismo, y si bien toma nota de las dificultades que enfrenta el Estado parte para 
localizar a los familiares de todas las personas cuyas desapariciones forzadas fueron 
corroboradas por la CNDH en el marco de su recomendación 26/2001, al Comité 
le preocupa el lento progreso en materia de reparación. Por otro lado, el Comité 
toma nota del reciente informe final de la Comisión de la Verdad de Guerrero y 
de lo expresado por la delegación de que se continuará trabajando con relación al 
mismo (arts. 12 y 24). 


33. El Estado parte debería intensificar sus esfuerzos con miras a: 


a) Asegurar que todos los casos de desaparición forzada que hubiesen sido 
perpetrados durante el período conocido como “guerra sucia” seaninvestigados 
sin demora y los presuntos autores enjuiciados y, de ser declarados culpables, 
sancionados de conformidad con la gravedad de sus actos; 


b) Localizar, y en caso de fallecimiento identificar, ala mayor brevedad posible a 
todas las personas que hubiesen sido sometidas a desaparición forzada durante 
ese periodo; 


Cc) Garantizar el derecho a la verdad respecto de lo ocurrido; 
d) Garantizar que todas las víctimas, se relacionen o no con los casos 


corroborados por la CNDH, reciban reparación adecuada, que incluya los 
medios para su rehabilitación y sea sensible a cuestiones de género. 
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MEDIDAS PARA PREVENIR LAS DESAPARICIONES FORZADAS (ARTS. 16 A 23) 
REGISTROS DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 


34. El Comité toma nota de la información brindada por el Estado parte acerca 
de los datos que deben ingresarse en el Sistema de Registro de Detenidos y en el 
Registro Administrativo de Detenciones. Sin embargo, lamenta no haber recibido 
información detallada acerca de los registros que se llevan en todos los lugares 
donde pueda haber personas privadas de libertad, como las estaciones migratorias 
o los centros de detención militar (arts. 17 y 22). 


35. El Estado parte debería adoptar las medidas necesarias para garantizar que: 


a) Se proceda a la inscripción de todas las privaciones de libertad en registros 
y/o expedientes uniformes que incluyan, como mínimo, la información 
requerida en virtud del artículo 17, párrafo 3, de la Convención; 


b) Todos los registros y/o expedientes de personas privadas de libertad sean 
completados y actualizados con precisión y prontitud; 


c) Todos los registros y/o expedientes de personas privadas de libertad sean 
objeto de verificaciones periódicas y, en caso de irregularidades, se sancione a 
los funcionarios responsables. 


FORMACIÓN SOBRE LA CONVENCIÓN 


36. El Comité toma nota de la información proporcionada por el Estado parte en 
relación con la formación en derechos humanos brindada a servidores públicos y 
observa con beneplácito que, en algunos casos, se ha brindado formación específica 
en materia de desaparición forzada. Sin embargo, el Comité observa que no se 
imparte capacitación específica y regular a todos los agentes federales, estatales y 
municipales sobre las disposiciones pertinentes de la Convención conforme a su 
artículo 23 (art. 23). 


37. El Comité recomienda que el Estado parte adopte las medidas necesarias 
para asegurar que, tanto a nivel federal como estatal y municipal, todo el 
personal militar o civil encargado de la aplicación de la ley, el personal médico, 
los funcionarios y otras personas que puedan intervenir en la custodia o el 
tratamiento de personas privadas de libertad, incluyendo los jueces, los fiscales 
y otros funcionarios encargados de la administración de justicia, reciban 
formación adecuada y regular acerca de las disposiciones de la Convención, de 
conformidad con el artículo 23 de la misma. 


MEDIDAS DE REPARACIÓN Y DE PROTECCIÓN DE NIÑOS CONTRA LAS DESAPARICIONES 
FORZADAS (ARTS. 24 Y 25) 


DERECHO A LA REPARACIÓN Y A UNA INDEMNIZACIÓN RÁPIDA, JUSTA Y ADECUADA 


38. El Comité acoge con beneplácito la adopción de la Ley General de Víctimas que, 
entre otros aspectos, contempla la reparación integral para las víctimas de delitos 
y violaciones de derechos humanos y establece que podrá considerarse víctima 
a una persona con independencia de que se identifique, aprehenda o condene 
al responsable del daño o de que participe en algún procedimiento judicial o 
administrativo. Asimismo, saluda la creación de la Comisión Ejecutiva de Atención 
a Víctimas (CEAV) para poner en práctica los amplios derechos de las víctimas 
garantizados en la ley. Sin embargo, al Comité le preocupa que la ley todavía no 
haya sido plenamente implementada, en particular a nivel estatal (art. 24). 


39. A fin de garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la reparación y a una 
indemnización rápida, justa y adecuada de todas las personas que hubieran 
sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desaparición forzada, el 
Comité recomienda que el Estado parte: 


a) Intensifique sus esfuerzos con miras a asegurar que la Ley General de 
Víctimas sea plenamente implementada en todo el Estado parte a la mayor 
brevedad posible; 


b) Garantice que el acceso a la reparación y a una indemnización no se vea 
obstaculizado por cuestiones formales tales como la falta de implementación 
de la ley a nivel estatal; 


c) Tome medidas para asegurar que todas las instancias que tengan 
información de una víctima en el sentido de la ley procuren la inscripción de 
esta persona en el registro de víctimas de la CEAV. 


BÚSQUEDA DE PERSONAS DESAPARECIDAS 


40). El Comité toma nota de la información acerca de las medidas adoptadas 
con miras a buscar y localizar a las personas desaparecidas e identificar sus restos 
cuando hubieran fallecido, así como sobre el marco normativo aplicable en la 
materia, en particular el artículo 21 de la Ley General de Víctimas. Asimismo, 
observa con beneplácito el Grupo Especializado de Búsqueda Inmediata que se 
puso en marcha en la Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León. 
Sin embargo, observa con preocupación los numerosos informes que dan cuenta de 
las serias dificultades que existen en la práctica en materia de búsqueda de personas 
desaparecidas e identificación de restos. Al Comité le preocupan en particular los 
informes de que la búsqueda de las personas desaparecidas no siempre se inicia de 
forma inmediata (art. 24). 


49 


50 


41. A la luz del artículo 24, párrafo 3, de la Convención, el Estado parte debería 
redoblar sus esfuerzos con miras a la búsqueda, localización y liberación de las 
personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, para la búsqueda, respeto y 
restitución de sus restos. En particular, debería: 


a) Garantizar en la práctica que cuando se tenga noticia de una desaparición se 
inicie la búsqueda de oficio y sin dilaciones para acrecentar las posibilidades 
de encontrar a la persona con vida; 


b) Asegurar que la búsqueda sea llevada adelante por las autoridades 
competentes con la participación de los allegados de la persona desaparecida; 


c) Fortalecer la Base de Datos Ante Mortem - Post Mortem, asegurar que esté 
plenamente operativa en todas las entidades federativas a la mayor brevedad 
posible y garantizar que sea completada con la información pertinente 
de todos los casos de personas desaparecidas, sin excepción, en estricta 
conformidad con los protocolos relevantes; 


d) Fortalecer la Base de Datos Genéticos de la PGR con miras a garantizar 
que incorpore información relativa a todas las personas que hubieran 
desaparecido en el Estado parte; 


e) Garantizar la efectiva coordinación, cooperación y cruce de datos entre 
los órganos con competencia para la búsqueda de personas desaparecidas e 
identificación de sus restos cuando hubieran fallecido y asegurar que cuenten 
con los recursos económicos, técnicos y de personal necesarios. 


SITUACIÓN LEGAL DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS CUYA SUERTE NO HAYA SIDO 
ESCLARECIDA Y DE SUS ALLEGADOS 


42. Al Comité le preocupa que la mayoría de las legislaciones vigentes en el 
Estado parte relativas a la situación legal de las personas desaparecidas cuya suerte 
no haya sido esclarecida y a la situación de sus allegados no refleja con precisión 
la especificidad del fenómeno de la desaparición forzada. Al respecto, y mientras 
que nota con interés que en la Conferencia Nacional de Gobernadores surgió el 
compromiso de promover las reformas legislativas necesarias en la materia, el 
Comité observa que hasta el momento solo dos estados, Coahuila y Querétaro, han 
regulado la figura de ausencia por desaparición (art. 24). 


43. El Comité recomienda que el Estado parte adoptelas medidas necesarias para 
asegurar que la legislación en todo el Estado parte establezca un procedimiento 
para obtener una declaración de ausencia por desaparición forzada con el fin 


de regular de manera apropiada la situación legal de las personas desaparecidas 
cuya suerte no haya sido esclarecida y la de sus allegados. 


LEGISLACIÓN RELATIVA A LA APROPIACIÓN DE NIÑOS 


44. El Comité observa con preocupación que en la legislación vigente, tanto a nivel 
federal como estatal, no se prevén disposiciones que específicamente sancionen 
las conductas relativas a la apropiación de niños contempladas en el artículo 25, 
párrafo 1, de la Convención (art. 25). 


45. El Comité recomienda que el Estado parte adopte las medidas legislativas 
necesarias con miras a incorporar como delitos específicos, tanto a nivel federal 
como estatal, las conductas descritas en el artículo 25, párrafo 1, de la Convención, 
que prevean penas apropiadas que tengan en cuenta su extrema gravedad. 


D. DIFUSIÓN Y SEGUIMIENTO 


46. El Comité desea recordar las obligaciones contraídas por los Estados al 
ratificar la Convención y, en ese sentido, insta al Estado parte a asegurarse de que 
todas las medidas que adopte, sean de la naturaleza que sean y emanen del poder 
que emanen, se conformen plenamente a las obligaciones que asumió al ratificar 
la Convención y otros instrumentos internacionales pertinentes. Al respecto, el 
Comité insta particularmente al Estado parte a garantizar la investigación eficaz 
de todas las desapariciones forzadas y la satisfacción plena de los derechos de las 
víctimas tal y como están consagrados en la Convención. 


47. Asimismo, el Comité desea enfatizar la singular crueldad con la que las 
desapariciones forzadas afectan a los derechos humanos de las mujeres y los 
niños. Las mujeres que son sometidas a desaparición forzada son particularmente 
vulnerables a actos de violencia sexual y otras formas de violencia de género. 
Las mujeres que son miembros de la familia de una persona desaparecida son 
particularmente vulnerables a sufrir serios efectos sociales y económicos adversos, 
así como a padecer violencia, persecución y represalias como resultado de sus 
esfuerzos para localizar a sus seres queridos. Por su parte, los niños víctimas de 
desaparición forzada, ya sea porque ellos mismos son sometidos a desaparición 
o porque sufren las consecuencias de la desaparición de sus familiares, son 
particularmente vulnerables a múltiples violaciones de los derechos humanos, 
incluida la sustitución de su identidad. En este contexto, el Comité hace especial 
hincapié en la necesidad de que el Estado parte integre perspectivas de género y 
enfoques adaptados a la sensibilidad de los niños y niñas en la implementación de 
los derechos y el cumplimiento de las obligaciones derivados de la Convención. 
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48. Se alienta al Estado parte a que difunda ampliamente la Convención, su 
informe presentado en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención, las 
respuestas escritas que ha facilitado en relación con la lista de cuestiones preparada 
por el Comité y las presentes observaciones finales para sensibilizar a las autoridades 
judiciales, legislativas y administrativas, la sociedad civil y las organizaciones no 
gubernamentales que actúan en el Estado parte, así como a la población en general. 
Asimismo, el Comité alienta al Estado parte a que favorezca la participación de 
la sociedad civil, en particular las organizaciones de familiares de víctimas, en el 
proceso de implementación de las presentes observaciones finales. 


49. De conformidad con su reglamento, el Comité solicita al Estado parte que 
facilite, a más tardar el 13 de febrero de 2016, información pertinente sobre la 
aplicación de las recomendaciones que figuran en los párrafos 18, 24 y 41. 


50. En virtud del artículo 29, párrafo 4, de la Convención, el Comité solicita 
asimismo al Estado parte que presente, a más tardar el 13 de febrero de 
2018, información concreta y actualizada acerca de la aplicación de todas 
sus recomendaciones, así como cualquier otra información nueva relativa al 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Convención, en un documento 
elaborado con arreglo al párrafo 39 de las Directrices relativas a la forma y el 
contenido de los informes que deben presentar los Estados partes en virtud del 
artículo 29 de la Convención (CED/C/2). El Comité alienta al Estado parte a que, 
en el proceso de elaboración de esa información, fomente y facilite la participación 
de la sociedad civil, en particular de las organizaciones de familiares de víctimas. 
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Resumen 


Por invitación del Gobierno de México, el Grupo de Trabajo sobre las Desaparicio- 
nes Forzadas o Involuntarias visitó el país del 18 al 31 de marzo de 2011. El objetivo de 
la visita consistió en conocer los esfuerzos de México en el tratamiento de las desapari- 
ciones forzadas, examinar el estado de las investigaciones, las medidas adoptadas para 
prevenirlas, erradicarlas y combatir su impunidad, así como temas relativos a la verdad, 
la justicia y la reparación. 

El Grupo de Trabajo reconoce los diversos esfuerzos realizados por México en ma- 
teria de derechos humanos, incluyendo la lucha contra las desapariciones forzadas, así 
como los desafíos planteados por la compleja situación actual en materia de seguridad 
pública que tiene lugar en el marco de la lucha contra el crimen organizado. No obstan- 
te, México debe seguir trabajando para lograr hacer efectivos los derechos a la verdad, 
ala justicia y a la reparación de todas las víctimas de desaparición forzada. 


El Grupo de Trabajo formula una serie de recomendaciones que abarcan desde la 
prevención, investigación, sanción y reparación de las víctimas de desapariciones for- 
zadas, hasta la protección de grupos en situación de especial vulnerabilidad. Entre es- 
tas recomendaciones se destacan: garantizar que el delito de desaparición forzada sea 
incluido en los códigos penales de todas las entidades federativas y la armonización 
de la definición de la desaparición forzada de la legislación penal con lo establecido en 
los instrumentos internacionales de derechos humanos relevantes; garantizar la coor- 
dinación entre las autoridades responsables de la seguridad pública con el objetivo de 
prevenir e investigar adecuadamente la desaparición forzada de personas; garantizar la 
jurisdicción de los tribunales civiles en todos los asuntos relacionados con las desapari- 
ciones forzadas; establecer un programa nacional de búsqueda de personas que cuente 
con un protocolo de acción inmediata; y garantizar el derecho a la reparación integral 
alas víctimas de desaparición forzada. 


* El resumen del presente informe se distribuye en todos los idiomas oficiales. El informe propiamente dicho, 
que figura en el anexo del resumen, se distribuye únicamente en el idioma en que se presentó y en inglés. 
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|. INTRODUCCIÓN 


1. Por invitación del Gobierno de México, el Grupo de Trabajo sobre las Desapari- 
ciones Forzadas o Involuntarias visitó el país del 18 al 31 de marzo de 2011. El Gru- 
po de Trabajo agradece al Gobierno dicha invitación, su positiva cooperación antes 
y durante la misión así como su apertura al diálogo. Adicionalmente, agradece a las 
organizaciones de la sociedad civil, asociaciones de familiares de personas desapa- 
recidas forzosamente y, en particular, a los familiares que proveyeron información 
y testimonios. Finalmente, agradece a la Oficina del Alto Comisionado de las Na- 
ciones Unidas para los Derechos Humanos por su valioso apoyo. 


2. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por haber ratificado todos los tratados 
fundamentales de derechos humanos del sistema de las Naciones Unidas, incluyen- 
do la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas, así como la Convención Interamericana sobre la desapari- 
ción forzada de personas. El Gobierno de México tiene una invitación permanente 
para todos los Procedimientos Especiales de las Naciones Unidas. 


3. El Grupo de Trabajo estuvo representado por la Sra. Jasminka Dzumhur (Bos- 
nia y Herzegovina), el Sr. Ariel Dulitzky (Argentina), y el Sr. Osman El Hajjé (Líba- 
no). El objetivo de la visita fue conocer los esfuerzos de México en el tratamiento 
de las desapariciones forzadas, examinar el estado de las investigaciones, las medi- 
das adoptadas para prevenirlas, erradicarlas y combatir su impunidad, así como te- 
mas relativos a la verdad, la justicia y la reparación. 


4. El Grupo de Trabajo visitó la Ciudad de México (Distrito Federal); Chihuahua 
y Ciudad Juárez (Chihuahua); Acapulco, Atoyac de Álvarez y Chilpancingo (Gue- 
rrero); y Saltillo (Coahuila). Sostuvo una serie de reuniones con funcionarios de 
alto nivel, incluyendo el Secretario de Gobernación y el Secretario de Seguridad 
Pública, así como con autoridades de las Secretarías de Relaciones Exteriores; Go- 
bernación; Defensa Nacional (SEDENA); Seguridad Pública; el Sistema Nacional 
de Seguridad Pública; la Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación para la 
Implementación del Sistema de Justicia Penal; legisladores de las Cámaras de Se- 
nadores y Diputados del Congreso de la Unión; Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN); integrantes de la Procuraduría General de la Repúbli- 
ca (PGR) (en la Ciudad de México y en los estados de Chihuahua y Guerrero); así 
como con autoridades de los Gobiernos de Chihuahua, Guerrero y Coahuila. Vi- 
sitó también la zona militar ubicada en Saltillo. Todas estas reuniones ayudaron al 
Grupo de Trabajo a comprender las políticas que el Gobierno mexicano está imple- 
mentando y sustanciaron el presente informe. 


5. Se reunió con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y las Co- 
misiones de Derechos Humanos de Chihuahua, Guerrero, Coahuila y el Distrito Fe- 
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deral. También con numerosas organizaciones no gubernamentales (ONG) naciona- 
les e internacionales, familiares de personas desaparecidas forzosamente, personas 
que fueron víctimas de desaparición forzada y otros actores de la sociedad. 


6. Desde su creación, y hasta su informe anual de 2010, el Grupo de Trabajo ha 
transmitido 412 casos al Gobierno de México. De éstos, 24 casos se han esclareci- 
do sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 134 se han esclare- 
cido sobre la base de la información aportada por el Gobierno, 16 se han disconti- 
nuado y 238 siguen sin resolverse. 


7. Estos datos, al igual que sucede con otros países, no son representativos de la di- 
mensión de las desapariciones forzadas. El incremento del número de nuevos casos 
admitidos por el Grupo de Trabajo durante 2010, el gran número de nuevas alega- 
ciones recibidas durante la visita así como el descubrimiento de varias fosas comu- 
nes en los últimos meses podrían indicar un deterioro en relación con las desapa- 
riciones forzadas en México. 


8. El mandato del Grupo de Trabajo se relaciona con la desaparición forzada tal como se 
define en la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desaparicio- 
nes forzadas (la Declaración). Sin embargo, el Grupo de Trabajo condena todos los actos 
de desaparición independientemente del autor del crimen. 


9. La misión a México y el presente informe se centran principalmente en dos pe- 
ríodos distintos en los cuales un gran número de desapariciones forzadas tuvieron 
lugar. Sin embargo, la mayoría de las recomendaciones son relevantes para cual- 
quier caso de desaparición forzada independientemente del momento en que ha- 
ya ocurrido. Durante el período conocido como la “Guerra Sucia”, desde finales de 
la década de 1960 hasta principios de la década de 1980, las fuerzas de seguridad 
llevaron a cabo una política de represión sistemática contra estudiantes, indíge- 
nas, campesinos, activistas sociales y cualquier sospechoso de ser parte de un mo- 
vimiento de oposición. Los graves abusos cometidos incluyeron masacres de estu- 
diantes en 1968 y 1971, la tortura, ejecución y desaparición forzada de cientos de 
disidentes y presuntos simpatizantes. Hasta hace algunos años, el Estado mexica- 
no se negaba a reconocer la existencia de abusos cometidos por las fuerzas de se- 
guridad. El Estado ha reorientado su curso y ha adoptado algunas medidas rela- 
cionadas con los crímenes cometidos durante la “Guerra Sucia”. Un informe oficial 
sostuvo que las administraciones de tres presidentes eran responsables de los crí- 
menes, rechazando así la teoría de que las atrocidades fueron cometidas por inicia- 
tiva propia de policías o determinadas unidades militares. El segundo período de 
preocupación es la actual situación de seguridad en la que múltiples casos de des- 
apariciones forzadas han sido y continúan siendo reportados. El Grupo de Trabajo 
es consciente de los diferentes contextos en los que estos dos patrones de desapa- 
riciones forzadas se desarrollaron y desarrollan en México, los cuales fueron debi- 


damente tomados en cuenta. Sin embargo, observa con gran preocupación que, a 
pesar de estas diferencias, hay identidad de algunos patrones como la impunidad 
generalizada y la falta de la plena verdad y reparación para las víctimas. 


II. MARCO LEGAL E INSTITUCIONAL 


10. México es un Estado federal con competencias divididas entre la Federación y 
las 32 entidades federativas (incluyendo el Distrito Federal). Además, existen más 
de 2.400 municipios con ciertas responsabilidades en temas de seguridad. 


11. La estructura federal crea oportunidades para experimentar y para desarrollar 
diferentes niveles de protección. Por ejemplo, Guerrero aprobó en 2005 una legisla- 
ción integral y detallada en la materia. Guerrero, Jalisco y Puebla han otorgado po- 
der a las instituciones estatales de derechos humanos para abordar las desaparicio- 
nes forzadas. 


12. Sin embargo, son preocupantes las dificultades que la estructura federal crea 
en la implementación efectiva de la Declaración en todo el territorio nacional. La 
distribución de competencias; la ausencia de una ley general que regule todos los 
aspectos de la desaparición forzada; la existencia de fuerzas de seguridad a nivel fe- 
deral, estatal y municipal, y la posibilidad de que los delitos sean investigados a ni- 
vel federal o estatal dependiendo de quién haya sido el autor imputado, diluyen la 
responsabilidad de las autoridades federales y locales. La mayoría de los servido- 
res públicos, ONG y víctimas de desaparición forzada enfatizaron el problema de 
la falta de coordinación vertical y horizontal entre las autoridades gubernamenta- 
les en la prevención y en la búsqueda de las personas desaparecidas así como en su 
investigación. En sus reuniones con autoridades federales, se explicó que algunas 
de las tareas relacionadas con las desapariciones forzadas eran de competencia es- 
tatal. Por su parte, las autoridades estatales informaron que el Gobierno Federal es 
el que tiene competencia en cuestiones centrales, tales como el combate al crimen 
organizado, los secuestros y el garantizar la seguridad mediante la presencia de la 
Policía Federal, el Ejército y la Marina. 


13. La facultad de aprobar leyes es compartida por los estados y la Federación exis- 
tiendo algunos delitos que son de competencia exclusiva de la Federación. La desa- 
parición forzada es un delito autónomo en el Código Penal Federal desde 2001 y en 
la legislación penal de ocho estados (Aguascalientes, Chiapas, Chihuahua, Durango, 
Distrito Federal, Guerrero, Nayarit y Oaxaca). El Código Penal Federal y la legisla- 
ción de los Estados que han tipificado la desaparición forzada no utilizan la misma 
definición ni aquella contenida en la Declaración. La mayoría se refiere sólo a actos 
cometidos por funcionarios públicos sin incluir la posibilidad de que las desaparicio- 
nes forzadas sean perpetradas por grupos organizados o particulares que actúen en 
nombre del Gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o aquies- 
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cencia. La pena varía dependiendo de la jurisdicción. El castigo no es necesariamen- 
te proporcional a la gravedad del delito, comparado con el de otros crímenes como el 
secuestro. La prescripción queda excluida en la mayoría de las legislaciones (Distri- 
to Federal, Chiapas, Durango y Chihuahua). En 2004, la SCJN estableció que el plazo 
para que opere la prescripción en un caso de desaparición forzada empieza a correr 
cuando el sujeto pasivo aparece (vivo o muerto) o se establece su destino. 


14. Las inconsistencias de la definición del delito de desaparición forzada en re- 
lación con la Declaración y otros instrumentos internacionales y la ausencia de ti- 
pificación autónoma en la mayoría de los estados contribuyen a la impunidad. Es 
preocupante que en 24 estados no se haya tipificado el delito. En estos Estados, las 
desapariciones forzadas son tratadas como abuso de autoridad, privación ilegal de 
la libertad agravada, ejercicio indebido de las funciones públicas, delitos contra la 
administración de justicia, detención ilegal, secuestro o una combinación de algu- 
nos de estos delitos. Dichos delitos carecen del ámbito de aplicación necesario pa- 
ra abordar las desapariciones forzadas o la severidad de la pena no es apropiada. La 
propuesta presentada en 2010 por el Ejecutivo para modificar el delito de desapa- 
rición forzada a nivel federal para ajustarlo a los estándares internacionales se en- 
cuentra pendiente de aprobación en el Congreso de la Unión. 


15. En junio de 2011, entraron en vigor importantes reformas constitucionales en 
materia de derechos humanos que, en esencia, establecen que los derechos huma- 
nos consagrados en los tratados internacionales tienen jerarquía constitucional. 
Las enmiendas consagran las obligaciones de todas las autoridades en relación con 
los derechos humanos y proporcionan mayor fuerza legal a las recomendaciones de 
los organismos públicos de derechos humanos. Otra reforma constitucional reco- 
noce que las violaciones a los derechos humanos internacionalmente reconocidos 
pueden ser objeto del juicio de amparo. El Congreso de la Unión y las legislaturas 
locales deben armonizar la legislación federal y estatal con estos cambios consti- 
tucionales así como que los poderes judiciales adecuar su jurisprudencia al nuevo 
marco constitucional. 


111. DESAPARICIONES FORZADAS 
EN EL ACTUAL CONTEXTO DE SEGURIDAD 


16. México enfrenta una complicada situación en materia de seguridad pública debi- 
do al incremento de la violencia relacionada, principalmente, con el crimen organizado. 
La violencia continúa a pesar de las detenciones y asesinatos de presuntos importantes 
integrantes de grupos delictivos, así como el decomiso de significativas cantidades de 
drogas y armas. Las organizaciones del crimen organizado han extendido sus activida- 
des ilícitas a la trata de personas, los secuestros y la extorsión. El Grupo de Trabajo re- 
conoce los esfuerzos del Gobierno para abordar esta compleja situación. 


17. Un elevado número de secuestros y delitos con similitudes a las desapariciones 
forzadas son cometidos por grupos del crimen organizado. Sin embargo, no todas 
las personas desaparecidas habrían sido secuestradas por grupos del crimen orga- 
nizado actuando de forma independiente; por el contrario, la participación del Es- 
tado en las desapariciones forzadas también está presente en el país. El Grupo de 
Trabajo recibió información concreta, detallada y verosímil sobre casos de desapa- 
riciones forzadas llevados a cabo por autoridades públicas o por grupos crimina- 
les o particulares actuando con el apoyo directo o indirecto de algunos funciona- 
rios públicos. 


18. Debido a la impunidad prevaleciente muchos casos que podrían encuadrar- 
se bajo el delito de desaparición forzada son reportados e investigados bajo una fi- 
gura diferente o ni siquiera son considerados como delitos. En muchas ocasiones, 
los casos de desapariciones forzadas son eufemística y popularmente denominados 
“levantones”. El Grupo de Trabajo recibió múltiples testimonios de casos en que la 
privación ilegal o arbitraria de la libertad era clasificada bajo delitos distintos, tales 
como el secuestro o el abuso de autoridad, o las personas son simplemente consi- 
deradas “extraviadas” o “perdidas” (particularmente en grupos como mujeres, me- 
nores y migrantes) sin una adecuada investigación para descartar la posibilidad de 
que se trate de una desaparición forzada. 


19. El Grupo de Trabajo recibió información diversa sobre el número de desapari- 
ciones forzadas. La CNDH registró un aumento sostenido en el número de quejas 
recibidas sobre desapariciones forzadas, pasando de cuatro quejas en 2006 a 77 en 
2010. El Programa de Personas Desaparecidas de la CNDH registró la presunta des- 
aparición de 346 personas en el 2010. La PGR ha iniciado 63 averiguaciones previas 
por el delito de desaparición forzada (49 relacionadas con la “Guerra Sucia”). 


20. Por su parte, organizaciones civiles reportaron que —de acuerdo con sus es- 
timaciones— más de 3.000 personas habrían sido desaparecidas en el país desde el 
2006. De acuerdo con la información recibida por el Grupo de Trabajo, algunas de 
éstas podrían calificarse como desapariciones forzadas debido a la participación 
directa o indirecta de agentes estatales. 


21. Sólo mediante una investigación independiente, imparcial y completa se puede 
descartar una potencial desaparición forzada. Por ende, el número de casos de des- 
aparición forzada no puede ser establecido a cabalidad sin la debida investigación. 


22. Las autoridades federales sostuvieron que el 92% de los delitos cometidos en Mé- 
xico se encuentran en el fuero local y no federal. Muchas autoridades federales sostu- 
vieron que mientras las instituciones federales tienden a estar bien equipadas, contar 
con personal profesional y entrenado, las instituciones locales tienden a ser débiles, con 
menor desarrollo profesional y con pocos recursos humanos y financieros. 
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23. En diciembre de 2006, el Gobierno federal decidió desplegar a las Fuerzas Ar- 
madas para realizar labores de seguridad pública. De acuerdo con la información 
recibida, las Fuerzas Armadas no se limitan a actuar como auxiliares de las autori- 
dades civiles y a aceptar sus órdenes (como lo establecen la Constitución y los cri- 
terios de la SCJN), sino que realizan tareas que corresponden exclusivamente a las 
autoridades civiles. Estas operaciones consisten en el despliegue de miles de mili- 
tares en zonas urbanas o en puntos estratégicos como carreteras y puestos de con- 
trol y el registro de casas, individuos y automóviles, en muchas ocasiones sin con- 
tar con una orden judicial dictada por una autoridad civil competente. El Gobierno 
informó que el uso de las Fuerzas Armadas es temporal y limitado a determinadas 
regiones del país sin que se informara de un plan para retirar a las tropas militares. 
Durante las reuniones con las delegaciones de la PGR en Chihuahua y Chilpancin- 
go, así como con las autoridades de la base militar en Saltillo, el Grupo de Trabajo 
no recibió información clara y específica sobre el tipo de control que las autorida- 
des civiles realizan cada vez que las autoridades militares detienen a civiles. 


24. Un elevado número de elementos castrenses son titulares de la policía esta- 
tal (en seis entidades) o de las Secretarías de Seguridad Pública estatal (en 14 es- 
tados). Adicionalmente, un número significativo de los cuerpos de policía muni- 
cipal son dirigidos por oficiales militares. SEDENA informó al Grupo de Trabajo 
que estos elementos militares (en la mayoría de los casos en retiro) no se encontra- 
ban bajo su supervisión. 


25. La lógica y entrenamiento del ejército y la policía son diferentes y por lo tanto 
los operativos militares desplegados en el contexto de la seguridad pública deben 
ser estrictamente restringidos y adecuadamente supervisados por autoridades civi- 
les. No es de extrañar que el número de quejas recibidas por la CNDH relacionadas 
con la SEDENA haya aumentado de 182 en 2006 a 1.230 en 2008; 1.791 en 2009; y 
1.415 en 2010. De 2006 a 2010, la CNDH emitió más de 60 recomendaciones (22 
solo en 2010) que confirman violaciones a derechos humanos cometidas por el 
Ejército. Las recomendaciones de la CNDH son, en muchas ocasiones, el único re- 
gistro público sobre las investigaciones de abusos cometidos por militares y, como 
tales, constituyen un instrumento fundamental para resaltar los patrones de viola- 
ciones a los derechos humanos. El Grupo de Trabajo fue informado que la discre- 
pancia entre el número de recomendaciones emitidas y el número de quejas recibi- 
das se debe a que la mayoría de las quejas serían resueltas o canalizadas sin que la 
CNDH hubiera realizado una investigación y determinado que no existió una vio- 
lación lo cual sólo sucede cuando se emite un “Acuerdo de no Responsabilidad”. 


26. El Grupo de Trabajo recibió información creíble en relación con detenciones 
que habrían sido cometidas por elementos militares en contra de civiles quienes 
habrían sido llevados a instalaciones militares. En muchas ocasiones, los elementos 


militares y de otras fuerzas de seguridad que realizaron las detenciones habrían uti- 
lizado los excesivamente amplios conceptos de cuasi-flagrancia y flagrancia equi- 
parada que permiten a cualquier persona detener a otra varias horas e inclusive 
días después de la comisión de un delito. La eliminación del texto constitucional de 
la flagrancia equiparada en 2008 entrará en vigencia a más tardar en 2016. El Gru- 
po de Trabajo también recibió documentación detallada de varios casos de desapa- 
rición forzada que habrían sido perpetrados por elementos militares en múltiples 
estados como Coahuila, Guerrero, Chihuahua, Nuevo León y Tamaulipas. Final- 
mente, la presencia de las fuerzas militares se ha extendido más allá de las funcio- 
nes de las operaciones de seguridad. El Grupo de Trabajo recibió alegaciones acer- 
ca de casos en los que personal militar habría interrogado a personas detenidas y 
de casos en los que se habría utilizado la tortura y otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. El Grupo de Trabajo también recibió información respecto a ele- 
mentos del ejército y otras fuerzas de seguridad que habrían estado involucradas 
en desapariciones forzadas por cortos períodos de tiempo. Supuestamente, no se 
habría reconocido la detención y sólo después de varios días se habría presentado 
a la persona detenida ante las autoridades civiles. 


27. Adicionalmente México ha implementado una profunda reforma para forta- 
lecer sus políticas de seguridad y para armonizar e integrar en el sistema de segu- 
ridad a la policía federal, local y municipal. El Grupo de Trabajo entiende los retos 
que enfrenta este sistema al requerir la coordinación, armonización y complemen- 
tariedad entre la Policía Federal, la Policía de las 32 entidades federativas y las más 
de 2.400 policías municipales que poseen una enorme diferencia en su entrena- 
miento, equipos y mecanismos de rendición de cuentas. 


28. Las fuerzas federales fueron reestructuradas en 2009 a fin de dotar a la Policía 
Federal con nuevas y mayores atribuciones investigativas, integrando la Policía Fe- 
deral Preventiva y la Agencia Federal de Investigaciones en una sola corporación 
con cerca de 30.000 miembros. Para complementar este esfuerzo, el Gobierno está 
implementando medidas para profesionalizar, capacitar y modernizar a las fuerzas 
policiales en los tres niveles de Gobierno. También se creó una plataforma integral 
de comunicación conocida como Plataforma México que compila y analiza infor- 
mación y vincula a las fuerzas policiales de todo el país a una base de datos centra- 
lizada y a un sistema de inteligencia. 


29. El Grupo de Trabajo no recibió información relacionada con la existencia e 
implementación de mecanismos de supervisión del uso de la fuerza por elementos 
policiales y militares. La Secretaría de Seguridad Pública cuenta con un convenio 
de cooperación con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) para promo- 
ver e integrar las normas en el uso de la fuerza por parte de la policía. Sin embar- 
go, sólo la policía del Distrito Federal tiene un marco legal regulatorio relacionado 
con el uso de la fuerza. La Secretaría de la Marina cuenta con una directriz en esta 
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materia. El resto de las fuerzas de seguridad federales y locales carecen de una nor- 
mativa específica sobre el uso de la fuerza. El Gobierno informó que la SEDENA 
cuenta con lineamientos sobre el uso de la fuerza acordes a los principios de lega- 
lidad, necesidad, proporcionalidad y racionalidad. El Grupo de Trabajo no recibió 
una copia de estos lineamientos ni información concreta sobre su contenido cuan- 
do se le preguntó a las autoridades en la base militar de Saltillo. En 2009, la Cámara 
de Diputados aprobó la Ley que Regula el Uso de la Fuerza por los Integrantes de 
las Instituciones de seguridad pública, que está pendiente de aprobación en el Se- 
nado. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra que estos marcos legales son 
indispensables para limitar el uso excesivo de la fuerza pública y para prevenir las 
desapariciones forzadas. 


30. Apartados de la reforma constitucional de 2008 destinada, entre otros, a com- 
batir el crimen organizado socavan la protección en contra de las desapariciones 
forzadas. La reforma consagró la figura del arraigo cuando una persona es inves- 
tigada por delitos graves o por crimen organizado. Una persona puede ser deteni- 
da bajo arraigo por 40 días en casas de seguridad, período que puede ser extendi- 
do hasta por 80 días como máximo, sin cargos y con un contacto muy limitado con 
abogados y familiares. Su paradero es frecuentemente desconocido. El Grupo de 
Trabajo recibió información de casos en los que una persona que era objeto de una 
desaparición transitoria después era presentada a las autoridades locales o federa- 
les y puesta bajo arraigo. 


31. La reforma constitucional de 2008 establece el registro obligatorio de toda de- 
tención, estipulado también en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública. Dicha ley, pendiente de su completa implementación, establece que la Po- 
licía y los Ministerios Públicos deben informar a todo aquel que lo solicite sobre la 
detención de una persona. Dicho registro es una de las bases de datos menos desa- 
rrolladas por el Sistema Nacional de Seguridad Pública ya que las diferentes fuer- 
zas policiales aún no comparten un procedimiento de detención unificado ni una 
base de datos centralizada. El proyecto de código federal de procedimientos pena- 
les también regula de manera detallada la obligación de las autoridades para llevar 
a cabo el registro de detención. 


IV. EL DERECHO A LA JUSTICIA 


32. La impunidad para los delitos en general, y para las desapariciones forzadas 
en particular, permanece como el reto principal en México a nivel federal y local. 
Menos del 25% de los delitos son denunciados y sólo el 2% resulta en una senten- 
cia condenatoria. El Grupo de Trabajo sólo fue informado de dos sentencias con- 
denatorias por el delito de desaparición forzada, mismas que se encuentran en ape- 
lación, a pesar del alto número de delitos reportados. La SCJN informó que, de los 
más de 64.000 casos que ha conocido desde 1995, solo uno trataba del delito de 


desaparición forzada. Este caso no abordó la responsabilidad penal de los acusados 
nilos derechos de las víctimas, sino que se trató de una controversia constitucional 
sobre la aplicación de un tratado internacional. 


33. El Grupo de Trabajo ha recibido información extensa y consistente sobre el 
temor que desanima a las víctimas a denunciar o insistir en las investigaciones so- 
bre desapariciones forzadas. De acuerdo con varias fuentes, las autoridades —es- 
pecialmente los Ministerios Públicos— intentan desacreditar a las personas desa- 
parecidas declarando que estaban involucradas con grupos delictivos sin ninguna 
evidencia o investigación en su contra. En varios casos, familiares de las personas 
desaparecidas forzosamente han sido objeto de intimidaciones, amenazas y repre- 
salias por haber exigido una adecuada investigación. 


34. El Grupo de Trabajo observó severos problemas en relación con las investiga- 
ciones de desapariciones forzadas, incluyendo omisiones, retrasos y falta de debida 
diligencia. Muchos Ministerios Públicos se niegan a recibir denuncias de desapari- 
ciones forzadas aceptando sólo iniciar actas circunstanciadas por lo cual no inician 
una adecuada investigación ministerial. Muchos expedientes sobre desapariciones 
forzadas han sido declarados “en reserva”. En la mayoría de las investigaciones, las 
únicas pruebas son aquellas ofrecidas por los familiares. Muchas autoridades, tan- 
to civiles como militares, se niegan a colaborar con las autoridades investigadoras. 
En muchos casos los ministerios públicos consignan por delitos menores en lugar 
del delito de desaparición forzada (en aquellas entidades donde se encuentra tipifi- 
cado) y los jueces no utilizan sus atribuciones para reclasificar los delitos. 


35. En 2008 una importante reforma constitucional cambió el sistema penal de un 
modelo mixto a uno acusatorio. Si bien varios estados han emprendido acciones al 
respecto, sólo ocho han armonizado sus procedimientos penales con los cambios 
constitucionales. Los demás estados tienen plazo hasta el 2016. A pesar de los esfuer- 
zos principalmente del Consejo de Coordinación para la Implementación del Siste- 
ma de Justicia Penal, el nuevo sistema todavía debe ser incluso implementado a nivel 
federal. Es necesaria una nueva cultura jurídica para garantizar el éxito del sistema 
acusatorio. Si la policía y los Ministerios Públicos no están adecuadamente entrena- 
dos y supervisados, el impacto del nuevo sistema para terminar con el patrón de im- 
punidad será mínimo. 


36. Los familiares de personas desaparecidas forzosamente también han recurri- 
do al juicio de amparo, el cual ha resultado ser insuficiente debido a la interpreta- 
ción de los artículos 17 y 117 de la Ley de Amparo. Muchos jueces de amparo so- 
licitan a los quejosos que identifiquen a la autoridad responsable por la violación a 
los derechos constitucionales de la víctima, cuando en casos de desaparición forza- 
da la identidad del perpetrador es muchas veces desconocida. Además, múltiples 
jueces requieren a los familiares identificar el lugar donde se encuentra la persona 
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detenida y la ratificación de la demanda de amparo por la víctima directa, requisi- 
tos de cumplimiento imposible en el caso de desapariciones forzadas. El Grupo de 
Trabajo entiende que las recientes reformas constitucionales harán más efectiva la 
figura del amparo en los casos de desapariciones forzadas. 


37. El artículo 13 de la Constitución excluye expresamente la aplicación del fuero 
militar en casos donde están involucrados civiles sin que se pueda extender su ju- 
risdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejército. Sin embargo, el artículo 
57 del Código de Justicia Militar define como delitos ordinarios aquéllos contra la 
disciplina militar y, por lo tanto, sujetos a la jurisdicción castrense cuando sean co- 
metidos por militares “en los momentos de estar en servicio o con motivos de actos 
del mismo”. Esta legislación ha sido utilizada para que las alegaciones de violacio- 
nes de derechos humanos, incluyendo desapariciones forzadas, cometidas por ele- 
mentos castrenses sean casi siempre conocidas por la jurisdicción militar. 


38. En tanto el fuero militar carece de la necesaria independencia e imparcialidad 
para abordar violaciones a los derechos humanos, el derecho de acceso a la justicia 
les es negado a las víctimas y sus familiares y es un obstáculo clave para poner fin a 
la impunidad de violaciones a derechos humanos, incluidas las desapariciones for- 
zadas. Hasta ahora el juicio de amparo ha resultado ser ineficaz para controvertir 
los alcances de la jurisdicción militar. En 2009, la SCJN resolvió que los familiares 
de una víctima de una ejecución extrajudicial por parte de elementos militares no 
contaban con el derecho constitucional para impugnar a través del amparo la ju- 
risdicción militar. Estos obstáculos deberían ser eliminados luego de las recientes 
reformas constitucionales en materia de derechos humanos y amparo, así como a 
la luz de la decisión de la SCJN respecto a la implementación de la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH) en el caso Rosendo Radilla 
vs. México, la cual es saludada por el Grupo de Trabajo. 


39. La SEDENA ha aceptado todas las recomendaciones emitidas por la CNDH en 
relación con los abusos cometidos por autoridades militares. Sin embargo, las inves- 
tigaciones relacionadas con estos abusos continúan en el ámbito del fuero militar y 
sin sanciones en el caso de las desapariciones forzadas. 


40). En 2010, el Presidente presentó una iniciativa de reforma al Código de Justicia 
Militar excluyendo del fuero castrense los delitos de desaparición forzada, violación 
sexual y tortura. La iniciativa, pendiente de aprobación en el Senado, limitaría el al- 
cance de la jurisdicción militar. No obstante, también debe establecer que las investi- 
gaciones de casos de desaparición forzada cometidos por elementos castrenses deben 
ser investigadas por autoridades civiles. Adicionalmente cualquier reforma legislati- 
va que sólo excluya el delito de desaparición forzada de la jurisdicción militar podría 
incentivar a que los fiscales militares investiguen y consignen por delitos distintos a 
fin de mantener la jurisdicción militar. 


EL DERECHO A LA JUSTICIA EN CASOS DE DESAPARICIONES 
FORZADAS OCURRIDAS EN EL CONTEXTO DE LA “GUERRA SUCIA” 


41. La impunidad afecta a todos los casos de desaparición forzada. Sobre aquellos 
perpetrados durante la “Guerra Sucia” sólo el 2,5% de los casos investigados ha- 
brían resultado en el inicio de una averiguación previa y de ésos, sólo 20 habrían 
sido consignados. En menos de la mitad de estos casos se habría obtenido una or- 
den de aprehensión y, de hecho, no habrá sido por el delito de desaparición forza- 
da sino por el de privación ilegal de la libertad. La PGR informó que 49 averigua- 
ciones previas continúan abiertas actualmente, pero que ninguna autoridad ha sido 
sentenciada ni se encuentra detenida o esperando ser juzgada por desaparición for- 
zada. En su reunión con el Grupo de Trabajo, la PGR no aportó ninguna informa- 
ción específica respecto a las líneas de investigación, los avances sustantivos en las 
indagatorias, la posibilidad de nuevas acusaciones y los canales de comunicación 
con los familiares de las personas desaparecidas forzosamente. Solamente infor- 
mó que 149 averiguaciones previas fueron concluidas (69 con la determinación de 
no ejercicio de acción penal; 29 debido a la falta de competencia; 27 por haber si- 
do acumuladas a otros procesos penales y una que se encuentra en reserva a la es- 
pera de nuevos elementos). 


42. Algunas investigaciones fueron transferidas de la PGR al fuero militar a pe- 
sar de que el artículo 16 de la Declaración prohíbe el uso del fuero militar para in- 
vestigar y sancionar los delitos de desaparición forzada. El Procurador General de 
Justicia Militar no informó al Grupo de Trabajo sobre ningún caso de desaparición 
forzada perpetrado durante la “Guerra Sucia” que haya resultado en la condena de 
algún elemento militar. 


43. El Grupo de Trabajo celebra el criterio judicial establecido por la SCJN en el 
caso Rosendo Radilla relativo a una desaparición forzada en el contexto de la “Gue- 
rra Sucia”, en Julio de 2011 pues facilita la completa implementación de las senten- 
cias de la CoIDH, muchas de las cuales coinciden con las recomendaciones hechas 
por el Grupo de Trabajo. 


V. EL DERECHO A LA VERDAD 


44. El Grupo de Trabajo observa que muchas de las familias de las personas des- 
aparecidas y muchos otros sectores de la sociedad mexicana demandan conocer la 
verdad sobre la suerte o el paradero de sus seres queridos. 


A. EL DERECHO A LA VERDAD EN GENERAL 


45. México carece de una política integral para hacer frente al fenómeno de las 
desapariciones forzadas, incluyendo la búsqueda de las víctimas, la identificación 
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de restos y la exhumación de cadáveres. Además, adolece de una base de datos cen- 
tralizada sobre personas desaparecidas y de acceso a la información sobre los casos 
de desapariciones forzadas. Tampoco existe la exigencia de la emisión de una am- 
plia hoja de datos con la necesaria descripción física para realizar la búsqueda, lo- 
calización e identificación de la persona desaparecida. En los casos en los que existe 
una hoja de datos sobre una persona desaparecida, usualmente ésta no es distribui- 
da en hospitales, centros de detención, carreteras o a las autoridades encargadas de 
localizar personas extraviadas en otras entidades. 


46. La Plataforma México no ha sido utilizada para prevenir, determinar la suer- 
te o el paradero de víctimas de desapariciones forzadas, ni para encontrar posibles 
fosas clandestinas así como tampoco para la completa y adecuada identificación de 
los cuerpos encontrados en dichas fosas clandestinas. 


47. Un gran número de autoridades se negaría a registrar casos de desapariciones 
dentro del período de 72 horas después de que ocurrió la desaparición. Este perío- 
do es fundamental para obtener información sobre la suerte o el paradero de la per- 
sona sujeta a desaparición forzada y evitar su asesinato. 


48. En el municipio de Ciudad Juárez (Chihuahua), se implementó el llamado Proto- 
colo Alba para la recepción, reacción y coordinación entre las autoridades municipales, 
estatales y federales en casos de mujeres y niñas desaparecidas. El Protocolo establece 
un mecanismo para la recepción, reacción y coordinación entre las autoridades de los 
tres niveles de Gobierno en casos de niñas o mujeres extraviadas en Ciudad Juárez. Si 
bien el Protocolo es un paso positivo, su aplicación geográfica es limitada, solo se uti- 
liza en casos de “alto riesgo” de desaparición de niñas y mujeres y ha sido activado en 
muy pocas ocasiones. 


49. No existen reglas claras para realizar procesos de exhumación e identifica- 
ción de restos mortales así como tampoco para su almacenamiento. Esto es impor- 
tante para proteger la información genética de los desaparecidos y sus familiares 
que cobra particular relevancia en el caso de la “Guerra Sucia”, ya que algunos de 
los familiares han muerto debido a su avanzada edad. Sólo el estado de Chihuahua 
desde 2009 tiene una ley reglamentaria estableciendo una base de datos con infor- 
mación genética. El CICR está colaborando con las autoridades mexicanas para es- 
tablecer nuevos procedimientos para identificar restos conforme a protocolos in- 
ternacionales. 


50. Enlos últimos meses se han descubierto muchas fosas clandestinas. Estos des- 
cubrimientos no habrían resultado de un esfuerzo concertado del Gobierno en la 
búsqueda de personas desaparecidas. La identificación de los restos en dichas fo- 
sas demuestran diferentes insuficiencias tales como falta de equipos forenses pro- 
fesionales para identificar propiamente los cuerpos, la notificación a los familia- 


res, el cruzamiento de la información con diferentes bases de datos y conservación 
de archivos suficientes de aquellos cuerpos que fueron enterrados en cementerios 
municipales. 


51. La CNDH tiene registrados 8.898 cuerpos que no han sido identificados (aun- 
que no todos son de víctimas de desapariciones forzadas). La CNDH ha implemen- 
tado el Programa de Presuntos Desaparecidos, una base de datos nacional sobre per- 
sonas extraviadas, desaparecidas o ausentes y de personas fallecidas no identificadas. 
También creó el Sistema de Información Nacional sobre personas extraviadas y fa- 
llecidas no identificadas (SINPEF). Del año 2006 a abril de 2011, el SINPEF registró 
5.397 personas. 


52. La información de diferentes instituciones estatales en relación con casos de 
desapariciones forzadas es recabada sin sistematicidad y, frecuentemente, de for- 
ma contradictoria. La dispersión de esta información no contribuye a evidenciar 
las dimensiones reales del problema. Esto es particularmente cierto respecto al nú- 
mero de casos registrados, investigados y procesados; el número de cadáveres ex- 
humados e identificados; las instituciones responsables; y el número de solicitudes 
de reparación presentadas. El Gobierno Federal recientemente creó el Registro Na- 
cional de personas desaparecidas que no está específicamente dedicado a las des- 
apariciones forzadas. En abril de 2011, el Senado aprobó un dictamen de ley para 
crear el “Registro nacional de datos sobre niños, adolescentes y adultos desapareci- 
dos” actualmente pendiente de aprobación en la Cámara de Diputados. Dicho Re- 
gistro será administrado por el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu- 
ridad Pública y colectará la información de todos los niveles. 


53. El artículo 6 de la Constitución que garantiza la libertad de acceso a la infor- 
mación se encuentra limitado por algunas leyes secundarias, especialmente respec- 
to a la información sobre el estado de una averiguación ministerial. Una reforma al 
Código Federal de Procedimientos Penales (cuyo artículo 16 se encuentra actual- 
mente impugnado constitucionalmente) restringe el derecho de acceso a la infor- 
mación respecto de las averiguaciones previas estableciendo que únicamente debe- 
rá proporcionarse una versión pública de la resolución del no ejercicio de la acción 
penal, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de la prescripción de los 
delitos de que se trate, sin que pueda ser menor de tres años ni mayor de 12 años. 


B. EL DERECHO A LA VERDAD 
EN EL CONTEXTO DE LA “GUERRA SUCIA” 


54. La CNDH y la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado 
(FEMOSPP) se han ocupado de cuestiones relacionadas con la verdad sobre las desapa- 
riciones forzadas que tuvieron lugar durante la “Guerra Sucia”. En su Recomendación 
26/2001, la CNDH documentó 532 casos de presuntas desapariciones forzadas en la 
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“Guerra Sucia” y señaló la responsabilidad del Estado. La CNDH concluyó que en 275 
de esos casos las personas fueron víctimas de una detención, interrogatorio y una po- 
sible desaparición forzada perpetrada por funcionarios públicos de diversas instancias 
gubernamentales. En el resto de los casos, las pruebas no fueron suficientes para acredi- 
tar la existencia de una desaparición forzada, sin que por ello se pueda descartar como 
hipótesis de investigación. Por su parte, la FEMOSPP investigó un total de 797 casos de 
desapariciones forzadas. Organizaciones de la sociedad civil informaron que, de acuer- 
do a sus estimaciones, se habrían cometido alrededor de 1.350 desapariciones forzadas, 
incluyendo 650 en Guerrero, de las cuales 450 habrían ocurrido en la región del muni- 
cipio de Atoyac de Álvarez. De aquellas personas desaparecidas durante la “Guerra Su- 
cia”, solamente dos habrían sido localizadas. 


55. Durante las investigaciones que dieron lugar a la Recomendación 26/2001, la 
CNDH compiló una lista de nombres de aquellas personas que presuntamente par- 
ticiparon en las desapariciones forzadas, la cual no ha sido publicada. 


56. La Recomendación 26/2001 propuso la creación de una Fiscalía Especial, lo 
que dio lugar al establecimiento de la FEMOSPP. En 2006, el Procurador General 
ordenó el cierre de la FEMOSPP, después de casi cinco años de existencia. 


57. La FEMOSPP fue la única vía abierta por el Estado para abordar la demanda 
de verdad y justicia. Por esta razón, algunas víctimas, familiares y organizaciones 
apoyaron su trabajo y le suministraron información. La FEMOSPP enfrentó mu- 
chos retos y, a pesar de algunos avances positivos en su trabajo, no garantizó el de- 
recho a la verdad y la justicia. 


58. La FEMOSPP elaboró un borrador de informe titulado “Para que no vuelva a 
suceder”. En febrero de 2006, una versión preliminar del mismo fue publicada por di- 
versos medios nacionales e internacionales. Este borrador estableció la responsabi- 
lidad estatal en la comisión de graves violaciones a los derechos humanos durante la 
“Guerra Sucia”. En noviembre de 2006, la FEMOSPP hizo público su informe final, el 
cual limitaba algunas de las conclusiones hechas en el borrador. La versión final nun- 
ca recibió la aprobación de la PGR y, en la actualidad, no está disponible en ningún 
sitio oficial de Internet. La PGR indicó que este informe podría obtenerse mediante 
una solicitud de acceso a la información pública. 


59. La información recabada por la Oficina de Investigación y Análisis Documen- 
tal de la FEMOSPP no se encontraría disponible a pesar de que el acuerdo que for- 
malizó el cierre de la FEMOSPP en Noviembre de 2006 ordenó que dichos docu- 
mentos se almacenaran en el Instituto Nacional de Ciencias Penales. De acuerdo 
con diferentes fuentes, esta institución no reconoce contar con tales expedientes. 
La PGR informó tener una copia de todos los documentos y que los originales fue- 
ron devueltos al Archivo General de la Nación, en donde están abiertos al públi- 


co. Mientras tanto, organizaciones de la sociedad civil informaron no tener acceso 
a estos documentos pues desconocían el lugar donde se encuentran almacenados. 


VI. EL DERECHO A LA REPARACIÓN 


60. Toda víctima de un acto de desaparición forzada y sus familiares tienen de- 
recho a una reparación integral, que incluya indemnización, satisfacción, restitu- 
ción, rehabilitación y garantías de no repetición, según lo previsto por el artículo 
19 de la Declaración. 


61. En 2001 se creó el Comité Interdisciplinario para la Reparación del Daño a 
Víctimas u Ofendidos por Violaciones a Derechos Humanos de Individuos Vin- 
culados a Movimientos Sociales y Políticos en la Década de los Sesenta, Setenta y 
Ochenta (Comité Interdisciplinario). El Grupo de Trabajo celebra que la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión incluyó en el presupuesto del año 2011, por 
primera vez, una partida destinada a la reparación de las víctimas de la “Guerra Su- 
cia” y a dar cumplimiento a sentencias de la CoIDH. 


62. El Comité Interdisciplinario sólo se ha reunido en seis ocasiones y no ha es- 
tablecido lineamientos para garantizar la reparación ni la ha brindado a ninguna 
víctima. El universo de casos de desapariciones forzadas que recibirían una repara- 
ción se limitará a los 275 casos corroborados por la CNDH en su Recomendación 
26/2001. No existe un programa para ampliar la reparación a otras víctimas de la 
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Guerra Sucia” ni para incluir a las víctimas de desapariciones forzadas fuera del 
contexto de la “Guerra Sucia”. 


63. La reparación civil o administrativa para los casos de desaparición forzada son 
extremadamente raras o inexistentes. La obligación del Estado de reparar los da- 
ños y el derecho a la compensación se encuentran incluidos en el artículo 113 de la 
Constitución y su ley secundaria. También a nivel estatal existe legislación para re- 
gular la responsabilidad de los servidores públicos. Sin embargo, el Grupo de Tra- 
bajo no conoció ningún ejemplo de una resolución en el ámbito civil o administra- 
tivo que garantizara la reparación a los familiares. 


64. En el ámbito penal existe la posibilidad de recibir una compensación como 
complemento de una sentencia condenatoria que raramente es implementada. Si la 
víctima solicita la reparación del daño, el quantum de la prueba es elevado a los es- 
tándares penales. Incluso si se ordena la reparación del daño, las familias general- 
mente no la reciben dado que no existen parámetros para determinar su monto y el 
funcionario público declarado culpable en la mayoría de los casos no cuenta con los 
recursos financieros para pagar la indemnización. El artículo 32 del Código Penal Fe- 
deral establece la responsabilidad subsidiaria del Estado para otorgar la reparación en 
los delitos perpetrados por funcionarios públicos. 
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65. La reforma constitucional en materia de derechos humanos incluye el dere- 
cho a la reparación de las víctimas de violaciones a los derechos humanos y requie- 
re la adopción de una ley secundaria. El Grupo de Trabajo resalta la importancia 
de adoptar e implementar esta legislación para garantizar una reparación adecua- 
da e integral. 


VII. GRUPOS EN SITUACIÓN DE PARTICULAR VULNERABILIDAD 


66. Los recientes casos de desaparición forzada no presentan un patrón claro en 
el perfil de las víctimas. Sin embargo, entre ellas existen algunos grupos en situa- 
ción de particular vulnerabilidad, incluyendo mujeres, migrantes, defensores de 
derechos humanos y periodistas. El clima de impunidad que rodea las agresiones 
en contra de estas víctimas permite la continuidad de estos actos e inhibe una ade- 
cuada investigación y sanción de estos delitos. 


67. Existe muy poca información pública disponible sobre desaparición forzada de 
mujeres. La CNDH, mediante su SINPEE, registró de 2006 a 2011 5.397 personas re- 
portadas como extraviadas o ausentes, de las cuales 1.885 son mujeres. A pesar de 
que el Gobierno ha tomado varias acciones para prevenir, castigar, y erradicar la vio- 
lencia contra las mujeres, incluyendo casos de desapariciones forzadas, el Grupo de 
Trabajo continúa preocupado por el número de mujeres que habrían sido desapare- 
cidas forzosamente. La respuesta de la policía y los operadores de justicia a la violen- 
cia basada en el género, incluyendo las desapariciones forzadas, es generalmente in- 
adecuada. El Grupo de Trabajo recibió información sobre los prejuicios, las actitudes 
discriminatorias, la indiferencia, negligencia o inclusive la obstrucción deliberada 
que muchas autoridades muestran al abordar el caso de la desaparición de una mujer, 
así como para tratar a las mujeres familiares de personas desaparecida forzosamente. 


68. Las desapariciones de mujeres son particularmente relevantes en el estado de 
Chihuahua. Los continuos problemas que se observan en Ciudad Juárez son úni- 
cos en su visibilidad, pero no en su naturaleza, pues casos de desapariciones forza- 
das de mujeres y prácticas discriminatorias en contra de las mujeres familiares se 
encuentran en otras regiones. 


69. La población migrante es particularmente vulnerable a una desaparición for- 
zada debido a su estatus de indocumentada y la falta de recursos financieros, le- 
yes efectivas, programas destinados a protegerlos o recursos judiciales a su dispo- 
sición. Muchos de los 150.000 migrantes que viajan a través de México anualmente 
hacia la frontera norte lo hacen por rutas donde el crimen está presente y donde 
son fácilmente víctimas de secuestro o extorsión. En 2009, la CNDH reportó el se- 
cuestro de 9,578 migrantes en un período de seis meses. Además, reportó que, en- 
tre abril y septiembre de 2010, al menos 11.333 migrantes habrían sido secuestra- 
dos, principalmente por grupos del crimen organizado. De acuerdo a los informes 


de la CNDH y otras fuentes, servidores públicos de diferentes instancias, incluyen- 
do al Instituto Nacional de Migración (INM), policías municipales, estatales y fe- 
derales, en algunas ocasiones habrían colaborado con organizaciones delictivas en 
el secuestro de migrantes, perpetrándose así una desaparición forzada. La CNDH 
reportó que el 8,9% de los secuestros documentados en seis meses de 2010 inclu- 
yeron la colusión de autoridades gubernamentales. Hasta que se realice una ade- 
cuada y completa investigación, no será posible aceptar que todos los secuestros 
de migrantes sean realizados exclusivamente por grupos del crimen organizado o 
descartar que no exista participación directa o indirecta de funcionarios públicos. 


70. El Gobierno ha realizado algunos avances para enfrentar la situación de se- 
cuestros de migrantes. Ahora existe la posibilidad de conceder a los migrantes que 
han sobrevivido a un secuestro una visa humanitaria para permitirles permanecer 
en el país mientras se realiza la correspondiente investigación penal. Algunos Es- 
tados también han adoptado ciertas medidas para combatir e investigar los secues- 
tros de migrantes. Finalmente, el Gobierno Federal ha firmado acuerdos de coo- 
peración con la CNDH y algunos países de Centroamérica sobre la prevención y 
el combate al secuestro de migrantes. Los testimonios recibidos indican que estos 
programas aún no producen resultados positivos. 


71. El Grupo de Trabajo recibió información relacionada con agresiones en contra 
de defensores de los derechos humanos en general y, específicamente, en contra de 
aquellos que trabajan el tema de la desaparición forzada. El Grupo de Trabajo expre- 
sa su especial preocupación por la situación de aquellos defensores de los derechos 
humanos cuyo actual paradero se desconoce. El Grupo de Trabajo fue informado 
que las agresiones en contra de los defensores de derechos humanos habrían gene- 
rado un clima de temor entre sus colegas, y ocasionado que algunos integrantes de 
las organizaciones civiles decidieran tener un menor perfil en actividades públicas, 
mudarse de ciudad o estado y rechazar determinados casos. De acuerdo al informe 
de la oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los De- 
rechos Humanos, de septiembre de 2009 a octubre de 2010, se perpetraron 37 agre- 
siones en contra de defensores de derechos humanos, pero sólo en tres casos se rea- 
lizó una acusación penal. El informe critica la falta de políticas integrales de parte de 
las autoridades gubernamentales para eliminar los riesgos que enfrentan los defenso- 
res de derechos humanos. Según la CNDH, entre enero de 2005 y mayo de 2011, se 
presentaron ocho quejas por desapariciones forzadas de defensores de derechos hu- 
manos. En julio de 2011, el Presidente Felipe Calderón firmó un Acuerdo que esta- 
blece las bases para la creación de un Mecanismo Nacional de Protección a defenso- 
res de derechos humanos. 


72. Los periodistas son otro grupo específico que habrían enfrentado muchos ata- 
ques, incluyendo desapariciones. Según la CNDH, 13 periodistas han desapareci- 
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do desde 2000. La CNDH registró cuatro desapariciones de periodistas en 2010. De 
acuerdo con la información recibida, México sería el país más peligroso para ejer- 
cer el periodismo en América. En la mayoría de los casos, la falta de investigación 
no permite encontrar las causas y los perpetradores de estos delitos. Según la in- 
formación recibida por el Grupo de Trabajo, periodistas que cubren asuntos loca- 
les como actos de corrupción en el Gobierno, tráfico de drogas, crimen organizado, 
seguridad pública y temas relacionados se encontrarían en una situación de parti- 
cular riesgo. En 2006, el Gobierno creó en la PGR la Fiscalía Especial para los deli- 
tos cometidos contra la libertad de expresión, y en 2010 se firmó un convenio para 
la protección de periodistas, ninguno de los cuales ha producido resultados efecti- 
vos hasta el momento. 


VIII. OBSERVACIONES FINALES 


73. El Grupo de Trabajo aprecia la información sustantiva que diversas autorida- 
des, organizaciones de la sociedad civil, familiares y víctimas brindaron con el fin 
de comprender mejor el fenómeno de las desapariciones forzadas. Las desaparicio- 
nes forzadas han ocurrido en el pasado y continúan ocurriendo en la actualidad. 
Asimismo, las desapariciones perpetradas en el pasado son una asignatura en el 
presente dado que se trata de un delito de carácter continuado. 


74. No existe una política pública integral y marco legal que se ocupe de los diferentes 
aspectos de prevención, investigación, sanción y reparación de las víctimas de desapa- 
riciones forzadas. Pareciera no existir una coordinación vertical y horizontal entre las 
autoridades federales, locales y municipales. Tampoco existe un adecuado sistema na- 
cional para realizar búsquedas de personas desaparecidas forzosamente. 


75. Las preocupaciones en materia de seguridad pública respecto al crimen orga- 
nizado son reales y el Grupo de Trabajo reconoce el derecho y el deber del Estado 
de realizar las acciones correspondientes. Sin embargo, no se puede enfrentar esta 
situación a expensas del respeto de los derechos humanos, ni permitiendo la prác- 
tica de las desapariciones forzadas. Los casos de desapariciones tampoco pueden 
adjudicarse exclusivamente al crimen organizado sin una adecuada y completa in- 
vestigación penal. 


76. Las víctimas de desaparición forzada no confían en el sistema de justicia, en 
los ministerios públicos, la policía y las fuerzas armadas. La impunidad es un pa- 
trón crónico y presente en los casos de desapariciones forzadas y no se están reali- 
zando los esfuerzos suficientes para determinar la suerte o el paradero de las perso- 
nas desaparecidas, sancionar a los responsables y garantizar el derecho a la verdad 
y la reparación. Parecería que México no tiene la voluntad o es incapaz de realizar 
investigaciones efectivas en casos de desapariciones forzadas. 


77. El Grupo de Trabajo reitera su voluntad para continuar el diálogo constructi- 
vo con las autoridades mexicanas y ofrece su total apoyo para la plena aplicación 
de la Declaración. 


78. El Grupo de Trabajo reitera su solidaridad con las víctimas de desaparición 
forzada y sus familias. Su constante sufrimiento es viva evidencia de que la desapa- 
rición forzada es un delito continuado y una permanente violación a los derechos 
humanos hasta que la suerte o el paradero de la víctima no se haya esclarecido. El 
Grupo de Trabajo reconoce la labor de los numerosos defensores de los derechos 
humanos, ONG, abogados y todos aquellos que trabajan incansablemente, inclusi- 
ve en condiciones adversas, para erradicar esta terrible práctica. 


IX. RECOMENDACIONES 


79. Con base en las consideraciones anteriores, el Grupo de Trabajo formula 
las siguientes recomendaciones al Estado mexicano: 


A. RECOMENDACIONES GENERALES 


80. El Grupo de Trabajo recomienda que se reconozca la dimensión del pro- 
blema de la desaparición forzada como el primer paso necesario para desarro- 
llar medidas integrales y efectivas para su erradicación. 


81. El Grupo de Trabajo recomienda la generación de datos estadísticos, desa- 
gregados por sexo, edad, lugar y autoridades presuntamente involucradas, so- 
bre las desapariciones forzadas para desarrollar políticas de prevención, erradi- 
cación, investigación, sanción y reparación. Se debería incluir información, en 
caso de estar disponible, sobre la fecha y lugar de la exhumación y la informa- 
ción sobre los miembros de la familia. 


82. El Grupo de Trabajo recomienda que el Estado acepte la competencia del 
Comité sobre las Desapariciones Forzadas de acuerdo a los artículos 31 y 32 de 
la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas relativos a denuncias de particulares e interestatales. 


83. El Grupo de Trabajo recomienda que se lleven a cabo todas las acciones ne- 
cesarias para garantizar que todos los instrumentos internacionales relevantes 
en materia de desaparición forzada se cumplan y apliquen en forma efectiva en 
todo el país, incluyendo el retiro de todas las reservas o declaraciones interpre- 
tativas que pudieran socavar su efectividad. 


84. El Grupo de Trabajo recomienda que se asegure la plena independencia y 
autonomía de todos los organismos públicos de derechos humanos. 
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B. MARCO LEGISLATIVO 


85. El Grupo de Trabajo recomienda llevar a cabo las adecuaciones legislati- 
vas a nivel federal y local para garantizar la implementación efectiva del nuevo 
marco constitucional sobre derechos humanos, amparo y sistema penal. 


86. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice que el delito de desapa- 
rición forzada sea incluido en los Códigos Penales de todas las entidades fede- 
rativas y que a la brevedad se apruebe una ley general sobre las desapariciones 
forzadas o involuntarias. Dicha ley general debería definir la desaparición for- 
zada como un delito autónomo; crear un procedimiento específico de búsque- 
da de la persona desaparecida con la participación de los familiares de las víc- 
timas; establecer un registro nacional de personas desaparecidas forzosamente 
que garantice que los familiares, abogados, defensores de los derechos huma- 
nos y cualquier otra persona interesada tenga pleno acceso a este registro; per- 
mitir la declaración de ausencia como consecuencia de la desaparición forzada; 
asegurar la plena protección y apoyo de los familiares de las personas desapare- 
cidas y de los testigos; y garantizar el derecho a la reparación integral. 


87. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar la armonización de la defini- 
ción de desaparición forzada en la legislación penal con lo establecido en la De- 
claración y otros instrumentos internacionales relevantes. 


88. El Grupo de Trabajo recomienda que se elimine la detención mediante 
arraigo de la legislación y la práctica, tanto a nivel federal como estatal para 
prevenir casos de desaparición forzada. 


89. El Grupo de Trabajo recomienda modificar el marco jurídico sobre la fla- 
grancia a fin de restringir su uso al momento preciso de la comisión de un de- 
lito y eliminar los conceptos de cuasi-flagrancia y flagrancia equiparada, para 
prevenir las desapariciones forzadas. 


C. MEDIDAS PREVENTIVAS Y DE SEGURIDAD 


90. El Grupo de Trabajo recomienda considerar en el corto plazo el retiro de 
las fuerzas militares de las operaciones de seguridad pública y de la aplicación 
de la ley penal como una medida para prevenir las desapariciones forzadas. 


91. El Grupo de Trabajo recomienda adoptar legislación, normas y protocolos 
para regular el uso de la fuerza por parte del ejército y todas las corporaciones 
policiales como una medida preventiva respecto a las desapariciones forzadas, 
conforme a los principios de necesidad, racionalidad, proporcionalidad, legali- 
dad y total respeto a los derechos humanos. 


92. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice la coordinación entre las 
autoridades responsables de la seguridad pública con el objetivo de prevenir e 
investigar la desaparición forzada de personas. 


93. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice la completa identifica- 
ción de todas las autoridades competentes en la detención de personas durante 
las operaciones en el cumplimiento de la ley. 


94. El Grupo de Trabajo recomienda que se fortalezca el registro de detención 
para garantizar que sea permanentemente actualizado y armonizado con otras 
bases de datos para monitorear la localización física de las personas detenidas, 
incluyendo controles estrictos sobre las autoridades responsables del registro 
de las detenciones y la imposición de sanciones adecuadas para aquellos que no 
lo hagan. El registro de detención debe indicar los motivos de la detención; la 
hora exacta de la llegada de la persona detenida al lugar de custodia; la duración 
de la privación de la libertad; la identidad de la autoridad que ordenó la deten- 
ción de la persona, así como de los oficiales a cargo de llevarla a cabo; la cade- 
na de custodia de las personas detenidas; información precisa sobre el lugar de 
custodia; y el momento en que la persona detenida es presentada por primera 
vez ante una autoridad judicial o alguna otra autoridad competente. 


D. DERECHO A LA JUSTICIA Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 


95. El Grupo de Trabajo recomienda la adopción de una nueva ley en materia 
de amparo de acuerdo al reformado marco constitucional. La nueva legislación 
de amparo debe responder adecuadamente a la peculiaridad de la desaparición 
forzada de personas, albergar una concepción amplia de víctima, garantizar un 
rol activo por parte del juzgador y no establecer exigencias gravosas sobre las 
circunstancias bajo análisis, tales como la identificación del lugar de la deten- 
ción, la determinación de la autoridad responsable y la ratificación de la de- 
manda de amparo por la víctima directa. 


96. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice el derecho a la justicia y 
el combate a la impunidad mediante la capacitación del personal judicial y del 
encargado de hacer cumplir la ley, la adopción de protocolos de investigación y 
la protección de testigos y familiares. Se deben utilizar todos los medios dispo- 
nibles para garantizar que las investigaciones y procedimientos judiciales sean 
expeditos, de acuerdo con los protocolos y manuales que cumplan con los li- 
neamientos establecidos en los instrumentos internacionales de derechos hu- 
manos. Las diferentes instancias involucradas en los procedimientos de inves- 
tigación y en los procesos judiciales deben contar con los necesarios recursos 
humanos y materiales para realizar sus labores adecuadamente, de forma inde- 
pendiente e imparcial. Aquellas personas involucradas en labores de investiga- 
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ción deben contar con garantías de protección. Las investigaciones deben asu- 
mir líneas de investigación específicas de acuerdo con los patrones de la zona, 
tiempo o período y/o autoridad involucrada. Los resultados de todas las inves- 
tigaciones deben ser públicos. 


97. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice la pronta entrada en vi- 
gor del nuevo sistema de justicia penal a efectos de garantizar los derechos de 
las víctimas de desaparición forzada. Se deben fortalecer y aplicar completa- 
mente estos cambios constitucionales, destinando recursos adicionales a la me- 
jor preparación de funcionarios en la investigación y enjuiciamiento de los de- 
litos, incluyendo casos de desapariciones forzadas. Esto incluye la capacitación 
y los recursos para la búsqueda de la persona desaparecida, para investigar es- 
tos casos con una visión sistémica para comprender el patrón de las desapari- 
ciones forzadas, incluyendo la cadena de mando. 


98. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar la jurisdicción de los tribuna- 
les civiles en todos los asuntos relacionados con las desapariciones forzadas y 
las violaciones a los derechos humanos en general, independientemente de que 
el perpetrador sea personal militar. Se debe garantizar que Ministerios Públi- 
cos civiles realicen investigaciones serias y expeditas en todas las denuncias re- 
lativas a violaciones de derechos humanos, incluyendo las desapariciones for- 
zadas perpetradas por elementos militares. Se debe impedir legalmente que los 
Ministerios Públicos militares inicien o continúen investigaciones sobre viola- 
ciones a los derechos humanos, incluyendo las desapariciones forzadas. 


99. El Grupo de Trabajo recomienda el establecimiento de un mecanismo efec- 
tivo para la continuidad de las investigaciones de desapariciones forzadas co- 
metidas durante la “Guerra Sucia”. 


100. El Grupo de Trabajo recomienda fortalecer la figura de la coadyuvancia, 
garantizar el acceso pleno a las investigaciones ministeriales por parte de los fa- 
miliares de las víctimas y sus representantes, otorgar regularmente a los fami- 
liares información sobre los avances en las investigaciones, y asegurar que no 
recaiga en las víctimas y sus familiares la obligación de obtener y proporcionar 
los elementos de prueba. Se deben tomar las medidas necesarias para asegurar 
que las autoridades civiles y militares colaboren completamente con los minis- 
terios públicos y tribunales civiles en la investigación y proceso penal de las des- 
apariciones forzadas. 


101. El Grupo de Trabajo recomienda brindar apoyo a los familiares y a las 
asociaciones de familiares en el desempeño de su papel fundamental en el tra- 
tamiento de las desapariciones forzadas. 


E. DERECHO A LA VERDAD 


102. El Grupo de Trabajo recomienda establecer un programa nacional de 
búsqueda de personas que cuente con un protocolo de acción inmediata. Este 
programa debe incluir los siguientes parámetros: 


a) Implementar la búsqueda ex oficio y sin dilación en casos de desapariciones; 


b) Coordinar los esfuerzos de las diferentes agencias de seguridad para lo- 
calizar a la persona; 


c) Eliminar cualquier obstáculo legal o fáctico que reduzca la efectividad 
de la búsqueda o evite que se inicie; 


d) Asignar los recursos humanos, financieros, logísticos, científicos, o de 
cualquier otro tipo necesarios para que la búsqueda se realice de forma 
exitosa; 


e) Contar con personal altamente capacitado en la exhumación e identifi- 
cación de restos mortales; 


f)  Contrastar el reporte de la persona no localizada con todas las bases de 
datos existentes en la materia; 


g) Dar prioridad a la zona de búsqueda en donde razonablemente sea más 
probable encontrar a la persona desaparecida, sin descartar arbitraria- 
mente otras posibilidades o áreas; 


h) Acceder y utilizar plenamente la Plataforma México; 


i) Garantizar que el programa se ejecute con plena independencia presu- 
puestaria y operativa. 


103. El Grupo de Trabajo recomienda crear y mantener actualizada perma- 
nentemente una base de datos con la información personal disponible sobre 
víctimas de desapariciones forzadas a nivel nacional (tanto del fuero federal 
como del estatal) incluyendo información genética, principalmente el ADN y 
muestras de tejido obtenidas de restos mortales y de familiares de víctimas, con 
su previo consentimiento. El Estado debe proteger permanentemente la infor- 
mación personal en estas bases de datos. 


104. El Grupo de Trabajo recomienda desarrollar un marco legislativo ade- 
cuado y garantizar la entrega de recursos financieros, humanos y equipo técni- 
co para las investigaciones forenses en casos de desapariciones forzadas. 
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105. El Grupo de Trabajo recomienda difundir el informe elaborado por la 
FEMOSPP y colocarlo en el sitio web oficial de la PGR; esclarecer la ubicación 
de todos los documentos recibidos por la FEMOSPP; y garantizar su pleno ac- 
ceso al público. 


106. El Grupo de Trabajo recomienda transferir los archivos militares de la 
“Guerra Sucia” de la SEDENA al Archivo General de la Nación garantizando el 
libre acceso del público y sistematizar el ingreso a todos los archivos de la extin- 
ta Dirección Federal de Seguridad y de la Fiscalía Especial para que éstos tam- 
bién se encuentren disponibles en el Archivo General de la Nación. 


107. El Grupo de Trabajo recomienda desvelar los nombres de las personas 
que participaron en actos de desaparición forzada de acuerdo a la informa- 
ción que obra en la CNDH con motivo de la elaboración de la Recomendación 
26/2001. 


E DERECHO A LA REPARACIÓN 


108. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar el derecho a la reparación 
integral de las víctimas de desaparición forzada. El marco legal debe establecer 
que la reparación sea proporcional a la gravedad de la violación y al sufrimien- 
to de la víctima y su familia. Incluir la restitución siempre y cuando sea posible, 
así como la asistencia médica y psicosocial, la satisfacción, la indemnización y 
las garantías de no repetición. 


109. El Grupo de Trabajo recomienda adoptar, para los fines de reparación, 
una amplia definición de víctima que no esté ligada a la determinación de la res- 
ponsabilidad y condena penal del acusado ni esté limitada a aquellos casos de 
desaparición forzada plenamente acreditados por la CNDH. 


6. GRUPOS EN SITUACIÓN DE PARTICULAR VULNERABILIDAD 


110. El Grupo de Trabajo recomienda implementar a la brevedad todas las re- 
comendaciones contenidas en los informes emitidos por la CNDH en relación 
al secuestros de migrantes (algunos de los cuales podrían calificarse como des- 
apariciones forzadas). 


111. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar condiciones de seguridad 
para defensores de los derechos humanos, incluyendo a quienes combaten las 
desapariciones forzadas de personas y defienden los derechos de las víctimas. 
Se debe garantizar que el Mecanismo Nacional de Protección a defensores de 
derechos humanos cuente con facultades de prevención, protección e investiga- 
ción; tenga competencia federal; cuente con suficientes recursos así como con 


independencia. Se debe garantizar también la plena participación de las orga- 
nizaciones de derechos humanos en el diseño, implementación y monitoreo de 
este mecanismo nacional. 


112. El Grupo de Trabajo recomienda establecer un mecanismo nacional de 
protección a periodistas, implementado por funcionarios de alto nivel, y un co- 
mité interinstitucional, dirigido por una autoridad federal, con capacidad de 
coordinar a diferentes autoridades e instancias gubernamentales, con recursos 
propios y suficientes, y que garantice la participación de los periodistas así co- 
mo de la sociedad civil en su diseño, operación y evaluación. 


113. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar que las medidas diseñadas 
para erradicar la violencia contra la mujer, incluyendo la desaparición forzada, 
sean plenamente implementadas. Se debe incorporar la perspectiva de género 
en todas las investigaciones y políticas para combatir la violencia, consideran- 
do las características particulares de la violencia basada en el género en contra 
de las mujeres, así como las respuestas sociales que la situación requiere, con el 
fin de eliminar las desapariciones forzadas de mujeres. 
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MÉXICO 


SEGUIMIENTO A LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO SOBRE 
DESAPARICIONES FORZADAS O INVOLUNTARIAS EN SU INFORME RELATIVO A SU VISITA A 
MÉXICO DEL 18 AL 31 DE MARZO DE 2011. (A/HRC/19/58/ADD.2, PÁRRAFOS 80-113) 


4. El 16 de enero de 2015, el Grupo de Trabajo sobre las desapariciones forzadas 
o involuntarias envió al Gobierno de México la solicitud de proporcionar 
información sobre las medidas adoptadas para aplicar las recomendaciones que 
fueron formuladas en el informe A/HRC/19/58/Add.2, tras su visita al país en 
marzo de 2011. El 5 de mayo de 2015, el Gobierno de México presentó la solicitada 
información. El 17 de junio de 2015, el Grupo de Trabajo envió al Gobierno 
de México el cuadro que figura a continuación invitándolo a proporcionar 
comentarios y/o información adicional. El 21 de julio de 2015, el Gobierno de 
México proporcionó información adicional. 


5. El Grupo de Trabajo agradece la información proporcionada por el Estado, 
así como por diversas organizaciones de la sociedad civil. Dicha información le 
ha permitido dar un mejor seguimiento a las recomendaciones formuladas en su 
informe. 


6. El Grupo de Trabajo lamenta observar pocos avances en la implementación 
de las recomendaciones realizadas Especialmente preocupante resulta el constatar 
que la mayoría de las recomendaciones fundamentales para enfrenar los problemas 
estructurales en materia de desaparición forzada no han sido plenamente 
implementadas. Pero más preocupante le resulta al Grupo de Trabajo la situación 
deteriorada que prevalece en México desde que realizó su visita y presentó su 
informe. 


7. El Grupo de Trabajo coincide con la afirmación del Comité contra la 
Desaparición Forzada quien en febrero de 2015 sostuvo que “la información 
recibida por el Comité ilustra un contexto de desapariciones generalizadas en gran 
parte del territorio del Estado parte, muchas de las cuales podrían calificarse como 
desapariciones forzadas”. 


8. Si bien se valora que el Estado indique en su respuesta que enfrenta retos y 
desafíos en materia de derechos humanos, incluyendo la desaparición forzada, el 
Grupo de Trabajo constata que el incipiente reconocimiento discursivo al problema 
de la desaparición forzada no ha sido consistente, uniforme y homogéneo entre 
todas las autoridades del Estado mexicano, ni al más alto nivel. Tampoco ha 
habido un reconocimiento respecto de la dimensión del problema, tal y como lo 
recomendó el Grupo de Trabajo. 


9. No existe un diagnóstico nacional sobre el problema de la desaparición 
forzada de personas que permita desarrollar las medidas integrales y efectivas para 
su prevención, erradicación, investigación, sanción y reparación. 


10. Esta falta de reconocimiento cabal a la dimensión del problema se evidenció 
de manera cruda con la desaparición forzada de 43 estudiantes normalistas en 
Iguala, Guerrero, en septiembre de 2014, y las investigaciones tardías y deficientes 
que le siguieron; con las estadísticas oficiales, que aún con sus limitaciones, 
muestran una situación particularmente crítica, así como con el descubrimiento 
de fosas clandestinas en diversas partes de la República. 


11. El Grupo de Trabajo alienta al Estado a aceptar la competencia del Comité 
contra la Desaparición Forzada para recibir y examinar comunicaciones 
individuales e interestatales de acuerdo a los artículos 31 y 32 de la Convención 
Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas. 


12. El Grupo de Trabajo saluda la presentación del informe del Estado ante el 
Comité contra la Desaparición Forzada y lo anima a asegurarse de que todas las 
recomendaciones derivadas de las observaciones finales adoptadas por el Comité 
sean aplicadas. 


13. El Grupo de Trabajo alienta particularmente al Estado a dar su consentimiento 
para que el Comité contra la Desaparición Forzada realice en un plazo razonable la 
visita solicitada con base en el artículo 33 de la Convención Internacional para la 
Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. 


14. El Grupo de Trabajo saluda el retiro de la reserva al artículo IX de la 
Convención Interamericana contra la Desaparición Forzada de Personas y alienta 
al Estado a culminar el retiro de todas las reservas y declaraciones interpretativas 
interpuestas a todos los instrumentos internacionales relevantes. 


15. El Grupo de Trabajo reconoce la voluntad del Estado por haber firmado 
en noviembre de 2014 el acuerdo para la creación del Grupo Interdisciplinario 
de Expertos Independientes (GIED de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y por haber anunciado el 6 de septiembre del 2015, día de la presentación 
del informe del GIEL, que solicitará la prórroga de su mandato para que “pueda 
concluir sus trabajos”. El Grupo de Trabajo también reconoce que el Presidente 
de la Republica haya dado indicaciones para que se analicen cada una de las 
recomendaciones del GIEI y para que en las investigaciones del caso se tomen en 
cuenta los elementos aportados por el GIEI. El Grupo de Trabajo coincide con 
el GIEI en que debe darse un “replanteamiento general” de la investigación de 
los 43 estudiantes normalistas desaparecidos en Iguala, Guerrero. El Grupo de 
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Trabajo alienta al Estado mexicano a implementar de manera efectiva todas las 
recomendaciones del GIEI y a garantizar que todas las actuaciones que solicite para 
el desarrollo adecuado de su encomienda, incluyendo aquellas que involucren a 
autoridades militares, se realicen por el gobierno de manera diligente y exhaustiva. 


16. El Grupo de Trabajo reitera su reconocimiento por las reformas 
constitucionales en materia de derechos humanos, amparo y sistema penal y saluda 
la adopción de la nueva Ley de Amparo y la Ley General de Víctimas. El Grupo de 
Trabajo insta al Estado a redoblar sus esfuerzos para garantizar la plena y efectiva 
implementación de este nuevo marco constitucional y legislativo y a acreditar su 
eficacia para proteger a las personas contra las desapariciones forzadas. 


17. El Grupo de Trabajo valora la emisión de varias leyes a nivel local en 
materia de desaparición forzada y da su bienvenida a la reforma constitucional 
del 2015 que faculta al Congreso de la Unión para emitir una ley general sobre 
desaparición de personas. La futura ley general brinda una oportunidad histórica 
al Estado mexicano para armonizar su normatividad interna con sus compromisos 
internacionales, remontar la situación crítica por la que atraviesa y adoptar 
finalmente las transformaciones estructurales que se requieren en materia de 
desaparición de personas. 


18. El Grupo de Trabajo sigue consternado porque el derecho de acceso a la 
justicia y el combate a la impunidad permanecen como el principal reto en México. 
La impunidad generalizada perdura como un patrón crónico. La alarmante 
impunidad favorece la perpetración de las desapariciones forzadas. 


19. El Grupo de Trabajo toma nota del Protocolo homologado para la búsqueda 
de personas desaparecidas y la investigación del delito de desaparición forzada 
que se adoptó en agosto del 2015 y espera que el mismo contribuya a superar la 
situación de impunidad prevaleciente y garantice planamente los derechos de las 
familias y sus representantes en la coadyuvancia. 


20. El Grupo de Trabajo considera que la reforma al Código de Justicia Militar 
constituye un avance importante pero lamenta que aún se autorice la intervención 
del fuero militar en delitos que de acuerdo al derecho internacional no son propios 
de su competencia. 


21. El Grupo de Trabajo toma nota de las acciones tomadas y las que están en 
proceso de adoptarse en materia de búsqueda de personas desaparecidas Empero, 
en la mayor parte del territorio las medidas implementadas son notoriamente 
insuficiente particularmente para la búsqueda y localización de personas cuyo 
paradero se desconoce a consecuencia de la comisión de un delito, incluyendo el 
de desaparición forzada. El Grupo de Trabajo insta al Estado para que el futuro 


Sistema Nacional de Búsqueda de Personas cumpla con los parámetros descritos 
en su recomendación y observe lo dicho por otros organismos internacionales. 


22. El Grupo de Trabajo toma nota de la aprobación de la Ley del Registro 
Nacional de Datos de Personas Extraviadas o Desaparecidas (RNPED) de 2012. 
Sin embargo, el Grupo de Trabajo observa con preocupación que la Ley no incluye 
la categoría específica que permita registrar a una persona como víctima de 
desaparición forzada, no incorpora todos los elementos que el Grupo de Trabajo 
recomendó como parte de la información estadística y aún carece de su reglamento. 


23. El Grupo de Trabajo reconoce la suscripción del Convenio entre la PGR y 
el CICR para el uso de la licencia del Software de la Base de Datos Ante Morten — 
Post Mortem. Para el Grupo de Trabajo es fundamental que la Base de Datos se 
implemente de manera óptima 


24. El Grupo de Trabajo lamenta que el Estado no haya proveído información 
sobre la implementación de su recomendación en materia de investigaciones 
forenses. El Grupo de Trabajo invita al Estado mexicano a adoptar la recomendación 
del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias de 
crear una institución nacional de servicios forenses. 


25. El Grupo de Trabajo toma nota de la reducción en el número de quejas en 
contra de las fuerzas armadas. Sin embargo, reitera el sentido de su recomendación 
de que se considere el retiro de las fuerzas militares de las operaciones de seguridad 
pública y aplicación de la ley penal. 


26. ElGrupo de Trabajo toma nota de los registros de detenciones existentes. Para 
el Grupo de Trabajo es necesario que se siga fortaleciendo el sistema de registro de 
detención y se cuente con un registro “nacional” de detención que albergue todas 
las privaciones de la libertad que se realicen en la República. 


27. El Grupo de Trabajo reconoce la disminución en el uso del arraigo y las 
decisiones de la Suprema Corte que han declarado la inconstitucionalidad del 
arraigo y de otras figuras semejantes a nivel local. El Grupo de Trabajo subraya que 
el arraigo debe ser eliminado tanto de la legislación como en la práctica también a 
nivel federal. El Grupo de Trabajo observa que se mantiene un concepto amplio de 
flagrancia que debe ser acotado. 


28. El Grupo de Trabajo reconoce la adopción de normatividad sobre el uso 
de la fuerza por parte de algunas corporaciones civiles y militares, así como la 
aprobación de legislación en la materia en contadas entidades federativas. Sin 
embargo, la escasa reglamentación existente y la fuerza que se emplea sigue sin 
ajustarse necesariamente y en toda circunstancia a los estándares internacionales. 


87 


29. El Grupo de Trabajo expresa su satisfacción por la emisión de la Ley General 
de Víctimas. Sin embargo, el Grupo de Trabajo lamenta que a más de dos años 
de haber entrado en vigor la Ley aún no se haya brindado una sola reparación 
a víctimas del delito de desaparición forzada con base en ella por parte de la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. El Grupo de Trabajo también expresa 
su preocupación por el escaso número de víctimas de desaparición forzada que se 
albergan en el Registro Nacional de Víctimas. El Grupo de Trabajo no fue informado 
de algún tipo de política pública o programa que brinde apoyo a los familiares y 
a las asociaciones de familiares en el desempeño de su papel fundamental en el 
tratamiento de las desapariciones forzadas. Por lo anterior, el Grupo de Trabajo 
insta al Estado a que tome medidas efectivas con el objetivo de que todas las 
víctimas de desaparición forzada tengan igual derecho a la reparación y que los 
familiares y a las asociaciones de familiares reciban el respaldo necesario para el 
desempeño de sus tareas. 


30. El Grupo de Trabajo lamenta el abandono del Estado mexicano al problema 
de las desapariciones forzadas perpetradas durante el periodo de la así denominada 
“Guerra Sucia”. Parecería que en este tema el Estado ha renunciado al cumplimiento 
de sus obligaciones internacionales. Salvo el trabajo de la Comisión de la Verdad 
del Estado de Guerrero y las limitadas compensaciones otorgadas a algunas 
víctimas referidas en la recomendación 26/2001 de la CNDH, no se registran 
avances de otra índole. La impunidad es generalizada y no se conocen acciones 
efectivas y resultados concretos para la investigación de lo sucedido. Sigue sin 
garantizarse el derecho a la verdad. Más aún, se han registrado retrocesos para 
acceder a documentos históricos de la “Guerra Sucia” albergados en el Archivo 
General de la Nación. Por lo anterior, el Grupo de Trabajo hace un especial llamado 
al Estado para que adopte decididamente y de manera inmediata una política que 
permita garantizar el derecho a la justicia, la verdad, la reparación y la memoria de 
las víctimas de desaparición forzada de la “Guerra Sucia”, 


31. El Grupo de Trabajo toma nota de las medidas adoptadas por el Estado en 
relación a personas migrantes. Sin embargo, las medidas tomadas no han sido 
suficientes para mejorar sustantivamente la situación que enfrentan las personas 
migrantes, misma que el Comité contra la Desaparición Forzada ha calificado 
como “dramática”. El Grupo de Trabajo da la bienvenida al acuerdo para crear 
un Mecanismo Transnacional de Búsqueda y Acceso a la Justicia y espera que el 
mismo se vea reflejado en la futura ley general. 


32. El Grupo de Trabajo saluda la aprobación de la Ley para la Protección 
de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas. No obstante, el 
Grupo de Trabajo sigue preocupado por las agresiones y situación de riesgo que 
continúan enfrentando los defensores de derechos humanos y los periodistas. El 


Grupo de Trabajo exhorta al Estado mexicano a superar los importantes retrasos 
que se han producido en el análisis de las solicitudes de protección presentadas y 
en la implementación de las medidas de protección aprobadas. De igual forma, 
es imperioso que se adopten medidas efectivas de prevención y combate a la 
impunidad 


33. El Grupo de Trabajo toma nota del diseño institucional y legal existente para 
abordar la violencia en contra de las mujeres. El Grupo de Trabajo lamenta la falta 
de información sobre políticas públicas y resultados en casos específicos de mujeres 
víctimas de desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo subraya la importancia 
que supone incorporar una perspectiva de género en todas las medidas que tome el 
Estado para enfrentar las desapariciones forzadas. 


34. En conclusión, el Grupo de Trabajo reitera su pesar por los pocos avances 
registrados en la implementación de sus recomendaciones. Los grandes desafíos 
detectados por el Grupo de Trabajo durante su visita y plasmados en su informe 
de misión aún perduran. Salvo excepciones, la impunidad prevalece, los hechos 
no se esclarecen y las víctimas no reciben una adecuada e integral reparación. Esta 
realidad puede y debe ser transformada. El Estado cuenta con una oportunidad 
histórica de transformar la situación imperante. Los cambios constitucionales, 
legales y administrativos recientemente adoptados y los que están por adoptarse 
brindan una ocasión dorada para que se implemente en los hechos una política 
de Estado integral que se ocupe de los diferentes aspectos de prevención, 
investigación, sanción y reparación de las víctimas de desapariciones forzadas. A 
las víctimas y a todas aquellas personas que trabajan arduamente para erradicar 
las desapariciones forzadas y enfrentar sus consecuencias, el Grupo de Trabajo les 
refrenda su solidaridad y reconocimiento. Al Estado, el Grupo de Trabajo le reitera 
las recomendaciones que siguen sin cumplirse, le invita a proveer información 
actualizada sobre la implementación de todas sus recomendaciones, pero sobretodo, 
le manifiesta su plena disponibilidad para continuar con el diálogo constructivo 
y brindar su apoyo y cooperación para garantizar el pleno cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales en materia de desaparición forzada de personas. 
Asimismo alienta al Estado a implementar las recomendaciones del Comité contra 
la Desaparición Forzada y del GIEI. 
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CONVENCION 
INTERNACIONAL 
PARA LA PROTECCION 
DE TODAS LAS 
PERSONAS CONTRA 
LAS DESAPARICIONES 
FORZADAS 


Clase de Instrumento: Tratado internacional 

Apertura firma: 20 de diciembre de 2006 

Fecha de entrada en vigor internacional: 23 de diciembre de 2010 
Vinculación de México: 18 de marzo de 2008 (Ratificación) 
Fecha de entrada en vigor para México: 23 de diciembre de 2010 
Publicación DOF: 22 de junio de 2011. 


Preámbulo 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de pro- 
mover el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales, 


Teniendo en cuenta la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los otros instrumentos internacionales per- 
tinentes de derechos humanos, del derecho humanitario y del derecho penal internacional, 


Recordando también la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las des- 
apariciones forzadas, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su reso- 
lución 47/133, de 18 de diciembre de 1992, 


Conscientes de la extrema gravedad de la desaparición forzada, que constituye un delito y, en de- 
terminadas circunstancias definidas por el derecho internacional, un crimen de lesa humanidad, 


Decididos a prevenir las desapariciones forzadas y a luchar contra la impunidad en lo que 
respecta al delito de desaparición forzada, 


Teniendo presentes el derecho de toda persona a no ser sometida a una desaparición forzada 
y el derecho de las víctimas a la justicia y a la reparación, 


Afirmando el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de una desaparición for- 
zada y la suerte de la persona desaparecida, así como el respeto del derecho a la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones a este fin, 


Han convenido en los siguientes artículos: 


Primera Parte 


Artículo 1 


1. Nadie será sometido a una desaparición forzada. 

2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de gue- 
rra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia públi- 
ca como justificación de la desaparición forzada. 


Artículo 2 


A los efectos de la presente Convención, se entenderá por “desaparición forzada” el arresto, 
la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de 
agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el 
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de li- 
bertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayén- 
dola a la protección de la ley. 


Artículo 3 


Los Estados Partes tomarán las medidas apropiadas para investigar sobre las conductas defi- 
nidas en el artículo 2 que sean obra de personas o grupos de personas que actúen sin la auto- 
rización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, y para procesar a los responsables. 
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Artículo 4 


Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que la desaparición forzada sea tipi- 
ficada como delito en su legislación penal. 


Artículo 5 


La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de le- 
sa humanidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable y entraña las con- 
secuencias previstas por el derecho internacional aplicable. 


Artículo 6 


1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para considerar penalmente respon- 
sable por lo menos: 
a) A toda persona que cometa, ordene, o induzca a la comisión de una desaparición for- 
zada, intente cometerla, sea cómplice o participe en la misma; 
b ) Al superior que: 
i) Haya tenido conocimiento de que los subordinados bajo su autoridad y control efec- 
tivos estaban cometiendo o se proponían cometer un delito de desaparición forzada, 
o haya conscientemente hecho caso omiso de información que lo indicase claramente; 
ii) Haya ejercido su responsabilidad y control efectivos sobre las actividades con las 
que el delito de desaparición forzada guardaba relación; y 
iii) No haya adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para pre- 
venir o reprimir que se cometiese una desaparición forzada, o para poner los hechos 
en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y en- 
juiciamiento; 
c ) El inciso b) supra se entiende sin perjuicio de las normas de derecho internacional más 
estrictas en materia de responsabilidad exigibles a un jefe militar o al que actúe efectiva- 
mente como jefe militar. 
2. Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, militar o de otra ín- 
dole, puede ser invocada para justificar un delito de desaparición forzada. 


Artículo 7 


1. Los Estados Partes considerarán el delito de desaparición forzada punible con penas apro- 
piadas, que tengan en cuenta su extrema gravedad. 

2. Los Estados Partes podrán establecer: 
a ) Circunstancias atenuantes, en particular para los que, habiendo sido partícipes en la 
comisión de una desaparición forzada, hayan contribuido efectivamente a la reaparición 
con vida de la persona desaparecida o hayan permitido esclarecer casos de desaparición 
forzada o identificar a los responsables de una desaparición forzada; 
b ) Sin perjuicio de otros procedimientos penales, circunstancias agravantes, especialmente en 
caso de deceso de la persona desaparecida, o para quienes sean culpables de la desaparición for- 
zada de mujeres embarazadas, menores, personas con discapacidades u otras personas particu- 
larmente vulnerables. 


Artículo 8 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, 
1. Cada Estado Parte que aplique un régimen de prescripción a la desaparición forzada to- 
mará las medidas necesarias para que el plazo de prescripción de la acción penal: 


2. 


a ) Sea prolongado y proporcionado a la extrema gravedad de este delito; 

b ) Se cuente a partir del momento en que cesa la desaparición forzada, habida cuenta del 
carácter continuo de este delito. 

El Estado Parte garantizará a las víctimas de desaparición forzada el derecho a un recurso 
eficaz durante el plazo de prescripción. 


Artículo 9 


1. 


Cada Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los 
delitos de desaparición forzada en los siguientes casos: 

a ) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de 
una aeronave o un buque matriculados en ese Estado; 

b ) Cuando el presunto autor del delito sea nacional de ese Estado; 

Cc) Cuando la persona desaparecida sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 


. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su jurisdic- 


ción sobre los delitos de desaparición forzada en los casos en que el presunto autor se halle 
en cualquier territorio bajo su jurisdicción, salvo que dicho Estado lo extradite o lo entre- 
gue a otro Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o lo transfiera a una juris- 
dicción penal internacional cuya competencia haya reconocido. 


. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal adicional ejercida de con- 


formidad con las leyes nacionales. 


Artículo 10 


h 


. Cada Estado Parte en cuyo territorio se encuentre una persona de la que se supone que ha 


cometido un delito de desaparición forzada, si, tras examinar la información de que dis- 
pone, considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la detención de dicha per- 
sona o tomará otras medidas legales necesarias para asegurar su presencia. La detención y 
demás medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado y se manten- 
drán solamente por el período que sea necesario a fin de asegurar su presencia en el mar- 
co de un procedimiento penal, de entrega o de extradición. 


. El Estado Parte que haya adoptado las medidas contempladas en el párrafo 1 del presen- 


te artículo procederá inmediatamente a una investigación preliminar o averiguación de 
los hechos. Informará a los Estados Partes a los que se hace referencia en el párrafo 1 del 
artículo 9, sobre las medidas adoptadas en aplicación del párrafo 1 del presente artículo, 
especialmente sobre la detención y las circunstancias que la justifican, y sobre las conclu- 
siones de su investigación preliminar o averiguación, indicándoles si tiene intención de 
ejercer su jurisdicción. 

La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo podrá comu- 
nicarse inmediatamente con el representante correspondiente del Estado de su naciona- 
lidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del 
Estado en que habitualmente resida. 


Artículo 11 


1. 


El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se su- 
pone que ha cometido un delito de desaparición forzada, si no procede a su extradición, o 
a su entrega a otro Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o a su transferen- 
cia a una instancia penal internacional cuya jurisdicción haya reconocido, someterá el ca- 
so a sus autoridades competentes para el ejercicio de la acción penal. 


. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a 
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cualquier delito común de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado. En 
los casos previstos en el párrafo 2 del artículo 9, el nivel de las pruebas necesarias para el 
enjuiciamiento o inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica 
en los casos previstos en el párrafo 1 del artículo 9. 

3. Toda persona investigada en relación con un delito de desaparición forzada recibirá ga- 
rantías de un trato justo en todas las fases del procedimiento. Toda persona sometida a jui- 
cio por un delito de desaparición forzada gozará de las garantías judiciales ante una cor- 
te o un tribunal de justicia competente, independiente e imparcial, establecido por la ley. 


Artículo 12 


1. Cada Estado Parte velará por que toda persona que alegue que alguien ha sido sometido 
a desaparición forzada tenga derecho a denunciar los hechos ante las autoridades compe- 
tentes, quienes examinarán rápida e imparcialmente la denuncia y, en su caso, procede- 
rán sin demora a realizar una investigación exhaustiva e imparcial. Se tomarán medidas 
adecuadas, en su caso, para asegurar la protección del denunciante, los testigos, los allega- 
dos de la persona desaparecida y sus defensores, así como de quienes participen en la in- 
vestigación, contra todo maltrato o intimidación en razón de la denuncia presentada o de 
cualquier declaración efectuada. 

2. Siempre que haya motivos razonables para creer que una persona ha sido sometida a des- 
aparición forzada, las autoridades a las que hace referencia el párrafo 1 iniciarán una in- 
vestigación, aun cuando no se haya presentado ninguna denuncia formal. 

3. Los Estados Partes velarán para que las autoridades mencionadas en el párrafo 1 del pre- 
sente artículo: 

a ) Dispongan de las facultades y recursos necesarios para llevar a cabo eficazmente la in- 
vestigación, inclusive el acceso a la documentación y demás informaciones pertinentes 
para la misma; 

b ) Tengan acceso, previa autorización judicial si fuera necesario emitida a la mayor bre- 
vedad posible, a cualquier lugar de detención y cualquier otro lugar donde existan moti- 
vos razonables para creer que pueda encontrarse la persona desaparecida. 

4. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para prevenir y sancionar los actos que 
obstaculicen el desarrollo de las investigaciones. En particular, deberán garantizar que las 
personas de las que se supone que han cometido un delito de desaparición forzada no es- 
tén en condiciones de influir en el curso de las investigaciones, ejerciendo presiones y ac- 
tos de intimidación o de represalia sobre el denunciante, los testigos, los allegados de la per- 
sona desaparecida y sus defensores, así como sobre quienes participan en la investigación. 


Artículo 13 


1. A efectos de extradición entre Estados Partes, el delito de desaparición forzada no se- 
rá considerado delito político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en 
motivos políticos. En consecuencia, una solicitud de extradición fundada en un deli- 
to de este tipo no podrá ser rechazada por este único motivo. 

2. El delito de desaparición forzada estará comprendido de pleno derecho entre los delitos 
que den lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes 
antes de la entrada en vigor de la presente Convención. 

3. Los Estados Partes se comprometen a incluir el delito de desaparición forzada entre los 
delitos susceptibles de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí 
con posterioridad. 

4. Cada Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si reci- 
be una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al res- 
pecto, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para 


la extradición en lo relativo al delito de desaparición forzada. 

5. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado recono- 
cerán el delito de desaparición forzada como susceptible de extradición entre ellos mismos. 

6. La extradición estará subordinada, en todos los casos, a las condiciones previstas por el 
derecho del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidas, 
en particular, las condiciones relativas a la pena mínima exigida para la extradición y a los 
motivos por los cuales el Estado Parte requerido puede rechazar la extradición, o sujetar- 
la a determinadas condiciones. 

7. Ninguna disposición de la presente Convención debe interpretarse en el sentido de obli- 
gar al Estado Parte requerido a que conceda la extradición si éste tiene razones serias para 
creer que la solicitud ha sido presentada con el fin de procesar o sancionar a una persona 
por razones de sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico, opiniones políticas O per- 
tenencia a un determinado grupo social, o si, al aceptar la solicitud, se causara un daño a 
esta persona por cualquiera de estas razones. 


Artículo 14 


1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio judicial posible en lo que respecta a cual- 
quier procedimiento penal relativo a un delito de desaparición forzada, inclusive el sumi- 
nistro de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder. 

2. El auxilio judicial estará subordinado a las condiciones previstas en el derecho interno del 
Estado Parte requerido o en los tratados de cooperación judicial aplicables, incluidos, en 
particular, los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar dicho auxilio 
o someterlo a determinadas condiciones. 


Artículo 15 


Los Estados Partes cooperarán entre sí y se prestarán todo el auxilio posible para asistir a las 
víctimas de las desapariciones forzadas, así como en la búsqueda, localización y liberación 
de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, en la exhumación, la identificación 
de las personas desaparecidas y la restitución de sus restos. 


Artículo 16 


1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución, entrega o extradición de una 
persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de 
ser sometida a una desaparición forzada. 

2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes tendrán en 
cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia, en el 
Estado de que se trate, de un cuadro de violaciones sistemáticas graves, flagrantes o masi- 
vas de los derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario. 


Artículo 17 


1. Nadie será detenido en secreto. 

2. Sin perjuicio de otras obligaciones internacionales del Estado Parte en materia de priva- 
ción de libertad, cada Estado Parte, en su legislación: 
a ) Establecerá las condiciones bajo las cuales pueden impartirse las órdenes de priva- 
ción de libertad; 
b ) Determinará las autoridades que estén facultadas para ordenar privaciones de libertad; 
C ) Garantizará que toda persona privada de libertad sea mantenida únicamente en luga- 
res de privación de libertad oficialmente reconocidos y controlados; 
d ) Garantizará que toda persona privada de libertad sea autorizada a comunicarse con 
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su familia, un abogado o cualquier otra persona de su elección y a recibir su visita, con 
la sola reserva de las condiciones establecidas por la ley, y en el caso de un extranjero, a 
comunicarse con sus autoridades consulares, de conformidad con el derecho internacio- 
nal aplicable; 

e ) Garantizará el acceso de toda autoridad e institución competentes y facultadas por la ley 
a los lugares de privación de libertad, si es necesario con la autorización previa de una au- 
toridad judicial; 

f) Garantizará en cualquier circunstancia a toda persona privada de libertad y, en caso de 
sospecha de desaparición forzada, por encontrarse la persona privada de libertad en la in- 
capacidad de ejercer este derecho, a toda persona con un interés legítimo, por ejemplo los 
allegados de la persona privada de libertad, su representante o abogado, el derecho a in- 
terponer un recurso ante un tribunal para que éste determine sin demora la legalidad de 
la privación de libertad y ordene la liberación si dicha privación de libertad fuera ilegal. 


3. Cada Estado Parte asegurará el establecimiento y el mantenimiento de uno o varios regis- 


tros oficiales y/o expedientes actualizados de las personas privadas de libertad, que bajo 
requerimiento serán rápidamente puestos a disposición de toda autoridad judicial o de to- 
da otra autoridad o institución competente de acuerdo con la legislación nacional o cual- 
quier instrumento jurídico internacional relevante del que el Estado sea Parte. Esa infor- 
mación contendrá al menos: 

a) La identidad de la persona privada de libertad; 

b ) El día, la hora y el lugar donde la persona fue privada de libertad y la autoridad que 
procedió a la privación de libertad; 

c ) La autoridad que decidió la privación de libertad y los motivos de ésta; 

d ) La autoridad que controla la privación de libertad; 

e ) El lugar de privación de libertad, el día y la hora de admisión en el mismo y la autori- 
dad responsable de dicho lugar; 

f) Los elementos relativos a la integridad física de la persona privada de libertad; 

£) En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y causas 
del fallecimiento y el destino de los restos de la persona fallecida; 

h ) El día y la hora de la liberación o del traslado a otro lugar de detención, el destino y la 
autoridad encargada del traslado. 


Artículo 18 


1. Sin perjuicio de los artículos 19 y 20, cada Estado Parte garantizará a toda persona con 
un interés legítimo en esa información, por ejemplo los allegados de la persona privada 
de libertad, su representante o abogado, el acceso, como mínimo, a las informaciones si- 
guientes: 

a) La autoridad que decidió la privación de libertad; 

b ) La fecha, la hora y el lugar en que la persona fue privada de libertad y admitida en un 
lugar de privación de libertad; 

c ) La autoridad que controla la privación de libertad; 

d ) El lugar donde se encuentra la persona privada de libertad y, en caso de traslado ha- 
cia otro lugar de privación de libertad, el destino y la autoridad responsable del traslado; 
e ) La fecha, la hora y el lugar de la liberación; 

f) Los elementos relativos al estado de salud de la persona privada de libertad; 

£ ) En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y causas 
del fallecimiento y el destino de los restos. 


2. Se adoptarán, llegado el caso, medidas adecuadas para garantizar la protección de las per- 


sonas a las que se refiere el párrafo 1 del presente artículo, así como de quienes partici- 
pen en la investigación, contra cualquier maltrato, intimidación o sanción en razón de la 


búsqueda de informaciones sobre una persona privada de libertad. 


Artículo 19 


1. Las informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos, que se recaben y/o 
transmitan en el marco de la búsqueda de una persona desaparecida no pueden ser utili- 
zadas o reveladas con fines distintos de dicha búsqueda. Ello es sin perjuicio de la utiliza- 
ción de esas informaciones en procedimientos penales relativos a un delito de desapari- 
ción forzada, o en ejercicio del derecho a obtener reparación. 

2. La recopilación, el tratamiento, el uso y la conservación de informaciones personales, in- 
clusive datos médicos o genéticos, no debe infringir o tener el efecto de infringir los dere- 
chos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad de la persona. 


Artículo 20 


1. Unicamente en el caso en que una persona esté bajo protección de la ley y la privación de 
libertad se halle bajo control judicial, el derecho a las informaciones previstas en el artí- 
culo 18 podrá limitarse, sólo a título excepcional, cuando sea estrictamente necesario en 
virtud de restricciones previstas por la ley, y si la transmisión de información perjudicase 
la intimidad o la seguridad de la persona o el curso de una investigación criminal, o por 
otros motivos equivalentes previstos por la ley, y de conformidad con el derecho interna- 
cional aplicable y con los objetivos de la presente Convención. En ningún caso se admi- 
tirán limitaciones al derecho a las informaciones previstas en el artículo 18 que puedan 
constituir conductas definidas en el artículo 2 o violaciones del párrafo 1 del artículo 17. 

2. Sin perjuicio del examen de la legalidad de una privación de libertad, el Estado Parte ga- 
rantizará a las personas a las que se refiere el párrafo 1 del artículo 18, el derecho a un re- 
curso judicial rápido y efectivo para obtener sin demora las informaciones previstas en 
esa disposición. Ese derecho a un recurso no podrá ser suspendido o limitado bajo nin- 
guna circunstancia. 


Artículo 21 


Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que la liberación de una persona se 
efectúe con arreglo a modalidades que permitan verificar con certeza que ha sido efectiva- 
mente puesta en libertad. Los Estados Partes adoptarán asimismo las medidas necesarias pa- 
ra garantizar la integridad física y el pleno ejercicio de sus derechos a las personas en el mo- 
mento en que sean liberadas, sin perjuicio de las obligaciones a las que puedan estar sujetas 
en virtud de la legislación nacional. 


Artículo 22 


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6, cada Estado Parte tomará las medidas nece- 
sarias para prevenir y sancionar las siguientes prácticas: 
a ) Las dilaciones o la obstrucción de los recursos previstos en el inciso f) del párrafo 2 
del artículo 17 y el párrafo 2 del artículo 20; 
b ) El incumplimiento de la obligación de registrar toda privación de libertad, así como el 
registro de información cuya inexactitud el agente encargado del registro oficial o los ex- 
pedientes oficiales conocía o hubiera debido conocer; 
c ) La negativa a proporcionar información sobre una privación de libertad o el suminis- 
tro de información inexacta, cuando se cumplen las condiciones establecidas por la ley 
para proporcionar dicha información. 
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Artículo 23 


1. Cada Estado Parte velará por que la formación del personal militar o civil encargado de la 
aplicación de la ley, del personal médico, de los funcionarios y de otras personas que pue- 
dan intervenir en la custodia o tratamiento de las personas privadas de libertad, incluya 
la enseñanza y la información necesarias sobre las disposiciones pertinentes de la presen- 
te Convención, a fin de: 

a ) Prevenir la participación de esos agentes en desapariciones forzadas; 

b ) Resaltar la importancia de la prevención y de las investigaciones en materia de desa- 
pariciones forzadas; 

c ) Velar por que se reconozca la urgencia de la resolución de los casos de desaparición 
forzada. 

2. Cada Estado Parte prohibirá las órdenes o instrucciones que dispongan, autoricen o alien- 
ten las desapariciones forzadas. Cada Estado Parte garantizará que la persona que rehúse 
obedecer una orden de esta naturaleza no sea sancionada. 

3. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que, cuando las personas a las que 
se refiere el párrafo 1 del presente artículo tengan razones para creer que se ha producido 
o está a punto de producirse una desaparición forzada, informen a sus superiores y, cuan- 
do sea necesario, a las autoridades u órganos de control o de revisión competentes. 


Artículo 24 


1. Alos efectos de la presente Convención, se entenderá por “víctima” la persona desapareci- 
da y toda persona física que haya sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una 
desaparición forzada. 

2. Cada víctima tiene el derecho de conocer la verdad sobre las circunstancias de la desapa- 
rición forzada, la evolución y resultados de la investigación y la suerte de la persona desa- 
parecida. Cada Estado Parte tomará las medidas adecuadas a este respecto. 

3. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas apropiadas para la búsqueda, localización 
y liberación de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, para la búsqueda, el 
respeto y la restitución de sus restos. 

4. Los Estados Partes velarán por que su sistema legal garantice a la víctima de una desapa- 
rición forzada el derecho a la reparación y a una indemnización rápida, justa y adecuada. 

5. El derecho a la reparación al que se hace referencia en el párrafo 4 del presente artículo 
comprende todos los daños materiales y morales y, en su caso, otras modalidades de re- 
paración tales como: 

a ) La restitución; 

b ) La readaptación; 

c ) La satisfacción; incluido el restablecimiento de la dignidad y la reputación; 
d ) Las garantías de no repetición. 

6. Sin perjuicio de la obligación de continuar con la investigación hasta establecer la suer- 
te de la persona desaparecida, cada Estado Parte adoptará las disposiciones apropiadas en 
relación con la situación legal de las personas desaparecidas cuya suerte no haya sido es- 
clarecida y de sus allegados, en ámbitos tales como la protección social, las cuestiones eco- 
nómicas, el derecho de familia y los derechos de propiedad. 

7. Cada Estado Parte garantizará el derecho a formar y participar libremente en organizacio- 
nes y asociaciones que tengan por objeto contribuir a establecer las circunstancias de des- 
apariciones forzadas y la suerte corrida por las personas desaparecidas, así como la asis- 
tencia a las víctimas de desapariciones forzadas. 


Artículo 25 


1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar penalmente: 
a.) La apropiación de niños sometidos a desaparición forzada, o de niños cuyo padre, ma- 
dre o representante legal son sometidos a una desaparición forzada, o de niños nacidos 
durante el cautiverio de su madre sometida a una desaparición forzada; 

b ) La falsificación, el ocultamiento o la destrucción de documentos que prueben la verda- 
dera identidad de los niños mencionados en el inciso a ) supra . 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para buscar e identificar a los niños 
mencionados en el inciso a ) del párrafo 1 del presente artículo y restituirlos a sus familias 
de origen conforme a los procedimientos legales y a los acuerdos internacionales aplicables. 

3. Los Estados Partes se prestarán asistencia mutua en la búsqueda, identificación y localiza- 
ción de los niños a los que hace referencia el inciso a ) del párrafo 1 del presente artículo. 

4. Teniendo en cuenta la necesidad de preservar el interés superior de los niños menciona- 
dos en el inciso a ) del párrafo 1 del presente artículo y su derecho a preservar y recuperar 
su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares reconocidas 
por la ley, deberán existir en los Estados Partes que reconocen el sistema de adopción u 
otra forma de colocación o guarda, procedimientos legales encaminados a revisar el pro- 
cedimiento de adopción o de colocación o guarda de esos niños y, si procede, a anular to- 
da adopción o colocación o guarda cuyo origen sea una desaparición forzada. 

5. En toda circunstancia y, en particular, para todo lo que se refiere a este artículo, el interés su- 
perior del niño constituirá una consideración primordial y el niño con capacidad de discerni- 
miento tendrá derecho a expresar libremente su opinión, que será debidamente valorada en 
función de su edad y madurez. 


Segunda Parte 


Artículo 26 


1. Para la aplicación de las disposiciones de la presente Convención, se constituirá un Comi- 
té contra la Desaparición Forzada (denominado en lo sucesivo “el Comité”) integrado por 
diez expertos de gran integridad moral, de reconocida competencia en materia de dere- 
chos humanos, independientes, que ejercerán sus funciones a título personal y actuarán 
con total imparcialidad. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes 
teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa. Se tendrá en cuenta el interés 
que representa la participación en los trabajos del Comité de personas que tengan expe- 
riencia jurídica pertinente y de una representación equilibrada de los géneros. 

2. La elección se efectuará en votación secreta de una lista de candidatos designados por los 
Estados Partes entre sus propios nacionales, en reuniones bienales de los Estados Partes 
convocadas a este efecto por el Secretario General de las Naciones Unidas. En estas reu- 
niones, para las cuales formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considera- 
rán elegidos los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta 
de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secre- 
tario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándoles 
a que presenten sus candidaturas en un plazo de tres meses. El Secretario General prepa- 
rará una lista por orden alfabético de todos los candidatos designados de este modo, indi- 
cando, por cada uno de ellos, el Estado Parte que lo ha presentado. Esta lista será comuni- 
cada a todos los Estados Partes. 
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4. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. Podrán ser reelegidos una vez. 
No obstante, el mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará 
al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección, el presidente de la re- 
unión a que se hace referencia en el párrafo 2 del presente artículo designará por sorteo los 
nombres de esos cinco miembros. 

5. Si un miembro del Comité muere o renuncia o por cualquier otra causa no puede seguir 
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que presentó su candidatura 
propondrá, teniendo en cuenta los criterios previstos en el párrafo 1 del presente artícu- 
lo, a otro candidato, entre sus propios nacionales, para que desempeñe sus funciones du- 
rante el periodo de mandato restante, bajo reserva de la aprobación de la mayoría de los 
Estados Partes. Se considerará otorgada dicha aprobación a menos que la mitad o más de 
los Estados Partes respondan negativamente dentro de un plazo de seis semanas a partir 
del momento en que el Secretario General de las Naciones Unidas les comunique la can- 
didatura propuesta. 

6. El Comité establecerá su reglamento interno. 

7. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los medios ma- 
teriales necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité. El Secretario Ge- 
neral de las Naciones Unidas convocará la primera reunión del Comité. 

8. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas e inmunidades 
reconocidos a los expertos en misión para las Naciones Unidas, conforme a lo estableci- 
do en las secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de 
las Naciones Unidas. 

9. Los Estados Partes se comprometen a cooperar con el Comité y a asistir a sus miembros 
en el ejercicio de su mandato, en el marco de las funciones del Comité aceptadas por di- 
chos Estados Partes. 


Artículo 27 


Una Conferencia de los Estados Partes se reunirá no antes de cuatro años y no más tarde de 
seis años, después de la entrada en vigor de la presente Convención, para evaluar el funciona- 
miento del Comité y decidir, según las modalidades previstas en el párrafo 2 del artículo 44, 
si es apropiado confiar a otra instancia -sin excluir ninguna posibilidad-, con las atribuciones 
previstas en los artículos 28 a 36, la supervisión de la aplicación de la presente Convención. 


Artículo 28 


1. En el marco de las competencias que le confiere la presente Convención, el Comité coo- 
perará con todos los órganos, oficinas, organismos especializados y fondos apropiados de 
las Naciones Unidas, los comités convencionales creados en virtud de los instrumentos 
internacionales, los procedimientos especiales de las Naciones Unidas, las organizaciones 
o instituciones regionales intergubernamentales apropiadas, así como con todas las insti- 
tuciones, organismos y oficinas nacionales pertinentes que obren para proteger a todas las 
personas de las desapariciones forzadas. 

2. En el marco de sus funciones, el Comité consultará con otros comités convencionales crea- 
dos por los instrumentos de derechos humanos pertinentes, en particular el Comité de De- 
rechos Humanos establecido por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, con 
miras a asegurar la coherencia de sus observaciones y recomendaciones respectivas. 


Artículo 29 


1. Cada Estado Parte presentará al Comité, por conducto del Secretario General de las Na- 
ciones Unidas, un informe relativo a las medidas que hayan adoptado para cumplir con 


las obligaciones que han contraído en virtud de la presente Convención, dentro del pla- 
zo de dos años a contar desde la entrada en vigor de la Convención en el Estado Parte de 
que se trate. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a disposición de todos 
los Estados Partes. 

3. Cada informe será examinado por el Comité, el cual podrá hacer los comentarios, obser- 
vaciones o recomendaciones que considere apropiados. El Estado Parte interesado será 
informado de dichos comentarios, observaciones o recomendaciones, alos que podrá res- 
ponder, por iniciativa propia o a solicitud del Comité. 

4. El Comité podrá también pedir a los Estados Partes informaciones complementarias so- 
bre la aplicación de la presente Convención. 


Artículo 30 


1. El Comité podrá examinar, de manera urgente, toda petición presentada por los allegados 
de una persona desaparecida, sus representantes legales, sus abogados o las personas au- 
torizadas por ellos, así como todo aquel que tenga un interés legítimo, a fin de que se bus- 
que y localice a una persona desaparecida. 

2. Si el Comité considera que la petición de actuar de manera urgente presentada en virtud 
del párrafo 1 del presente artículo: 

a ) No carece manifiestamente de fundamento; 

b ) No es un abuso del derecho a presentar tales peticiones; 

c ) Se ha presentado previamente y en la forma debida a los órganos competentes del Es- 
tado Parte interesado, tales como las autoridades encargadas de efectuar las investigacio- 
nes, cuando tal posibilidad existe; 

d ) No es incompatible con las disposiciones de esta Convención; y 

e ) No está siendo tratada en otra instancia internacional de examen o arreglo de la mis- 
ma naturaleza; solicitará al Estado Parte interesado que le proporcione, en el plazo que el 
Comité determine, información sobre la situación de dicha persona. 

3. Habida cuenta de la información proporcionada por el Estado Parte interesado de con- 
formidad con el párrafo 2 del presente artículo, el Comité podrá transmitir sus recomen- 
daciones al Estado Parte e incluir una petición de que adopte todas las medidas necesa- 
rias, incluidas medidas cautelares, para localizar y proteger a la persona de conformidad 
con la presente Convención, y podrá solicitar que informe al Comité, en el plazo que és- 
te determine, sobre las medidas que tome, teniendo en cuenta la urgencia de la situación. 
El Comité informará a la persona que presentó la petición de acción urgente sobre sus re- 
comendaciones y sobre las informaciones transmitidas por el Estado Parte cuando éstas 
estén disponibles. 

4. El Comité proseguirá sus esfuerzos para colaborar con el Estado Parte mientras la suer- 
te de la persona desaparecida no haya sido esclarecida. El Comité mantendrá informado 
al autor de la petición. 


Artículo 31 


1. Cada Estado Parte podrá declarar, en el momento de la ratificación o con posterioridad a 
ésta, que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones 
presentadas por personas que se encuentren bajo su jurisdicción o en nombre de ellas, que 
alegaren ser víctima de violaciones por este Estado Parte de las disposiciones de la presen- 
te Convención. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte 
que no haya hecho tal declaración. 
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. El Comité declarará inadmisible cualquier comunicación si: 


a) Es anónima; 

b ) Constituye un abuso del derecho a presentar tales comunicaciones o es incompatible 
con las disposiciones de la presente Convención; 

c ) La misma cuestión está siendo tratada en otra instancia internacional de examen o 
arreglo de la misma naturaleza; o si 

d ) Los recursos internos efectivos disponibles no han sido agotados. Esta regla no se apli- 
ca silos procedimientos de recurso exceden plazos razonables. 


. Si el Comité considera que la comunicación responde a las condiciones establecidas en el 


párrafo 2 del presente artículo, la transmitirá al Estado Parte interesado y le solicitará que 
le proporcione, en un plazo que habrá de fijar el Comité, sus observaciones y comentarios. 


. En cualquier momento tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una de- 


cisión sobre el fondo, el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de su 
examen urgente, una solicitud de que adopte las medidas cautelares necesarias con miras 
a evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación. El 
ejercicio de esta facultad por el Comité no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o 
sobre el fondo de la comunicación. 


. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones 


previstas en el presente artículo. El Comité informará al autor de la comunicación sobre 
las respuestas proporcionadas por el Estado Parte de que se trate. Cuando el Comité de- 
cida poner término al procedimiento, comunicará su dictamen al Estado Parte y al autor 
de la comunicación. 


Artículo 32 


Cada Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento que re- 
conoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Es- 
tado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple con las obligaciones que le impone la pre- 
sente Convención. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte 
que no haya hecho tal declaración, ni una comunicación presentada por un Estado Parte que 
no haya hecho dicha declaración. 


Artículo 33 


1. 


Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves de las disposicio- 
nes de la presente Convención por un Estado Parte podrá, después de consultar con dicho 
Estado, solicitar a uno o varios de sus miembros que efectúen una visita al mismo y le in- 
formen al respecto sin demora. 


2. El Comité informará por escrito al Estado Parte interesado de su intención de efectuar una 


visita, señalando la composición de la delegación y el objeto de la visita. El Estado Parte 
dará su respuesta en un plazo razonable. 


. Ante una solicitud motivada del Estado Parte, el Comité podrá decidir postergar o can- 


celar la visita. 


. Si el Estado Parte otorga su acuerdo a la visita, el Comité y el Estado Parte de que se trate, 


cooperarán para definir las modalidades de aquélla y el Estado Parte ofrecerá todas las fa- 
cilidades necesarias para su desarrollo. 


. El Comité comunicará al Estado Parte de que se trate sus observaciones y recomendacio- 


nes como resultado de la visita. 


Artículo 34 


Si el Comité recibe información que, a su juicio, contiene indicios bien fundados de que la 
desaparición forzada se practica de forma generalizada o sistemática en el territorio bajo la 
jurisdicción de un Estado Parte, y tras haber solicitado del Estado Parte interesado toda la 
información pertinente sobre esa situación, podrá llevar la cuestión, con carácter urgente, a 
la consideración de la Asamblea General de las Naciones Unidas, por medio del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


Artículo 35 


1. La competencia del Comité sólo se extiende a las desapariciones forzadas que se hayan 
iniciado con posterioridad a la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. 

2. Si un Estado pasa a ser Parte de la presente Convención después de su entrada en vigor, 
sus obligaciones respecto al Comité sólo se extenderán a las desapariciones forzadas que 
hayan comenzado con posterioridad a la entrada en vigor de la Convención para dicho 
Estado. 


Artículo 36 


1. El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud de la presente Con- 
vención a los Estados Partes y a la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2. La publicación en el informe anual de una observación relativa a un Estado Parte debe ser 
previamente anunciada a dicho Estado, el cual dispondrá de un plazo razonable de res- 
puesta y podrá solicitar la publicación de sus comentarios u observaciones en el informe. 


Tercera Parte 


Artículo 37 


Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más 
conducentes a la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas que 
puedan estar recogidas en: 

a ) El derecho de un Estado Parte; o 

b ) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 


Artículo 38 


1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas. 

2. La presente Convención estará sujeta a ratificación por todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas. Los instrumentos de ratificación serán depositados en poder del Secre- 
tario General de las Naciones Unidas. 

3. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de ad- 
hesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 39 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secre- 
tario General de las Naciones Unidas. 
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2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la presente Con- 
vención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado haya depo- 
sitado su instrumento de ratificación o adhesión. 


Artículo 40 


El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados Miembros de 
las Naciones Unidas y a todos los Estados que hayan firmado la presente Convención o se 
hayan adherido a ella: 

a ) Las firmas, ratificaciones y adhesiones recibidas con arreglo al artículo 38; 

b ) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo al artículo 39. 


Artículo 41 


Las disposiciones de la presente Convención serán aplicables a todas las partes constitutivas 
de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 


Artículo 42 


1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpreta- 
ción o aplicación de la presente Convención, que no se solucione mediante negociación o 
a través de los procedimientos previstos expresamente en la presente Convención, se so- 
meterá a arbitraje a petición de uno de los Estados implicados. Si en el plazo de seis me- 
ses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje, las partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la organización del mismo, cualquiera de las partes 
podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

2. Cada Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o 
de su adhesión a ella, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del pre- 
sente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún 
Estado Parte que haya formulado esa declaración. 

3. Cada Estado Parte que haya formulado la declaración prevista en el párrafo 2 del presen- 
te artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de 
las Naciones Unidas. 


Artículo 43 


La presente Convención se entiende sin perjuicio de las disposiciones del derecho interna- 
cional humanitario, incluidas las obligaciones que incumben a las Altas Partes contratantes 
de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y de sus Protocolos Adiciona- 
les de 8 de junio de 1977, o de la posibilidad que tiene cada Estado Parte de autorizar al Co- 
mité Internacional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en los casos no previs- 
tos por el derecho internacional humanitario. 


Artículo 44 


1. Cada Estado Parte en la presente Convención podrá proponer enmiendas o depositarlas 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunica- 
rá las enmiendas propuestas a los Estados Partes en la presente Convención, pidiéndoles 
que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin 
de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si, en el plazo de cuatro meses a par- 
tir de la fecha de la comunicación, un tercio al menos de los Estados Partes se declara en 


favor de tal convocatoria, el Secretario General organizará la conferencia bajo los auspi- 
cios de las Naciones Unidas. 

2. Toda enmienda adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes 
y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados 
Partes para su aceptación. 

3. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor cuando haya sido aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Par- 
tes en la presente Convención, de conformidad con sus respectivos procedimientos cons- 
titucionales. 

4. Cuando entren en vigor, las enmiendas serán obligatorias para los Estados Partes que las 
hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las dispo- 
siciones de la presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 


Artículo 45 


1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositada en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certificadas de la presente 
Convención a todos los Estados mencionados en el artículo 38. 
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DECLARACIÓN INTERPRETATIVA 


“Con fundamento en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi- 
canos, el Gobierno de México, al ratificar la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el 9 de junio de 1994, se enten- 
derá que las disposiciones de dicha Convención se aplicarán a los hechos que constituyan 
desaparición forzada de personas, se ordenen, ejecuten o cometan con posterioridad a la en- 
trada en vigor de la presente Convención”. 


Los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, 
PREOCUPADOS por el hecho de que subsiste la desaparición forzada de personas; 


REAFIRMANDO que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la buena vecin- 
dad no puede ser otro que el de consolidar en este Hemisferio, dentro del marco de las insti- 
tuciones democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el 
respeto de los derechos esenciales del hombre; 


CONSIDERANDO que la desaparición forzada de personas constituye una afrenta a la con- 
ciencia del Hemisferio y una grave ofensa de naturaleza odiosa a la dignidad intrínseca de la 
persona humana, en contradicción con los principios y propósitos consagrados en la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos; 


CONSIDERANDO que la desaparición forzada de personas viola múltiples derechos esen- 
ciales de la persona humana de carácter inderogable, tal como están consagrados en la Con- 
vención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración Americana de los Dere- 
chos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de Derechos Humanos; 


RECORDANDO que la protección internacional de los derechos humanos es de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno y tiene co- 
mo fundamento los atributos de la persona humana; 


REAFIRMANDO que la práctica sistemática de la desaparición forzada de personas consti- 
tuye un crimen de lesa humanidad; 


ESPERANDO que esta Convención contribuya a prevenir, sancionar y suprimir la desapari- 
ción forzada de personas en el Hemisferio y constituya un aporte decisivo para la protección 
de los derechos humanos y el estado de derecho, 


RESUELVEN adoptar la siguiente Convención Interamericana sobre Desaparición Forza- 
da de Personas: 


Artículo 1 
Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a: 


a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en es- 
tado de emergencia, excepción o suspensión de garantías individuales; 


b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del 
delito de desaparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo; 


c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada 
de personas; y 


d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole 
necesarias para cumplir con los compromisos asumidos en la presente Convención. 


Artículo II 


Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación 
de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del 
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Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer di- 
cha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impi- 
de el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. 


Artículo III 


Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitu- 
cionales, las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la desapa- 
rición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extre- 
ma gravedad. Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se 
establezca el destino o paradero de la víctima. 


Los Estados Partes podrán establecer circunstancias atenuantes para los que hubieren par- 
ticipado en actos que constituyan una desaparición forzada cuando contribuyan a la apari- 
ción con vida de la víctima o suministren informaciones que permitan esclarecer la desapa- 
rición forzada de una persona. 


Artículo IV 


Los hechos constitutivos de la desaparición forzada de personas serán considerados delitos 
en cualquier Estado Parte. En consecuencia, cada Estado Parte adoptará las medidas para es- 
tablecer su jurisdicción sobre la causa en los siguientes casos: 


a. Cuando la desaparición forzada de personas o cualesquiera de sus hechos constitutivos 
hayan sido cometidos en el ámbito de su jurisdicción; 


b. Cuando el imputado sea nacional de ese Estado; 
c. Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 


Todo Estado Parte tomará, además, las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre el delito descrito en la presente Convención cuando el presunto delincuente se en- 
cuentre dentro de su territorio y no proceda a extraditarlo. 


Esta Convención no faculta a un Estado Parte para emprender en el territorio de otro Esta- 
do Parte el ejercicio de la jurisdicción ni el desempeño de las funciones reservadas exclusi- 
vamente a las autoridades de la otra Parte por su legislación interna. 


Artículo V 


La desaparición forzada de personas no será considerada delito político para los efectos 
de extradición. 


La desaparición forzada se considerará incluida entre los delitos que dan lugar a extradición 
en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. 


Los Estados Partes se comprometen a incluir el delito de desaparición forzada como suscep- 
tible de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 


Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado y reciba de otro 
Estado Parte con el que no tiene tratado una solicitud de extradición podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición referente al delito 
de desaparición forzada. 


Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado recono- 
cerán dicho delito como susceptible de extradición, con sujeción a las condiciones exigidas 
por el derecho del Estado requerido. 


La extradición estará sujeta a las disposiciones previstas en la constitución y demás leyes del 
Estado requerido. 


Artículo VI 


Cuando un Estado Parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus autoridades com- 
petentes como si el delito se hubiere cometido en el ámbito de su jurisdicción, para efectos 
de investigación y, cuando corresponda, de proceso penal, de conformidad con su legisla- 
ción nacional. La decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado que 
haya solicitado la extradición. 


Artículo VII 


La acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la pena que se imponga 
judicialmente al responsable de la misma no estarán sujetas a prescripción. 


Sin embargo, cuando existiera una norma de carácter fundamental que impidiera la aplica- 
ción de lo estipulado en el párrafo anterior, el período de prescripción deberá ser igual al del 
delito más grave en la legislación interna del respectivo Estado Parte. 


Artículo VIII 


No se admitirá la eximente de la obediencia debida a órdenes o instrucciones superiores que 
dispongan, autoricen o alienten la desaparición forzada. Toda persona que reciba tales órde- 
nes tienen el derecho y el deber de no obedecerlas. 


Los Estados Partes velarán asimismo por que, en la formación del personal o de los funcio- 
narios públicos encargados de la aplicación de la ley, se imparta la educación necesaria so- 
bre el delito de desaparición forzada de personas. 


Artículo IX 


Los presuntos responsables de los hechos constitutivos del delito de desaparición forzada de 
personas sólo podrán ser juzgados por las jurisdicciones de derecho común competentes en 
cada Estado, con exclusión de toda jurisdicción especial, en particular la militar. 


Los hechos constitutivos de la desaparición forzada no podrán considerarse como cometi- 
dos en el ejercicio de las funciones militares. 


No se admitirán privilegios, inmunidades, ni dispensas especiales en tales procesos, sin perjui- 
cio de las disposiciones que figuran en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. 


Artículo X 


En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como estado de guerra 
o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública, co- 
mo justificación de la desaparición forzada de personas. En tales casos, el derecho a proce- 
dimientos o recursos judiciales rápidos eficaces se conservará como medio para determinar 
el paradero de las personas privadas de libertad o su estado de salud o para individualizar a 
la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. 


En la tramitación de dichos procedimientos o recursos y conforme al derecho interno res- 
pectivo, las autoridades judiciales competentes tendrán libre e inmediato acceso a todo cen- 
tro de detención y a cada una de sus dependencias, así como a todo lugar donde haya moti- 
vos para creer que se puede encontrar a las persona desaparecida, incluso lugares sujetos a 
la jurisdicción militar. 
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Artículo XI 


Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de detención oficialmente re- 
conocidos y presentada sin demora, conforme a la legislación interna respectiva, a la autori- 
dad judicial competente. 


Los Estados Partes establecerán y mantendrán registros oficiales actualizados sobre sus de- 
tenidos y, conforme a su legislación interna, los pondrán a disposición de los familiares, jue- 
ces, abogados, cualquier persona con interés legítimo y otras autoridades. 


Artículo XII 


Los Estados Partes se prestarán recíproca cooperación en la búsqueda, identificación, 
localización y restitución de menores que hubieren sido trasladados a otro Estado o re- 
tenidos en éste, como consecuencia de la desaparición forzada de sus padres, tutores 
o guardadores. 


Artículo XIII 


Para los efectos de la presente Convención, el trámite de las peticiones o comunicaciones 
presentadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en que se alegue la 
desaparición forzada de personas estará sujeto a los procedimientos establecidos en la Con- 
vención Americana sobre Derechos Humanos, y en los Estatutos y Reglamentos de la Co- 
misión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, incluso las normas relativas a 
medidas cautelares. 


Artículo XIV 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos reciba una petición o comunicación sobre una supuesta desapari- 
ción forzada se dirigirá, por medio de su Secretaría Ejecutiva, en forma urgente y confi- 
dencial, al correspondiente gobierno solicitándole que proporcione a la mayor brevedad 
posible la información sobre el paradero de la persona presuntamente desaparecida y de- 
más información que estime pertinente, sin que esta solicitud prejuzgue la admisibilidad 
de la petición. 


Artículo XV 


Nada de lo estipulado en la presente Convención se interpretará en sentido restrictivo de 
otros tratados bilaterales o multilaterales u otros acuerdos suscritos entre las Partes. 


Esta Convención no se aplicará a conflictos armados internacionales regidos por los Conve- 
nios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos, relativos a la protección de los heridos, enfermos 
y náufragos de las fuerzas armadas, y a prisioneros y civiles en tiempo de guerra. 


Artículo XVI 


La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la Organización 
de los Estados Americanos. 


Artículo XVII 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depo- 
sitarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo XVITI 


La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instru- 
mentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


Artículo XIX 


Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención en el momento de aprobar- 
la, firmarla, ratificarla o adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y 
propósito de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas. 


Artículo XX 


La presente Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día a par- 
tir de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después de haber sido deposita- 
do el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 


Artículo XXI 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes po- 
drá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha 
de depósito del instrumento de denuncia la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante y permanecerá en vigor para los demás Estados Partes. 


Artículo XXII 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés 
y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Orga- 
nización de los Estados Americanos, la cual enviará copia auténtica de su texto, para su re- 
gistro y publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas. La Secretaría General de la Organización de los Es- 
tados Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados 
que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratifi- 
cación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiese. 


EN FE DE LO CUAL los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará “Convención Interame- 
ricana sobre Desaparición Forzada de Personas”. 


HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el 9 de junio de junio de mil no- 
vecientos noventa y cuatro. 
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DECLARACIÓN SOBRE 
LA PROTECCIÓN 

DE TODAS LAS 
PERSONAS CONTRA 
LAS DESAPARICIONES 
FORZADAS 


Clase de Instrumento: Resolución de la Asamblea General (AG) 
de las Naciones Unidas. 

Fecha: Aprobada el 18 de diciembre de 1992. 

Identificación Oficial: Resolución A/RES/47/133. 


La Asamblea General, 


Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Na- 
ciones Unidas y otros instrumentos internacionales, el reconocimiento de la dignidad inhe- 
rente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables es 
el fundamento de la libertad, la justicia y la paz en el mundo, 


Teniendo presente la obligación impuesta a los Estados por la Carta, en particular por el Ar- 
tículo 55, de promover el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y de las li- 
bertades fundamentales, 


Profundamente preocupada por el hecho de que en muchos países, con frecuencia de manera 
persistente, se produzcan desapariciones forzadas, es decir, que se arreste, detenga o traslade 
contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad de alguna otra 
forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o por 
particulares que actúan en nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autori- 
zación o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas perso- 
nas o a reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley, 
Considerando que las desapariciones forzadas afectan los valores más profundos de toda 
sociedad respetuosa de la primacía del derecho, de los derechos humanos y de las liberta- 
des fundamentales, y que su práctica sistemática representa un crimen de lesa humanidad, 


Recordando su resolución 33/173, de 20 de diciembre de 1978, en la cual se declaró profun- 
damente preocupada por los informes procedentes de diversas partes del mundo en rela- 
ción con la desaparición forzada o involuntaria de personas y conmovida por la angustia y 
el pesar causados por esas desapariciones, y pidió a los gobiernos que garantizaran que las 
autoridades u organizaciones encargadas de hacer cumplir la ley y encargadas de la seguri- 
dad tuvieran responsabilidad jurídica por los excesos que condujeran a desapariciones for- 
zadas o involuntarias, 


Recordando igualmente la protección que otorgan a las víctimas de conflictos armados los 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y los Protocolos Adicionales de 1977, 


Teniendo en cuenta especialmente los artículos pertinentes de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que garanti- 
zan a toda persona el derecho a la vida, el derecho a la libertad y a la seguridad de su perso- 
na, el derecho a no ser sometido a torturas y el derecho al reconocimiento de su personali- 
dad jurídica, 

Teniendo en cuenta además la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, que dispone que los Estados partes deben tomar medidas efica- 
ces para prevenir y reprimir los actos de tortura, 


Teniendo presente el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley, los principios fundamentales sobre la utilización de la fuerza y de armas de fuego por los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, la Declaración sobre los principios funda- 
mentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, y las reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos, 


Afirmando que para impedir las desapariciones forzadas es necesario asegurar el estric- 
to respeto del Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a 
cualquier forma de detención o prisión, que figuran en el anexo de su resolución 43/173, de 
9 de diciembre de 1988, así como de los Principios relativos a una eficaz prevención e inves- 
tigación de las ejecuciones extrajudiciales, arbitrarias o sumarias, formulados por el Consejo 
Económico y Social en el anexo de su resolución 1989/65, de 24 de mayo de 1989, y aproba- 
dos por la Asamblea General en su resolución 44/162, de 15 de diciembre de 1989, 
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Teniendo presente que, si bien los actos que contribuyen a las desapariciones forzadas cons- 
tituyen una violación de las prohibiciones que figuran en los instrumentos internacionales 
antes mencionados, es con todo importante elaborar un instrumento que haga de todos los 
actos de desaparición forzada delitos de extrema gravedad y establezca normas destinadas a 
castigarlos y prevenirlos, 


1. Proclama la presente Declaración sobre la protección de todas las personas contra las des- 
apariciones forzadas como conjunto de principios aplicables por todo Estado; 


2. Insta a que se haga todo lo posible por dar a conocer y hacer respetar la Declaración; 


Artículo 1 


1. Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad humana. Es con- 
denado como una negación de los objetivos de la Carta de las Naciones Unidas y como 
una violación grave manifiesta de los derechos humanos y de las libertades fundamenta- 
les proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y reafirmados y desa- 
rrollados en otros instrumentos internacionales pertinentes. 

2. Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley y le cau- 
sa graves sufrimientos, lo mismo que a su familia. Constituye una violación de las normas 
del derecho internacional que garantizan a todo ser humano, entre otras cosas, el derecho 
al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la seguridad de 
su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, inhu- 
manos o degradantes. Viola, además, el derecho a la vida, o lo pone gravemente en peligro. 


Artículo 2 


1. Ningún Estado cometerá, autorizará ni tolerará las desapariciones forzadas. 
2. Los Estados actuarán a nivel nacional, regional y en cooperación con las Naciones Unidas 
para contribuir por todos los medios a prevenir y a eliminar las desapariciones forzadas. 


Artículo 3 


Los Estados tomarán medidas legislativas, administrativas, judiciales y otras medidas efica- 
ces para prevenir o erradicar los actos de desapariciones forzadas en cualquier territorio so- 
metido a su jurisdicción. 


Artículo 4 


1. Todo acto de desaparición forzada será considerado, de conformidad con el derecho pe- 
nal, delito pasible de penas apropiadas que tengan en cuenta su extrema gravedad. 

2. Las legislaciones nacionales podrán establecer circunstancias atenuantes para quienes, ha- 
biendo participado en actos que constituyan una desaparición forzada, contribuyan a la 
reaparición con vida de la víctima o den voluntariamente informaciones que permitan es- 
clarecer casos de desaparición forzada. 


Artículo 5 


Además de las sanciones penales aplicables, las desapariciones forzadas deberán compro- 
meter la responsabilidad civil de sus autores y la responsabilidad civil del Estado o de las au- 
toridades del Estado que hayan organizado, consentido o tolerado tales desapariciones, sin 
perjuicio de la responsabilidad internacional de ese Estado conforme a los principios del de- 
recho internacional. 


Artículo 6 


1. Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, militar o de otra ín- 
dole, puede ser invocada para justificar una desaparición forzada. Toda persona que reci- 
ba tal orden o tal instrucción tiene el derecho y el deber de no obedecerla. 

2. Los Estados velarán por que se prohíban las órdenes o instrucciones que dispongan, auto- 
ricen o alienten las desapariciones forzadas. 

3. En la formación de los agentes encargados de hacer cumplir la ley se debe hacer hincapié 
en las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo. 


Artículo 7 


Ninguna circunstancia, cualquiera que sea, ya se trate de amenaza de guerra, estado de gue- 
rra, inestabilidad política interna o cualquier otro estado de excepción, puede ser invocada 
para justificar las desapariciones forzadas. 


Artículo 8 


1. Ningún Estado expulsará, devolverá o concederá la extradición de una persona a otro Es- 
tado cuando haya motivos fundados para creer que corre el riesgo de ser víctima de una 
desaparición forzada. 

2. Para determinar si hay tales motivos, las autoridades competentes tendrán en cuenta to- 
das las consideraciones pertinentes, incluida, cuando proceda, la existencia en el Estado 
interesado de un conjunto de violaciones sistemáticas, graves, manifiestas o masivas de 
los derechos humanos. 


Artículo 9 


1. El derecho a un recurso judicial rápido y eficaz, como medio para determinar el parade- 
ro de las personas privadas de libertad o su estado de salud o de individualizar a la au- 
toridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva, es necesario para prevenir 
las desapariciones forzadas en toda circunstancia, incluidas las contempladas en el artí- 
culo 7 supra. 

2. En el marco de ese recurso, las autoridades nacionales competentes tendrán acceso a to- 
dos los lugares donde se encuentren personas privadas de libertad, así como a todo otro 
lugar donde haya motivos para creer que se pueden encontrar las personas desaparecidas. 

3. También podrá tener acceso a esos lugares cualquier otra autoridad competente faculta- 
da por la legislación del Estado o por cualquier otro instrumento jurídico internacional 
del cual el Estado sea parte. 


Artículo 10 


. Toda persona privada de libertad deberá ser mantenida en lugares de detención oficial- 
mente reconocidos y, con arreglo a la legislación nacional, presentada sin demora ante una 
autoridad judicial luego de la aprehensión. 

2. Se deberá proporcionar rápidamente información exacta sobre la detención de esas per- 
sonas y el lugar o los lugares donde se cumple, incluidos los lugares transferencia, a los 
miembros de su familia, su abogado o cualquier otra persona que tenga interés legítimo 
en conocer esa información, salvo voluntad en contrario manifestada por las personas pri- 
vadas de libertad. 

3. En todo lugar de detención deberá haber un registro oficial actualizado de todas las per- 

sonas privadas de libertad. Además, los Estados tomarán medidas para tener registros 
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centralizados análogos. La información que figure en esos registros estará a disposición de 
las personas mencionadas en el párrafo precedente y de toda autoridad judicial u otra auto- 
ridad nacional competente e independiente y de cualquier otra autoridad competente facul- 
tada por la legislación nacional, o por cualquier instrumento jurídico internacional del que 
el Estado sea parte, que desee conocer el lugar donde se encuentra una persona detenida. 


Artículo 11 


La puesta en libertad de toda persona privada de libertad deberá cumplirse con arreglo a 
modalidades que permitan verificar con certeza que ha sido efectivamente puesta en liber- 
tad y, además, que lo ha sido en condiciones tales que estén aseguradas su integridad física y 
su facultad de ejercer plenamente sus derechos. 


Artículo 12 


hb 


. Los Estados establecerán en su legislación nacional normas que permitan designar a los 


agentes del gobierno habilitados para ordenar privaciones de libertad, fijen las condicio- 
nes en las cuales tales órdenes pueden ser dadas, y prevean las penas de que se harán pa- 
sibles los agentes del gobierno que se nieguen sin fundamento legal a proporcionar infor- 
mación sobre una privación de libertad. 

Los Estados velarán igualmente por que se establezca un control estricto, que comprenda 
en particular una determinación precisa de las responsabilidades jerárquicas, sobre todos 
los responsables de aprehensiones, arrestos, detenciones, prisiones preventivas, traslados 
y encarcelamientos, así como sobre los demás agentes del gobierno habilitados por la ley 
a recurrir a la fuerza y utilizar armas de fuego. 


Artículo 13 


1. 


Los Estados asegurarán a toda persona que disponga de la información o tenga un interés 
legítimo y sostenga que una persona ha sido objeto de desaparición forzada el derecho a 
denunciar los hechos ante una autoridad estatal competente e independiente, la cual pro- 
cederá de inmediato a hacer una investigación exhaustiva e imparcial. Toda vez que exis- 
tan motivos para creer que una persona ha sido objeto de desaparición forzada, el Esta- 
do remitirá sin demora el asunto a dicha autoridad para que inicie una investigación, aun 
cuando no se haya presentado ninguna denuncia formal. Esa investigación no podrá ser 
limitada u obstaculizada de manera alguna. 


. Los Estados velarán por que la autoridad competente disponga de las facultades y los re- 


cursos necesarios para llevar a cabo la investigación, incluidas las facultades necesarias 
para exigir la comparecencia de testigos y la presentación de pruebas pertinentes, así co- 
mo para proceder sin demora a visitar lugares. 


. Se tomarán disposiciones para que todos los que participen en la investigación, incluidos 


el denunciante, el abogado, los testigos y los que realizan la investigación, estén protegi- 
dos de todo maltrato y todo acto de intimidación o represalia. 


. Los resultados de la investigación se comunicarán a todas las personas interesadas, a su 


solicitud, a menos que con ello se obstaculice la instrucción de una causa penal en curso. 


. Se tomarán disposiciones para garantizar que todo maltrato, todo acto de intimidación o de 


represalia, así como toda forma de injerencias, en ocasión de la presentación de una denun- 
cia o durante el procedimiento de investigación, sean castigados como corresponda. 


. Deberá poderse hacer una investigación, con arreglo a las modalidades descritas en los 


párrafos que anteceden, mientras no se haya aclarado la suerte de la víctima de una des- 
aparición forzada. 


Artículo 14 


Los presuntos autores de actos de desaparición forzada en un Estado, cuando las conclusio- 
nes de una investigación oficial lo justifiquen y a menos que hayan sido extraditados a otro 
Estado que ejerce su jurisdicción de conformidad con los convenios internacionales vigentes 
en la materia, deberán ser entregados a las autoridades civiles competentes del primer Esta- 
do a fin de ser procesados y juzgados. Los Estados deberán tomar las medidas jurídicas apro- 
piadas que tengan a su disposición a fin de que todo presunto autor de un acto de desapari- 
ción forzada, que se encuentre bajo su jurisdicción o bajo su control, sea sometido a juicio. 


Artículo 15 


El hecho de que haya razones de peso para creer que una persona ha participado en actos de 
naturaleza extremadamente grave como los mencionados en el párrafo 1 del artículo 4 su- 
pra, cualesquiera que sean los motivos, deberá ser tenido en cuenta por las autoridades com- 
petentes de un Estado al decidir si conceder o no asilo. 


Artículo 16 


1. Los presuntos autores de cualquiera de los actos previstos en el párrafo 1 del artículo 4 su- 
praserán suspendidos de toda función oficial durante la investigación mencionada en el 
artículo 13 supra. 

2. Esas personas sólo podrán ser juzgadas por las jurisdicciones de derecho común compe- 
tentes, en cada Estado, con exclusión de toda otra jurisdicción especial, en particular la 
militar. 

3. No se admitirán privilegios, inmunidades ni dispensas especiales en tales procesos, sin 
perjuicio de las disposiciones que figuran en la Convención de Viena sobre Relaciones Di- 
plomáticas. 

4. Se garantizará a los presuntos autores de tales actos un trato equitativo conforme a las dis- 
posiciones pertinentes de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de otros ins- 
trumentos internacionales vigentes en la materia en todas las etapas de la investigación, 
así como en el proceso y en la sentencia de que pudieran ser objeto. 


Artículo 17 


1. Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente mientras sus auto- 
res continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no 
se hayan esclarecido los hechos. 

2. Cuando los recursos previstos en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civi- 
les y Políticos ya no sean eficaces, se suspenderá la prescripción relativa alos actos de des- 
aparición forzada hasta que se restablezcan esos recursos. 

3. De haber prescripción, la relativa a actos de desaparición forzada ha de ser de plazo largo 
y proporcionado a la extrema gravedad del delito. 


Artículo 18 


1. Los autores o presuntos autores de actos previstos en el párrafo 1 del artículo 4 supra no 
se beneficiarán de ninguna ley de amnistía especial u otras medidas análogas que tengan 
por efecto exonerarlos de cualquier procedimiento o sanción penal. 

2. En el ejercicio del derecho de gracia deberá tenerse en cuenta la extrema gravedad de los 
actos de desaparición forzada. 
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Artículo 19 


Las víctimas de actos de desaparición forzada y sus familiares deberán obtener reparación 
y tendrán derecho a ser indemnizadas de una manera adecuada y a disponer de los medios 
que les aseguren una readaptación tan completa como sea posible. En caso de fallecimien- 
to de la víctima a consecuencia de su desaparición forzada, su familia tendrá igualmente de- 
recho a indemnización. 


Artículo 20 


1. Los Estados prevendrán y reprimirán la apropiación de hijos de padres de víctimas de una 
desaparición forzada o de niños nacidos durante el cautiverio de sus madres víctimas de 
la desaparición forzada y se esforzarán por buscar e identificar a esos niños para restituir- 
los a su familia de origen. 

2. Habida cuenta de la necesidad de preservar el interés superior de los niños menciona- 
dos en el párrafo precedente, deberá ser posible, en los Estados que reconocen el sistema 
de adopción, proceder al examen de la adopción de esos niños y, en particular, declarar 
la nulidad de toda adopción que tenga origen en una desaparición forzada. No obstante, 
tal adopción podrá mantener sus efectos si los parientes más próximos del niño dieran su 
consentimiento al examinarse la validez de dicha adopción. 

3. La apropiación de niños de padres víctimas de desaparición forzada o de niños nacidos 
durante el cautiverio de una madre víctima de una desaparición forzada, así como la fal- 
sificación o supresión de documentos que atestigúen su verdadera identidad, constituyen 
delitos de naturaleza sumamente grave que deberán ser castigados como tales. 

4. Par tal fin, los Estados concluirán, según proceda, acuerdos bilaterales o multilaterales. 


Artículo 21 


Las disposiciones de la presente Declaración son sin perjuicio de las disposiciones enunciadas en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos o en cualquier otro instrumento internacional 
y no deberán interpretarse como una restricción o derogación de cualquiera de esas disposiciones. 
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Principios rectores para la búsqueda de personas desaparecidas* 


INTRODUCCIÓN 


1. Los Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas se basan 
en la Convención internacional para la protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas y en otros instrumentos internacionales relevantes. 
También toman en cuenta la experiencia de otros órganos internacionales y de 
varios países en todo el mundo. Identifican mecanismos, procedimientos y métodos 
para la implementación del deber jurídico de buscar a las personas desaparecidas. 


2. Estos Principios Rectores buscan consolidar las buenas prácticas para la 
búsqueda efectiva de las personas desaparecidas, derivadas de la obligación de los 
Estados de buscarlas. Han sido elaborados con base en la experiencia acumulada del 
Comité durante sus ocho primeros años, en particular, en las observaciones finales 
(artículo 29) y en las acciones urgentes (artículo 30). Los Principios Rectores fueron 
desarrollados en diálogo y amplia consulta con muchas organizaciones de víctimas, 
sociedad civil, expertos, organizaciones intergubernamentales y Estados. 


3. Los Principios Rectores se inspiran en los Principios y directrices básicos sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario 
a interponer recursos y obtener reparaciones (A/RES/60/147) y en el Conjunto de 
principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos 
mediante la lucha contra laimpunidad (E/CN.4/2005/102/Add.1), enlos comentarios 
generales del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias y 
en el Protocolo de Minnesota sobre la investigación de muertes potencialmente 
ilícitas (2016). Los Principios Rectores complementan este Protocolo con un énfasis 
especial en la búsqueda con vida de las personas desaparecidas. 


4. Los Principios Rectores reafirman el rol esencial que tienen las víctimas en la 
búsqueda de las personas desaparecidas. Enfatizan el derecho a formar y a participar 
libremente en organizaciones y asociaciones que tengan por objeto contribuir 
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a establecer las circunstancias de las desapariciones forzadas y la suerte de las 
personas desaparecidas, y asistir a las víctimas. En estos Principios Rectores se 
usa la expresión “víctimas” en el sentido de la definición amplia de este término 
consagrada en el artículo 24.1 de la Convención. 


ANEXO 


PRINCIPIO 1. LA BÚSQUEDA DE UNA PERSONA DESAPARECIDA DEBE REALIZARSE 
BAJO LA PRESUNCION DE VIDA 


1. Labúsquedatiene querealizarsebajola presunción de quela persona desaparecida 
está viva, independientemente de las circunstancias de la desaparición, de la fecha 
en que inicia la desaparición y del momento en que comienza la búsqueda. 


PRINCIPIO 2. LA BÚSQUEDA DEBE RESPETAR LA DIGNIDAD HUMANA 


1. El respeto de la dignidad de las víctimas debe ser un principio rector en cada 
una de las fases del proceso de búsqueda de la persona desaparecida. 


2. Durante el proceso de búsqueda, la dignidad de las víctimas requiere su 
reconocimiento como personas que se encuentran en una situación de especial 
vulnerabilidad y riesgo, titulares de derechos que deben ser protegidos y que tienen 
conocimientos importantes que pueden contribuir a la eficacia de la búsqueda. 
Los funcionarios públicos tienen que ser capacitados para realizar su trabajo con 
enfoque diferencial. Deben actuar con conciencia de que trabajan para garantizar 
los derechos de las víctimas y orientar todo su trabajo en favor de ellas. 


3. Las autoridades tienen el deber de velar por que las víctimas, incluidos los 
familiares, no sean objeto de estigmatización y otros malos tratos morales o 
difamaciones que lesionen su dignidad, reputación o buen nombre como personas, 
así como los de su ser querido desaparecido. Cuando sea necesario, deben tomar 
medidas para defender la dignidad de las víctimas en contra de ataques difamatorios. 


4. La entrega de los cuerpos o restos mortales de personas desaparecidas a los 
familiares debe realizarse en condiciones dignas, de conformidad con las normas 
y costumbres culturales de las víctimas, respetando siempre que se trata de restos 
mortales de una persona y no de objetos. La restitución debe proveer también los 
medios y los procedimientos necesarios para una sepultura digna en consonancia 
con los deseos y las costumbres culturales de las familias y sus comunidades. 
Cuando resulte necesario y los familiares así lo deseen, los Estados deben cubrir los 
gastos del traslado del cuerpo o de los restos mortales al lugar que determinen los 
familiares para la sepultura, incluso cuando el traslado sea desde o hacia otro país. 


PRINCIPIO 3. LA BÚSQUEDA DEBE REGIRSE POR UNA POLÍTICA PÚBLICA 


1. La búsqueda debe ser parte de una política pública integral en materia de 
desapariciones, en particular, en contextos en que la desaparición sea frecuente 
o masiva. Los objetivos de esa política integral, además de la búsqueda, deben ser 
la prevención de desapariciones forzadas, el esclarecimiento de las ya ocurridas, 
el justo castigo de los perpetradores y la adopción de medidas de protección de 
las víctimas, entre otras medidas que garanticen que no se vuelvan a cometer 
desapariciones forzadas. 


2. La política pública en materia de desapariciones forzadas debe tener un enfoque 
diferencial, tal como se menciona en el principio 4, en todos sus programas y 
proyectos operativos y no sólo en atención a su situación de vulnerabilidad o de 
víctimas. 


3. La política pública específica sobre la búsqueda debe construirse con base en 
las obligaciones de los Estados de buscar, localizar, liberar, identificar y restituir los 
restos, según corresponda, a todas las personas sometidas a desaparición. Debe 
tomar en cuenta el análisis de las diversas modalidades y patrones criminales que 
generan desapariciones en el país. 


4. La política pública sobre búsqueda debe ser integral, clara, transparente, visible 
y coherente. Debe promover la cooperación y colaboración de todas las instancias 
del Estado y también con otros Estados y organismos internacionales. Debe 
materializarse en medidas legislativas, administrativas y presupuestales adecuadas, 
así como en políticas educativas y otras políticas sectoriales relevantes. 


5. La política pública sobre búsqueda debe construirse e implementarse, en todas 
sus etapas y todos sus alcances, con la participación de las víctimas y de todas 
las personas y organizaciones de la sociedad civil con experiencia y voluntad de 
cooperar con la construcción y/o implementación de esa política. 


6. Un objetivo central de la política pública de búsqueda debe ser la protección 
y el apoyo amplio a las víctimas. Debe incluir la atención y el acompañamiento 
psicosocial a las víctimas y debe contener medidas que eviten su re-victimización 
o victimización secundaria. Esta política pública debe incluir medidas de respeto 
a las víctimas, así como para prevenir y sancionar las estigmatizaciones de toda 
índole contra ellas. 
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PRINCIPIO 4. LA BÚSQUEDA DEBE TENER UN ENFOQUE DIFERENCIAL 


1. La búsqueda de personas en situación de vulnerabilidad requiere procedimientos, 
experiencias y conocimientos especiales que satisfagan sus necesidades particulares. 
El enfoque diferencial también debe ser tenido en cuenta en la atención a quienes 
participan en la búsqueda, como familiares y otras personas allegadas a la persona 
desaparecida. Igualmente, debe ser tenido en cuenta en los procedimientos de 
identificación y entrega de las personas encontradas. 


2. Las entidades encargadas de la búsqueda deben prestar especial atención a 
los casos de niños, niñas y adolescentes desaparecidos y diseñar e implementar 
acciones y planes de búsqueda que tengan en cuenta su situación de extrema 
vulnerabilidad. Los funcionarios deben respetar el principio del interés superior 
del niño, en todas las etapas de la búsqueda. Ante la falta de certeza sobre la edad, 
debe asumirse que se trata de un niño o niña. 


3. En los casos de mujeres —adultas y adolescentes— desaparecidas o que 
participan en la búsqueda, todas las etapas de la búsqueda deben realizarse con 
perspectiva de género y con el personal adecuadamente capacitado, que incluya 
personal femenino. 


4. En los casos de personas desaparecidas o que participan en la búsqueda y que 
son miembros de pueblos indígenas o de otros grupos étnicos o culturales, se tienen 
que considerar y respetar los patrones culturales específicos frente a la desaparición 
o la muerte de un miembro de la comunidad. Un proceso de búsqueda efectivo 
tiene que proveer traductores de los idiomas de las comunidades e intérpretes 
biculturales. 


5. En los casos de personas desaparecidas o que participan en la búsqueda y que 
pertenecen a la población LGBTI, son personas con discapacidad o son adultos 
mayores, las entidades encargadas de la búsqueda deben tener en cuenta sus 
necesidades particulares. 


PRINCIPIO 5. LA BÚSQUEDA DEBE RESPETAR EL DERECHO A LA PARTICIPACIÓN 


1. Las víctimas, sus representantes legales, sus abogados o las personas autorizadas 
por ellas y ellos, así como toda persona, asociación u organización con un interés 
legítimo tienen el derecho de participar en la búsqueda. Este derecho debe 
estar protegido y garantizado en todas las etapas del proceso de búsqueda, sin 
perjuicio de las medidas adoptadas para preservar la integridad y efectividad de la 
investigación penal o de la búsqueda misma. Las personas mencionadas deben tener 
acceso a la información sobre las acciones realizadas, así como sobre los avances 


y los resultados de la búsqueda y de la investigación. Sus aportes, experiencias, 
sugerencias alternativas, cuestionamientos y dudas deben ser tomados en cuenta 
durante todas las etapas de la búsqueda, como insumos para hacer más efectiva la 
búsqueda, sin someterlas a formalismos que las obstaculicen. De ninguna manera, 
la negativa de las personas mencionadas a ejercer su derecho a la participación 
debe usarse, por parte de las autoridades, como motivo para no iniciar o avanzar 
en la búsqueda. 


2. El derecho de acceso a la información incluye la obligación de brindar una 
adecuada orientación a las víctimas en lo relativo a sus derechos y a los mecanismos 
de protección de estos derechos. Incluye también el deber de darles información 
periódica y ocasional sobre las medidas adoptadas para buscar a las personas 
desaparecidas e investigar su desaparición, así como sobre los posibles obstáculos 
que puedan impedir el avance de la búsqueda. Las víctimas deben ser informadas 
y consultadas antes de que las autoridades pasen la información a los medios. Los 
funcionarios encargados de la búsqueda deben tener formación en protección 
con enfoque diferencial y estar capacitados para comunicarse con empatía y 
respeto con los familiares y las demás personas participantes en la búsqueda, 
tener conocimiento y sensibilidad por las consecuencias que la participación en la 
búsqueda puede tener para la salud mental y física de las víctimas. 


PRINCIPIO 6. LA BÚSQUEDA DEBE INICIARSE SIN DILACIÓN 


1. Tan pronto como las autoridades encargadas de la búsqueda tengan 
conocimiento, por cualquier medio, o tengan indicios de que una persona haya 
sido sometida a desaparición, deben iniciar las acciones de búsqueda de forma 
inmediata, sin ninguna demora o dilación y de manera expedita. Estas acciones 
de búsqueda deben incluir, cuando sea necesario, el desplazamiento a los lugares 
pertinentes. 


2. Las autoridades encargadas de la búsqueda deben iniciar y emprender de oficio 
las actividades de búsqueda de la persona desaparecida, aun cuando no se haya 
presentado ninguna denuncia o solicitud formal. 


3. La legislación nacional y las autoridades competentes deberán garantizar que el 
inicio de las actividades de búsqueda y localización de las personas desaparecidas 
no esté condicionado a plazo alguno, ni siquiera de horas, de manera que dichas 
actividades se emprendan de forma inmediata. La ausencia de información por 
parte de los familiares o denunciantes no puede ser invocada para no dar inicio 
en forma inmediata a las actividades de búsqueda y localización de la persona 
desaparecida. 
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4. En caso de duda sobre la existencia de una desaparición involuntaria también 
se debe iniciar la búsqueda de forma inmediata. Se deben preservar y proteger 
todos los elementos probatorios disponibles que son necesarios para investigar las 
hipótesis de una desaparición y proteger la vida de la persona desaparecida. 


PRINCIPIO 7. LA BÚSQUEDA ES UNA OBLIGACIÓN PERMANENTE 


1. La búsqueda de una persona desaparecida debe continuar hasta que se determine 
con certeza la suerte y/o el paradero de la persona desaparecida. 


2. Si se encuentra a la persona desaparecida con vida, la búsqueda solo puede 
considerarse terminada cuando la persona se encuentre nuevamente bajo la 
protección de la ley; dicha protección deberá garantizarse también si la persona 
desaparecida es encontrada privada de la libertad en un centro de reclusión legal. 


3. Si la persona desaparecida es encontrada sin vida, la búsqueda se puede 
considerar terminada cuando la persona haya sido plenamente identificada 
conforme a los estándares internacionales y recibida en condiciones de dignidad 
por sus familiares o allegados. Cuando solamente se han podido encontrar e 
identificar restos mortales parciales, la decisión sobre continuar la búsqueda para 
ubicar e identificar los restos faltantes debe considerar las posibilidades reales de 
identificar más restos y las necesidades expresadas por los familiares, en el marco 
de sus normas culturales funerarias. La decisión de no continuar la búsqueda debe 
tomarse de manera transparente y contar con el consentimiento previo e informado 
de los familiares. 


4. Si no se ha encontrado a la persona desaparecida y existen pruebas fehacientes, 
más allá de una duda razonable, de su suerte o su paradero, la búsqueda podría 
suspenderse cuando no exista posibilidad material de recuperar a la persona, una 
vez agotado el análisis de toda la información alcanzable y la investigación de 
todas las hipótesis posibles. Esta decisión debe tomarse de manera transparente y 
contar con el consentimiento previo e informado de los familiares o allegados de la 
persona desaparecida. Un testimonio, versiones no contrastadas o una declaración 
jurada no pueden ser considerados como prueba suficiente de la muerte, que 
permita suspender la búsqueda. 


5. En ningún caso, la suspensión de la búsqueda de una persona desaparecida 
podrá llevar al archivo de la búsqueda ni al de la investigación del delito. 


PRINCIPIO 8. LA BÚSQUEDA DEBE REALIZARSE CON UNA ESTRATEGIA INTEGRAL 


1. Al iniciar la búsqueda se deben examinar todas las hipótesis razonables sobre la 
desaparición de la persona. Solo se podrá eliminar una hipótesis cuando esta resulte 
insostenible, de acuerdo con criterios objetivos y contrastables. 


2. La formulación de hipótesis sobre la desaparición de una persona debe estar 
fundada en toda la información disponible, incluida aquella entregada por los 
familiares o denunciantes, y en el uso de criterios científicos y técnicos; no debe 
basarse en preconceptos relacionados con las condiciones y las características 
individuales de la persona desaparecida. 


3. Las autoridades encargadas de la búsqueda deben diseñar, con la participación -si 
ellas asílo desean- delas víctimas y sus organizaciones, una estrategia integral para todas 
las etapas del proceso de búsqueda y determinar todas las actividades y diligencias a 
realizar de manera integrada, mediante todos los medios y procedimientos necesarios 
y adecuados para encontrar, liberar o exhumar a la persona desaparecida o establecer 
la identidad de ella. La estrategia integral de búsqueda debe incluir un plan de acción 
y un cronograma y debe ser evaluada periódicamente. 


4. Las autoridades competentes deben hacer uso de los métodos forenses adecuados 
y de su experiencia profesional y sus conocimientos acumulados en las actividades 
de búsqueda y localización de personas desaparecidas. También pueden solicitar 
la colaboración de las personas con conocimientos especializados y técnicos, de 
expertos forenses y otros científicos y de las organizaciones de la sociedad civil, para 
la formulación de hipótesis de desaparición, el diseño de la estrategia integral y la 
realización de actividades de búsqueda. 


5. Sin perjuicio de su obligación de tomar medidas apropiadas para buscar y 
localizar de oficio a las personas desaparecidas, las autoridades competentes deben 
considerar toda la información entregada por las víctimas o denunciantes y hacer 
uso de la experiencia de las víctimas y sus organizaciones, que han desempeñado 
tareas de búsqueda. 


6. La estrategia de búsqueda integral debe tomar en cuenta el análisis de contexto. 
Los análisis de contexto pueden servir para determinar patrones, esclarecer los 
motivos y el modus operandi de los perpetradores, determinar perfiles de las 
personas desaparecidas y establecer las particularidades regionales que explican 
las desapariciones. La autoridad competente debe hacer los análisis de contexto 
de manera autónoma, de acuerdo con criterios científicos y no solamente con base 
en la información derivada de los casos individuales investigados. Los análisis de 
contexto no deben ser pretexto para excluir de antemano hipótesis de investigación 
y búsqueda que prima facie no encajen en ellos. 
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7. Las entidades encargadas de los procesos de búsqueda, al realizar los análisis de 
contexto y al diseñar las estrategias integrales de búsqueda deben prestar especial 
atención cuando la persona desaparecida sea defensora de derechos humanos o 
activista social. 


8. La estrategia integral de búsqueda de niñas y niños recién nacidos o de muy 
corta edad debe tomar en cuenta que sus documentos de identidad pueden haber 
sido alterados y que pueden haber sido sustraídos de sus familias y entregados con 
falsa identidad a instituciones de cuidado de menores de edad o a familias ajenas 
en adopción. Estas niñas, niños, adolescentes o ya adultos deben ser buscados, 
identificados y su identidad restablecida. 


PRINCIPIO 9. LA BÚSQUEDA DEBE TOMAR EN CUENTA LA PARTICULAR 
VULNERABILIDAD DE LAS PERSONAS MIGRANTES 


1. Ante la particular vulnerabilidad que enfrentan las personas que cruzan de 
manera regular o irregular las fronteras internacionales, en especial los niños 
y las niñas no acompañados, los Estados concernidos deben tomar medidas 
específicas de manera coordinada para evitar que en estas situaciones se cometan 
desapariciones. Los Estados deben prestar atención a los peligros de desaparición 
forzada, que se incrementan como consecuencia de la migración, especialmente en 
contextos de trata de personas, esclavitud sexual y trabajo forzoso. 


2. Los Estados expulsores y receptores de migrantes y refugiados deben adoptar 
mecanismos de búsqueda específicos, adecuados a las dificultades de las situaciones 
migratorias. Deben ofrecer garantías y condiciones seguras a las personas que 
pueden dar testimonios sobre desapariciones forzadas vinculadas con la migración. 


3. Los Estados concernidos deben desarrollar acuerdos de cooperación y contar 
con autoridades competentes que permitan la coordinación efectiva para la 
búsqueda de personas desaparecidas en cada una de las etapas de la migración. 
La cooperación entre las autoridades encargadas de la búsqueda en los países de 
origen, de tránsito y de destino debe garantizar el intercambio rápido y seguro 
de información y de documentación que pueda llevar a localizar a las personas 
desaparecidas en el país de tránsito o de destino. Con el pleno respeto de las normas 
internacionales sobre no-devolución, los Estados deben velar porque el registro 
de migrantes en los controles fronterizos se desarrolle de acuerdo con el examen 
individual de toda solicitud de ingreso, de manera que permita una búsqueda 
efectiva, en caso de desaparición de una persona. 


4. La participación de los familiares y allegados de personas sometidas a 
desaparición en rutas de migración en los proceso de búsqueda requiere 


instrumentos particulares que permitan su participación efectiva desde los países 
donde habitan. Sus conocimientos y los de las organizaciones con experiencia en el 
acompañamiento de migrantes deben ser incluidos en el diseño de las estrategias y 
medidas para la búsqueda de migrantes desaparecidos. 


5. Los Estados deben adoptar políticas de protección de las víctimas de desaparición 
forzada en todas las etapas de la migración, para evitar su re-victimización, en 
particular cuando se trate de mujeres y/o de niños y niñas no acompañados. 


PRINCIPIO 10. LA BÚSQUEDA DEBE SER ORGANIZADA DE MANERA EFICIENTE 


1. Cada Estado en que se dan casos de desaparición forzada o de desapariciones 
cometidas por personas o grupos que actúan sin la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado debe contar con instituciones competentes, capacitadas 
para la búsqueda de personas desaparecidas. 


2. Las autoridades encargadas de la búsqueda deben contar con las facultades 
legales y los recursos financieros y técnicos necesarios, con una estructura 
administrativa y un presupuesto que les asegure la realización de las actividades de 
búsqueda con la prontitud, la capacidad técnica, la seguridad y la confidencialidad 
requeridas. También deben contar con el personal profesional necesario, con 
capacitación técnica y humana adecuada, incluida aquella en protección con 
enfoque diferencial, y con los medios logísticos y técnico- científicos actualizados 
que provengan de todas las disciplinas relevantes para una búsqueda efectiva y 
exhaustiva. Deben tener capacidad para desplazarse a los lugares que sea preciso 
visitar. Cuando sea necesario, y así lo requieran, deben contar con la protección 
adecuada. 


3. Las autoridades con competencia para realizar acciones de búsqueda deben 
contar con plenas facultades para tener acceso irrestricto y sin necesidad de 
preaviso a todos los lugares donde podrían encontrarse las personas desaparecidas, 
incluidas las instalaciones militares y de policía y los recintos privados. Cuando 
resulte necesario, deben tener la facultad de intervenir para asegurar la preservación 
de sitios relevantes para la búsqueda. 


4. Las autoridades a cargo de la búsqueda deben tener acceso, sin restricciones, a 
toda información, documentos o bases de datos, inclusive aquellos considerados 
como de seguridad nacional, a los registros y archivos de las fuerzas de seguridad, 
militares y de policía y de instituciones particulares, que consideren necesarios 
para la búsqueda y localización de las personas desaparecidas. Cuando resulte 
necesario, deben tener la facultad de intervenir para asegurar la preservación de 
documentos relevantes para la búsqueda. 
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PRINCIPIO 11. LA BÚSQUEDA DEBE USAR LA INFORMACIÓN DE MANERA APROPIADA 


1. Las autoridades encargadas de la búsqueda deben tomar decisiones con base en 
toda la información y documentación disponible y/o recaudada. La información 
sobre la búsqueda debe ser registrada en forma completa, minuciosa y apropiada. 


2. Los Estados deben establecer registros y bancos de datos sobre personas 
desaparecidas que cubran todo el territorio nacional y que permitan desglosar, 
inter alia, la autoridad que ingresa los datos; las fechas en que una persona fue: dada 
por desaparecida, encontrada con vida, exhumado su cuerpo, sus restos mortales 
fueron identificados o entregados; las investigaciones que permitan establecer si se 
trató de una desaparición forzada y el motivo de la desaparición. Estos registros y 
bancos de datos deben ser actualizados de manera permanente. 


3. Los datos pertinentes que hayan sido recabados durante una búsqueda deben 
ser integrados de manera diligente y expedita al registro de personas desaparecidas 
para que estén disponibles para otras búsquedas. Las experiencias acumuladas 
durante los procesos de búsqueda también deben ser registradas, analizadas y 
preservadas. 


4. Los registros y bancos de datos deben mantenerse incluso después de que la 
búsqueda ha concluido, cuando la persona ha sido localizada, identificada y 
puesta bajo la protección de la ley o cuando sus restos mortales o su identidad han 
sido restituidos. La información y documentación de los procesos de búsqueda 
concluidos debe ser preservada en archivos a los cuales deben tener acceso las 
autoridades encargadas de la búsqueda. 


5. Las autoridades encargadas de la búsqueda deben usar adecuadamente otros 
registros y bancos de datos que contengan información sobre nacimientos, 
adopciones, fallecimientos, migración e inmigración, entre otros, que puedan ser 
relevantes para buscar, localizar e identificar personas desaparecidas. Los Estados 
tomarán las medidas necesarias para que las autoridades encargadas de la búsqueda 
puedan tener acceso a la información que reposa en registros y bases de datos de 
otros países. 


6. La recolección, la protección y el análisis de todos los datos y toda la información 
obtenida que puede conducir a localizar a la persona desaparecida y a establecer 
su suerte, como las conexiones telefónicas o las grabaciones de video, deben ser 
prioritarias desde el primer momento. La omisión de recolectar estos datos, así 
como su pérdida o destrucción deben ser consideradas como faltas graves de los 
funcionarios a cargo. 


7. Los Estados deben establecer bancos de datos con elementos relevantes para la 
búsqueda, incluidos bancos genéticos y sistemas de consulta de estas bases de datos, 
que permitan obtener resultados rápidos. Estas bases de datos deben diseñarse con 
un enfoque interdisciplinario y con miras a su compatibilidad mutua. 


Al establecer bancos de datos genéticos se debe prever que: 


a) La autoridad administradora del banco de datos genéticos disponga de 
un marco legal adecuado, que garantice el funcionamiento de este banco 
bajo criterios exclusivamente profesionales, independientemente de la 
institución a la cual esté adscrita; 


b) Las informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos, 
que se recaben y/o transmitan en el marco de la búsqueda de una persona 
desaparecida no puedan ser utilizadas o reveladas con fines distintos de 
la búsqueda, sin perjuicio de su utilización en procedimientos penales 
relativos a un delito de desaparición forzada o en ejercicio del derecho a 
obtener reparación. La recopilación, el tratamiento, el uso y la conservación 
de informaciones personales, incluidos los datos médicos o genéticos, 
no debe infringir o tener el efecto de infringir los derechos humanos, las 
libertades fundamentales y la dignidad de la persona. 


c) Los datos personales contenidos en esas bases de datos y la cadena de 
custodia sean debidamente protegidos y técnicamente preservados. 


8. Los Estados deben asegurar que el manejo de las bases de datos y de los registros 
de personas desaparecidas respete la intimidad de las víctimas y la confidencialidad 
de la información. 


PRINCIPIO 12. LA BÚSQUEDA DEBE SER COORDINADA 


1. La búsqueda debe estar centralizada en un órgano competente, o coordinada 
por este, que garantice una efectiva coordinación con todas las demás entidades 
cuya cooperación es necesaria para que la búsqueda sea efectiva, exhaustiva y 
expedita. 


2. En ningún caso las estructuras descentralizadas (sean federales, autonómicas, 
municipales u otras) de un país deben ser un obstáculo para una búsqueda efectiva. 
Los Estados deben garantizar, en su legislación y mediante reglamentación 
administrativa o de otra índole, que la búsqueda sea coordinada en todos los 
órganos y en todos los niveles del Estado. 
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3. Cuando existan indicios de que una persona desaparecida pueda encontrarse 
en otro país, en condición de migrante, refugiado o víctima de trata de personas, 
las autoridades encargadas de la búsqueda deben acudir a todos los mecanismos 
nacionales e internacionales de cooperación disponibles y, de ser necesario, 
crearlos. 


4. Los Estados deben tomar las medidas necesarias para garantizar la transferencia 
de conocimientos y tecnología necesarios para los procesos de búsqueda, incluidos 
los que tengan las organizaciones nacionales o internacionales especializadas en la 
búsqueda de personas desaparecidas y en la identificación de restos humanos. Sus 
experiencias deben ser incorporadas en la creación de las entidades que realizan 
la búsqueda, la definición de sus procedimientos y la capacitación permanente de 
su personal. 


PRINCIPIO 13. LA BÚSQUEDA DEBE INTERRELACIONARSE CON LA INVESTIGACIÓN 
PENAL 


1. La búsqueda de la persona desaparecida y la investigación penal de los 
responsables de la desaparición deben reforzarse mutuamente. El proceso de 
búsqueda integral de las personas desaparecidas debe iniciarse y llevarse a cabo 
con la misma efectividad que la investigación criminal. 


2. Cuando la búsqueda es realizada por autoridades no judiciales independientes 
de las que integran el sistema de justicia, se deben establecer mecanismos y 
procedimientos de articulación, coordinación e intercambio de información entre 
aquellas y las que llevan la investigación criminal, de manera que se garantice la 
retroalimentación, regular y sin demora, entre los avances y resultados obtenidos 
por ambas entidades. Las competencias de ambas instituciones deben estar 
claramente definidas en la ley, para evitar que se sobrepongan e interfieran entre 
sí y para asegurar que puedan ser complementarias. La existencia de mecanismos 
y procedimientos de búsqueda a cargo de entidades administrativas, no judiciales 
o de otra índole, no puede ser invocada como obstáculo para la realización de 
investigaciones penales o para la sustitución de estas. 


3. Si el proceso de búsqueda está a cargo de secciones o unidades especializadas 
dentro de las entidades encargadas de la investigación criminal (fiscalías, 
procuradurías o juzgados de instrucción criminal), se debe dar la misma atención 
a la búsqueda que a la investigación criminal. La información obtenida en la 
investigación relativa al delito de desaparición forzada debe ser usada de manera 
eficiente y expedita para la búsqueda de la persona desaparecida y viceversa. La 
distribución del personal profesional capacitado debe reflejar que la búsqueda y la 
investigación requieren la misma atención. 


Á. La terminación de la investigación criminal, así como la eventual sentencia 
condenatoria o absolutoria de las personas acusadas de haber cometido un delito 
de desaparición forzada o la declaración de ausencia por desaparición, no deben 
ser un obstáculo para continuar con las actividades de búsqueda, ni pueden ser 
invocadas para suspenderlas. Estas deben mantenerse hasta tanto no se hayan 
determinado con certeza las circunstancias de la desaparición, así como la suerte y 
el paradero de la persona desaparecida. 


PRINCIPIO 14. LA BÚSQUEDA DEBE DESARROLLARSE EN CONDICIONES SEGURAS 


1. En el desarrollo del proceso de búsqueda, la protección de las víctimas 
debe ser garantizada por las autoridades competentes, en todo momento, 
independientemente del grado de participación que decidan tener en la búsqueda. 
Las personas que en el marco de la búsqueda y/o investigación ofrezcan testimonios, 
declaraciones o apoyo deben gozar de medidas de protección específicas, que 
atiendan las necesidades particulares de cada caso. Toda medida de protección 
debe tener en cuenta las características específicas e individuales de las personas 
a proteger. 


2. Los Estados tienen que proveer apoyo económico a las víctimas que buscan a una 
persona desaparecida, tomando en cuenta el daño que se causa como consecuencia 
de la desaparición de un familiar en la economía familiar y los gastos adicionales 
que se tienen que asumir en el proceso de búsqueda, como transporte, alojamiento, 
pérdida de horas laborales y otros. 


3. Los funcionarios encargados de la búsqueda deben tomar en cuenta los riesgos 
para la salud física y mental que las personas y comunidades pueden experimentar 
durante todo el proceso de búsqueda, como los que se derivan del descubrimiento 
de la suerte de un familiar o de la frustración de no encontrar ninguna información. 
En cualquier momento en el que se identifique un riesgo, desde el inicio de 
la búsqueda hasta incluso después de la entrega de la persona desaparecida, las 
autoridades competentes deberán ofrecer acompañamiento integral a las víctimas 
y a todas las personas involucradas en la búsqueda. Toda medida de protección 
debe respetar el derecho a la privacidad de los beneficiarios. Debe contar con su 
aval previo y quedar sometida a la revisión cuando ellos lo pidan. El Estado debe 
permitir y facilitar medidas no estatales de protección. 


4. Los Estados deben asegurar la coordinación interinstitucional de las entidades 
a cargo de las medidas de protección. 
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PRINCIPIO 15. LA BÚSQUEDA DEBE SER INDEPENDIENTE E IMPARCIAL 


1. Las entidades encargadas de la búsqueda deben ser independientes y autónomas 
y deberán desempeñar todas sus funciones con respeto del principio del debido 
proceso. Todo el personal, incluido el auxiliar y el administrativo, debe ofrecer 
garantías de independencia, imparcialidad, competencia profesional, capacidad 
para realizar su trabajo con enfoque diferencial, sensibilidad e integridad moral. 


2. Las entidades encargadas de la búsqueda en ningún caso podrán estar 
jerárquicamente subordinadas a cualquier institución, dependencia o persona que 
pueda estar implicada en casos de desaparición forzada. 


d Ninguna persona puede participar o estar en condiciones de influir en el curso 
de la búsqueda si se sospecha que ha participado en una desaparición forzada. 
Cuando una tal sospecha concierna a una persona que trabaja en una institución 
encargada de la búsqueda o que colabora con esta, se la relevará de inmediato de 
las funciones de búsqueda a su cargo. 


4. Los Estados tomarán las medidas necesarias para garantizar que, en el 
desempeño de sus labores, la entidad encargada de la búsqueda esté libre de 
influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas 
o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo. 


PRINCIPIO 16. LA BÚSQUEDA DEBE REGIRSE POR PROTOCOLOS QUE SEAN PÚBLICOS 


1. Los protocolos que se aplican para la búsqueda son una herramienta importante 
para garantizar la efectividad y la transparencia de la búsqueda. Deben permitir la 
supervisión de la misma por las autoridades competentes, las víctimas y todas las 
personas con un interés legítimo de conocerlos y supervisarlos. Estos protocolos 
deben ser públicos. 


2. Una búsqueda ágil y efectiva puede a veces requerir innovación y creatividad, 
lo que puede llevar a la modificación de los protocolos existentes. Las innovaciones 
deben estar fundadas y ser transparentes. 


3. Los protocolos de búsqueda deberán ser revisados y actualizados periódicamente 
o cada vez que sea necesario, para responder a aprendizajes, innovaciones y buenas 
prácticas que inicialmente no habían sido previstas. Toda actualización o revisión 
de los protocolos deberá ser fundada y transparente. 


4. El cumplimiento de los protocolos y de otras normas que rigen la búsqueda 
debe ser supervisado de manera efectiva por instancias competentes. 


COMPILACIÓN DE 
COMENTARIOS GENERALES 
RESPECTO DE LA 
DECLARACIÓN SOBRE LA 
PROTECCIÓN DE TODAS 
LAS PERSONAS CONTRA 
LAS DESAPARICIONES 
FORZADAS ADOPTADOS 
POR EL GRUPO 
DE TRABAJO SOBRE 
LAS DESAPARICIONES 

» FORZADAS O 
INVOLUNTARIAS 


COMENTARIO GENERAL AL ARTÍCULO 3 DE LA DECLARACIÓN? 


48. El artículo 3 de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas estipula que “los Estados tomarán medidas legislativas, admi- 
nistrativas, judiciales y otras medidas eficaces para prevenir o erradicar los actos de desa- 
pariciones forzadas en cualquier territorio sometido a su jurisdicción.” Lo anterior es una 
obligación amplia que es asumida por los Estados y es, primordialmente, una obligación 
de hacer algo. Esta disposición no puede ser interpretada en un sentido restrictivo, ya que 
lo que hace es servir como modelo general para el propósito y naturaleza de las medidas 
que deben ser tomadas, así como para el contenido de la responsabilidad internacional del 
Estado en este respecto. 


49. El propósito de las medidas a tomar es claro: “prevenir y erradicar los actos de des- 
apariciones forzadas”. Consecuentemente, esta disposición es un llamado a la acción tan- 
to para los Estados en los que en el pasado pudieron haber ocurrido actos de desaparición 
forzada en los territorios sometidos a su jurisdicción, como para los Estados en los que di- 
chos actos no hayan ocurrido. Todos los Estados deben contar con la maquinaria apropia- 
da para prevenir y erradicar dichos actos y por lo tanto se encuentran bajo la obligación de 
adoptar las medidas necesarias para establecer dicha maquinaria si no la tienen. 


50. Con respecto a la naturaleza de las medidas que deben ser tomadas, el texto del artí- 
culo claramente estipula que las medidas legislativas solamente son un tipo de medida. Al 
referirse a medidas “legislativas, administrativas, judiciales...” es claro que, en lo que con- 
cierne a la Declaración, no es suficiente establecer disposiciones formales diseñadas para 
prevenir o tomar acción contra las desapariciones forzadas. Es esencial que la totalidad de 
la maquinaria gubernamental adopte conductas para este propósito. En este sentido, las 
medidas administrativas y judiciales juegan un papel muy importante. 


51. El artículo también se refiere a “otras medidas”, por consiguiente, deja claro que la 
responsabilidad del Estado no se agota en las medidas legislativas, administrativas o ju- 
diciales. Éstas son mencionadas solamente como ejemplo, así que es claro que los Estados 
deben adoptar políticas públicas y todas aquellas otras medidas en su poder y jurisdicción 
para prevenir y erradicar las desapariciones. Esta parte de la disposición debe ser entendi- 
da como algo que otorga al Estado un amplio rango de responsabilidad en la definición de 
políticas públicas idóneas para lograr el objetivo propuesto. 


52. Sin embargo, no es suficiente que se tomen medidas legislativas, administrativas, ju- 
diciales o de otro carácter, ya que también deben ser “efectivas” para que logren el objetivo 
de prevención y erradicación. Si los hechos muestran que las medidas tomadas fueron in- 
efectivas, la responsabilidad internacional del Estado sería tomar otras medidas y adaptar 
sus políticas públicas para que se obtengan resultados efectivos. El principal criterio para 
determinar si las medidas son o no idóneas es si son efectivas en la prevención y, si corres- 
ponde, en la erradicación de los actos de desaparición forzada. 


53. Consecuentemente, la disposición contenida en el artículo 3 debe ser entendida co- 
mo un marco general para guiar a los Estados y alentarlos a adoptar una serie de medi- 


? Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias, 1995. Documento 
E/CN.4/1996/38. Traducción no oficial realizada por la ONU-DH México. Para consultar la ver- 
sión original en inglés, visitar: http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Disappearances/General- 
CommentsDisappearances_en.pdf 
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das. Debe ser entendido que la responsabilidad internacional de los Estados en este aspec- 
to surge no sólo cuando actos de desaparición forzada ocurren, sino también cuando hay 
una falta de acción apropiada para prevenir o erradicar dichos actos. Dicha responsabili- 
dad se deriva no solamente de omisiones o actos por parte del gobierno y las autoridades 
y oficiales subordinadas a éste, sino también del resto de funciones y mecanismos guber- 
namentales, como los de los poderes legislativo y judicial, cuyos actos u omisiones pueden 
afectar la implementación de esta disposición.” 


COMENTARIO GENERAL AL ARTÍCULO 4 DE LA DECLARACIÓN? 


54. El artículo 4.1 de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas estipula que “todo acto de desaparición forzada será considera- 
do, de conformidad con el derecho penal, delito pasible de penas apropiadas que tengan en 
cuenta su extrema gravedad”. Esta obligación se aplica a todos los Estados, independiente- 
mente de que se den o no efectivamente en ellos casos de desaparición forzada. No basta que 
los gobiernos se refieran a figuras penales preexistentes relativas a la privación forzada de la 
libertad, la tortura, la intimidación, el uso excesivo de la violencia, etc. Para dar cumplimien- 
to al artículo 4 de la Declaración, debe tipificarse como delito separado el propio acto de des- 
aparición forzada, según se prevé en la Declaración. 


55. El preámbulo de la Declaración define el acto de la desaparición forzada como “que se 
arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de 
su libertad de alguna otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, 
por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del gobierno o con su apo- 
yo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la 
suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están privadas de la libertad, sustra- 
yéndolas así a la protección de la ley”. Los Estados obviamente no están obligados a seguir es- 
trictamente esta definición en sus códigos penales. Sin embargo, deben asegurarse de que el 
acto de la desaparición forzada se defina de forma que lo distinga claramente de otros delitos 
afines como la privación forzada de la libertad, el rapto, el secuestro, la detención en régimen 
de incomunicación, etc. Toda definición debe contener como mínimo los tres elementos 
acumulativos siguientes: (a) privación de libertad contra la voluntad de la persona interesa- 
da; (b) participación de agentes gubernamentales, al menos indirectamente por aquiescen- 
cia; (c) negativa a revelar la suerte o el paradero de la persona interesada. 


56. El término “[delito] de conformidad con el derecho penal” se refiere a los códigos pe- 
nales de los países, que han de ser aplicados por los tribunales ordinarios competentes y no 
por ninguna jurisdicción especial, en particular la militar (párrafo 2 del artículo 16 de la De- 
claración), ni por organismos o tribunales administrativos. Las personas acusadas del delito 
de desaparición forzada deberán gozar de todas las garantías de un juicio justo establecidas 
en el derecho internacional (párrafo 4 del artículo 16 de la Declaración). 


* Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias, 1995. Docu- 
mento E/CN.4/1996/38. Traducción no oficial realizada por la ONU-DH México. Para consultar 
la versión original en inglés, visitar: http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Disappearances/ 
GeneralCommentsDisappearances_en.pdf 


57. Es competencia de los Estados establecer penas apropiadas para el delito de desaparición 
forzada en concordancia con sus estándares legales internos. Sin embargo, deberán tomar en 
cuenta la “extrema gravedad” de los actos de desaparición forzada. En ausencia de circunstan- 
cias atenuantes, una pena apropiada supone, por tanto, de principio condenas a prisión. 


58. De acuerdo con el párrafo 2 del artículo 4, “las legislaciones nacionales podrán estable- 
cer circunstancias atenuantes para quienes, habiendo participado en actos que constituyan 
una desaparición forzada, contribuyan a la reaparición con vida de la víctima o den volunta- 
riamente informaciones que permitan esclarecer casos de desaparición forzada” Sin embar- 
go, esta disposición debe ser leída en conjunción con el artículo 18, que establece: 


“1. Los autores o presuntos autores de actos previstos en el párrafo 1 del artículo 4 supra no 
se beneficiarán de ninguna ley de amnistía especial u otras medidas análogas que tengan por 
efecto exonerarlos de cualquier procedimiento o sanción penal. 


2. En el ejercicio del derecho de gracia deberá tenerse en cuenta la extrema gravedad de los 
actos de desaparición forzada” 


COMENTARIO GENERAL SOBRE EL ARTÍCULO 10 
DE LA DECLARACION* 


22. Elartículo 10 de la Declaración es una de las herramientas más concretas y valiosas pa- 
ra dar cumplimiento a la obligación general de los Estados de no practicar, permitir o tolerar 
las desapariciones forzadas (artículo 2), así como de adoptar medidas legislativas, adminis- 
trativas y judiciales para prevenir y terminar con las mismas (artículo 3). 


23. Una importante disposición -de naturaleza legislativa, administrativa y judicial- es la 
contenida en le párrafo 1 del artículo 10, donde se estipula que “toda persona privada de li- 
bertad deberá ser mantenida en lugares de detención oficialmente reconocidos y, con arre- 
glo a la legislación nacional, presentada sin demora ante una autoridad judicial luego de la 
aprehensión”. En esta disposición convergen tres obligaciones que, de ser respetadas, pre- 
vendrían las desapariciones forzadas; lugar de detención reconocido, límites a la detención 
administrativa o preventiva e intervención judicial. 


24. La primera obligación es que la persona “privada de libertad deberá ser mantenida en 
lugares de detención oficialmente reconocidos”. Esta disposición supone que esos lugares 
deben ser oficiales -ya que se trate de instalaciones policiales, militares o de cualquier ín- 
dole- y siempre claramente identificables y reconocidos como tales. Bajo ninguna circuns- 
tancia podrían alegarse razones, llamadas “de Estado”, de “seguridad nacional” o de otra na- 
turaleza, para justificar o legitimar centros o lugares clandestinos de detención que, por 
definición, supondrían una violación de la Declaración, sin excepción alguna. 


* Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 1996 (Ex- 
tracto). Documento E/CN.4/1997/34. 
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25. Esta primera obligación está reforzada por las disposiciones contenidas en los párra- 
fos 2 y 3 del artículo 10. 


26. El párrafo 2 establece que la información sobre el lugar de detención de esas perso- 
nas “se deberá proporcionar rápidamente a los miembros de su familia, su abogado o cual- 
quier otra persona que tenga interés legítimo en conocer esa información, salvo voluntad 
en contrario manifestada por las personas privadas de libertad”. No basta, en consecuen- 
cia, que la detención se haya practicado en un lugar oficialmente reconocido, sino que la 
información sobre el mismo ha de estar a disposición de las personas mencionadas en este 
párrafo. Por ello, debe considerarse que tanto la falta de dicha información como los posi- 
bles impedimentos a su acceso representan una violación de la Declaración. 


27. El párrafo 3 se refiere a una obligación muy importante, que es la de mantener un regis- 
tro oficial actualizado de todas las personas privadas de libertad y que la información con- 
tenida en esos registros esté a disposición de las personas mencionadas en el párrafo 2 y de 
toda autoridad competente facultada por la legislación nacional, o por cualquier instrumen- 
to jurídico internacional, incluido el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o In- 
voluntarias. El Grupo tiene el mandato de aclarar la suerte y el paradero de las personas des- 
aparecidas y de velar porque los Estados cumplan con la Declaración. Se hace hincapié en 
el principio de que la información no sólo debe existir, sino estar a disposición de una se- 
rie de personas que no se limitan ni mucho menos a los familiares. El requisito mínimo pa- 
ra esa información es el registro actualizado en cualquier centro o lugar de detención, con 
lo que nunca será suficiente un cumplimiento formal de esta obligación llevando un regis- 
tro cualquiera, sino que éste ha de estar en permanente actualización, lo que significa que la 
información de cada registro tiene que corresponder a la totalidad de las personas privadas 
de libertad que se encuentren en dicho centro o lugar de detención. Lo contrario constitui- 
ría una violación de la Declaración. Además, se estipula que, en materia de registros, cada 
Estado debe tomar medidas para contar con registros centralizados. Con ellos se facilita la 
ubicación del paradero de una persona que pudiera haber sido privada de libertad, pues no 
siempre se dispone de indicaciones precisas sobre dónde podría haber sido llevada esa per- 
sona, lo que sería susceptible de aclararse con un registro central actualizado. Ya que la com- 
plejidad de algunos países hace difícil pensar en el cumplimiento inmediato de la propuesta 
de contar con un registro centralizado, la obligación mínima a este respecto consiste en “to- 
mar medidas” en esa dirección que, como es lógico, tienen que ser efectivas y traducirse en 
resultados que vayan surgiendo gradualmente a la luz. No “tomar medidas” supondría vio- 
lar lo dispuesto en la Declaración. 


28. La segunda obligación está referida a que la persona privada de libertad deberá ser “pre- 
sentada ante una autoridad judicial”, con lo que se complementa la disposición anterior sobre 
lugres de detención y disponibilidad de información. No basta con que el lugar de detención 
sea de los “oficialmente reconocidos” ni que exista información exacta sobre los lugares en que 
se cumple esa detención. La Declaración ha tenido en cuenta aspectos más sustantivos de la 
detención al estipular que la detención administrativa o preventiva debe ser sólo transitoria, 
pues la persona privada de libertad ha de ser “presentada ... ante una autoridad judicial”. Se en- 
tiende que esta obligación se suma a las analizadas en los párrafos anteriores. 


29. La tercera obligación es que sea presentada ante una autoridad judicial “sin demora ... 
luego de la aprehensión”, con lo cual se subraya el carácter transitorio y temporal de la deten- 
ción administrativa o preventiva que, per se, no vulnera el derecho internacional ni la Decla- 
ración, salvo que se prolongue indebidamente y que el detenido no sea puesto “sin demora” 


a disposición de la autoridad judicial. Con esto, una detención que se prolonga indefinida- 
mente o en la que no se presentan cargos contra el detenido para poder ponerlo a disposi- 
ción del juez, viola la Declaración. El hecho de que esta disposición no fije un plazo máximo 
para la detención administrativa no debe entenderse como una laxitud sin límite, ya que los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad y el sentido mismo de la norma indican que 
debe ser en el plazo más breve posible, es decir, unos pocos días, pues no es otro el significa- 
do atribuido a “sin demora ... luego de la aprehensión”. 


30. El cumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 10 no prevé excepciones 
en la Declaración. Por consiguiente, ni siquiera la existencia de un estado de excepción le- 
gitimaría su incumplimiento. Las diversas obligaciones estipuladas, asimismo, deben ser to- 
das asumidas como condiciones mínimas que han de concurrir para que se pueda interpre- 
tar que este artículo de la Declaración está siendo respetado por el Estado concernido. En 
este sentido, se hace referencia a la jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos res- 
pecto del párrafo 3 del artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
a otras normas pertinentes de las Naciones Unidas en materia de detención administrativa. 


COMENTARIO GENERAL SOBRE EL ARTÍCULO 17 
DE LA DECLARACION? 


25. Con el fin de centrar la atención de los gobiernos más concretamente en las obligacio- 
nes pertinentes emanadas de la Declaración, el Grupo de Trabajo, a la luz de su experiencia 
de las comunicaciones con los gobiernos, decidió adoptar un comentario general acerca de 
las disposiciones de la Declaración que pudiesen requerir ulterior explicación. 


26. En su 61 período de sesiones, el Grupo de Trabajo adoptó el siguiente comentario ge- 
neral al artículo 17 de la Declaración. El artículo 17 de la Declaración dice así: 


“1. Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente mientras sus au- 
tores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no 
se hayan esclarecido los hechos. 


2. Cuando los recursos previstos en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos ya no sean eficaces, se suspenderá la prescripción relativa a los actos de desapari- 
ción forzada hasta que se restablezcan esos recursos. 


3. De haber prescripción, la relativa a actos de desaparición forzada ha de ser plazo largo y 
proporcionado a la extrema gravedad del delito” 


27. El artículo 17 establece principios fundamentales destinados a aclarar la naturaleza de 
las desapariciones forzadas y sus consecuencias penales. El sentido y propósito general de 
este artículo es garantizar unas condiciones tales que los responsables de actos que consti- 
tuyen desapariciones forzadas comparezcan ante la justicia, con una interpretación restric- 
tiva de la prescripción. El artículo 17 se complementa con las disposiciones de los artículos 
1,2, 3 y 4 de la Declaración. 


* Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 2000 (Extracto). 
Documento E/CN.4/2001/68 
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28. La definición de “delito permanente” (párr. 1) tiene una importancia decisiva para de- 
terminar las responsabilidades de las autoridades del Estado. Además, este artículo impone 
unas condiciones muy restrictivas. Su finalidad es impedir que los autores de actos crimi- 
nales se aprovechen de la prescripción. Puede interpretarse en el sentido de limitar las ven- 
tajas de la prescripción para los autores de estos actos criminales. Al mismo tiempo, como 
los códigos penales de muchos países establecen la prescripción de diversos delitos, el pá- 
rrafo 2 dispone que la prescripción se suspenderá cuando los recursos previstos en el artí- 
culo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ya no sean eficaces. El Pacto 
se refiere en particular a la posibilidad de “interponer un recurso efectivo” cuando la viola- 
ción de los derechos humanos “hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejerci- 
cio de sus funciones oficiales”. 


29. En sus decisiones, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha emitido repeti- 
damente opiniones plenamente compatibles con las disposiciones del artículo 17. En su fa- 
llo de 29 de julio de 1988 en el caso Velásquez Rodríguez y en el caso Blake, la Corte concluyó 
que, dado el carácter continuo de la propia desaparición forzada, el Estado estaba obligado 
a investigar hasta que se hubiese determinado el paradero de la víctima (párr. 181). Al justi- 
ficar su decisión en este último caso, la Corte, en su fallo de 2 de julio de 1996, se refirió ex- 
plícitamente al artículo 17 de la Declaración (párr. 37). En una opinión separada, el magis- 
trado Antonio Cangado Trindade, quien estuvo de acuerdo con el contenido y el sentido del 
fallo, dijo que el delito constituía una “situación permanente” en la medida en que había si- 
do cometido no de manera instantánea sino de manera continua y prolongada durante todo 
el tiempo de la desaparición (párr. 9). Esta opinión separada cita casos del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos en los que también se consideró la idea de “una situación permanen- 
te” (De Becker c. Bélgica (1960) y Chipre c. Turquía (1983)). 


30. Ala jurisprudencia internacional, que en varias ocasiones se ha referido al artículo 17, 
deben añadirse las actuaciones de los tribunales nacionales que, sobre la base de la misma 
interpretación, han asumido la competencia en casos de desapariciones forzadas, incluso en 
el contexto de amnistías. Durante el año 2000, se han iniciado varias acciones judiciales en 
Chile, por ejemplo con respecto a casos de desapariciones forzadas que ocurrieron con an- 
terioridad a la Ley de amnistía de 1978, precisamente basándose en que la idea de “situación 
permanente” es inherente a la naturaleza misma de las desapariciones forzadas. 


31. Debido a la gravedad de los actos de desapariciones forzadas, esta forma de violación 
de los derechos humanos infringe diversos derechos irrevocables, con evidentes consecuen- 
cias en derecho penal. Los acontecimientos recientes en derecho internacional exigen que 
se dé una clara prioridad a las medidas contra estas formas graves de violación de derechos 
humanos a fin de garantizar que se haga justicia y se castigue a los responsables. Así, según 
el párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración, “Todo acto de desaparición forzada... constitu- 
ye una violación de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser huma- 
no, entre otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a 
la libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras 
penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el derecho a la vida o lo po- 
ne gravemente en peligro”. 


32. La interpretación del artículo 17 debe ser compatible con las disposiciones del párrafo 
1 del artículo 1, del párrafo 1 del artículo 2, del artículo 3 y del artículo 4 de la Declaración, 
cuyo objeto es castigar esos delitos con penas graves a fin de erradicar esta práctica. Esto ex- 
plica y justifica un criterio restrictivo en la aplicación de la prescripción a este tipo de delito. 
Así, el párrafo 1 del artículo 1 dispone que “Todo acto de desaparición forzada constituye un 


ultraje a la dignidad humana. Es condenado como una negación de los objetivos de la Car- 
ta de las Naciones Unidas y como una violación grave y manifiesta de los derechos huma- 
nos y de las libertades fundamentales proclamados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales pertinentes”. 
Por otra parte, en el párrafo 1 del artículo 2 se especifica que “Ningún Estado cometerá, au- 
torizará ni tolerará las desapariciones forzadas”, en tanto que según el artículo 3, “Los Esta- 
dos tomarán medidas legislativas, administrativas, judiciales y otras medidas eficaces para 
prevenir o erradicar los actos de desapariciones forzadas en cualquier territorio sometido a 
su jurisdicción”. La necesidad de castigar severamente estos actos se establece claramente en 
el párrafo 1 del artículo 4 que dice así: “Todo acto de desaparición forzada será condenado, 
de conformidad con el derecho penal, como delito pasible de penas apropiadas que tengan 
en cuenta su extrema gravedad”. 


COMENTARIO GENERAL SOBRE ARTÍCULO 18 
DE LA DECLARACION* 


Preámbulo 


Preocupan desde hace tiempo al Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Invo- 
Iuntarias los efectos de las medidas jurídicas que dan lugar a amnistías e indultos, así como 
las medidas de mitigación o disposiciones similares que llevan a la impunidad por graves 
violaciones de los derechos humanos, comprendida la desaparición. En su informe de 1994 
(E/CN.4/1994/26), el Grupo de Trabajo se refería específicamente a la cuestión de la impu- 
nidad y recordaba a los Estados su obligación de no elaborar ni promulgar ninguna ley o de- 
creto que permita la inmunidad de quienes perpetran desapariciones. En posteriores infor- 
mes se ha reiterado esta inquietud. 


El Grupo de Trabajo ha seguido estrechamente la evolución del derecho internacional en 
materia de derechos humanos e impunidad. Tiene presente el contenido de la Convención 
sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad y 
recuerda las disposiciones del párrafo 2 del artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, las diversas decisiones del Comité de Derechos Humanos y de la Comi- 
sión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Hu- 
manos en la cuestión de las amnistías, y los informes y estudios independientes sobre la 
cuestión de la impunidad preparados por expertos independientes para el régimen de dere- 
chos humanos de las Naciones Unidas. 


En sus resoluciones, en particular en la resolución 57/215 titulada “Cuestión de las desapari- 
ciones forzadas o involuntarias”, la Asamblea General ha alertado al Grupo de Trabajo a se- 
guir examinando la cuestión de la impunidad, teniendo en cuenta las disposiciones corres- 
pondientes de la Declaración y los informes finales presentados por los relatores especiales 
nombrados por la Subcomisión. En su 74" período de sesiones, el Grupo de Trabajo deci- 
dió que en sus próximos períodos de sesiones examinaría cuestiones relativas a las amnis- 
tías y la impunidad. 


6 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 2005 (Extracto). 
Documento E/CN.4/2006/56 
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El Grupo de Trabajo ha decidido formular la siguiente observación general sobre lo que es- 
tima que es una interpretación correcta del artículo 18 de la Declaración sobre la protección 
de todas las personas contra las desapariciones forzadas. 


Comentario General 


1. El artículo 18 de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desa- 
pariciones forzadas (en adelante, la Declaración) se debe interpretar junto con otros artícu- 
los de la Declaración. Por consiguiente, los Estados deben abstenerse de elaborar o promul- 
gar leyes de amnistía que exoneren a quienes perpetran desapariciones forzadas de cualquier 
procedimiento o sanción penales e impidan también la aplicación e ¡implementación debidas 
de otras disposiciones de la Declaración. 


2. Se considerará que una ley de amnistía es contraria a las disposiciones de la Declaración, 
aunque haya sido aprobada en referendo o procedimiento de consulta similar, si a conse- 
cuencia de su aplicación o implementación se produce directa o indirectamente, alguno o 
todos estos supuestos: 


a) Cesar la obligación del Estado de investigar, procesar y castigar a los responsables de las 
desapariciones, como prevén los artículos 4, 13, 14 y 16 de la Declaración; 


b) Prevenir, obstaculizar o restringir la concesión en medida suficiente de indemnización, 
rehabilitación, compensación y reparación por desapariciones forzadas, como establece 
el artículo 19 de la Declaración; 


c) Ocultar el nombre de quienes hayan perpetrado una desaparición, violando así el de- 
recho a la verdad y la información que cabe inferir del párrafo 2 del artículo 4 y del artí- 
culo 9 de la Declaración; 


d) Exonerar a quienes hayan perpetrado desapariciones o tratarlos como si no hubieran 
cometido tales actos y, por consiguiente, no tuvieran la obligación de indemnizar a la víc- 
tima, en violación de los artículos 4 y 18 de la Declaración; 


e) Sobreseer procesos penales o cerrar investigaciones contra presuntos responsables de 
desapariciones o imponer sanciones insignificantes para que ampare a los responsables el 
derecho de no ser juzgados dos veces por el mismo delito, lo que de hecho conduciría a la 
impunidad en violación del párrafo 1 del artículo 4 de la Declaración. 


3. Los siguientes son ejemplos de medidas similares que, aunque no figuren en una ley de 
amnistía, pueden considerarse contrarias a la Declaración: 


a) Suspender o cesar la investigación de una desaparición porque no se hubiese logrado, o 
no fuera posible, identificar a los posibles responsables, en violación del párrafo 6 del ar- 
tículo 13 de la Declaración; 


b) Condicionar el derecho de la víctima a la verdad, la información, el recurso, la repara- 
ción, la rehabilitación o la indemnización a que retire la acusación o se perdone a los pre- 
suntos responsables de la desaparición; 


c) Disponer prescripciones en breve plazo o aun cuando se siga cometiendo el delito de 
desaparición, dada la naturaleza permanente del delito, en violación de los artículos 4 y 
17 de la Declaración; 


d) Disponer cualquier prescripción, dado que la práctica de la desaparición constituye un 
delito de lesa humanidad; 


e) Procesar a los responsables con la intención de absolverlos o imponerles sanciones in- 
significantes, lo cual equivaldría de hecho a impunidad. 


4. A pesar de cuanto antecede, cuando se interpreta junto con otras disposiciones de la De- 
claración, el artículo 18 permite medidas limitadas y excepcionales que conduzcan directa- 
mente a la prevención y cesación de las desapariciones, como se prevé en el artículo 3 de la 
Declaración, incluso si, prima facie, pudiera parecer que estas medidas tienen el efecto de 
una ley de amnistía o medida similar que pudiera conducir a la impunidad. 


5. En efecto, en los Estados en que ha habido violaciones sistemáticas o masivas de los de- 
rechos humanos como resultado de un conflicto armado interno o de la represión política, 
las medidas legislativas de gracia que puedan conducir al esclarecimiento de la verdad y a 
la reconciliación pueden constituir la única opción para cesar o prevenir las desapariciones. 


6. Aunque a primera vista pueda parecer que las circunstancias atenuantes equivalen a medi- 
das que puedan conducir a la impunidad, éstas se contemplan en el párrafo 2 del artículo 4 de 
la Declaración en dos casos concretos, es decir, cuando contribuyan a la reaparición con vi- 
da de la víctima o aporten informaciones que permitan esclarecer la suerte del desaparecido. 


7. Asimismo, el ejercicio del derecho de gracia se permite expresamente en el párrafo 2 del 
artículo 18 de la Declaración siempre que se tenga en cuenta la extrema gravedad de los ac- 
tos de desaparición forzada. 


8. Por consiguiente, en circunstancias excepcionales, cuando los Estados estimen necesario 
promulgar leyes para esclarecer la verdad y poner fin a la práctica de las desapariciones for- 
zadas, tales leyes serán compatibles con la Declaración siempre que observen las limitacio- 
nes siguientes: 


a) No deberán eliminarse completamente las sanciones penales, aunque la legislación no 
contemple las penas de prisión. En el marco de las medidas de gracia o del reconocimien- 
to de circunstancias atenuantes, siempre se deberá poder imponer sanciones penales al- 
ternativas (pago de indemnizaciones, trabajos comunitarios, etc.), a las personas a las 
que, de otro modo, se encarcelaría por haber cometido un delito de desaparición. 


b) Las medidas de gracia sólo se impondrán tras haberse emprendido un genuino proce- 
so de paz o negociaciones bona fide con las víctimas que haya dado por resultado discul- 
pas o expresiones de pesar del Estado o de los responsables y garantías para prevenir las 
desapariciones en el futuro. 


c) Quienes hayan perpetrado desapariciones no podrán beneficiarse de tales leyes si el Es- 
tado no ha cumplido sus obligaciones de investigar las circunstancias pertinentes de las 
desapariciones, identificar y detener a los responsables y velar por que se satisfaga el de- 
recho a la justicia, la verdad, la información, el recurso, la reparación, la rehabilitación y 
la indemnización de las víctimas. Los procesos de verdad y reconciliación no deben im- 
pedir el funcionamiento paralelo de procedimientos especiales de enjuiciamiento e inves- 
tigación de las desapariciones. 


d) En Estados que hayan tenido profundos conflictos internos, las investigaciones y pro- 
cesamientos penales no se podrán sustituir, pero sí acompañar, por procesos de verdad y 
reconciliación minuciosamente concebidos. 


e) La legislación debe prever claramente como objetivo, con adecuados mecanismos de 
aplicación, el logro efectivo de una paz genuina y sostenible, y garantías a las víctimas de 
que terminará y no se repetirá la práctica de la desaparición. 
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COMENTARIO GENERAL SOBRE EL ARTÍCULO 19 
DE LA DECLARACION” 


72. En el artículo 19 también se menciona explícitamente el derecho de las víctimas y sus 
familiares “a ser indemnizadas de una manera adecuada”. En consecuencia, los Estados tie- 
nen la obligación de adoptar medidas legislativas y de otra índole a fin de permitir que las 
víctimas soliciten una indemnización ante los tribunales o los órganos administrativos espe- 
ciales facultados a conceder la indemnización. Además de las víctimas que sobrevivieron a la 
desaparición, sus familias también tienen derecho a una indemnización por los sufrimien- 
tos padecidos mientras duró la desaparición, y en caso de muerte de la víctima, las personas 
que dependían de ella tienen asimismo derecho a la indemnización. 


73. La indemnización debe ser “adecuada” es decir proporcionada a la gravedad de la vio- 
lación de los derechos humanos (por ejemplo, el tiempo que duró la desaparición, las condi- 
ciones de detención, etc.) y al sufrimiento de la víctima y de sus familiares. La indemnización 
monetaria debe otorgarse por todo daño resultante de la desaparición forzada tales como da- 
ños físicos o mentales, oportunidades perdidas, daños materiales y pérdidas de ingresos, daño 
ala reputación y costos necesarios para obtener asistencia jurídica o de expertos. Las reclama- 
ciones civiles de indemnización no deben estar limitadas por las leyes de amnistía, estar su- 
jetas a disposiciones limitativas ni depender de las sanciones penales impuestas a los autores. 


74. El derecho a una indemnización adecuada por actos de desaparición forzada con arre- 
glo al artículo 19 será distinto al derecho a una indemnización por ejecuciones arbitrarias. 
En otras palabras, el derecho a una indemnización en relación con un acto de desaparición 
forzada no dependerá de la muerte de la víctima. Sin embargo, “en caso de fallecimiento de 
la víctimas a consecuencia de su desaparición forzada”, las personas dependientes tendrán 
oración del artículo 19. Si el fallecimiento de la víctimas no se ha comprobado por medio 
de una exhumación u otra forma semejante de prueba, los Estados están obligados a con- 
tar con los procedimientos jurídicos apropiados para que pueda dictarse la presunción de 
muerte u otra determinación semejante de la condición de la víctima que faculte a los de- 
pendientes a ejercer su derecho a la indemnización. En las leyes respectivas se especificarán 
las condiciones legales para dicho procedimiento, tales como el período mínimo de desa- 
parición, la categoría de personas que pueden iniciar los procedimientos, etc. En tanto que 
principio general, no se presumirá con oposición de la familia, que la víctima de una desa- 
parición forzada haya fallecido. 


75. Además de la sanción de los autores y el derecho a una indemnización monetaria, el 
derecho a obtener reparación por actos de desaparición forzada con arregla al artículo 19 
comprende también “los medios que les aseguren una readaptación tan completa como sea 
posible”. Esta obligación se refiere a la atención y a la rehabilitación médica y psicológica por 
cualquier forma de daño físico o mental así como a la rehabilitación legal y social, las garan- 
tías de que no se repetirán los actos, la restauración de la libertad personal, la vida familiar, 
la ciudadanía, el empleo o la propiedad, el regreso de la víctima a su lugar de residencia y 
otras formas semejantes de restitución, satisfacción y reparación que permitan suprimir las 
consecuencias de la desaparición forzada. 


7 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 1997 (Extracto). 
Documento E/CN.4/1998/43 


COMENTARIO GENERAL SOBRE LA DEFINICIÓN DE 
DESAPARICIONES FORZADAS* 


Preámbulo 


El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias se ha referido en el pasa- 
do al alcance de la definición de desapariciones forzadas en el marco de la Declaración sobre la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (en lo sucesivo la “Declara- 
ción”), en participar en su observación general sobre el artículo 4 de la Declaración. 


Según la Declaración, se producen desapariciones forzadas cuando se arresta, detiene o trasla- 
da contra su voluntad a las personas o éstas resultan privadas de su libertad de alguna otra for- 
ma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o parti- 
culares que actúan en nombre del Gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización 
o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a re- 
conocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley. 


El Grupo de Trabajo ha seguido estrechamente el desarrollo de la legislación internacional 
de derechos humanos sobre esta cuestión, en particular con respecto a la definición de desa- 
pariciones forzadas que figura en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (en lo 
sucesivo el “Estatuto de Roma”) y la Convención Internacional para la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas, aprobada recientemente pero que todavía 
no ha entrado en vigor (en lo sucesivo la “Convención Internacional”), así como en la Con- 
vención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (en lo sucesivo la “Con- 
vención Interamericana”). 


El Grupo de Trabajo toma nota de que los instrumentos internacionales sobre derechos hu- 
manos mencionados, es decir, la Declaración, la Convención Internacional y la Convención 
Interamericana contienen definiciones de desapariciones forzadas que son muy similares. 
La definición contenida en el Estatuto de Roma difiere de las que figuran en los instrumen- 
tos internacionales sobre derechos humanos indicados en la medida en que la definición de 
desapariciones forzadas del Estatuto de Roma incluye: a) grupos políticos como autores po- 
tenciales del delito, aunque no actúen en nombre o con el apoyo directo o indirecto, el con- 
sentimiento o aquiescencia del Gobierno; y b) la intención de sustraer a la víctima al ampa- 
ro de la ley por un período prolongado, como un elemento del delito. 


El Grupo de Trabajo estima que debe dar a la definición que figura en la Declaración la inter- 
pretación más idónea para proteger a todas las personas contra las desapariciones forzadas. 


Sobre la base de lo que precede, el Grupo de Trabajo ha decidido formular el siguiente co- 
mentario general. 


Comentario General 


1. Por lo que respecta a los autores del delito, el Grupo de Trabajo ha determinado claramen- 
te que, a efectos de su labor, las desapariciones forzadas sólo se consideran tales cuando 
el acto en cuestión lo cometen agentes estatales o particulares o grupos organizados (por 
ejemplo grupos paramilitares) que actúan en nombre o con el apoyo directo o indirecto 
del Gobierno o con su consentimiento o aquiescencia. 


$ Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 2007 (Extracto). 
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2. El Grupo de Trabajo está de acuerdo con las disposiciones del artículo 3 de la Convención 
Internacional en el sentido de que los Estados tomarán las medidas apropiadas para inves- 
tigar los actos equiparables a las desapariciones forzadas cometidos por personas o grupos 
de personas que actúen sin la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado y proce- 
sar a los responsables. 


3. El Grupo de Trabajo ha manifestado en su observación general sobre el artículo 4 de la De- 
claración que, aunque los Estados no están obligados a seguir estrictamente en sus códigos 
penales la definición contenida en la Declaración, se asegurarán de que el acto de la desa- 
parición forzada se defina de forma que lo distinga claramente de otros delitos afines, co- 
mo el rapto o el secuestro. 


4. Sobre la base de lo que precede, el Grupo de Trabajo no admite los casos relativos a ac- 
tos similares a las desapariciones forzadas cuando se atribuyen a personas o grupos que 
no actúan en nombre o con el apoyo directo o indirecto, el consentimiento o aquiescen- 
cia del Gobierno, como los movimientos terroristas o insurgentes, que combaten al Go- 
bierno en su propio territorio, ya que considera que debe respetar estrictamente la defini- 
ción que figura en la Declaración. 


5. De conformidad con el párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración, todo acto de desapari- 
ción forzada tiene como consecuencia sustraer a la víctima de la protección de la ley. Así 
pues, el Grupo de Trabajo admite casos de desaparición forzada sin exigir que la informa- 
ción en que una fuente denuncia un caso demuestre o presuma la intención del autor de 
sustraer a la víctima a la protección de la ley. 


6. En los casos en que el Grupo de Trabajo recibe informes de desapariciones forzadas en que 
la víctima ya ha aparecido muerta, el Grupo de Trabajo, de acuerdo con sus métodos de tra- 
bajo no admitiría el caso para transmitirlo al Gobierno respectivo, ya que se trataría de un 
caso ab initio. En realidad, según sus métodos de trabajo, la aclaración se produce cuando se 
demuestra claramente el paradero de la persona desaparecida, independientemente de que 
la persona esté viva o muerta. Sin embargo, esto no significa que estos casos no respondan a 
la definición de desaparición forzada que figura en la Declaración, si la privación de libertad 
tuvo lugar: a) contra la voluntad de la persona interesada; b) con la participación de agentes 
del Gobierno, al menos indirectamente o con su aquiescencia; y c) los agentes del Gobierno 
se niegan posteriormente a reconocer el hecho o a revelar la suerte o el paradero de la per- 
sona interesada. Esto significa que de acuerdo con el mandato del Grupo de Trabajo relati- 
vo a la supervisión de la aplicación de la Declaración, estos informes pueden transmitirse al 
Gobierno en cuestión con arreglo al método de “denuncias generales”, pero no con arreglo 
al procedimiento de urgencia ni con arreglo al “procedimiento ordinario”, en el sentido en 
que se utilizan estos términos en los métodos de trabajo del Grupo de Trabajo. Con arreglo 
al método de las denuncias generales, el Grupo de Trabajo invitaría a los gobiernos intere- 
sados a comentar las medidas que deben adoptarse en virtud de la Declaración para inves- 
tigar estos casos, procesar a los autores, respetar el derecho a una indemnización adecuada 
y también adoptar medidas para poner fin e impedir las desapariciones forzadas. 


7. Conforme a la definición de desapariciones forzadas que figura en la Declaración, el deli- 
to en cuestión comienza con el arresto, detención o traslado contra su voluntad de la vícti- 
ma, lo que significa que la desaparición forzada puede iniciarse con una detención ilegal o 
con un arresto o detención inicialmente legal. Es decir que la protección de la víctima con- 
tra la desaparición forzada debe resultar efectiva contra la privación de libertad, cualquie- 
ra que sea la forma que ésta revista, y no limitarse a los casos de privación ilegal de libertad. 


8. Aunque el Grupo de Trabajo en su observación general sobre el artículo 10 de la Declaración 
ha mantenido que cualquier detención que se prolongue indebidamente constituye una vio- 
lación de la Declaración, esto no significa que la Declaración permita una detención breve, 


ya que el Grupo de Trabajo aclara inmediatamente que una detención, en que no se formu- 
len cargos contra el detenido para que pueda comparecer ante la autoridad judicial, constitu- 
ye una violación de la Declaración. 


9. Como el Grupo de Trabajo indicaba en la misma observación general la detención admi- 
nistrativa o preventiva, per se, no constituye una violación del derecho internacional o de 
la Declaración. Sin embargo, si la detención, aunque sea por breve tiempo, va seguida de 
una ejecución extrajudicial, esta detención no puede considerarse administrativa o pre- 
ventiva en virtud del artículo 10 de la Declaración, sino más bien como una situación cu- 
ya consecuencia inmediata es sustraer al detenido a la protección de la ley. El Grupo de 
Trabajo considera que cuando el cadáver de la víctima aparece mutilado o con claros in- 
dicios de haber sido torturada, o con los brazos o piernas atados, estas circunstancias in- 
dican claramente que la detención no fue seguida inmediatamente de una ejecución, sino 
que la privación de libertad duró algún tiempo, al menos algunas horas o días. Una situa- 
ción de esta naturaleza no sólo constituye una violación del derecho a no ser objeto de 
desaparición, sino también del derecho a no ser sometido a torturas, del derecho al reco- 
nocimiento como persona ante la ley y del derecho a la vida, conforme a lo dispuesto en 
el párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración. 


10. En consecuencia, una detención seguida de una ejecución extrajudicial como la descri- 
ta en el párrafo anterior constituye una desaparición forzada en sentido propio, siempre 
que esa detención o privación de libertad la hayan realizado agentes gubernamentales, de 
cualquier sector o nivel, o grupos organizados o particulares que actúen en nombre o con 
el apoyo directo o indirecto del Gobierno o con su consentimiento o aquiescencia, y que 
con posterioridad a la detención o incluso después de haberse llevado a cabo la ejecución, 
se nieguen a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que el acto se 
haya cometido en absoluto. 


COMENTARIO GENERAL SOBRE LAS DESAPARICIONES FORZADAS 
COMO CRIMEN DE LESA HUMANIDAD? 


Preámbulo 


En la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forza- 
das de 1992 se afirma la vinculación entre las desapariciones forzadas y los crímenes de lesa 
humanidad. En el párrafo cuarto de su preámbulo, se declara que la “práctica sistemática [de 
las desapariciones forzadas] representa un crimen de lesa humanidad”. 


El Grupo de Trabajo considera que esta disposición debe ser interpretada a la vista de los 
acontecimientos jurídicos que han tenido lugar desde 1992. 


En virtud de lo expuesto, el Grupo de Trabajo ha decidido redactar el siguiente comenta- 
rio general. 


Comentario General 


1. El concepto de crímenes de lesa humanidad ha sido reconocido por el derecho interna- 
cional desde hace mucho tiempo. La vinculación entre las desapariciones forzadas y los 
crímenes de lesa humanidad fue explícitamente reconocida por la resolución 666 (XI- 
1-0/83) de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, de 1983, 
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que describía la práctica de las desapariciones forzadas per se como un crimen de lesa hu- 
manidad; dicho de otra forma: cualquier acto de desaparición forzada es considerado, de 
conformidad con ese texto, como un crimen de lesa humanidad. 


2. La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, de 1994, reafir- 


ma, en el párrafo sexto de su preámbulo, que “la práctica sistemática de la desaparición 
forzada de personas constituye un crimen de lesa humanidad”. 


. El artículo 18 del proyecto de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la hu- 


manidad de la Comisión de Derecho Internacional, de 1996, define los crímenes de le- 
sa humanidad de la siguiente manera: “Por crimen contra la humanidad se entiende la 
comisión sistemática o en gran escala e instigada o dirigida por un gobierno o por una 
organización política o grupo de cualquiera de los actos siguientes”; esta definición es 
aplicable a todos los crímenes enumerados en el artículo, entre los cuales figuran las des- 
apariciones forzadas. 


4. El párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de Roma por el que se establece la Corte Penal In- 


ternacional, de 1998, también ofrece una definición general del concepto de crímenes 
de lesa humanidad, aplicable a todos los crímenes indicados en el mencionado párrafo, 
incluidas las desapariciones forzadas. Esta definición contiene diversos criterios: “A los 
efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de 
los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemáti- 
co contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque”. 


5. En el artículo 5 de la Convención Internacional para la protección de todas las personas 


contra las desapariciones forzadas, de 2006, se dispone lo siguiente: “La práctica genera- 
lizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de lesa humanidad 
tal como está definido en el derecho internacional aplicable y entraña las consecuencias 
previstas por el derecho internacional aplicable”. 


6. Esta disposición, aunque recuerda los criterios que son similares a los enunciados en el 


proyecto de código de la Comisión de Derecho Internacional, al mencionar el “crimen de 
lesa humanidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable” está de he- 
cho refiriéndose esencialmente a otros instrumentos o fuentes del derecho internacional. 
Los travaux préparatoires confirman que los Estados no pretendían definir las desapari- 
ciones forzadas como un crimen de lesa humanidad, sino principalmente recordar que, 
de acuerdo con otros instrumentos y fuentes del derecho internacional, esta era una ca- 
lificación aceptada. 


7. Sobre la base tanto de la jurisprudencia de los tribunales internacionales como del Estatu- 


to de la Corte Penal Internacional, puede observarse que los crímenes de lesa humanidad 
son crímenes cometidos en un contexto. Dicho de otro modo, los crímenes de lesa hu- 
manidad se caracterizan por sus elementos contextuales. Estos elementos específicos son 
los que permiten diferenciar, por ejemplo, un asesinato calificado como un delito común 
de un asesinato que constituye un crimen de lesa humanidad. 


8. Consideraciones parecidas se aplican a las desapariciones forzadas, que sólo pueden cali- 


ficarse de crímenes de lesa humanidad cuando se cometen en un contexto determinado. 


9. Así pues, el párrafo cuarto del preámbulo de la Declaración de 1992 ha dejado de estar 


en consonancia con el derecho internacional vigente. La jurisprudencia de los tribunales 
penales internacionales y los tribunales mixtos, así como el Estatuto de Roma de la Cor- 
te Penal Internacional, ofrecen muestras convincentes del derecho internacional vigen- 
te en esta materia. 


10. La jurisprudencia de los dos tribunales penales internacionales especiales viene dada, 


entre otros, por el fallo de la Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la 


ex Yugoslavia en el caso Kunarac y otros (12 de junio de 2002, IT-96-23 y 23/1-A, véanse 
los párrafos 71 a 105), en el cual la Sala de Apelaciones consideró que los elementos con- 
textuales de los crímenes de lesa humanidad eran los siguientes: 


a) Que hubiera tenido lugar un “ataque”; 

b) Que el ataque estuviera dirigido contra cualquier población civil; 
c) Que el ataque hubiera sido generalizado o sistemático; 

d) Que el autor tuviera conocimiento del ataque. 


11. Estos mismos elementos se repiten en el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de la Cor- 
te Penal Internacional, que dice así: “A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por 
“crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como 
parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conoci- 
miento de dicho ataque”. 


12. El Estatuto de la Corte Penal Internacional ha sido ratificado por más de 100 países. En 
una decisión histórica, la Sala de Cuestiones Preliminares I de la Corte Penal Internacio- 
nal se refirió con frecuencia al fallo Kunarac para interpretar el párrafo 1 del artículo 7 (El 
fiscal c. Ahmad Muhammad Harun (“Ahmad Harun”) y Ali Muhammad Ali Abd-Al-Ra- 
hman (Ali Kushayb”), N* ICC-02/05-01/07, decisión sobre el requerimiento fiscal con 
arreglo al párrafo 7 del artículo 58 del Estatuto, 27 de abril de 2007, párrs. 60 a 62). 


13. Debe observarse también que el párrafo 1 del artículo 7 ha sido incorporado a los esta- 
tutos de otros tribunales internacionales y mixtos, incluido el Tribunal Especial para Sie- 
rra Leona, las Salas Especiales de Delitos Graves de Timor-Leste y las Salas Especiales en 
los Tribunales de Camboya. 


14. El Grupo de Trabajo está, por lo tanto, convencido de que la definición contenida en el 
párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional refleja actualmente 
el derecho internacional consuetudinario y puede, por consiguiente, utilizarse para inter- 
pretar y aplicar las disposiciones de la Declaración. 


15. En caso de presentarse denuncias de desapariciones forzadas que pudieran constituir 
crímenes de lesa humanidad, el Grupo de Trabajo evaluará esas denuncias a la luz de los 
criterios enumerados en el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de Roma, tal y como es- 
tos son interpretados por los tribunales internacionales y mixtos y, llegado el caso, las re- 
mitirá a las autoridades competentes, ya sean internacionales, regionales o nacionales. 


COMENTARIO GENERAL SOBRE LA DESAPARICIÓN FORZADA 
COMO DELITO CONTINUADO” 


Preámbulo 


Con el fin de centrar la atención de los Estados más eficazmente en las obligaciones pertinentes 
emanadas de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas, el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias decidió apro- 
bar un comentario general acerca de las disposiciones de la Declaración que pudiesen requerir 
ulterior explicación. 
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El siguiente comentario general complementa el comentario general anterior sobre el artículo 17 
de la Declaración en relación con la interpretación del carácter continuado del delito de desapa- 
rición forzada. 


En derecho internacional, “la violación de una obligación internacional mediante un hecho 
del Estado que tiene carácter continuo se extiende durante todo período en el cual el hecho 
continúa y se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional” (artículos 
sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, resolución 56/83 
de la Asamblea General, art. 14, párr. 2). 


Diversos tratados internacionales y tribunales internacionales, regionales y nacionales han 
reconocido que la desaparición forzada es un acto que continúa y un delito continuado. 


El artículo 17, párrafo 1, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la protección de to- 
das las personas contra las desapariciones forzadas reza: 


“Todo acto de desaparición forzada será consi- 
derado delito permanente mientras sus autores 
continúen ocultando la suerte y el paradero de la 
persona desaparecida” 


Este carácter continuo de las desapariciones forzadas tiene consecuencias por lo que se refiere a 
la aplicación del principio de no retroactividad, tanto en el derecho de los tratados como en el 
derecho penal. 


El artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, esta- 
blece que: 


“Las disposiciones de un tratado no obligarán a 
una parte respecto de ningún acto o hecho que 
haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor del tratado para esa parte ni de 
ninguna situación que en esa fecha haya deja- 
do de existir, salvo que una intención diferente 
se desprenda del tratado o conste de otro modo” 


Algunos Estados han adoptado también la práctica, cuando ratifican una convención, de 
formular una reserva en la que establecen que el tratado no se aplicará a actos que hayan su- 
cedido antes de la entrada en vigor de ese tratado para el Estado. 


Asimismo, la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone, en su artículo 11, párrafo 2: 


“Nadie será condenado por actos u omisiones que 
en el momento de cometerse no fueron delictivos 
según el derecho nacional o internacional. Tam- 
poco se impondrá pena más grave que la aplicable 
en el momento de la comisión del delito” 


En base a lo expresado anteriormente, el Grupo de Trabajo ha decidido formular su comen- 
tario general en los siguientes términos: 


Comentario General 


1. Las desapariciones forzadas son el prototipo de actos continuos. El acto comienza en el 
momento del secuestro y se prolonga durante todo el período de tiempo en que el delito 
no haya cesado, es decir, hasta que el Estado reconozca la detención o proporcione infor- 
mación sobre la suerte o el paradero de la persona desaparecida. 


2. Aunque una conducta viole varios derechos, incluido el derecho al reconocimiento de una 
persona ante la ley, su derecho a la libertad y a la seguridad y el derecho a no ser someti- 
da a tortura ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes y viole, además, 
el derecho a la vida o lo ponga gravemente en peligro, el Grupo de Trabajo considera que 
una desaparición forzada es un acto único y consolidado y no una combinación de actos. 
Aun cuando varios aspectos de la violación puedan haberse completado antes de la entra- 
da en vigor del instrumento nacional o internacional pertinente, si otras partes de la vio- 
lación persisten, y mientras no se determine la suerte o el paradero de la víctima, deberá 
considerarse el caso y no deberá fragmentarse el acto. 


3. Así pues, cuando la desaparición forzada se inició antes de la entrada en vigor de un ins- 
trumento o antes de que un Estado determinado aceptase la jurisdicción del órgano com- 
petente, el hecho de que la desaparición continúe tras la entrada en vigor o la aceptación 
de la jurisdicción atribuye a la institución la competencia y la jurisdicción para entender 
del caso de desaparición forzada en su conjunto y no sólo de los actos u omisiones impu- 
tables al Estado que se produjeron tras la entrada en vigor del instrumento legal pertinen- 
te o la aceptación de la jurisdicción. 


4. El Grupo de Trabajo considera, por ejemplo, que cuando se ha reconocido que un Estado 
es responsable de haber cometido una desaparición forzada que comenzó antes de la en- 
trada en vigor del instrumento jurídico pertinente y que persistió tras su entrada en vi- 
gor, el Estado incurre en responsabilidad por todas las violaciones derivadas de la desa- 
parición forzada y no sólo por las violaciones que se produjeron tras la entrada en vigor 
del instrumento. 


5. Análogamente, en derecho penal, el Grupo de Trabajo opina que, como consecuencia del 
carácter continuo de la desaparición forzada, es posible condenar a una persona por la 
desaparición sobre la base de un instrumento jurídico promulgado después de que co- 
menzara la desaparición forzada no obstante el principio fundamental de no retroactivi- 
dad. No es posible separar el delito, y la condena debe abarcar la desaparición forzada en 
su conjunto. 


6. En la medida de lo posible, los tribunales y otras instituciones deberían considerar la des- 
aparición forzada como un delito o una violación de derechos humanos de carácter con- 
tinuo mientras no hayan cesado todos los elementos del delito o de la violación. 


7. Cuando una ley o un reglamento parezca contradecir la doctrina de la violación continua- 
da, el órgano competente debería interpretar la disposición de la manera más restringi- 
da posible a fin de ofrecer un recurso o poder enjuiciar a los autores de la desaparición. 


8. Con el mismo espíritu, las reservas que excluyan la competencia de ese órgano con res- 
pecto a los actos u omisiones que se produjeron antes de la entrada en vigor del instru- 
mento legal pertinente o a la aceptación de la competencia de la institución, deberían in- 
terpretarse de modo que no constituyan un obstáculo para hacer responsable a un Estado 
de una desaparición forzada que continúa después de ese momento. 
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COMENTARIO GENERAL SOBRE EL DERECHO A LA VERDAD 
EN RELACION CON LAS DESAPARICIONES FORZADAS" 


Preámbulo 


El derecho a la verdad, denominado a veces derecho a conocer la verdad, en relación con las 
violaciones de derechos humanos está actualmente ampliamente reconocido en derecho in- 
ternacional. Así lo demuestran los numerosos reconocimientos de su existencia como dere- 
cho autónomo a nivel internacional y la práctica de los Estados a nivel nacional. El derecho 
ala verdad no sólo se aplica a las desapariciones forzadas. Sin embargo, este comentario ge- 
neral se refiere únicamente a las desapariciones forzadas en el contexto de la Declaración so- 
bre la protección de todas las personas contra la desaparición forzada. 


A nivel internacional, el derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas o 
las personas desaparecidas se reconoce en diversos instrumentos. El artículo 32 del Protoco- 
lo I de los Convenios de Ginebra establece “el derecho que asiste a las familias de conocer la 
suerte de sus miembros”. El artículo 24 de la Convención Internacional para la protección de 
todas las personas contra la desaparición forzada, de 2006, dispone que: 


“Cada víctima tiene el derecho de conocer la ver- 
dad sobre las circunstancias de la desaparición for- 
zada, la evolución y resultados de la investigación y 
la suerte de la persona desaparecida. Cada Estado 
parte tomará las medidas adecuadas a este respecto” 


La existencia del derecho a la verdad como un derecho autónomo fue reconocida por el Gru- 
po de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su primer informe (E/ 
CN.4/1435, 22 de enero de 1981, párr. 187). También lo han reconocido otros órganos in- 
ternacionales a nivel universal y regional (véase, como ejemplo concreto de jurisprudencia 
pertinente, el “Estudio sobre el derecho a la verdad”, informe de la Oficina del Alto Comi- 
sionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (E/CN.4/2006/91, 8 de febrero 
de 2006)); diversos órganos intergubernamentales, incluida la Comisión de Derechos Hu- 
manos y, actualmente, el Consejo de Derechos Humanos (véanse la resolución 2005/66, de 
20 de abril de 2005, de la Comisión; la decisión 2/105, de 27 de noviembre de 2006; la reso- 
lución 9/11, de 18 de septiembre de 2008; y la resolución 12/12, de 1% de octubre de 2009, 
del Consejo). 


La existencia del derecho a la verdad en el derecho internacional está aceptada por la prác- 
tica de los Estados que incluye tanto la jurisprudencia como el establecimiento de diversos 
mecanismos que buscan la verdad en el período siguiente a crisis graves de derechos huma- 
nos, dictaduras o conflictos armados (véase “Estudio sobre el derecho a la verdad”, op. cit.). 
Esos mecanismos incluyen la instrucción de causas penales y la creación de “comisiones de 
la verdad”, cuyo fin es esclarecer violaciones cometidas en el pasado y, en general, facilitar la 
reconciliación entre distintos grupos. 


El derecho a la verdad es un derecho tanto colectivo como individual. Toda víctima tiene 
derecho a conocer la verdad sobre las violaciones que le afectan, pero la verdad debe comu- 
nicarse también a la sociedad como “una salvaguardia fundamental contra la repetición de 
tales violaciones”, según se indica en el principio 2 del Conjunto de principios para la pro- 
tección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad (E/ 
CN.4/2005/102/Add.1). 


1 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias, 2010. Docu- 
mento A/HRC/16/48 


En el principio 3 de ese documento se especifica que el Estado tiene el correspondiente “de- 
ber de recordar”: 


“El conocimiento por un pueblo de la historia de 
su opresión forma parte de su patrimonio, y por 
ello, se debe conservar adoptando medidas ade- 
cuadas en aras del deber de recordar que incum- 
be al Estado para preservar los archivos y otras 
pruebas relativas a violaciones de los derechos 
humanos y el derecho humanitario y para facili- 
tar el conocimiento de tales violaciones. Esas me- 
didas deben estar encaminadas a preservar del 
olvido la memoria colectiva y, en particular, evi- 
tar que surjan tesis revisionistas y negacionistas.” 


El principio 4 establece el “derecho de las víctimas a saber” como derecho individual: 


“Independientemente de las acciones que puedan 
entablar ante la justicia, las víctimas y sus familias 
tienen el derecho imprescriptible a conocer la ver- 
dad acerca de las circunstancias en que se cometie- 
ron las violaciones y, en caso de fallecimiento o des- 
aparición, acerca de la suerte que corrió la víctima” 


El Grupo de Trabajo ha recomendado muchas veces que los Estados adopten medidas pa- 
ra promover la verdad, ofrecer una reparación a las víctimas y velar por la reconciliación en 
sus sociedades como medio para realizar el derecho a la verdad y el derecho a reparación in- 
tegral para las víctimas de desapariciones forzadas. Sobre la base de su experiencia, el Grupo 
de Trabajo reconoce que estos procesos resultan a menudo fundamentales para evitar que si- 
gan produciéndose desapariciones forzadas y para esclarecer casos, revelando la verdad so- 
bre la suerte o el paradero de las personas desaparecidas. No obstante, el Grupo de Traba- 
jo subraya que la reconciliación entre el Estado y las víctimas de desapariciones forzadas no 
puede tener lugar sin el esclarecimiento de todos los casos individuales. 


En la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones for- 
zadas, de 1992, se enumeran diversas obligaciones que se derivan del derecho a la verdad. 
Sobre la base de lo anterior, el Grupo de Trabajo ha decidido aprobar el siguiente comenta- 
rio general: 


Comentario General 


1. El derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas se refiere al derecho a 
conocer los progresos y resultados de una investigación, la suerte y el paradero de las per- 
sonas desaparecidas y las circunstancias de la desaparición, así como la identidad del au- 
tor o los autores de la desaparición. 


2. El derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas debe distinguirse clara- 
mente del derecho a la información y, en particular, del derecho de los familiares u otras 
personas con un interés legítimo y sus representantes o abogados a obtener información 
sobre una persona privada de libertad. El derecho a la información sobre la persona dete- 
nida, junto con el derecho inderogable del hábeas corpus, deben considerarse instrumen- 
tos fundamentales para evitar que se produzcan desapariciones forzadas. 


3. En el artículo 13 de la Declaración se reconoce la obligación del Estado de investigar los 
casos de desaparición forzada. En el párrafo 4 del artículo 13 se especifica que “los resul- 
tados de la investigación se comunicarán a todas las personas interesadas, a su solicitud, 
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a menos que con ello se obstaculice la instrucción de una causa penal en curso”. Habida 
cuenta de los acontecimientos ocurridos desde 1992, el Grupo de Trabajo considera que 
la última parte del párrafo debería interpretarse de manera restrictiva. De hecho, debe ha- 
cerse plenamente partícipes a los familiares de la víctima en la investigación de la desapa- 
rición forzada. La denegación de información restringe el derecho a la verdad. Esa limi- 
tación debe guardar estrictamente proporción con el único fin legítimo: evitar poner en 
peligro la instrucción de una causa penal en curso. El hecho de negarse en absoluto a fa- 
cilitar información o a comunicarse con los familiares, dicho de otro modo, una denega- 
ción rotunda, constituye una violación del derecho a la verdad. El hecho de facilitar infor- 
mación general sobre las cuestiones de procedimiento, por ejemplo que se ha sometido el 
asunto a la consideración de un juez es insuficiente y debería considerarse una violación 
del derecho a la verdad. El Estado tiene la obligación de permitir que toda persona intere- 
sada conozca las medidas concretas que se han adoptado para esclarecer la suerte y el pa- 
radero del desaparecido. Esta información debe incluir las medidas adoptadas en base a 
las pruebas proporcionadas por los familiares u otros testigos. Si bien las necesidades de 
la instrucción de una causa penal pueden justificar una restricción de la divulgación de 
determinados datos, la legislación nacional debe prever un recurso para revisar esa dene- 
gación de información a todas las personas interesadas. Esta revisión debe poder llevar- 
se a cabo en el momento de la denegación inicial de información y, posteriormente, con 
regularidad para asegurarse de que persisten los motivos de la necesidad invocada por la 
autoridad pública para no divulgar la información. 


4. El párrafo 6 del artículo 13 dispone que “deberá poderse hacer una investigación, con 


arreglo a las modalidades descritas en los párrafos que anteceden, mientras no se haya 
aclarado la suerte de la víctima de una desaparición forzada”. La obligación de seguir in- 
vestigando mientras no se hayan esclarecido la suerte y el paradero de la persona desapa- 
recida es una consecuencia del carácter continuado de las desapariciones forzadas (véase 
el comentario general del Grupo de Trabajo sobre el artículo 17 y su comentario gene- 
ral sobre la desaparición forzada como violación continuada de derechos humanos y co- 
mo crimen continuado). 


También deja claro que el derecho de los familiares a conocer la verdad sobre la suerte y 
el paradero de las personas desaparecidas es un derecho absoluto, no sujeto a ningún tipo 
de limitación o suspensión. El Estado no puede invocar ningún fin legítimo o circunstan- 
cia excepcional para restringir ese derecho. Este carácter absoluto se deriva también del 
hecho de que la desaparición forzada causa “angustia y pesar” (quinto párrafo del preám- 
bulo de la Declaración) a la familia, un sufrimiento que se sitúa en el umbral de la tortura, 
como también se deduce del párrafo 2 del artículo 1 de la misma Declaración, que esta- 
blece que: “Todo acto de desaparición forzada (...) constituye una violación de las nor- 
mas del derecho internacional que garantizan (...) el derecho a no ser sometido a tortu- 
ras ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. A este respecto, el Estado 
no puede restringir el derecho a conocer la verdad sobre la suerte y el paradero de la per- 
sona desparecida, ya que esa restricción sólo agravaría y prolongaría la tortura continua 
infligida a los familiares. 


5. Las principales obligaciones del Estado en relación con el derecho a la verdad son, sobre 


todo, de procedimiento e incluyen: la obligación de investigar hasta que se esclarezca la 
suerte y el paradero de la persona; la obligación de comunicar los resultados de las in- 
vestigaciones a las partes interesadas según las condiciones que se expresan en el párra- 
fo 3 del comentario general; la obligación de facilitar el pleno acceso a los archivos; y la 
obligación de proporcionar una protección plena a los testigos, los familiares, los jueces 
y otras personas que participen en cualquier investigación. Existe una obligación absolu- 
ta de tomar todas las medidas necesarias para encontrar a la persona, pero no existe una 


obligación absoluta de obtener resultados. De hecho, en determinados casos, el esclareci- 
miento es difícil o imposible, por ejemplo cuando, por diversas razones, no es posible en- 
contrar un cadáver. Una persona puede haber sido objeto de una ejecución sumaria, pero 
quizá resulte imposible encontrar sus restos porque la persona que enterró el cadáver ha- 
ya fallecido y nadie más disponga de información sobre la suerte que ha corrido la vícti- 
ma. Con todo, el Estado tiene la obligación de investigar hasta que pueda determinar, por 
presunción, la suerte o el paradero de la persona. 


En su comentario general sobre el artículo 19 (derecho a una indemnización), el Grupo 
de Trabajo señaló que: “en tanto que principio general, no se presumirá, con la oposición 
de la familia, que la víctima de una desaparición forzada ha fallecido”. 


6. El derecho a conocer la verdad sobre la suerte y el paradero incluye, cuando se descu- 
bre que la persona desparecida ha fallecido, el derecho de la familia a recuperar los res- 
tos mortales de su ser querido y organizar el entierro de acuerdo con sus tradiciones, re- 
ligión o cultura. Los restos de la persona deben identificarse con claridad y sin margen de 
error, recurriendo incluso a un análisis del ADN si fuera necesario. El Estado, o cualquier 
otra autoridad, deberán abstenerse de iniciar el proceso de identificación de los restos o 
disponer de ellos sin la plena participación de la familia y sin informar abiertamente a la 
opinión pública de esas medidas. Los Estados deben adoptar todas las medidas necesa- 
rias para solicitar los servicios de expertos forenses y utilizar métodos científicos de iden- 
tificación hasta donde permitan los recursos disponibles, incluso con asistencia y coope- 
ración internacional. 


7. El derecho a conocer la verdad sobre la suerte y el paradero se aplica también a los ca- 
sos de niños nacidos durante la desaparición forzada de la madre y posteriormente ob- 
jeto de adopción ilegal. En el artículo 20 de la Declaración se establece que esos actos de 
secuestro, “así como la falsificación o supresión de documentos que atestiguan su verda- 
dera identidad, constituyen delitos de naturaleza sumamente grave que deberán ser cas- 
tigados como tales”. En la misma disposición se establece también que los Estados “se es- 
forzarán por buscar e identificar a esos niños para restituirlos a su familia de origen”. Esto 
significa que debe revelarse la falsedad de la adopción. Las familias de la persona desapa- 
recida y del niño tienen un derecho absoluto a conocer la verdad sobre el paradero de és- 
te. Sin embargo, en el párrafo 2 del mismo artículo se busca un equilibrio en cuanto a la 
posibilidad de proceder al examen de la adopción. Ese equilibrio, habida cuenta de pre- 
servar el interés superior del niño, no prejuzga el derecho a conocer la verdad sobre la fa- 
milia de origen o el paradero del menor. 


8. En cambio, el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición no 
es un derecho absoluto. La práctica de los Estados indica que, en algunos casos, se ha 
preferido ocultar parte de la verdad para facilitar la reconciliación. En particular, sigue 
existiendo controversia sobre si debe revelarse el nombre de los autores como una con- 
secuencia del derecho a conocer la verdad. Se ha sostenido que no conviene divulgar el 
nombre de los autores en procesos como las “comisiones de la verdad”, cuando los au- 161 
tores no gozan de las garantías legales que normalmente se conceden a las personas en 
un proceso penal, en particular el derecho a la presunción de inocencia. A pesar de to- 
do, con arreglo al artículo 14 de la Declaración, el Estado tiene la obligación de proce- 
sar a los presuntos autores de una desaparición forzada “cuando las conclusiones de una 
investigación oficial lo justifiquen y a menos que hayan sido extraditados a otro Estado 
que ejerce su jurisdicción de conformidad con los convenios internacionales vigentes en 
la materia, [entregándolos] a las autoridades civiles competentes del primer Estado a fin 
de ser procesados y juzgados”. 
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Sin embargo, en su comentario general sobre el artículo 18 de la Declaración, el Grupo de 
Trabajo señaló que la prohibición de amnistía establecida en el artículo 18 admite “medi- 
das limitadas y excepcionales que conduzcan directamente a la prevención y la cesación 
de las desapariciones, como se prevé en el artículo 3 de la Declaración, incluso si, prima 
facie pudiera aparecer que estas medidas tienen el efecto de una ley de amnistía o medi- 
da similar que pudiera conducir a la impunidad”. 


El Grupo de Trabajo añadía: 


“En efecto, en los Estados en que ha habido vio- 
laciones sistemáticas o masivas de los derechos 
humanos como resultado de un conflicto arma- 
do interno o de la represión política, las medidas 
legislativas de gracia que puedan conducir al es- 
clarecimiento de la verdad y a la reconciliación 
pueden constituir la única opción para cesar o 
prevenir las desapariciones” 


En otras palabras, las restricciones del derecho a la verdad no afectan al derecho de las 
víctimas a que se haga justicia, es decir, la decisión de no revelar el nombre de los auto- 
res en un proceso de la verdad no obsta para su procesamiento, mientras que la realiza- 
ción del derecho a la verdad puede, en circunstancias excepcionales, limitar el derecho a 
la justicia, dentro de los límites estrictos expresados en los párrafos 6 y 8 del comentario 
general del Grupo de Trabajo sobre el artículo 18 y teniendo en cuenta el párrafo 3 b) de 
ese comentario general. El Grupo de Trabajo recuerda, en particular, que “las medidas de 
gracia sólo se impondrán tras haberse emprendido un genuino proceso de paz o nego- 
ciaciones bona fide con las víctimas que haya dado por resultado disculpas o expresiones 
de pesar del Estado o de los responsables y garantías para prevenir las desapariciones en 
el futuro” (comentario general sobre el artículo 18, párr. 8 b)). Además, el Grupo de Tra- 
bajo opina que no cabe esa limitación cuando la desaparición forzada constituye un cri- 
men de lesa humanidad (para la definición de desaparición forzada como delito de lesa 
humanidad, véase el comentario general del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias acerca de esta cuestión). 


9. El derecho a la verdad implica que el Estado tiene la obligación de dar pleno acceso a la in- 


formación disponible para permitir la búsqueda de las personas desaparecidas. En el párra- 
fo 2 del artículo 13 de la Declaración se señala que “la autoridad competente [debe dispo- 
ner] de las facultades y los recursos necesarios para llevar a cabo la investigación, incluidas 
las facultades necesarias para exigir la comparecencia de testigos y la presentación de prue- 
bas pertinentes, así como para proceder sin demora a visitar lugares”. Esas facultades deben 
incluir el pleno acceso a los archivos del Estado. Tras el fin de las investigaciones, los archi- 
vos de esa autoridad deben preservarse y ponerse a disposición del público. 


10. Por último, el derecho a la verdad asegura también que el Estado tiene la obligación de pro- 
porcionar la protección y la asistencia necesarias a las víctimas, los testigos y otras perso- 
nas interesadas. La búsqueda de la verdad suele tener como consecuencia que los autores y 
otras personas traten de evitar que se revele la verdad mediante amenazas e incluso agresio- 
nes a las personas que participan en la investigación. Así pues, el Estado tiene la obligación 
de velar por una eficaz protección de los afectados. En el párrafo 3 del artículo 13 se estable- 
ce con toda claridad que los Estados “tomarán disposiciones para que todos los que partici- 
pen en la investigación, incluidos el denunciante, el abogado, los testigos y los que realizan 
la investigación, estén protegidos de todo maltrato y todo acto de intimidación o represa- 
lia”. En particular, el Estado puede crear un programa de protección de testigos a través de 
una institución independiente. 


COMENTARIO GENERAL SOBRE EL DERECHO AL 
RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA 
EN EL CONTEXTO DE LAS DESAPARICIONES FORZADAS” 


Preámbulo 


El derecho al reconocimiento a la personalidad jurídica es un derecho humano ampliamen- 
te reconocido a nivel universal y regional, incluyendo al artículo 6 de la Declaración Uni- 
versal de los Derechos Humanos y el artículo 16 del Pacto Internacional de Derechos Civi- 
les y Políticos (ver también, a nivel regional, el artículo XVII de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 3 de la Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos, y el artículo 5 de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos). 


Este derecho es central en la concepción de derechos humanos, ya que expresa el derecho y 
la capacidad de cada ser humano de ser titular de derechos y deberes bajo la ley. A menudo 
ha sido descrito como el “derecho a tener derechos” y como una consecuencia directa del de- 
recho a respetar la dignidad humana.'* 


El Grupo de Trabajo siempre ha considerado que las desapariciones forzadas infringen el 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica (ver el primer informe del Grupo de 
Trabajo, e/cn.4/1435, $ 184). En concordancia con esta conclusión, la Declaración sobre la 
Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas provee, en el párrafo 
2 del artículo 1: 


Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley [...] Consti- 
tuye una violación de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser huma- 
no, entre otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica [...] 


Necesariamente hay un fuerte vínculo entre uno de los elementos de la definición legal de la 
desaparición forzada — la sustracción de la persona desaparecida de la protección de la ley - 
y el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. 


Siguiendo el reciente desarrollo de casos en los niveles universal y regional'*, el Grupo de 
Trabajo estima necesario establecer la interpretación del párrafo 2 del artículo 1 para ayudar 
alos Estados en la aplicación de la Declaración de manera que sea más conducente a la pro- 
tección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. 


Consecuentemente, el Grupo de Trabajo ha decidido emitir el siguiente comentario general: 


Comentario general 


1. La desaparición forzada representa una violación paradigmática del derecho al reconoci- 
miento de la personalidad jurídica. Uno de los elementos constitutivos de las desaparicio- 
nes forzadas es que la persona es “sustraida de la protección de la ley”. Esto significa que 


2 Informe Anual del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas, 2011. Documento A/ 
HRC/19/58. Traducción no oficial realizada por la ONU-DH México. Para consultar la versión 
original en inglés, visitar:http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/RegularSes- 
sion/Session19/A-HRC-19-58-Add4_en_sp.pdf 

B Ver en partícular el artículo 5 de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, donde esos 
dos derechos están vinculados. 

4 Ver en particular, Comité de Derechos Humanos, Zohra Madoui v. Argelia, octubre 28, 2008, $ 7.7, 
7.8; sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso, Anzualdo Castro v. Perú, 
septiembre 22, 2009, párr. 90 y 101. 
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no solamente la detención es negada, y/o la suerte o el paradero de la persona son ocul- 
tados, sino que mientras está privada de su libertad, a la persona se le niega cualquier de- 
recho ante la ley, y es ubicada en un limbo legal, en una situación de total indefensión. 


2. Las desapariciones forzadas conllevan la negación de la existencia legal de la persona des- 


aparecida, y como consecuencia, impide que dicha persona goce de todos los demás de- 
rechos humanos y libertades. La persona desaparecida quizás conserve su nombre, al me- 
nos cuando el nacimiento ha sido registrado (y excepto en casos en los que la verdadera 
identidad de los niños y niñas, que han sido sustraídos de sus padres, es falsificada, ocul- 
tada o destruida), pero no aparece en el registro de detención; ni tampoco su nombre es 
conservado en el registro de defunciones. La persona desaparecida es de facto privada de 
su domicilio. Sus propiedades son congeladas en un limbo legal ya que nadie, ni sus fami- 
liares más cercanos, pueden disponer de dicho patrimonio hasta que la persona desapare- 
cida aparece con vida o es declarada muerta, esto es una “no persona”. 


. El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica también guarda relación en el 


caso de infantes que han nacido durante la desaparición forzada de su madre, y quie- 
nes posteriormente fueron ilegalmente adoptados. Mientras su identidad biológica no sea 
protegida, su personalidad misma no es reconocida ante la ley. Por consiguiente, el artí- 
culo 20 de la Declaración establece que dichos actos de apropiación, así como el acto de 
alterar o suprimir documentos que atestiguan su verdadera identidad, “constituyen deli- 
tos de naturaleza sumamente grave que deberán ser castigados como tales”. El mismo ar- 
tículo también establece que los Estados “se esforzarán por buscar e identificar a esos ni- 
ños para restituirlos a su familia de origen”. 


. Incluso si el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica se extingue con la 


muerte de la persona desaparecida, sus efectos pueden prolongarse más allá de su muer- 
te, en particular en todo lo relacionado con su herencia. Adicionalmente, como lo ha de- 
clarado el Grupo de Trabajo en su comentario general sobre la desaparición forzada co- 
mo delito continuado, “aunque una conducta viole varios derechos, incluido el derecho 
al reconocimiento de una persona ante la ley, (...) el Grupo de Trabajo considera que una 
desaparición forzada es un acto único y consolidado, y no una combinación de actos” con 
la consecuencia de que “aun cuando varios aspectos de la violación puedan haberse com- 
pletado antes de la entrada en vigor del instrumento nacional o internacional pertinente, 
si otras partes de la violación persisten, y mientras no se determine la suerte o el parade- 
ro de la víctima, deberá considerarse el caso y no deberá fragmentarse el acto” La viola- 
ción del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica por tanto se prolonga has- 
ta que la desaparición termina, esto es, cuando la suerte o el paradero de la persona hayan 
sido determinados. 


. Las desapariciones forzadas también conllevan violaciones de los derechos de otras per- 


sonas, incluyendo a sus familiares directos y otras personas vinculadas con las personas 
desaparecidas. Los miembros de la familia no pueden ejercer sus derechos y obligaciones 
debido a la incertidumbre legal creada por la ausencia de la persona desaparecida. Esta in- 
certidumbre tiene muchas consecuencias legales, entre otras, respecto al estatus de matri- 
monio, tutoría de menores, el derecho a contar con prestaciones sociales de miembros de 
las familias y la administración de propiedades de la persona desaparecida. 


6. El Grupo de Trabajo considera que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurí- 


dica supone la obligación del Estado de reconocer por completo la personalidad legal de 
las personas desaparecidas y, por consiguiente, respetar los derechos de sus familiares y 
de otras personas. 


. Por ello, la mayoría de los sistemas legales nacionales cuentan con instituciones destina- 


das a lidiar con la imposibilidad de determinar la muerte de una persona. Algunos estados 


permiten la emisión de una “presunción de muerte”, otros una “declaración de ausencia”. Al- 
gunos otros Estados, que han enfrentado en el pasado una práctica sistemática o masiva de 
desaparición forzada, han creado específicamente la noción de “certificado de ausencia por 
razón de desaparición forzada” (ver en particular el estudio del Grupo de Trabajo sobre in- 
demnización, presunción de muerte y exhumación, en E/CN.4/1998/43, p. 9 sq). 


8. La base para dicho reconocimiento debe tomar la forma de una “declaración de ausencia 
por razón de desaparición forzada”, ser emitida, con el consentimiento de la familia, por 
la autoridad estatal luego de que haya pasado cierto tiempo de la desaparición, en cual- 
quier caso, no menor de un año. 


9. Dicha declaración debe permitir el nombramiento de un representante de la persona des- 
aparecida, con el mandato para ejercer sus derechos y obligaciones durante su ausencia, 
en su interés y en el interés de sus familiares. Éste debe estar autorizado para administrar 
temporalmente las propiedades de la persona desaparecida, durante el tiempo que con- 
tinúe la desaparición forzada, y recibir una debida asistencia de parte del Estado a través 
de prestaciones sociales. En la mayoría de los casos, las personas desaparecidas son hom- 
bres que eran el sostén de la familia y por tanto se debe otorgar especial apoyo social a 
los infantes y mujeres dependientes. La aceptación de apoyo financiero para miembros 
de las familias no debe ser considerada como un sustituto del derecho integral a la repa- 
ración del daño causado por el delito de desaparición forzada, de acuerdo con el artícu- 
lo 19 de la Declaración. 


10. En paralelo a la creación de un sistema de declaración de ausencia como resultado de 
una desaparición forzada, los Estados deben continuar investigando todos los casos para 
determinar la suerte y el paradero de la persona desaparecida y para asegurar la rendición 
de cuentas de aquellas personas responsables por la comisión de desapariciones forzadas. 
Esto es, dicha declaración no debe interrumpir o cerrar las investigaciones para determi- 
nar la suerte o el paradero de la víctima, sino que debe permitir a sus familiares ejercer en 
su representación algunos derechos. 


11. El Grupo de Trabajo está comprometido a preservar y salvaguardar el derecho al reco- 
nocimiento de la personalidad en la implementación de su mandato. Mientras la perso- 
nalidad jurídica de la persona desaparecida sea negada a nivel nacional, el mandato hu- 
manitario implementado por el Grupo de Trabajo debe ser entendido como una garantía 
internacional de este derecho. 


OBSERVACIÓN GENERAL SOBRE LAS MUJERES AFECTADAS 
POR LAS DESAPARICIONES FORZADAS”* 


Preámbulo 165 


La igualdad y la no discriminación son los cimientos del sistema internacional de derechos 
humanos. La prevención y la eliminación efectivas de las desapariciones forzadas requieren 
que los Estados aprueben leyes, políticas y prácticas basadas en esos principios. En particu- 
lar, la igualdad de género y el empoderamiento de la mujer son instrumentos esenciales para 


15 Observación general sobre las mujeres afectadas por las desapariciones forzadas, aprobada por el 
Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su 98" período de sesiones (31 
de octubre a 9 de noviembre de 2012). Documento A/HRC/WGEID/98/2 
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hacer frente a la situación que padecen las mujeres víctimas de desapariciones forzadas. La 
perspectiva de género es crucial para explicar, comprender y hacer frente a las singulares 
desventajas y obstáculos con que se topan las mujeres en el ejercicio de sus derechos huma- 
nos y para esbozar posibles soluciones a esos problemas. 


La aplicación del principio de la igualdad de género requiere comprender plenamente las 
diferentes funciones y expectativas de cada género para superar efectivamente las dificul- 
tades que obstaculizan el logro de la igualdad de género y el pleno disfrute de los derechos 
de la mujer. El Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias obser- 
va que las mujeres y las niñas son víctimas de las desapariciones forzadas en cuanto que per- 
sonas desaparecidas, en cuanto que familiares de desaparecidos o en cuanto que cualquier 
otra persona que sufre un perjuicio como consecuencia de una desaparición forzada. La ex- 
periencia del Grupo de Trabajo demuestra que las mujeres y las niñas viven y enfrentan los 
efectos de las desapariciones forzadas de diferentes maneras a causa de roles de género pro- 
fundamente arraigados en la historia, la tradición, la religión y la cultura. 


Debería incorporarse una perspectiva de género en todas las medidas, ya sean de índole le- 
gislativa, administrativa, judicial o de otro tipo, que tomen los Estados para abordar la cues- 
tión de las desapariciones forzadas. La igualdad de género en la esfera de las desapariciones 
forzadas requiere en primer lugar que todas las personas —independientemente de su se- 
xo o género— gocen sin discriminación alguna de los derechos consagrados en la Declara- 
ción sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (en adelan- 
te, la “Declaración”). 


El Grupo de Trabajo observa que el papel de la mujer es fundamental para asegurar y pro- 
mover los derechos de las personas desaparecidas. En particular, basándose en su experien- 
cia, el Grupo de Trabajo observa que las mujeres suelen estar a la vanguardia de la lucha 
contra las desapariciones forzadas. Con frecuencia crean organizaciones y asociaciones para 
determinar las circunstancias de las desapariciones forzadas y la suerte corrida por las per- 
sonas desaparecidas, así como para ayudar a las propias víctimas. 


El Grupo de Trabajo recuerda que el Consejo de Derechos Humanos, en su resolución 7/12, 
solicitó al Grupo de Trabajo que aplicara una perspectiva de género en su labor, en particu- 
lar al recopilar la información y al formular recomendaciones. 


El Grupo de Trabajo aprueba la presente observación general para explicar y facilitar la plena 
aplicación de las disposiciones de la Declaración desde la perspectiva de la igualdad de género. 


Observación general 


1. La Declaración articula las obligaciones de los Estados con respecto a la prevención y eli- 
minación de las desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo se basa en ese instrumento 
cuando ayuda a los Estados a superar los obstáculos en la aplicación de las disposiciones 
de la Declaración. Aunque la Declaración no contiene expresamente un principio de no 
discriminación y/o un principio de igualdad de género, muchos otros instrumentos y do- 
cumentos internacionales obligan a los Estados a respetar esos principios. La Declaración 
forma parte integrante del corpus iuris internacional de derechos humanos que se basa en 
el principio fundamental de igualdad y no discriminación; su artículo 21 establece clara- 
mente que “las disposiciones de la presente Declaración son sin perjuicio de las disposi- 
ciones enunciadas en la Declaración Universal de Derechos Humanos o en cualquier otro 
instrumento internacional y no deberán interpretarse como una restricción o derogación 
de cualquiera de esas disposiciones”. 


2. El Grupo de Trabajo recuerda la obligación de los Estados, definida en la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de adoptar 


medidas para eliminar “toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que ten- 
ga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 
la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. 


VIOLENCIA DE GÉNERO Y DESAPARICIONES FORZADAS DE MUJERES 


3 


. Cuando una mujer es víctima de una desaparición forzada por ser mujer, también es víc- 


tima de violencia de género. La violencia de género es tanto una causa como una conse- 
cuencia de la discriminación contra la mujer. Ningún acto de violencia de género, inclui- 
das las desapariciones forzadas de mujeres, admite justificación y los Estados deberían 
adoptar medidas efectivas para prevenir esas violaciones. Los Estados están obligados a 
respetar, proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos, incluido el de- 
recho de las mujeres a no ser objeto de discriminación y violencia. El incumplimiento de 
esa obligación provoca y exacerba la violencia contra la mujer. 


MUJERES VÍCTIMAS DE DESAPARICIONES FORZADAS 


4. 


Las mujeres son víctimas de desapariciones forzadas. Aunque las estadísticas muestran 
que la mayoría de las personas desaparecidas son hombres, el Grupo de Trabajo tiene 
también en sus archivos casos de mujeres desaparecidas. Además, las mujeres familiares 
de hombres desaparecidos también se consideran víctimas de desapariciones forzadas. 


.Los Estados deben reconocer a las mujeres desaparecidas y los perjuicios particulares que 


sufren a causa de su género, como los casos de violencia sexual y embarazo forzado, así 
como el daño psicológico y la estigmatización social resultantes, además del quebranta- 
miento de las estructuras familiares. 


. En algunos países, las mujeres de grupos minoritarios y las mujeres afectadas por la po- 


breza y las desigualdades sociales son especialmente vulnerables y están particularmen- 
te expuestas a las desapariciones forzadas. Las necesidades específicas de esas mujeres se 
añaden a las obligaciones del Estado de protegerlas comprendiendo y prestando especial 
atención a esas necesidades. 


El Grupo de Trabajo es consciente de que las mujeres se encuentran en una situación de es- 
pecial vulnerabilidad durante los conflictos, cuando muchas de ellas son atacadas delibera- 
damente y son víctimas de desaparición forzada o de otras formas de violencia de género. 


. De manera desproporcionada, las mujeres víctimas de desaparición forzada son objeto de 


violencia sexual y están expuestas a sufrimientos y humillaciones. Debido a sus caracterís- 
ticas biológicas, en particular su capacidad de reproducción, las mujeres víctimas de desa- 
parición forzada suelen emplearse como herramienta o instrumento para alcanzar objetivos 
específicos. Su cuerpo es utilizado como parte de una estrategia de control social. De acuer- 
do con la experiencia del Grupo de Trabajo, en particular los testimonios de muchas testi- 
gos y sobrevivientes, las mujeres que son víctimas de desaparición forzada son objeto de ac- 
tos de violencia de género, por ejemplo violencia física y sexual, incluida la violación, que 
pueden considerarse tortura, o de amenazas de sufrir esos daños. 


. Las mujeres víctimas de desaparición forzada son doblemente víctimas en las situacio- 


nes en que los abusos sexuales dan lugar a embarazos no deseados o cuando ya estaban 
embarazadas antes de la desaparición forzada. Esas situaciones exponen a las mujeres al 
trauma adicional que supone temer por su salud y por la posibilidad de dar a luz en unas 
circunstancias tan inhumanas y que, en muchos casos, pueden provocar la pérdida del hi- 
jo a manos de agentes del Estado. El Grupo de Trabajo observa que los Estados tienen la 
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obligación de establecer medidas especiales de protección para las mujeres embarazadas 
que se encuentran recluidas. 


10. Los Estados deben garantizar también la plena protección de los niños nacidos durante la 
desaparición forzada de su madre. Deben asegurar la inscripción inmediata del nacimien- 
to, lo cual garantizará la verdadera identidad del niño, e informar a los familiares y/o a las 
personas legítimamente interesadas por conducto de las instituciones públicas competentes. 


11. Con frecuencia, las madres de las personas desaparecidas son estigmatizadas socialmen- 
te al culpárselas de no cuidar adecuadamente de sus hijos desaparecidos. Ello puede pro- 
vocar el rechazo tanto de la comunidad como de la familia, y causar graves traumas psi- 
cológicos y emocionales a las madres. 


12. La victimización de los familiares es aún mayor cuando el desaparecido es un hombre, 
como suele ser habitual, que encabezaba su familia. En esos casos, la desaparición forzada 
del hombre convierte a toda la familia en víctima de la desaparición forzada. Al quebran- 
tarse la estructura de la familia, la mujer se ve perjudicada económica, social y psicológi- 
camente. La conmoción emocional se ve agravada por las privaciones materiales, agudi- 
zadas por los gastos realizados si la mujer decide emprender la búsqueda del ser querido. 
Además, la mujer no sabe cuándo regresará el ser querido, o siquiera si regresará algún 
día, lo que dificulta su adaptación a la nueva situación. En algunos casos, la legislación na- 
cional impide cobrar una pensión o recibir otros medios de apoyo si no se dispone de un 
certificado de defunción. Por lo tanto, la marginación económica y social es un resultado 
frecuente de las desapariciones forzadas. En esas circunstancias, se vulneran varios dere- 
chos económicos, sociales y culturales consagrados en la Declaración Universal de Dere- 
chos Humanos y en otros instrumentos, como los derechos a la salud, la educación, la se- 
guridad social, la propiedad y la vida familiar. 


OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS 


13. Los artículos 2 y 3 de la Declaración establecen que ningún Estado cometerá, autorizará 
ni tolerará las desapariciones forzadas, y que los Estados contribuirán por todos los me- 
dios a prevenir y a eliminar las desapariciones forzadas. 


14. A fin de prevenir y responder a todas las formas de violencia de género, incluida la rela- 
cionada con las desapariciones forzadas, los Estados deberían elaborar programas y pro- 
cedimientos nacionales basados en un enfoque integral y multidisciplinario. Entre esos 
programas y procedimientos deberían figurar la aprobación de leyes pertinentes, la asig- 
nación de recursos financieros y el establecimiento de mecanismos nacionales para abor- 
dar la discriminación y promover la igualdad y el empoderamiento de la mujer. 


15. En particular, esas medidas deben incluir la eliminación de los obstáculos a la igual- 
dad de derechos de los hombres y mujeres víctimas de desapariciones forzadas. Los Es- 
tados no solo deben adoptar medidas de protección, sino también tomar medidas de ac- 
ción afirmativa en todas las esferas para reforzar la participación efectiva y equitativa de 
la mujer en la prevención y la eliminación de las desapariciones forzadas. Esas medidas 
deberían orientarse principalmente a la eliminación de las barreras institucionales que 
impiden a las mujeres víctimas de desapariciones forzadas disfrutar de sus derechos hu- 
manos plenamente y en las mismas condiciones que los hombres. Por otra parte, las me- 
didas también deben incluir la participación igualitaria de los hombres y las mujeres en 
todos los procesos de toma de decisiones y la educación de los ciudadanos —en particular 
los funcionarios públicos— sobre la igualdad de género. Esas medidas deberían asegurar 
también la igualdad en la presentación de denuncias de desapariciones forzadas e impe- 
dir que las denuncias se traten de manera diferente en función del sexo del denunciante. 


16. Los Estados deben prestar especial atención a los obstáculos que impiden a las muje- 
res víctimas de desapariciones forzadas disfrutar de sus derechos garantizados de la mis- 
ma manera que los hombres. El acceso de las mujeres a sus derechos se ve agravado por 
la falta de conocimientos jurídicos y la falta de servicios concebidos para proteger sus de- 
rechos, especialmente en las situaciones en que los funcionarios de la policía, el poder ju- 
dicial y otras instituciones que se ocupan de las desapariciones forzadas son mayorita- 
riamente hombres. Además, en los casos en que las mujeres se convierten en cabeza de 
familia, las obligaciones familiares constituyen una limitación adicional de su acceso a 
sus derechos, debido al aumento de las cargas familiares y a la reducción consiguiente del 
tiempo de que disponen para ocuparse de todas las demás cuestiones. 


17. Algunos Estados han respondido a las demandas de información sobre sus familiares de 
mujeres y grupos de mujeres declarando fallecidos a todos los desaparecidos. Si bien ese 
tipo de medidas pueden tener algunos efectos legales positivos para las mujeres casadas, 
cuya identidad y cuyos bienes están ligados a sus maridos desaparecidos, también tienen 
otras consecuencias negativas para las mujeres y grupos de mujeres que buscan la ver- 
dad. Esas medidas socavan los esfuerzos de los familiares, mujeres en su inmensa mayo- 
ría, que tratan de determinar el paradero de sus parientes desaparecidos. Ese tipo de le- 
yes presentan otro obstáculo para los grupos de mujeres, ya que el Estado puede entonces 
dar por resueltos sus problemas. Sin embargo, los procesos y leyes por los que se presume 
el fallecimiento de los desaparecidos, sin realizarse ninguna investigación, tratan de apa- 
ciguar a los familiares sin ocuparse verdaderamente de sus preocupaciones. Toda medida 
que obstaculiza la búsqueda de personas desaparecidas por mujeres, sin ofrecer otro cur- 
so de acción viable, vulnera las obligaciones establecidas en el artículo 3 de la Declaración. 


18. Hasta que se determinen la suerte y el paradero de la persona desaparecida, los Esta los 
deberían poner en marcha un mecanismo, como medida temporal, de presunción de fa- 
llecimiento o, preferiblemente, un certificado de ausencia por desaparición forzada. Asi- 
mismo, los Estados deberían proporcionar asistencia específica en ese tipo de situaciones 
e impedir que esos procedimientos causen traumas adicionales a las mujeres. 


19. El artículo 4 de la Declaración establece que “todo acto de desaparición forzada será con- 
siderado, de conformidad con el derecho penal, delito pasible de penas apropiadas que 
tengan en cuenta su extrema gravedad”. Como se ha señalado, el sufrimiento de las mu- 
jeres afectadas por desapariciones forzadas puede agravarse como consecuencia de actos 
de violencia sexual, embarazos no deseados, los efectos potencialmente destructivos de la 
desaparición forzada en las familias, traumas psicológicos, dificultades económicas y obs- 
táculos jurídicos que afectan en particular a las mujeres. Además, las mujeres cuyos fami- 
liares son objeto de una desaparición forzada pueden encontrarse en una posición vulne- 
rable. Cada uno de esos factores puede exacerbar la gravedad del delito de desaparición 
forzada en el contexto específico de las mujeres, y debe tenerse en cuenta al sancionar a 
los autores de esta práctica atroz. 


RECLUSIÓN DE MUJERES Y DESAPARICIÓN FORZADA 169 


20. El riguroso cumplimiento de las normas internacionales relativas a la reclusión de muje- 
res es fundamental para la prevención de las desapariciones forzadas. Está estrictamente 
prohibida la reclusión de mujeres en lugares de detención no oficiales o secretos. En esas 
circunstancias, las mujeres podrían sufrir abusos sexuales y de otro tipo. Los Estados de- 
berían tener en cuenta las necesidades y realidades específicas de las mujeres recluidas al 
elaborar sus leyes, procedimientos, políticas y planes de acción pertinentes. 


21. Los Estados están obligados a velar por que las mujeres privadas de libertad sean aloja- 
das en locales separados de los ocupados por los hombres. 'También tienen la obligación 
de asegurarse de que su vigilancia inmediata esté a cargo de mujeres. 
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DERECHO A LA VERDAD 


22. La adopción de una perspectiva de género en relación con el derecho a la verdad debería 
permitir descubrir la forma en que las desapariciones forzadas e involuntarias han afecta- 
do a las mujeres en los planos individual y colectivo. La obligación de dar pleno acceso a 
la información disponible también exige al Estado adoptar todas las medidas pertinentes 
para que las mujeres tengan los conocimientos necesarios, en particular sobre los proce- 
dimientos relativos a la forma de solicitar información. 


23. Debería incorporarse un enfoque de género en los debates previos a la institución de 
cualquier proceso de establecimiento de la verdad, incluidas las comisiones de la verdad, 
así como en su funcionamiento y evaluación. En todo proceso de establecimiento de la 
verdad sobre desapariciones forzadas, los Estados deben garantizar que se asigne un pre- 
supuesto específico al análisis de las cuestiones de género, que existan conocimientos y 
formación adecuados para la aplicación de una perspectiva de género y que en los infor- 
mes sobre los resultados del proceso de establecimiento de la verdad se dé visibilidad a los 
efectos particulares de las desapariciones forzadas sobre las mujeres. 


24. Los Estados deben tener en cuenta el equilibrio de género al nombrar a los miembros de 
las comisiones de la verdad establecidas para investigar desapariciones forzadas. El nombra- 
miento de mujeres como miembros y como personal de las comisiones también facilita la 
investigación de los casos de violencia sexual en el contexto de las desapariciones forzadas. 


25. Es preciso asegurar la participación de las mujeres en los procesos de establecimiento de 
la verdad. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra que, por lo general, las muje- 
res no hablan de sí mismas y prefieren poner de relieve las historias de sus esposos e hi- 
jos. Por tanto, se debe tener en cuenta esta circunstancia en los cuestionarios, protocolos 
y guías para las entrevistas. Las entrevistas, las audiencias públicas, el material distribui- 
do ala población y a los medios de comunicación y las bases de datos que se utilicen en el 
proceso de establecimiento de la verdad deben incluir una perspectiva de género, facilitar 
la participación de las mujeres y poner de manifiesto su sufrimiento y sus problemas. Por 
último, el análisis de las causas y consecuencias de las desapariciones forzadas objeto de 
investigación debe guiarse por una perspectiva de género. 


DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO 


26. Para garantizar el derecho a un recurso jurídico rápido y efectivo es preciso permitir el 
acceso a los medios necesarios para ejercerlo. Habida cuenta de los numerosos obstácu- 
los que afrontan las mujeres en este contexto, los Estados deberían adoptar medidas adi- 
cionales para que las mujeres víctimas de desapariciones forzadas tengan acceso alos me- 
dios necesarios para ejercer sus derechos. 


27. De conformidad con el artículo 13 de la Declaración, los Estados están obligados a inves- 
tigar de oficio las desapariciones forzadas y a hacerlo con seriedad. Los Estados también 
deberían velar por que las denuncias reciban el mismo tratamiento con independencia del 
sexo del denunciante y por que, cuando corresponda, existan procedimientos específicos 
para las mujeres y se promueva el derecho de los familiares de la víctima a la información. 


28. El Grupo de Trabajo observa que la desaparición puede venir acompañada de actos de 
violencia sexual y de género que requieren una atención específica durante la investiga- 
ción. En tales casos debería darse mayor visibilidad y atención al sufrimiento de las mu- 
jeres. Al igual que en todo caso de violencia contra la mujer, los Estados deberían inves- 
tigar los casos de desapariciones forzadas de mujeres actuando con la debida diligencia. 


29. Los Estados deberían formular políticas integrales, coordinadas y dotadas de suficientes 
recursos para garantizar que las mujeres víctimas de desaparición forzada tengan pleno 


acceso a la protección judicial. Ello contribuirá a asegurar la debida prevención, investi- 
gación, sanción y reparación de los actos de desaparición forzada. A tal efecto, los Estados 
deben reconocer los obstáculos que afrontan las mujeres para acceder a recursos judicia- 
les efectivos y adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar esos obstáculos. Estas 
medidas deberían subsanar la desigualdad de acceso de las mujeres a las instituciones pú- 
blicas, incluidas las barreras lingitísticas, económicas y culturales. 


30. Se insta a los Estados a que distribuyan información a toda la población sobre los recur- 
sos judiciales de que disponen las mujeres víctimas de desaparición forzada y sus familia- 
res, teniendo en cuenta la diversidad de la comunidad en materia, por ejemplo, de educa- 
ción, recursos económicos, raza, origen étnico e idioma. También se alienta a los Estados 
a velar por que las mujeres puedan obtener rápidamente información completa y precisa, 
y sean tratadas con respeto cuando soliciten información sobre desapariciones forzadas. 


31. Algunos ejemplos de medidas que podrían eliminar las dificultades de acceso que expe- 
rimentan las mujeres son la prestación de servicios de guardería en los tribunales y fisca- 
lías; la provisión de un transporte seguro; y el apoyo psicosocial a las mujeres que pres- 
tan testimonio antes y después de la audiencia, así como en el curso de esta. Los Estados 
pueden ofrecer apoyo a las asociaciones de mujeres y de otro tipo para que puedan tra- 
bajar en estrecha colaboración con los tribunales, en particular con objeto de garantizar 
el acceso de las mujeres a los mismos. Los Estados deberían considerar la posibilidad de 
instalar dispositivos en los tribunales a fin de garantizar la confidencialidad (con audien- 
cias a puerta cerrada o pantallas de protección cuando sea necesario) y evitar que se es- 
tigmatice a los testigos. 


PROTECCIÓN DE LOS TESTIGOS Y LAS VÍCTIMAS 


32. Los Estados deben adoptar medidas de protección adicionales para los testigos y las víc- 
timas, teniendo en cuenta que pueden ser víctimas tanto las personas desaparecidas como 
las personas que hayan sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desapari- 
ción forzada. Esto es fundamental para la eficacia de las investigaciones y el enjuiciamien- 
to de los autores de violaciones de los derechos humanos. En los casos en que los testigos 
sean mujeres, su protección efectiva requiere la adopción de una amplia gama de medi- 
das de protección física y apoyo psicosocial para las testigos y las víctimas. El tipo de me- 
didas adoptadas dependerá de la gravedad del trauma psicológico y físico sufrido y del 
estigma asociado a los múltiples tipos de abusos que hayan podido tener lugar, incluida 
la violencia de género. Es preciso incorporar una perspectiva de género en los programas 
de protección de testigos para propiciar un entorno seguro en que las testigos se sientan 
alentadas a contar su historia. Esto es necesario para evitar una segunda victimización de 
las mujeres víctimas. 


PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES 


33. La participación de las mujeres en los procedimientos relacionados con la desaparición for- 171 
zada exige su plena representación en todos los aspectos relativos a la desaparición forzada, 
incluida su participación en los procesos de adopción de decisiones, aplicación y evaluación. 


34. Asimismo, los Estados deben garantizar la participación activa de las mujeres en todos 
los procedimientos oficiales sobre casos de mujeres víctimas de desaparición forzada. El 
hecho de que las mujeres tengan menos acceso a la educación y sufran discriminación 
política y económica puede privarlas de acceso a los mecanismos legales y las institucio- 
nes públicas. Esto demuestra la necesidad de crear espacios públicos para las mujeres, de 
educarlas sobre sus opciones y derechos políticos y de capacitar y concienciar a los fun- 
cionarios públicos y a los ciudadanos en general sobre los problemas y las necesidades de 
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las mujeres víctimas de desapariciones forzadas. Los Estados deberían elaborar o reforzar 
programas para capacitar a todos los funcionarios públicos sobre los derechos de la mu- 
jer, la igualdad y la no discriminación, y sobre la forma de dar una respuesta adecuada a 
sus reivindicaciones. 


35. El hecho de que su acceso y su exposición a las instituciones públicas sean limitados re- 
percute en la forma en que los grupos de mujeres tratan de averiguar la suerte de sus fami- 
liares. Muchas mujeres que tratan de obtener información se reúnen inicialmente en los 
hospitales, las comisarías de policía o las morgues donde buscan a sus familiares. Cuan- 
do deciden organizarse y cuestionar al Estado con respecto a la desaparición de sus fami- 
liares, no siempre tienen acceso a las vías tradicionales de actuación política, por lo que 
muchos grupos de mujeres recurren a protestas públicas. Esto demuestra la necesidad de 
ayudar a las mujeres a acostumbrarse a utilizar las instituciones públicas. Por consiguien- 
te, los Estados deberían adoptar medidas legislativas, administrativas, judiciales y de otra 
índole para facilitar las actividades de los particulares y los grupos de base, que a menu- 
do son el único canal para que las mujeres marginadas y anteriormente apolíticas parti- 
cipen en el proceso político establecido y aporten su perspectiva particular al ámbito tra- 
dicional de la vida política. 


36. El Estado debe tomar medidas para prevenir y combatir las represalias, la intimidación 
y las amenazas, así como la estigmatización social de las mujeres por su activismo en res- 
puesta a las desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo ha observado que muchas mu- 
jeres defensoras y activistas de los derechos humanos, así como familiares de personas 
desaparecidas, son a menudo víctimas de violencia y también de desaparición forzada. 


DERECHO A LA REPARACIÓN 


37. Si bien el artículo 19 de la Declaración reconoce el derecho de las víctimas de desapari- 
ciones forzadas y sus familiares a una indemnización, así como su derecho a la readapta- 
ción, el Grupo de Trabajo cree que ese derecho debe considerarse en el contexto más am- 
plio de las reparaciones. 


38. Los programas de reparación deberían utilizar una definición amplia y completa de “víc- 
tima” y no deberían distinguir entre víctimas directas e indirectas. Esa definición com- 
pleta también debería reconocer como víctimas a los familiares de los desaparecidos, ya 
que soportan formas específicas de sufrimiento como consecuencia directa de la desapa- 
rición. Al incluir a las mujeres y a los familiares de los desaparecidos como víctimas, se 
reconoce su sufrimiento y se permite que sean plenamente reconocidos, indemnizados y 
rehabilitados como tales, lo que contribuirá a acabar con los estereotipos y eliminar las je- 
rarquías de género. 


39. La reparación es especialmente importante para las mujeres víctimas, ya que son a me- 
nudo víctimas de desaparición forzada y violencia de género. La reparación requiere el re- 
conocimiento de los derechos de las mujeres como ciudadanas en pie de igualdad y de los 
daños sufridos por estas, así como una contribución concreta a la recuperación de la víc- 
tima. El Grupo de Trabajo observa que los programas de reparación que incorporan una 
perspectiva de género contribuyen de manera más eficaz a la rehabilitación de las muje- 
res. Los programas de reparación no solo permiten a las víctimas volver a su situación an- 
terior, sino que también pueden transformar la comunidad eliminando las jerarquías de 
género preexistentes. 


40. El derecho a la no repetición requiere que los Estados no solo pongan remedio a los ca- 
sos existentes de desapariciones forzadas, sino que adopten medidas para eliminar las cir- 
cunstancias que permitieron que la desaparición ocurriera y que podrían permitir que 
volvieran a producirse hechos similares en el futuro. Esto es esencial, no solo para prote- 
ger la seguridad de las víctimas en el futuro, sino también para evitar que más personas, y 


en particular mujeres, se conviertan en víctimas. Especialmente en las sociedades en que 
la violencia contra la mujer, en general, y las desapariciones forzadas, en particular, están 
profundamente arraigadas en la desigualdad, es necesario que los Estados adopten medi- 
das para superar esas disparidades como medida de prevención. 


41. Las reparaciones simbólicas son componentes fundamentales de un programa integral 
de reparaciones. Pueden consistir en días de conmemoración, museos y parques, reinhu- 
maciones y rituales, disculpas individuales y colectivas, placas, lápidas y monumentos, así 
como en cualquier otra medida apropiada. Las reparaciones simbólicas contribuyen a la 
rehabilitación psicológica y emocional de las víctimas y son esenciales por su dimensión 
colectiva y su repercusión en la sociedad en su conjunto. 


42. Las reparaciones simbólicas añaden una dimensión de género a la opinión y el recuerdo 
que se tiene de las mujeres. En particular, deberían eliminar los estereotipos y no refor- 
zarlos. Por ejemplo, los monumentos no solo deberían mostrar a las mujeres como cuida- 
doras o víctimas, sino poner de relieve el papel de las mujeres a la vanguardia de la lucha 
contra las desapariciones forzadas. 


43. Los Estados deberían hacer frente a las barreras lingiísticas y de alfabetización que me- 
noscaban la capacidad de las mujeres para acceder a las reparaciones. También deberían 
abordar los obstáculos que dificultan el acceso de las mujeres a las reparaciones por falta 
de conocimientos, transporte, documentación o capacidad financiera. 


44. Las mujeres familiares de víctimas, en particular las que pasan a ser cabeza de familia de- 
bido a una desaparición forzada, tienen necesidades materiales, financieras, psicológicas 
y jurídicas específicas. Las instituciones gubernamentales competentes deben ofrecerles 
servicios adecuados de asesoramiento, rehabilitación y apoyo, asistencia e información. 


FORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN 


45. De conformidad con las obligaciones que les incumben en virtud del artículo 6 de la De- 
claración, los Estados deben impartir formación a los agentes encargados de hacer cum- 
plir la ley sobre las cuestiones relacionadas con las desapariciones. Esta formación debería 
incluir educación sobre las consecuencias de las desapariciones forzadas para las muje- 
res, entre otras cosas en lo que respecta a la violencia sexual y a las medidas que deberían 
adoptarse para prevenirla y combatirla. Además, los agentes deberían estar capacitados 
para reconocer el estigma social asociado a la comunicación de la mujer con el Estado, en 
los casos en que exista dicho estigma. También se les deberían enseñar técnicas para tra- 
tar a las mujeres familiares de personas desaparecidas a fin de superar los obstáculos que 
puedan encontrar en sus relaciones con el Estado. Esa formación debería incluir progra- 
mas destinados a modificar las actitudes estereotipadas con respecto al papel y la condi- 
ción del hombre y la mujer. 


46. Los funcionarios públicos deben conocer los derechos de las mujeres, identificar los casos 
de violencia de género y reconocer los efectos diferenciados de las desapariciones forzadas 
en las mujeres. A fin de dar cumplimiento efectivo a la Declaración desde una perspectiva 
de género, es esencial impartir una formación sobre las cuestiones de género a los funciona- 
rios judiciales y los agentes encargados de hacer cumplir la ley, incluidos, entre otros, los fis- 
cales, los agentes de policía, los jueces, los abogados de oficio, el personal administrativo y 
los profesionales forenses, así como otros funcionarios públicos dedicados a la prevención, 
la investigación y el enjuiciamiento de los casos de desapariciones forzadas. 


47. La publicación y difusión de la presente observación general formarán parte integrante 
de las políticas destinadas a mejorar la situación de las mujeres víctimas de desaparicio- 
nes forzadas. El Grupo de Trabajo alienta a todos los actores pertinentes a que publiquen 
y difundan la presente observación general. 
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OBSERVACIÓN GENERAL SOBRE LOS NIÑOS 
Y LAS DESAPARICIONES FORZADAS'" 


Preámbulo 


La desaparición forzada de un niño constituye una exacerbación de la vulneración de los 
múltiples derechos protegidos por la Declaración sobre la protección de todas las perso- 
nas contra las desapariciones forzadas y una forma extrema de violencia contra los niños”. 


La falta de madurez física y mental de los niños, así como su dependencia con respecto a los 
adultos, los coloca en una situación de especial vulnerabilidad. En consecuencia, es necesa- 
rio comprender y subrayar debidamente la naturaleza específica de las violaciones de dere- 
chos y las obligaciones específicas de los Estados en el caso de los niños que sean víctimas 
de desaparición forzada. 


El Grupo de Trabajo reconoce que hay que dar una protección especial a los niños, así como 
la relevancia de los instrumentos pertinentes que abordan específicamente la violencia con- 
tra los niños. Entre esos instrumentos figuran la Convención sobre los Derechos del Niño y 
sus tres Protocolos facultativos, relativos a la participación de niños en los conflictos arma- 
dos, a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, y 
a un procedimiento de comunicaciones. 


El Grupo de Trabajo ha seguido de cerca el desarrollo del derecho internacional de los de- 
rechos humanos en esta materia, tal como se refleja en la Convención Internacional para la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (a la que en adelante se 
denominará, en el presente documento, la “Convención Internacional”). 


El Grupo de Trabajo también recuerda la resolución 7/12 del Consejo de Derechos Huma- 
nos, en la que el Consejo pidió al Grupo de Trabajo que prestase particular atención a los ca- 
sos de desaparición forzada de niños. 


Basándose en lo que antecede, el Grupo de Trabajo ha decidido aprobar la siguiente obser- 
vación general. 


Observación general 


LOS NIÑOS COMO VÍCTIMAS DE DESAPARICIONES FORZADAS 


1. El artículo 1 de la Declaración señala que toda desaparición forzada “causa graves sufri- 
mientos” a la víctima y “a su familia”. El Grupo de Trabajo reconoce que los niños vícti- 
mas de desapariciones forzadas sufren un daño particularmente grave en esas situaciones. 


2. Basándose en su experiencia, el Grupo de Trabajo reconoce tres situaciones particulares 
en las que los niños se convierten en víctimas de desaparición forzada. La primera es la de 
los propios niños que son objeto de desaparición forzada, tal como se define en la Decla- 
ración. Una segunda situación particular se da cuando los niños nacen durante el cauti- 
verio de su madre, sometida a desaparición forzada. En este caso, los niños nacen en cen- 
tros secretos de detención y, en la mayoría de los casos, se suprimen o alteran documentos 
que atestiguan su verdadera identidad. Finalmente, los niños son víctimas por el hecho 


15 Observación general sobre los niños y las desapariciones forzadas, aprobada por el Grupo de tra- 
bajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su 98* período de sesiones (31 de octubre 
a 9 de noviembre de 2012). Documento A/HRC/WGEID/98/1 

Y Véase el estudio de las Naciones Unidas sobre la violencia contra los niños (A/61/299, 29 de agosto de 2006). 


de que su madre, su padre, su tutor legal u otro familiar han sido objeto de desaparición 
forzada. La desaparición forzada crea una red de víctimas que se extiende más allá de las 
personas directamente sometidas a esa violación de los derechos humanos. 


3. Además de esas tres situaciones de desaparición forzada, el Grupo de Trabajo es conscien- 
te de otras situaciones en las cuales los niños pueden ser víctimas de desaparición forza- 
da. En ciertas circunstancias se puede considerar como una desaparición forzada la situa- 
ción en que hay agentes del Estado que, directa o indirectamente, están involucrados con 
organizaciones criminales en el rapto o secuestro de niños inmigrantes o en la trata de ni- 
ños, en particular a los efectos del trabajo infantil, de la explotación sexual o de la trans- 
ferencia de órganos del niño, o apoyan a esas organizaciones, o consienten sus activida- 
des. Los niños que viven y/o trabajan en la calle y los niños internados en instituciones 
dedicadas al cuidado de los niños también pueden estar en una situación especialmen- 
te vulnerable y podrían convertirse en víctimas de desaparición forzada. El reclutamien- 
to forzoso de niños soldados también los coloca en una situación potencial de desapari- 
ción forzada, especialmente cuando son reclutados por grupos armados distintos de las 
fuerzas armadas regulares de un Estado pero que actúan con el apoyo, el consentimiento 
o la aquiescencia del Estado. 


4. Teniendo en cuenta que la desaparición forzada es un delito permanente, sus efectos espe- 
cíficos sobre un niño pueden continuar incluso después de que el niño llegue a la mayoría 
de edad. Por lo tanto, las obligaciones estatales que surgieron cuando el niño tenía menos 
de 18 años continuarán siempre que no se cumplan plenamente. 


5. Los conflictos armados hacen que aumente la vulnerabilidad de los niños, ponen en pe- 
ligro su supervivencia y su desarrollo y hacen que aumente su riesgo de marginación, de 
maltrato, de explotación y, en particular, de ser víctimas de desaparición forzada. Además, 
en el caso específico de los niños separados de sus padres o de sus familiares en el contex- 
to de los conflictos armados, su apropiación, con diferentes objetivos, se considera a me- 
nudo como una consecuencia normal del conflicto armado o, en todo caso, como inhe- 
rente a él. Si se trata a los niños como objetos susceptibles de apropiación, se vulneran su 
dignidad y su integridad personal, y el Estado debe garantizar su protección y su super- 
vivencia, así como dar prioridad a las medidas destinadas a promover la reunificación fa- 
miliar. En consecuencia, los Estados deben adoptar las medidas adecuadas para prevenir 
las desapariciones forzadas de niños o de sus padres en tiempos de conflicto armado, y 
deben tomar las medidas apropiadas para ayudar a los padres que buscan a niños desapa- 
recidos durante el conflicto armado o a los niños que buscan a sus padres desaparecidos 
durante el conflicto armado. 


VULNERACIÓN DE MÚLTIPLES DERECHOS 


6. La desaparición forzada de niños representa en sí misma un incumplimiento de la obliga- 
ción de los Estados de prevenir transgresiones y del deber de respetar y garantizar múlti- 
ples derechos humanos. El Grupo de Trabajo entiende que la desaparición forzada deni-— 175 
ños y su separación de sus padres o de sus familiares lesiona de forma particularmente 
grave la integridad mental, física y moral de los niños. En todas las circunstancias, los ni- 
ños víctimas de desapariciones forzadas o los allegados de una persona desaparecida ex- 
perimentan sentimientos de pérdida, abandono, miedo intenso, incertidumbre, angustia 
y dolor, todo lo cual podría variar o intensificarse en función de la edad y de las circuns- 
tancias específicas del niño. El Grupo de Trabajo considera que el hecho de que se sepa- 
re a niños de sus familias surte efectos específicos y especialmente graves sobre su inte- 
gridad personal que tienen repercusiones duraderas y causan gran daño físico y mental. 
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7. En el caso de las desapariciones forzadas de progenitores, se ven afectados muchos de los 
derechos del niño, en particular sus derechos económicos, sociales y culturales. En mu- 
chas ocasiones, los niños no pueden ejercer sus derechos a causa de la inseguridad jurí- 
dica creada por la ausencia del progenitor desaparecido. Esa incertidumbre tiene muchas 
consecuencias jurídicas, como sus efectos sobre el derecho a la identidad, la tutela de los 
hijos menores de edad, el derecho a prestaciones sociales y la gestión de los bienes de la 
persona desaparecida. En esas circunstancias, los niños tropiezan con muchos obstáculos 
para el disfrute de sus derechos, en particular su derecho a la educación, a la salud, a la se- 
guridad social y a la propiedad. Cierto número de niños que son parientes de las perso- 
nas desaparecidas están también estigmatizados por su relación con una persona a la que 
se considera “subversiva” o “terrorista”. Las represalias y la estigmatización social son par- 
ticularmente graves dada la situación especial de los niños, al tiempo que hacen que au- 
mente su trauma psicológico y emocional. Los Estados han de adoptar medidas eficaces 
para luchar contra la estigmatización social de los niños y garantizar su protección efecti- 
va contra toda discriminación o castigo por causa de la condición, de las actividades o de 
las creencias de sus padres, tutores o familiares!*, 


8. El Grupo de Trabajo considera que los Estados para hacer frente al problema de las desa- 
pariciones forzadas, deben abordar los retos y las necesidades con que se enfrentan las ni- 
ñas, los niños y los adolescentes, los niños refugiados y desplazados internos, los niños re- 
clutados por las fuerzas armadas o por grupos armados, los niños de diferentes religiones 
y diferentes orígenes étnicos y raciales y los niños con discapacidad. Todo enfoque que 
tenga en cuenta las diferencias entre los géneros debe centrarse en la protección de los de- 
rechos de las niñas y atender sus necesidades particulares. 


LAS DESAPARICIONES FORZADAS DE NIÑOS COMO DELITO GRAVE 


9. El artículo 4 de la Declaración dispone que la desaparición forzada será considerada como 
delito punible por la legislación penal con sanciones que tengan en cuenta la extrema gra- 
vedad y todas las características de este delito. Los Estados han de considerar como factor 
agravante el hecho de que la persona desaparecida sea un niño, teniendo en cuenta que las 
desapariciones forzadas de niños son una forma extrema de violencia contra los niños'”. 
Además, en el artículo 20, párrafo 3, de la Declaración se añade que “[l]a apropiación de 
niños de padres víctimas de desaparición forzada o de niños nacidos durante el cautiverio 
de una madre víctima de una desaparición forzada, así como la falsificación o supresión 
de documentos que atestigilen su verdadera identidad, constituyen delitos de naturaleza 
sumamente grave que deberán ser castigados como tales”? 


10. En algunos casos puede ser procedente admitir circunstancias atenuantes, dada la ur- 
gencia particular de resolver los casos de desaparición forzada en que hay niños víctimas. 
Sin embargo, esas circunstancias solamente pueden admitirse como último recurso y so- 
lo para las personas que han tomado parte activa en los trabajos para encontrar al niño 


18 Artículo 2, párrafo 2, de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

1 El artículo 7, párrafo 2 b), de la Convención Internacional dispone que los Estados partes podrán 
establecer, “[s]in perjuicio de otros procedimientos penales, circunstancias agravantes, especialmente 
en caso de deceso de la persona desaparecida, o para quienes sean culpables de la desaparición forza- 
da de mujeres embarazadas, menores, personas con discapacidades u otras personas particularmente 
vulnerables”. 

2 El artículo 25, párrafo 1, de la Convención Internacional dispone que los Estados partes tomarán 
medidas “para prevenir y sancionar penalmente: a) La apropiación de niños sometidos a desaparición 
forzada, o de niños cuyo padre, madre o representante legal son sometidos a una desaparición forzada, 
o de niños nacidos durante el cautiverio de su madre sometida a una desaparición forzada”. 


desaparecido o a su padre o madre con vida. Sin embargo, las sanciones penales no pue- 
den eliminarse por completo, como lo dispone el artículo 18 de la Declaración. Obliga- 
ción de prevenir 


11. La desaparición forzada de niños es una forma extrema de violencia y no es justificable 
en ninguna circunstancia. Todas las formas de desaparición forzada de niños son suscep- 
tibles de prevención. Por consiguiente, los Estados deben mejorar sus disposiciones legis- 
lativas, administrativas, sociales y educacionales para evitar que los niños sean víctimas 
de desaparición forzada. 


12. En todas las políticas estatales, incluyendo una estrategia integral para prevenir las des- 
apariciones forzadas de niños y responder a ellas, se debe reconocer a los niños como ti- 
tulares de derechos y no como objetos de protección, siguiendo los principios rectores de 
la Convención sobre los Derechos del Niño: la no discriminación; el interés superior del 
niño; el derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo, y la participación del niño”. 
Debe ser obligatorio prestar una asistencia profesional, adecuada y efectiva a todo niño 
que haya sido víctima de desaparición forzada. Esa estrategia y esa política nacionales de- 
ben integrarse en el proceso de planificación nacional, coordinado por una entidad de al- 
to nivel que desempeñe una función rectora en esa esfera, que disponga de suficientes re- 
cursos humanos y financieros y que sea objeto de una evaluación efectiva. Además, como 
parte integrante de esa amplia estrategia de protección de los niños contra las desapari- 
ciones forzadas, se debe establecer un sólido marco legal de conformidad con las normas 
internacionales en materia de derechos del niño y respetando el interés superior del ni- 
ño, para prohibir y prevenir todas las formas de desaparición forzada de niños y para res- 
ponder a ellas. 


PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD 


13. Los artículos 10 a 12 de la Declaración disponen que el cumplimiento estricto de las nor- 
mas internacionales sobre la detención de niños es esencial para prevenir las desaparicio- 
nes forzadas. El interés superior del niño debe ser una consideración primordial a la que 
se atenderá en todas las actividades concernientes a los niños que estén en contacto con 
el sistema de justicia penal, en particular los que se encuentren privados de libertad”. En 
el caso de un niño en conflicto con la ley, ese principio exige que la decisión o la senten- 
cia sean individualizadas, teniendo en cuenta no solo la gravedad del delito sino también 
la edad del niño, su madurez y todas las demás circunstancias pertinentes. Las decisiones 
deben centrarse más en la rehabilitación que en el castigo. La privación de libertad de los 
niños no debe ser más que un último recurso y limitarse al período de tiempo más bre- 
ve posible. Con el fin de reducir la posibilidad de una desaparición forzada, los Estados 
deben velar por que el niño tenga pronto acceso a asistencia jurídica y de otra índole”, se 
beneficie de medidas sustitutivas de la privación de libertad y se le reúna con su familia. 
Todo niño privado de libertad debe tener derecho a impugnar la legalidad de la privación 
de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial”. 
Se debe promover la participación de los padres y de la familia, y se debe proporcionar sin 177 
demora información exacta sobre la detención de los niños y sobre el lugar o los lugares 
en que se encuentren detenidos, y en particular sobre sus traslados, a los miembros de su 
familia, a su abogado o a cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en esa in- 
formación. Además, el Estado debe tener en cuenta las necesidades específicas del niño y 


21 Convención sobre los Derechos del Niño, arts. 2, 3, 6 y 12. 
2 Ibid., art. 3. 

2 Ibid., art. 37, apartado d). 

2 Ibid., art. 37, apartado d), y Declaración, art. 10. 
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velar por su derecho a mantener contacto con su familia por correspondencia y median- 
te visitas”. Esta privación puede limitarse por medio de un sistema eficaz de inspección. 
En consonancia con las normas internacionales, los Estados están obligados a establecer 
un sistema regular e independiente de inspección de las instalaciones en las que están de- 
tenidos los niños”. 


14. Los Estados deben velar por que todo niño privado de libertad sea mantenido en un lu- 
gar de detención oficialmente reconocido, esté separado de los adultos y sea presentado 
sin demora ante una autoridad judicial luego de ser detenido”. En todo lugar de deten- 
ción deberá haber un registro oficial actualizado de todos los niños privados de libertad. 
Además, cada Estado tomará medidas para mantener registros centralizados análogos, 
pero separados, de los niños detenidos”. La información contenida en esos registros de- 
berá ponerse a la disposición de sus familiares, de su abogado o de cualquier otra persona 
que tenga un interés legítimo en conocer esa información, a menos que ello redunde en 
detrimento del bienestar del niño”, así como de cualquier autoridad judicial u otra auto- 
ridad nacional competente e independiente y de cualquier otra autoridad competente que 
trate de determinar el paradero de la persona detenida. 


15. Para prevenir las desapariciones forzadas de niños nacidos en cautiverio, los Estados de- 
ben, conforme al derecho internacional, adoptar medidas especiales para la protección de 
las mujeres embarazadas que se encuentren detenidas. Los Estados también deben poner 
de relieve los registros oficiales de personas detenidas, a fin de vigilar debidamente los ca- 
sos de mujeres embarazadas detenidas. Los Estados deben garantizar los derechos de los 
niños nacidos en esas circunstancias e inscribir inmediatamente su nacimiento”, 


DERECHO A LA IDENTIDAD Y AL RECONOCIMIENTO COMO PERSONA JURÍDICA 


16. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra que, en el caso de muchos de los niños 
desaparecidos, su inscripción se hizo con información falsa o se habían alterado sus da- 
tos personales. Esto tiene dos tipos de efectos: por una parte, a los niños robados les re- 
sulta imposible encontrar a su familia y conocer su identidad biológica y, en algunos ca- 
sos, su nacionalidad; por otra parte, la familia de origen no puede ejercer recursos legales 
para restablecer la identidad biológica del niño y los lazos familiares con él y para acabar 
con la privación de la libertad. Esa situación solo cesa cuando se descubre la verdad so- 
bre la identidad y se garantiza a los niños víctimas la posibilidad legal y real de restable- 
cer su verdadera identidad y, en su caso, los lazos familiares, con las consecuencias lega- 
les pertinentes. 


17. El derecho a la identidad no se menciona expresamente en la Declaración; en cambio, 
la Convención sobre los Derechos del Niño, en sus artículos 7 y 8, reconoce expresamen- 
te ese derecho y en particular el derecho a preservar y restablecer la identidad del niño. 


2% Véanse, entre otros, los artículos 37 y 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

2La regla 72 de las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad 
dispone que “[l]os inspectores calificados o una autoridad debidamente constituida de nivel equiva- 
lente que no pertenezca a la administración del centro deberán estar facultados para efectuar visitas 
periódicas, y [para] hacerlas sin previo aviso, por iniciativa propia, y [...] gozar de plenas garantías de 
independencia en el ejercicio de esta función”. 

2 Declaración, art. 10, párr. 1. 

2 Declaración, art. 10, párrs. 2 y 3. 

2 Convención sobre los Derechos del Niño, art. 9, párr. 4. 

39 Véanse el informe y las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño tras el día de debate 
general sobre “Los hijos de padres encarcelados”, párr. 13, disponible en: http://www2.ohchr.org/ engli- 
sh/bodies/crc/docs/discussion/2011CRCDGDReport.pdf. 


El derecho a la identidad abarca varios elementos, entre ellos la nacionalidad, el nombre 
y las relaciones familiares, y está íntimamente relacionado con el niño en su individuali- 
dad específica y en su vida privada. Este derecho tiene especial importancia durante la in- 
fancia, ya que es esencial para el desarrollo de la persona. En el caso de las desapariciones 
forzadas de niños, la violación del derecho a la identidad tiene efectos particulares, ya que 
tiende a incluir una serie de actos ilegales destinados a ocultarlas y a impedir que se res- 
tablezcan los lazos entre los niños desaparecidos y sus familias. 


18. Como ya ha indicado el Grupo de Trabajo en su observación general sobre la cuestión, el 
derecho a ser reconocido como persona jurídica resulta también vulnerado en el caso de 
los niños que nacieron durante la desaparición forzada de sus madres y que después fue- 
ron adoptados ilegalmente. En la medida en que su identidad biológica no está protegida, 
su misma personalidad no está reconocida por la ley. 


ADOPCIÓN Y CUSTODIA 


19. Con el fin de prevenir las desapariciones forzadas, los Estados tienen que actuar con la 
debida diligencia en todos los casos de adopción. Conforme al artículo 20, párrafo 2, de 
la Declaración, los Estados deben adoptar procedimientos legales para el “examen [...] de 
toda adopción que tenga origen en una desaparición forzada”. Las desapariciones forza- 
das de niños se descubren con frecuencia al determinar el origen de adopciones ilegales. 
Pueden surgir irregularidades tales como la falsificación de certificados de nacimiento y 
de la identidad del niño. Mediante una mayor concienciación, el mejoramiento de la ca- 
pacitación y la adopción de medidas y procedimientos más estrictos en el registro civil, se 
puede efectivamente contribuir a prevenir la falsificación de la verdadera identidad de los 
niños recién nacidos o desaparecidos. El registro de nacimiento confiere a los niños una 
identidad legal y contribuye a la aplicación de la legislación sobre la edad mínima. De esa 
manera, protege a los niños contra la trata con fines de trabajo infantil y contra el recluta- 
miento forzoso en las fuerzas armadas, dos situaciones que podrían llevar a desaparicio- 
nes forzadas. También ayuda a localizar a los niños que han sido separados de sus padres. 


20. La Convención sobre los Derechos del Niño obliga a los Estados a velar por que la adop- 
ción del niño solo sea autorizada por las autoridades competentes”. Esas autoridades de- 
ben determinar, sobre la base de toda la información pertinente y fidedigna, que la adop- 
ción es admisible en vista de la situación del niño en relación con sus padres, parientes y 
representantes legales y que, si es necesario, las personas interesadas han dado con conoci- 
miento de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que pue- 
da ser necesario. Además, la Declaración, “[h]abida cuenta de la necesidad de preservar el 
interés superior de los niños”, dispone en su artículo 20 que “deberá ser posible, en los Esta- 
dos que reconocen el sistema de adopción, proceder al examen de la adopción de esos ni- 
ños y, en particular, declarar la nulidad de toda adopción que tenga origen en una desapa- 
rición forzada”. 
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3l Véase el artículo 21, apartado a), de la Convención. Además, el artículo 3, párrafo 5, del Protocolo 
facultativo de la Convención relativo a la venta de niños dispone que los Estados partes adoptarán todas 
las disposiciones legales y administrativas pertinentes para que todas las personas que intervengan en 
la adopción de un niño actúen de conformidad con los instrumentos jurídicos internacionales aplica- 
bles. Además, entre los delitos que los Estados partes en ese Protocolo deben incluir plenamente en su 
legislación penal, se cometan en el país o en el plano transnacional y se perpetren de manera individual 
u organizada, figura el “[i]nducir indebidamente, en calidad de intermediario, a alguien a que preste su 
consentimiento para la adopción de un niño en violación de los instrumentos jurídicos internacionales 
aplicables en materia de adopción” (art. 3, párr. 1) a) ii). 
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21. Todo niño tiene un derecho absoluto a protección y custodia cuando está separado de su 
familia. Si no se resuelven rápidamente las dificultades de custodia resultantes de la desa- 
parición forzada de un niño o de sus padres o tutores, los niños pueden enfrentarse a pro- 
blemas que van desde la falta de vivienda adecuada hasta la pérdida completa de su identi- 
dad legal. En cualquier decisión sobre la custodia se debe tener en cuenta el interés superior 
del niño, se debe proteger al niño contra la discriminación y se deben respetar las opiniones 
del niño al respecto, conforme al artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 


22. Según el artículo 20, párrafo 2, de la Declaración, los Estados deben, en la mayoría de los 
casos, declarar la nulidad de “toda adopción que tenga origen en una desaparición forzada”. 
Sin embargo, teniendo en cuenta la evolución del derecho internacional de los derechos hu- 
manos en esta materia y en particular la necesidad de proteger los intereses superiores del 
niño, tal adopción debe seguir siendo válida si, en el momento del examen, consienten en 
ella los parientes biológicos más cercanos del niño. Para determinar si la anulación de una 
adopción responde al interés superior del niño, se deben combinar estos principios con los 
principios de la Convención sobre los Derechos del Niño. En el proceso de adopción de de- 
cisiones se deben tener debidamente en cuenta las opiniones de los niños, en función de la 
edad y de la madurez del niño. 


23. Además, como ya afirmó el Grupo de Trabajo en su comentario general sobre el derecho a 
la verdad en relación con las desapariciones forzadas, “[I]as familias de la persona desapa- 
recida y del niño tienen un derecho absoluto a conocer la verdad sobre el paradero de este”. 


DERECHO A LA VERDAD Y OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR 


24. Los Estados tienen que establecer unos mecanismos para determinar la verdad que es- 
tén adaptados a la sensibilidad del niño y que evalúen la forma en que los niños se han 
visto afectados por las desapariciones forzadas. Esos mecanismos deben tener un manda- 
to con referencias claras a los niños víctimas de desapariciones forzadas, y deben dispo- 
ner de recursos suficientes para disponer del personal especializado, de la metodología y 
de la estructura debidos. 


25. La Declaración, en su artículo 20, dispone que los Estados se esforzarán por buscar e 
identificar a los niños secuestrados de padres víctimas de una desaparición forzada y a los 
niños nacidos durante el cautiverio de sus madres víctimas de una desaparición forzada. 
El Grupo de Trabajo entiende que la obligación de buscar a los niños víctimas de desapa- 
riciones forzadas no se limita a las circunstancias mencionadas en el artículo 20%. Por el 
contrario, existe una mayor obligación de buscar a los niños en general. Reconociendo la 
especial urgencia de resolver los casos de desapariciones forzadas de niños, los Estados de- 
ben crear instituciones, o adaptar las ya existentes, para buscar a los niños desaparecidos 
y cuidar de ellos cuando se los encuentre. Esas instituciones deben servir como interme- 
diarios entre el Estado y la sociedad civil, haciendo realidad no solo el derecho de la vícti- 
ma y de las familias a la verdad, sino también el derecho de la sociedad en su conjunto a la 
verdad. Esas instituciones deben realizar diversas actividades de investigación para deter- 
minar el paradero del niño o de sus padres o su tutor, y además deben trabajar en coordi- 
nación con un banco de datos genéticos, remitiendo los casos potenciales de desaparición 
forzada a ese banco para que efectúe pruebas de ADN. Esas entidades deben encargarse 


2 El artículo 25, párrafo 2, de la Convención Internacional dispone que “[l]os Estados partes adoptarán 
las medidas necesarias para buscar e identificar a los niños mencionados en el inciso a) del párrafo 1 
del presente artículo y restituirlos a sus familias de origen conforme a los procedimientos legales y a los 
acuerdos internacionales aplicables”. Además, el artículo 25, párrafo 3, establece que “[l]os Estados artes 
se prestarán asistencia mutua en la búsqueda, identificación y localización de los niños a los que hace 
referencia el inciso a) del párrafo 1 del presente artículo”. 


asimismo de los trabajos de documentación, manteniendo al día los documentos sobre 
las investigaciones y poniéndolos a disposición de las familias, de los abogados y de otras 
personas que tengan un interés legítimo en el niño, a menos que la divulgación de tal in- 
formación redunde en detrimento del interés superior del niño. Esas instituciones deben 
también coadyuvar con las diferentes organizaciones no gubernamentales que tratan de 
determinar la verdad sobre la desaparición forzada de niños y de sus familias. Finalmen- 
te, esos organismos deben servir para instruir y formar a otros funcionarios del gobierno 
y de las instituciones sobre la importancia de los derechos a la identidad y a la verdad en 
lo que respecta a los niños, haciendo así que los diferentes agentes e instituciones estatales 
cobren mayor conciencia del grave delito consistente en la desaparición forzada de niños. 
Esas instituciones deben complementar la función de las autoridades competentes encar- 
gadas de las investigaciones penales, pero no sustituirla. Todas las búsquedas deben lle- 
varse a cabo de manera prudente y adaptada a la sensibilidad del niño, teniendo en cuen- 
ta las diferencias entre los géneros, por profesionales capacitados. 


DATOS GENÉTICOS 


26. Los Estados deben crear un banco de datos genéticos o adaptar una institución similar 
para tomar muestras de ADN y de sangre, almacenar la información genética de las fa- 
milias de los niños desaparecidos y realizar las pruebas de ADN pertinentes cuando sea 
necesario para determinar la verdadera identidad de un niño o para identificar sus restos 
mortales o los restos de sus familiares. 


27. El banco de datos genéticos debe también coordinar sus actividades con las del orga- 
nismo responsable del proceso de búsqueda, recibiendo instrucciones de él para reali- 
zar pruebas de ADN y de la sangre de los niños que sean posibles víctimas de desapari- 
ciones forzadas. Como muchas veces esos delitos son de alcance transnacional, la entidad 
debe también coordinar sus trabajos con los de una red de bancos genéticos o de centros 
de pruebas de ADN, a fin de facilitar el proceso de investigación. En los procesos ante los 
tribunales, el personal encargado de la base de datos genéticos debe prestar testimonio y 
aportar informes periciales sobre las pruebas genéticas en casos particulares. Teniendo en 
cuenta la especial importancia de no suponer que el niño víctima está muerto, las bases de 
datos genéticos han de mantener y almacenar la información genética sobre los niños des- 
aparecidos durante un plazo superior o igual a la esperanza de vida en ese país. 


28. En los procedimientos hay que establecer directrices especiales para las pruebas de ADN, 
teniendo en cuenta el interés superior del niño y ponderando debidamente las opiniones 
del niño, en función de su edad y de su madurez. Los padres o los tutores del niño deben 
estar presentes, a menos que las condiciones hagan que su presencia sea improcedente, 
como ejemplo en los casos en que esas personas sean los presuntos responsables de la des- 
aparición forzada o en que el niño no desee que los padres estén presentes. En las prue- 
bas que se hagan en cumplimiento de órdenes judiciales se deben tener particularmente 
en cuenta la privacidad y las opiniones del niño, en función de su edad y de su madurez. 181 
En el proceso de prueba propiamente dicho se deben seguir los métodos menos invasivos 
posible, con el fin de minimizar las intrusiones en la privacidad, tomando en considera- 
ción el género y la edad. 


29. En el artículo 19 de la Convención Internacional para la protección de todas las perso- 
nas contra las desapariciones forzadas se incluye una protección adicional, pues se dispo- 
ne que “[l]as informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos, que se re- 
caben y/o transmitan en el marco de la búsqueda de una persona desaparecida no pueden 
ser utilizadas o reveladas con fines distintos de dicha búsqueda”. 
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RECUPERACIÓN, REINTEGRACIÓN Y REPARACIÓN 


30. Las declaraciones de ausencia por desaparición forzada son especialmente importantes 
en los casos en que los niños se convierten en víctimas a causa de la desaparición de uno 
de sus padres o de ambos progenitores. Esas declaraciones permiten que los niños tengan 
acceso a las prestaciones sociales a las que tendrían derecho si hubiesen fallecido sus pa- 
dres, sin que sea necesario declarar el fallecimiento de los progenitores y sin poner fin a la 
obligación del Estado de investigar la desaparición forzada. Para proteger debidamente el 
interés superior del niño, especialmente su desarrollo, no puede haber ningún obstáculo 
que disuada al niño o a sus padres de reivindicar prestaciones. 


31. La perturbación del desarrollo físico, emocional, moral, intelectual y social de los ni- 
ños víctimas de desaparición forzada tiene consecuencias a largo plazo para ellos y para 
sus sociedades. Los Estados, aunque no pueden reparar plenamente las graves pérdidas 
no pecuniarias sufridas por los niños víctimas de desaparición forzada, están obligados a 
proporcionar una reparación integral a esos niños. En los casos en que se ha alterado la 
identidad de los niños víctimas de desaparición forzada, los Estados deben adoptar medi- 
das para facilitar la posterior obtención de la debida documentación y la introducción de 
las correcciones necesarias en todos los registros pertinentes. 


32. La indemnización pecuniaria constituye una medida razonable para la reparación de ta- 
les daños. Para determinar la manera óptima de entregar esa indemnización, los Estados 
deben tener en cuenta la edad y la madurez del niño, y deben adoptar las disposiciones 
apropiadas para desembolsarla. En última instancia, el plazo que se establezca debe ser 
suficientemente razonable para que el niño tenga pleno acceso a la indemnización cuan- 
do alcance el grado de madurez que se fije, o el niño debe tener acceso a la indemnización 
por conducto de los progenitores o de un tutor. Si los padres o el tutor han sido víctimas 
de desaparición forzada, el funcionario responsable debe designar a un pariente o a otra 
persona para que actúe como administrador fiduciario del niño; esa persona tomará to- 
das las decisiones de carácter pecuniario sobre la base del interés superior del niño has- 
ta que este llegue a la mayoría de edad. Si el niño ha sido víctima de desaparición forza- 
da, sus padres deben recibir una compensación pecuniaria. Los Estados deben asignar los 
fondos necesarios para poner en práctica un programa de reparaciones que aborde ade- 
cuadamente las necesidades y los problemas de los niños. 


33. El derecho de los niños a la educación se ve a menudo afectado por el daño causado por 
las desapariciones forzadas. Como medida de readaptación, los programas de reparación 
deben incluir el acceso de los niños víctimas de desaparición forzada a la educación. 


34. Se deben proporcionar cuidados psicológicos apropiados y completos a los niños vícti- 
mas de desaparición forzada, y se debe tener presente que la desintegración de las familias 
afecta profundamente a los niños. Los Estados tienen el deber de garantizar la recupera- 
ción física y psicológica y la integración social de los niños. La forma óptima de promo- 
ver el bienestar del niño son las soluciones familiares y comunitarias encaminadas a res- 
tablecer la autoestima del niño y a mejorar sus relaciones con los adultos. Cuando tales 
cuidados psicológicos integrales han sido prestados por un tercero o han sido organiza- 
dos por las propias víctimas, el Estado tiene la obligación de reembolsar a las víctimas to- 
dos los gastos. 


35. Como el derecho a la verdad no es meramente un derecho individual, sino también un 
derecho colectivo, las soluciones deben incluir medidas destinadas a garantizar el recono- 
cimiento público y el recuerdo de todas las desapariciones forzadas de niños. Se pueden 
incluir en los programas escolares las actividades de educación en derechos humanos que 
sean apropiadas en función de la edad del niño, así como actividades infantiles destinadas 


a preservar la memoria colectiva de las violaciones de los derechos humanos perpetradas 
contra los niños. Los Estados pueden también tomar medidas para recordar a los niños 
víctimas mediante la colocación de estatuas o de placas en los lugares visibles apropiados, 
entre ellos las escuelas y otros lugares frecuentados por niños. 


36. Los Estados deben establecer un sistema nacional de recopilación, análisis y difusión 
de datos, así como un programa de investigación sobre las causas, las consecuencias y 
la frecuencia de las desapariciones forzadas de niños. La desagregación de los datos por 
los factores pertinentes es una herramienta esencial para poner de relieve los proble- 
mas y las repercusiones desproporcionadas de las desapariciones forzadas de niños per- 
tenecientes a determinados grupos que tradicionalmente son víctimas de discrimina- 
ción o de marginación. 


INVESTIGACIÓN EFICAZ 


37. Los Estados deben prestar especial atención a la rápida resolución de los casos de niños 
víctimas de desaparición forzada. Reconociendo que la desaparición forzada es un delito 
permanente y una forma extrema de violencia contra los niños, y teniendo en cuenta las 
medidas especiales de protección que han de adoptarse en relación con los niños, los Es- 
tados tienen la obligación de realizar sin demora investigaciones completas a fin de de- 
terminar el paradero del niño o de sus padres o su tutor. A causa de la dependencia de los 
niños con respecto a los adultos, de los efectos de la separación de la familia, de la vulne- 
rabilidad potencial de los niños y de las amenazas a su desarrollo y a su vida, los Estados 
deben investigar rápidamente los casos de niños víctimas de desaparición forzada. Los Es- 
tados han de investigar las desapariciones forzadas de niños de manera eficaz y rápida, de 
forma que esté concluida en un plazo de tiempo razonable, y velar por que las autoridades 
competentes realicen de oficio las investigaciones correspondientes y dispongan de la au- 
torización y los recursos necesarios. Se deben dar las debidas garantías de protección y de 
seguridad a quienes participan en la investigación, entre ellos los familiares de la víctima, 
los testigos y el personal de la administración de justicia. Los Estados han de garantizar 
el pleno acceso y la capacidad de actuar de los familiares de las víctimas en todas las eta- 
pas de la investigación y del enjuiciamiento de los responsables. Esas investigaciones de- 
ben hacerse como una obligación del Estado, y no deben considerarse como una respon- 
sabilidad de la familia de la víctima. 


38. Además, el resultado de las investigaciones judiciales correspondientes debe ser pública- 
mente accesible para que la sociedad en su conjunto conozca los hechos concernientes a 
las desapariciones forzadas de niños, en particular los responsables de ellas. 


DERECHO A DENUNCIAR LOS HECHOS 


39. En virtud del artículo 13 de la Declaración, las víctimas y sus defensores tienen derecho 
a denunciar los hechos ante la autoridad competente para que esta investigue debidamen- 
te cada caso, procese plenamente a los autores y lleve a cabo exhumaciones de cadáveres 
cuando sea procedente. El derecho a denunciar los hechos debe tratarse con delicadeza en 
el caso de los niños, ya que pueden estar menos dispuestos a manifestarse que los adultos 
o pueden no ser conscientes de los recursos disponibles. Los Estados deben facilitar las 
denuncias adoptando medidas que tengan en cuenta la edad del niño, su género y su ma- 
durez y que fomenten un entorno de seguridad para el niño”, 


% Véase el informe conjunto sobre los mecanismos de asesoramiento, formulación de denuncias y pre- 
sentación de información adaptados a la sensibilidad del niño, publicado por la Relatora Especial sobre 
la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía y la Representante 
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40. En su artículo 13, párrafo 3, la Declaración exige que se proteja contra la intimidación o 
las represalias a los denunciantes y a todos los demás participantes en una investigación. 
Los Estados deben velar por que los niños y sus familiares sean protegidos y reciban un 
trato respetuoso mientras se trata de determinar el paradero y la suerte de un niño desa- 
parecido o de un miembro de su familia. Dada la importancia de proteger el interés supe- 
rior del niño y de asegurar su supervivencia y su desarrollo, los Estados han de eliminar 
los obstáculos que disuaden a los padres, a los familiares y a los propios niños de denun- 
ciar los casos de desaparición forzada. 


PARTICIPACIÓN DE LOS NIÑOS 


41. Los Estados deben promover activamente y alentar la participación del niño en todas las 
actuaciones oficiales sobre los casos en que sean víctimas de desaparición forzada. El niño 
siempre tiene derecho a ser escuchado directamente y no solo por conducto de un repre- 
sentante o de un órgano apropiado, si ello redunda en su interés superior. Las comisiones 
de la verdad y los fiscales deben buscar a los niños afectados por desapariciones forzadas 
y velar por que participen en las actuaciones de una forma adaptada a la sensibilidad del 
niño, a su edad, a su género y a su nivel de madurez**. 


42. El respeto del principio de la participación del niño incluye la obligación de informar a 
este, de una manera en que el niño lo entienda, sobre la desaparición forzada de un fami- 
liar. Esto exige no solo que se informe al niño en su lengua materna, sino también que se 
le expliquen las circunstancias de la desaparición y las actuaciones judiciales de una ma- 
nera que tenga en cuenta la edad, la madurez y el estado psicológico del niño. 


43. Los Estados han de designar a una persona que esté formada para ayudar al niño en todo 
el proceso judicial, con el fin de evitar todo riesgo de coacción, revictimización o victimi- 
zación secundaria, de acuerdo con las Directrices de las Naciones Unidas sobre la justicia 
en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos”*19, El niño no estará 
obligado a testificar en procesos judiciales en contra de su voluntad o sin el conocimiento 
de sus padres, padres adoptivos o tutores, a menos que sus padres sean los pre suntos res- 
ponsables de la desaparición forzada, que el niño exprese preocupación por el hecho de 
que lo acompañen sus padres o su tutor, o que el tribunal estime que no redunda en el in- 
terés superior del niño el estar acompañado de sus padres o de su tutor. 


44. En los procedimientos judiciales relativos a una desaparición forzada se velará por la 
participación del niño, al tiempo que se minimiza la probabilidad de que se vulnere su 
derecho a la intimidad mediante la adopción de medidas tales como la autorización para 
que los niños hablen con los jueces y expresen sus opiniones en privado, los enlaces de ví- 
deo para evitar el contacto entre los niños y los perpetradores o la utilización de disposi- 
tivos de distorsión de la voz y de la imagen para proteger a los niños. 


45. Los Estados deben desarrollar, apoyar y alentar la colaboración con la comunidad y con 
grupos de la sociedad civil, en particular las organizaciones dirigidas por niños. 


COOPERACIÓN INTERNACIONAL 


46. Las desapariciones forzadas de niños pueden ser de alcance transnacional. Los Estados 
deben cooperar con otros Estados, sobre la base de la reciprocidad, en la búsqueda, iden- 
tificación, localización y restitución de menores que hayan sido trasladados a otro Esta do 


Especial del Secretario General sobre la violencia contra los niños (A/HRC/16/56). 

3 Véase la Observación general N* 12 (2009), sobre el derecho del niño a ser escuchado, del Comité de 
los Derechos del Niño (CRC/C/GC/12). 

35 Resolución 2005/20 del Consejo Económico y Social. 


o retenidos en otro Estado como consecuencia de una desaparición forzada. Con tal fin, 
según lo dispuesto en el artículo 20 de la Declaración, los Estados concluirán, según pro- 
ceda, acuerdos bilaterales y multilaterales. La inexistencia de tales acuerdos no debe ser 
un obstáculo para la cooperación entre los Estados. En particular, el Convenio de La Ha- 
ya sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores y el Convenio de 
La Haya sobre la Cooperación en materia de Adopción Internacional constituyen un mar- 
co útil para abordar los problemas relacionados con los niños víctimas de la desaparición 
forzada que se conoce como “traslado ilícito” en el Convenio de La Haya sobre la sustrac- 
ción de menores. Ambos convenios exigen que los Estados tengan autoridades centrales 
que cooperen entre sí en tales situaciones y que definan los procedimientos para el trámi- 
te de las reclamaciones relativas al traslado forzado de niños. El Grupo de Trabajo exhor- 
ta a los Estados a ratificar ambos convenios y a aplicarlos plenamente. 


RATIFICACIÓN UNIVERSAL DE LOS TRATADOS DE DERECHOS HUMANOS 


47. La ratificación universal y la aplicación de la Convención Internacional para la protec- 
ción de todas las personas contra las desapariciones forzadas, de la Convención sobre los 
Derechos del Niño y de sus tres Protocolos facultativos, de los Convenios de La Haya per- 
tinentes* y de todos los instrumentos internacionales y regionales pertinentes contribui- 
rán a la protección eficaz del niño contra las desapariciones forzadas. El Grupo de Traba- 
jo alienta a los Estados a ratificar esos instrumentos. 


3% Convenio sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores, de 25 de octubre de 


1980, y el Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Inter- 
nacional, de 29 de mayo de 1993. 
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PARTE 1V 


SISTEMATIZACIÓN 
DE LAS 
RECOMENDACIONES 
EN MATERIA 

DE DESAPARICIÓN 
DE PERSONAS 
FORMULADAS 

A MÉXICO 

POR ORGANISMOS 
INTERNACIONALES 
DE DERECHOS 
HUMANOS 


GLOSARIO 


CED Comité contra la Desaparición Forzada 


GIE-CID Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos 


CID Comisión Interamericana de Derechos Humanos 


ONUD Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
CAT Comité contra la Tortura 


GTIDFFONU Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias 


CD Consejo de Derechos Humanos 


Corte ID Corte Interamericana de Derechos Humanos 


Nota 1: El texto de la mayoría de las recomendaciones se ha obtenido del portal www.reco- 
mendacionesdh.mx, en el que además de las recomendaciones clasificadas por diversos cri- 
terios, pueden consultarse informes y documentos originales emitidos por diferentes orga- 
nismos internacionales de derechos humanos. 


Nota 2: Los siguientes cuadros agrupan 445 recomendaciones emitidas por 23 organismos 
del Sistema de Naciones Unidas y del Sistema Interamericano de promoción y protección de 
los derechos humanos. Las recomendaciones se han agrupado por ejes temáticos definidos 
tomando como base los temas señalados por el Comité contra la Desaparición Forzada en 
2015 y en 2018 con motivo de las revisiones de los informes de México, pero adaptándolos 
para incluir de forma adecuada recomendaciones realizadas por otros organismos. Dentro 
de cada cuadro temático, se organizaron las recomendaciones con un criterio cronológico 
que parte de las recomendaciones más recientes. Debe tenerse en cuenta que una misma re- 
comendación puede tener diferentes elementos correspondientes a distintas categorías, pero 
se ha optado por su inclusión en la categoría con la que tiene una mayor conexión. 


810€ 


810€ 


ONV 


sejuopoiBap 
O soubuNyu! “sejanio 
souad O SOJDIJ SONO 
¡MINOS 
¡pldads3 Joo|ay 


dE 


q39 


ES, 


NONE 


189 


UQISIL Sp auLIOJU! ja US SOPD|NWIO¿ SIUONPPUALUIOISA SO] SOPOy 
p ojuaruijdun) JDp p Oppisy |. pjueI|p as “o|ja JOY “popreubipiyos p| ap ajund 1ouoy 
ap ualep popiundu! bp] Á soubuny soyseJap ap sajosuajap Á sDUIIDIA PD UONADSSIad Dn] 
“SOPDZ.JO¿ SSUONLIOADSAP SD] “PAN¿IO] | anb bind sozianjse seJolelu JaDDy aqep oDIxaw 


"S8UOIDDZILDBIO SAS Á SDUILDIA SD] ANNA US Á soposaejul 
sajlod sb] sopoj ap uonbdnijunbd pidwo pun adyubuDB as anb ¡a ua “soubuIny soyoalsp 
Sa|pUO/DDUJSJU! SOUISIUDIALU SP SALOIDMPUALOIA, SO] SP Á UONoOJuawa¡dul a oyuaunBas 
¡e bubd ¡puorspu ouusiuboaul un pOZa|qpjse anb p ajind opoys3 |p bjua!]p aj1uo> [a “¡peu 
-96 spu pISubul ap “ousiuIsy “¡pseusB us uorojqod bp] p ouOD Iso “ajlod Opojsy je us 
UDNPD ab sajpyuaunuleqnB ou sauo1dozIuoBio so] Á [IAID POP91nos D] “SPANDAJSIUILUPD Á 
SDAD|SIBa] “sejo1DIpn| sepopiojnD so] D 10Z1]1qisues pbd ojuaruinBas ap seuoropaesqo 
sajuaseud so] Á “UOIDUSAUO) D] SP “y OJO119A “¿Z O/NDYID [ap paj1na ua ppojuasa.ud ¡puol) 
-IPD UOIDPUJOJUl D] “UQIDUSALOS D] ajusuDIdu ppunyip anb p aj/bd opnys3 ¡p njua!¡o as 


“uonoByseau! p| sp Á ppanbsaq b] ap ob) p sajodiniunu Á sajojojse “sajpuepey 
SOPDPLIOND SD] P AILIO) [SP SSUOIDPPUAUIOIA, SO] AP UOIDDILUNLO D| ADZHUDIDB pupd 
OuISIUDOSU UN PPpaA31q JOÁDUI D] D J8da¡quysy [:o ajiod opos ¡o ppueruoda, apulo>) |3] 


"UONUSAUO) D]| AP “y OJDJIDA “E ONDYAD [8 UO) PPP 
-IJOJUO) SP SDIIDSOISU SOPOPI|IDDJ SD] 99340 Á DJISIA DYOIP AP SEPDPIPPOUI SD] AJUYSP 
DADA ANISAOO) “SHLIO) [SP DIISIA O] O OPI8NID NS IPBIOO O SIDA OPDIS] [PD DISUI SILO?) [y 


NOIDVaINIWO9I3Y 


NOD93108d 30 1IVWNOIDVN431NI NIWIOJ4 “1 


E LOc 


S 10€ 


910€ 


ONV 


1y9 


ÍNNO) 


SDIJDIJIQUD O SOLIDUINS 
'sajonipnloyxa 
sauoronoale alqos 
¡pldads3 Joojay 


HdIO 


QUES) 


HAANO 


ONVIYJO 


"sOLIDJUN| 
-OAU| O SPPPzOJ sauoniumdosag auqos oloqu., ap odn:o ¡a ajub sajuaipuad sospo so] 
JDJDJ90 DADA sOLIDSIDIU SOPIPau so] njdopy [:b 1bpnoyabd us Á “olbqp.] ap odnao fep 
SaUO/DPPU3uOJ9. SH| ap DOPLRAIA US NysaNd DP] IPNULUO D ajIDA OPOySJ |P DÍsUl aj1LuO>) |3] 


"DIDNG DAJANO) 
OPDUD|| D| ajUDINP SOPHSuwOo) sesbspu soy Á sappnipalouxe sauomnoela so] 1Bznl A 
Joninlus “1DBiysenu! DADA SOPPZI|DSI SOZJANISO SO] SI3duOJUS SENA “pHpIUDUINY Pse| ap 
sauauo so| ap Á buJanB ap seuauu1 so] ap popipiqudioseudur p| alqos UOIDusAuo) D] 
ap opadsas DAYDJSIdIajul UOIDDID|DIP D] 1011494 AP PDPIJIQISOA D] 10SpISsUO) DLISQap ag 


SOUDUINY SOYISSP SO| D SAUOIDNO!A 
SOADIÉ Sp SOSp) SOJO PIDA SOID|ILUIS SOLUSIUIDOAUI SP UOIDOZI|IN D| ADIMMSPISUO?) “OSpI 
[e US sauonbBiseaul SD] 10) IDNUHUO) Á “/z UO||DIDG [9 JDFISIA DADA OWOD ISO “oy1919l3 
¡ep sejubuBajur so| UO) asubysiAaJue ap ppoJejal paio1jos ns ajuauunoynadse “ojppubul 
ns Ue spplajuo) seuoIdnqlo So] awuojuo) [39 [ep seuoppuawoxal so] Jepuapy 


¡puonpbu 
-J94U! DIDUSJSISD D ajua1 Dajbuadoo) pajywy [uornoByseau! p| a1qos saeuonbpusuwoday] 


"S9ADIB SOS) SOJJO DADA OJUSIUA 
-InBas ap saub|1uls soWsIUpOau JOJSpISsuO) Á [3/9 [ap seuomobpuauoda, so] Jojueuua¡duu] 


NOIDVaINIWO93Y 


190 


191 


¿onBn1p) uonusnuo) D| ap ze Á | E SO[noyuD so] O) popIuojuO) ap “sajo¡bjsajajul a 
8107 0) saonpIAIpu! S8UONPINUNUIO) JDUIWIDXS Á JIqID8J DIDd (3) [ep prouajeduoo o] Iopdery 


810Z de) ¿(uiuag) (3) [ep Prouajeduoo bp] sadouoday 


¿(XonBb.1Dg) sajonprarpu! 
8107 0) sONUNUSP 11qu)aJ pIBd (3) ¡ep Pruajedwoo b] unjdeoo ap popijiqisod Dj] 1018pisuoo 


"DUISIU D| US OJSIASIH SOPDZIO¿ S8UONLINADSAP SD] PAULO) UOINIAJOIA ap usaba 
[9 40Z10491 D SPJILI UOD UOIDUSALO) D| SP ZE Á | E SO|NDYAD SO| SP pnylLA US sejpojosajajul a 
Sa|PMPIAIPU! SSUONDIJUNUIO) ADUILUDXS Á 11q/984 DADA SILO ¡ep prusjaduos b| sadOuUOJa. 


8107 lO) ap apuod Opbys3 |. [rl ojoJIpd ó 1/09/XIW//039) UOIDPPUAUIOIA! NS D.ISJ13.1 SHLUO) [3 


ONV ONVIIJO NOIDVINIWO933 


039 140 VIONI1IdWO9 V1 30 OLINIIWIDONODIY “Z 


"popiaipaja 
ns 1DADOOS UNJAIPnd anb spalojeIdajul sauo/dpD|Dap O spAJaSaJ sp] SOPoj ap oJIjal ¡9 
opuaÁnpu: “siod je opoj ue papaya DUO, ua usnbijdo Á unidun) as PPpz0¿ UONLINAD 
-SOP AP DLIS/DUI US SAJUDAS|S SAJPUO/DDUAJU! SOJUSUUIN.SU! SO| SOPOJ AND JOZHUDADB pupd 


LLOZ NNOIALO spIIbsa99u SOUOIDOD so] sopo; OQqua p USAS]| as enb ppua1uo3al olbqp.] Sp odn.2) 13 


ONV ONVIIJO NOIDVaNIWO93Y 


SLOc 


810€ 


ONV 


q39 


OUN ¡ep soyoslag 
so] ap SHO) 


QOJE|9) 


HOANO 


ONVIYJO 


and Opos] [ep ¡puapay DAINJONA4S3 “DUUSIL D| US OJsIASId spppzioj sauo1ubdosap so] 
Duo) u9asjoJld ap usuIBa [a IOZ0J9. O SDIUI UO) UQIDUSALO) D| BP ZE Á |E SO[NDYIO 
so| ap pnja ua sejojojseJajul a sajonpialpul sauorporunulo) JpulubDxe Á 11ques pund 
SILO) [9p bruafaduuoo p| sadouoxa. p ajlbd opos ¡o ajuauunoI Bigues pjuel|p ayulo) |3 


"SOPDZJOY SAUOIDL 
-bdbsag Sh] PAJUO) SPUOSJAJ SO] SOPO| ap UOIDdaJoJg D| DIA UOIDUSALO) D| AP ZE Á LE 
SO|N9I4JD SO] SP PNJIIA US “Sa|DJDISAJAJU!  SAJONPIAIPUI SIUONDINLNUIO) ADUILIDXS Á 11QIIOJ 
babd (3) [ep Prouajaduo) by pAZOUOJAJ Á sejo.mn) Á sejp1dog “sooIuIQuody soyaleg 
Sp |PUOIDDUJAJU| ODO [SP OADÍ[NDD OJODOJO14 [a aNbIYDA “DIDUDJUI D| SP SOYISNAP SO] 
ap popinipaja 0] opuanajopoj 1mBas pubd “anb ajund opojs3 ¡p ppualuoxe. apulo) |3 


"Sa|PAPIAIPU! S9UONDINLUNUIO) ADUIUIDXS Á 111934 DIA SOPIUp] seu 

-ODDN SP PPPZI104 UONLIALSIJ AP ALO) [Sp Puajeduo) p| ppparaq D| D Jadou0day 
“UQIDDOYIJO 

ap sajuaipuad up¡sa anb souboLauuy sOPo¡s] SP UONDZIUDBIO D| AP [PJdUaL) Dajquinsy 
o] Jod sopojdopp soubuIny soydeep ap SOUPILISUD.SU| SOPDIDJ SO| SOPOJ IDOYHOS Á 
J0wJIJ (q “UQIDUSAUO) D| AP ZE Á |E SO|NDD SO] PD aunojuo) qÍ) ¡ep prouejeduloo 
b] 4adou0Da. Á “OUIN| [9p soydalag so| ap UOIDuUaAuO>) D| SP OADNID] OJODOJOJ4 [ap Á 
sa|p1NÍ¡n) Á sapos “so>Iu9uoy soydaJag ap ¡puo!DpuJaju] ODE ¡Sp OALD|NDDY OJODO) 
-O1g [9P UOIDOIYHDA Á DULI D] JBAQUIOJ (D :SAJPUOIDDUSJU! SOJUSUUN.JSUL SP UOIDDOLLDY 


¿(ODIy DISOD)) UONUSALO) DP] SP ZE Á |£ SO|NDAD SO] UOD 
pDpIuLIOJUO) ap 'sajonpraIpul sonunuap Jiqi)a Dabd (3) [ep binuejadulo) p| J9d0U0I9Y 


NOIDVIUNIWODI4 


192 


LLOg 


ANO1OLO 


193 


"SO|DJD¡SOJSJUl 9 SAJD|NDADA SP SONUNUSP PD SOAD|S 
SDPDOZ.OJ SaUOIIIDdDSap Sp| PAUO spuosad so] sopa, ap uonndajold p| bind ¡puoppu 
-J8/U| UOINUSAUO) D| SP ZE Á |E SO|NDYID SO| O OpI3NID AP SPPPZIOY SaUONINADSIG SO] 
9.Q0S AIWO) [Sp bIduajedwo> pj] aydedo opnysy je anb ppuaruosa, oloqu:] ap odno |3 


['y"8y | UObpuawosal D| 8/qos UONOUSUNBID D] SA “UQIDUSALO) D] AP ZE O|NDD |P OJUNNA 
UY “'SOUDUINY SOYOSSG SP OUDILISUDIAJU| DUASIS Sp OdJDU ja Ua sopojuasaud uos soupuny 
sOY29J9p SO| PD SBUONDJOIA SOjUNsaJd O SPAD|S! sajonpiaipur seuonyad so] ap bLIOADU UDI 
D| aJUSu|pNpo Ualq Is “sajonpiarpu! seuorborunuo) babd prusjeduoo | Jojdado ap pop!]iq 
-!sod b| Opubnppas pyuensua as Á bjou DUO ODIXAWY UO/INUSALO)) D| SP | E O|NDYAD [a auqos 

"UQIDUSALO)) D] 
US OpIda|qpise O| 10) apo bas ppoz.oj uoIubdosap ap opjep ¡ep uonubs Á vonooyidi Dj 
enb Jo1nBasp bind plapay ¡puag OBIPO) |p 3 $ |z Opojando un JnuonIpo A) Á q y S1Z 
O|n>uD [e JbuLOjaJ bibd pADIoIu! PUN Oppuag jo omus oral ja “gLOZ ap euqnpo ua 
“on o] Jod “sejpuo!>pUaJUl SBUONDBI|QO SAS LO) OJAPZILOULID DIH OUIaJU1 ODIAN] oD1DuI ns 
OPUDSIAS DUANDUA SS ODIXAYY “SPPOZI|PIO] OU SPUOSISJ SP SOJPG AP ASPG PUN PASIUIIPO 
(40d) >o1¡qnday b] ap ¡preus DLINPpINd014 D] “DA qNJ popunBas ap ¡puonbn Duajs!g ¡ap 
oAnoely OPpLIDjaJDas fap osuasuoo ja uo) “sopralndosap souosied ap ¡ono oysiBas un ap 
UQI908.9 D| b apuodsa.1o) anb o] uy “ajuawpnubd g gy | UONDpuauloda, p| bjdedo as :opoys3 
¡ep bisandsay] (AonBnin) ze Á [€ so¡nouo so] uo) pppiuojuos ap (3) [ep Dinuajadwo> 
D| /990U093y /(Pubds3) sajppnpinpur seuoned 11qupas bind 3) [ep pruejaduloo o] njdeoy 
/(opubay) soprenodosep souosied ap ¡po ousiBas un na Á ¡ppuorbu o>Iprin] oD.JouI 
[9 U9NUSAUO) D| ap UONobodio9u! py 1nnBaso “(43)) 43) [ep Pruajedwo> b| :a0u0xay 


NOIDVaANIWO93Y 


LLOC 


ANOALO 


ANOTALO 


ANOALO 


ONVIYJO 


"¡puad puejsis Á OJDduD “sOUDUINY SOYIASP a1qOs 
[PUOIDN¿SUO) ODIDW OASNU [SP DAIaje vo Doy uaua¡duil D| JOZHUDADB p.upd [pao] Á ¡prapaj 
¡eau D SDAD|SIBa| seuonon2apo so| 0qp) » 1DAs|| ppueruooas oloqba] ap odnao [3 


"opupul ap DUSPo> by opueÁnpul “soppz1oj sauonibdosap so] ap u9Aod 
¡e sapuelduo> pIDA pAIASIS UQISIA PUN LO) SOSHD sOjsa 1oBiyseau! bIDd “nprosJbdosep 
buoslad pb] ap Dpenbsnq o] bubd sosimda soy Á uONoÓÍnobdos bp] sÁn|du1 04S3 “sOPpzIOy 
seuonuwbdosap sp sos. opusÁnpu: “soyijap so] ap ojuarmbninlua Á uo oBiseau! py ua 
soLIDuonNunj ap uonobrbdaud Joleuu D] PD SAJPUONIPD SOSINDSA OPUDUYSAP “SAPUOIN¿HSUOO 
SOIQUID) sojse ajusunjejdwo> Joodo Á Jadajoploj Uaqep as “bppz0j uoiubdosap ap 
SDWIHOJA SD| SP SOYODSJAP SO| IOZHUDIDB ap sopaje p ¡pued pidysal ap puajsis oranu 
¡ep soBia ua ppbue bjuold py adyubioB as anb ppuaruooa. oloqb., ap odnuo |3 


"DpP91P DUILOIA D| 10d OJOALUD SP PPUDLUSP D| SP UOIDOOLIDA O] Á 
a|qosuodsal popLiojno D| ap UOIDUILLIAfSp db] “UONUAAP D] SP A0Bn] ¡ap uVONDIYHYUPI D] 
QUO) SeJD; “SISI puD OlDQ SONUDÍSUNDAN SO] S.QOS SOSOADIÉ sSONUSBIXA 1993|qDÍS8 OU Á JOP 
-DBznl ¡ap ajabd 10d OAyoD |OJ UN JOZHUDIDÓ “DUIDIA Sp DIJduo uondaduos pun 1oBaqjp 
“spuoslaed ap Dpoz.oj UONLLNAPSIP | ap pppiubindad p| p ajuswoponapo sepuodsas 


eqep oJodunb ap uonDojsiba] pASNuU DT] “[PUOIN¿YSUO) ODJPW OPpuLIOJaJ ¡Pp Opuanso ap 
orodub ap puiajou us Ás| pAsnu pun sp uondopp pb] ppuaruooa. olbqo.] ap odn1o |3 


NOIDVaINIWO93Y 


TVNOMNLILENO9 OIIVW 130 NOIDVINIWIIdWI “E 


q39 


¡(EO) 


ONVIYJO 


195 


-SOP9Z1|PUL 
o sopojdopo opis ubÁby ou uno anb pusiu | ue sojsisaud sojusuIn.ysu! spuuep so] Á 
[prauag) A37 0] ap ojuswn¡Bal je 'sauonpzIuDBo sas D Á SOUILPIA SD] PD PÁNduI anb oaod 
1d Á 01181qb osadoJd un ajubipauu “1010qn|3 [:auod opojs3 ¡p Ppuarooa, aj1uuo) |3] 


tuornsele ns b1bd so11mse3su sejpLIa¡puu sOsnseJ so] Á osuop! ¡puosad ja 
uo) ajuen> anb Á ¡oseuso) A37 0] JOd OppaJ) ¡pUOINA¿HSUI O9.DUI [Sp OJUSIUIDUONUN Á UOIO 
-bj¡uawe¡duu! D| US SADUPAD SO| a81qOS saLuJOJU! ajusLuDo1poliad OpuboI|qnd sab] lun sas 
o Á vonubdosep ap soupra so] p pÁNpur anb uorbnipas Á osJoj1uouI ap ub¡d un owO) 
Iso “ojuerudun) ap soayelqo sasopooipur a sozo¡d pBuayuo) anb *¡odio1unul Á [pojsa “DA 
-9p9y ¡eau p ¡pueuao) As] p] pBIqo anb so] p sopadsp so] sopa, pAn¡pur anb “¡preuas) As7 
0] Sp uonbjuswe¡du! ap opruyep puI.Bouo.) UN UO) Á ajquoyuea “oja¡duloo “o? upjd 
un “popars1q JOÁDU o] D Iojdopo Á 1010q0/3 [:aj1bd opojs3 ¡o ppueroda aj1uo) [3] 


NOIDVaINIWO93Y 


NODVINIWI1dWI AS A OAILVISIDI1 ODIVW "y 


ONVIYJO 


"(D1]pj1) osedo.Jd ¡a us pponsapo vonodibnd pun pBuey 
AID poparos pj anb Á “soubuny soyaJap ap sajpuo!DpuJajul SoOuJOU SH| UO) PPpILLIO. 
Mo popanesepsnbiAs q ¡sodps18p Sp seJeUOl [959 PepluLO; 
-U0) Dp114sa US “(08 g) PPpzIOy UONIINADSAP Á DLIDAJIQUO UONUAJSP “DINIOJ SP sonunuap 
sD| ajuauubAysnpbyxa uenBiyseaur es anb prod ¡opipal punojas D| pniyuold uo) 1091 dy 


NOIDVaINIWO93Y 


810€ 


810€ 


¡EO) 


q39 


¡EO) 


q39 


¡EO) 


ONVIYJO 


'seu0NLIDALSAP SH] SP UOIDUDS 
X uonnassied “uonoBiseau! b] us sopooIdo Á sopinouoxas ajusulpalaje UDaS “pÍpIpauu 
DLOND D] PpInppur “uoNLuIdLHsap ap sojIjep so] ap uoIsIuo) | ue uonNbdiaubd Á pLIOÍno 


Sp sDuOj sajqisod sp] sopoy anb JozubIDO) [:ajiobd opoys3 ¡o ppueruose. apo) [3] 


'UQIUSAUO) DJ AP (q opojando * | ojpIpd “9 O|NDYID [a US SOPIDA|QDISI SOUIULIS, SO] 
us so>Imb.p.al seJoLiedns so| ap ¡pued pop!]iqosuodsa, o] ajuatuboyrosdsa parsud as anb 
DIDA SOLIDSADIU SDAID|SIBa] sSOpIpauu so] 1njdopy [:ajund opoysy ¡o ppusruoxa, apulo> |3] 


"poprubuUNy Dsa| ap usuuL1o OO) 
USIquID] Ppooyidi bes ppoz.oy uONLNd.sep py anb Á uONusAuo>) D]| ap € O/noyuD ¡a 0) 
pDp1LuOJUO) Sp Dpooyidy bes seD|nubd 10d ppiewo> uonubdosap py anb 1onBaso ap 


UL D SPLIDS3DIU SPAJD|SIBA| SOPIPau so] 1ojdopo ajiod Opojs3 ¡o ppuaruoxa, apulo) |y 


"Opbys3 [9p Sajaaru so] sopoj ajnoyJo 
anb Á “UOISPUISQOL) AP DLIPJSIDIG D| JOA OPDIAP!] “¡pJauas) As] D] ap uonojuaua¡du! pj 
DBA UOISPUIPJOO) AP OLUSIUNIALU UN J8Da¡qbysy [end opojsy ¡p ppuarwodal aj1uuo) |3] 


“|OJ0¡sa OUJO) [DUOIDDU |SAJU D 
oyUDy “¡puauao) As] b| ap uonojuawe¡du! ap opo.b ja “sajqoyuos seJopoo1pu! ua aspq uo) 
K ajuenodsuba Á ajusubuad pISubDu ap JON|DAJ [:aod opnys3 ¡o ppuarwoda, ayIuo>) [3] 


NOIDVaANIWO93Y 


196 


810€ 


810€ 


HOO 


q39 


ONVIYJO 


197 


"(oubds3) spuos1ay ap DPpbzJ0y uONLLNAPSSG Sp 
DLISJOyy Us ¡ouauac) Á37 D| ap payoaja uoNoordo b| bind sajua/dyns sOsIND84 JDAJSIUILING 


(0810) ap Do1¡qaday) souosag ap DPbz0y UQIOLI 
-bdoseg ap bLIsjpyy Us [pJauso) A37 0] ap uonooardo p| pIBA sejuerdijns sosanas 1DUBIsy 


¿(o1Bauajuoyy) spuosay ap pp 
-Dz.04 UOLUIOALSIY SP DIISJOYyy Us ¡oauso) As] 0] ap uonoorjdo puajd bp] ap asananBasy 


(01/04) Ppo9z10, uOINLINdbsap ap soso) so] p ajua 1890y DuDA UOND]sIBa] D| INjuswadul] 


-(PUMSJOG) sOUDUINY SOYDAISp 
sO| Sp UOIDJO!A D] Á popiundu! | IHOQUIO) SP OIpatu OO) /| Oz SP SDUOSISY SP DPOZ 
-104 UONLUADSSG SP DLISJDyy ua ¡ojeuso) A97 D] ADOIdb PIDA $OZISMISS SO| DI ISUSJU] 


“SOJUDZIWIO IAS. 
ou Á sajqojdado ajueuu|pann> “sosonjedsal “sa]qrsesoo ubas anb spI|Iuny So] p UOPUILIO 
-Ul Sp sosedoJd 1DZHUDIOB Á ¡pueuso) AS] DASMN D| SP LONojuaula¡dul ap sosezold so] 
sopo, ua sopbzippnadse sepopyus spulsp Á [11D popanos pb] ap saeuonpziubBio ap owo) 
Iso 'sajunjuaseldas sas Á SOWIPIA SO] ap uonobdnybd DAIpaje D| JOZYUDIDO [:0 ajaod 
Opoys3 ¡o nysur a (y ojoud “| /09/XIW//039) voONDpuawoxas ns Daj1as ajo) [3] 


NOIDVaINIWO93Y 


ZLOc 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sonopoJBiyy 
sejopoloqp,] so| 
sopo| ap soyosiag 
so] Sp UO/9980J4 
NS) 


de) 


de 


ONVIYJO 


Ke] ap opaXoud fap uobBnucid Á uonoqoldo o [:opusÁnppu! “soubuny soyoslap ap 
sa|pUO/>DUJSJU! SOJUSUINSU! SOLO Á UONUSALO) D| ap sauonIsods1p so] sopoj uo) aJqu 
-bdulo) ajuauubua¡d ubas sejusBia SOADULIOU SOHO Á yy] 0] anb 1nunBaso pund sopipaul 


auo, as anb bubd “(91 DABA 'Z/ODD/XIW/D/MMWD) UONPpuauozal ns pajlas apIuuo> [3] 


"seJD]nojuod 10d sppyewo) sauomubdosag Á Dppz.104 UOINLINALHSIG D| DAJUOD |PISUSE) 


“(opub|1]) soprnaumdosep souos.ad sn] ap 
$9.1D]|/UD¿ SO] Sp UOIDA ADA D| PANA sEPppiunjrodo sejua1dns Opubpuliq “spuosay ap 
opanbsng ap ¡puONDN Dula¡sIg ¡ap Á sab|n>oyDg 10d ppyaulo> uoniubdosag “souosag 
ap Dpboz0y UONILLbADSSG SP DLISÍPYWY US ¡pueuao) Ás7 D| ajuaunaaje Á ppidos Jody 


"(so10|9g) sSOpoz.oy seuonmibdosep so] aunudas 
XÁ pInplOj b] aquyold anb ¡puonbu uonojsifa, b| sp DALpeja uOINbardo D| APZHUDIDO) 


*(pinban]) sajua¡sixa uoIndajoJd ap sajpuolpu sousIuboalu 
SO] IOZ10J91 Á *D1M410] D| ADUOIDUDS Á JOBIS9AU| “1USASIJ DIDA [pJauas) A97 D| Á spuosag 
ap Dpoz104 UONuLbdALDsag ap Diiajoyy ua ¡pueuso) Aa] D] ajueu¡oBayur abordo pubd sold 
-IDIUNU SO| SP Á sOpDÍse so| ap “|pepay jearu D spLibsadau sopipau so] opubuoy mba 


NOIDVaINIWO93Y 


198 


S 10€ 


SL0G 


QOJE|) 


¡QUES 


O) 


HOANNO 


ONVIYJO 


199 


"OJUSIuIIdaJD9sa ns p PAIPAJS PULIOJ ap USÁNQUJUO) OU Is pppI|Iqosuodses 
ns Jod ajuauppuad Japuodsa. usqap Ppoz0j uonibdosep ap sospo ua sopyeuoduo) 
opoys3 ¡ep sajuaBo ap sombupual sesonedns so] amb pseudxa bieublu ap J9da|qujs3 


“Ke 0] ap osoduuo ¡ep ubBipajsas pj Á oJappund o ajuens 
ns auqos Jpunojur o usnBeru as “'puosied PUN P pojlsqI| D| ap Opbalid opusiqoy anb 
sesb]nojubd so] band uoiubdosap ap OJIep ja anoyidy aqep as 'spuwapy “brnusxsarnbo 
o oXodbo ns uo) ajuen) anb Jojnoyibd un Jod o opo¡s3 ¡ep ajuaBo un Jod ppoujediad 
bas anb Á Aa] D] ap olodub ¡ep Dj1epujsas “buostaed p| ap oJapouod je 10n>o n ajuans D] 
JDUWJOJU! D DAYDBaU “pDjI3Sq|| D| ap UOISDALI :UO/DIUJSp NS SP SE|pUSD sOJUauaja OJpAa 
sO| Jauajuo) aqep sbuoslad ap ppozoj uoiubdosap auqos ¡puad od ¡a anb 1kAb1qng 


DLIS|DUI D| US SAJPUOIDDUSJU! SOJPPULISS SO| D UaÍsalo as sooop.ud so] Á uo 

-DsIBa| D| ¡posa OuO) [papa jearu p ojun; anb JonBasp buod soLpsessu sopIpaul so] 
sopoj oydopo Á *ppozo0y uoniubdoseg Á uoiubdosag aqos ¡pJeuss) As] pun Injdopy 
"sOLIDSaD3U SOJSIDUDUL, Á SOUDUINY $OS.INIAA SO| OP 

-UDUBISD Á sopuianba. sepopinodo) so] ap o|¡oJ.bsep je opusAnppu! “¡pjoyse Á ¡papa ¡aru 
p uoIojueule¡du! pAIDaje ns JDINBasy “seuoIdpJapisuo) sas ajusuIDpondapo JoBeju! 
DADA ¡AD pppanos p| ap sauonoziubBio Á spuIIpIA so] ap uonodniund py 10) “soubuu 
-Ny SOydaJap ap sejpuolNpuJajul seJppup,sa so] bp Opan»o ap sauonubdosap Á pInjoj 
91qos sajpauaB saÁa| so] 1njdopy :bpoz.oj uoOnNibdosep Á p1ny104 auqos sajoeusb saka] 


NOIDVaINIWO913Y 


S 10€ 


QUES) 


091419 


do) 


ONVIYJO 


"oH9p Jep UoOoDBysaau! b] bIDd ajqpuozo. ozojd jap ppaoxa as ¡p90] popLiopno p] 
opubn> (g “uoIDoByseau! p| ua UOIsIWO N Opajap Jod ouboIxau Opos] [ep [puonbuajul 
pop!]iqosuodse. p| oppurwajap bserqny 1s opojo1 Jembjon> ua ojsiasld oubBio un ap 
u9IDN|Osa O pIduajuas JOd (y “Opbys3 [ap ¡puonbusajul pop1]Iqosuodsa bp] ppiyswo1duos 
J9A Dpand as opubn> (g “¡pdisunu o ¡pjojse “ooIqad Jopines unBjp opodiaybd pADy 
OAPIJ9p oypay ja ua anb ap sornipur ubsixe (z “spAjoJapa, sepppyyue spu o pUN ppual) 
-SO1J OH9P SP OALMJISUO) OYday ja (| :opubn> “soubuny soydaap D SaADIB sauoIojola 
usAnj1suoo anb soyIjap us sajuajaduioo Jas ap UDISQap sejoapaj SAPDPLIOÍND SO] “sPUSPy 
"so¡nbo ap 1e90uo) pun SOPD|NdLÍ sa UDJSQAP SAJVISPaAy SSPDPLIOIND SH] (sOUDUINY 
sOY99J8p ap seAbIB sauoInojolA spJjo N) PPpzIOj UOINIINADSAP SP SOAMJHSUO) SOJIJap 
OPI9uuo) Jeqpy ap sejqosuodsa. spuosad sh] p o1>InÍ p 1DAS|| SP POJUNJOA D| O pPpidbdba 
o] Oplua, uDAby ou poIqaday b| ap sopnysa so] ap sepopLiojno soy opubn) anb arg 


“uonooIdo ns pod seJo1Jaysod sejojD¡sa spuLJOJas 
o seuonojusulo¡Bs ap sapuadap urs “sind ja opa, us OApoIdo ono es pISqap Ja9D.D) 
ng “uonyeda. ou ap sSOyubID6B so] Á UOISDULIOJUI O] D OSSIID Á PDPSA D| PD OYdaJap “sou 
-HOJA D UOpuajo “uonbubdas “uoINPByseaul “ppanbsaq “uonmuarsid p| 101odu10du1 aqap 
Ka] b] ap ojelgo ¡3 “bIiajpul o] Ue sajojoes so.JjO Á SOUDUINY SOYIaJap ap seuonoziubBo 
“SQUIIPIA SD| OPUD||OIDSSP OpruSA UDY anb oloqo. Á prouanedxe p| ua Á sajppuonpuJajul 
se.Dpunyse So| ua PPpspq osa pISqap uONojsiBa] ojs3 1o0|nund us spuosied ap ppoz 
-10, UONLIADSSP ap Á ¡preuaB o] ua spuosiad ap uoniubdossp ap biiayou ua ¡piBajul 


TS AS 


U9/DD|siBa] DUN “SOWILPIA SD] D DIAS.d DÍnsuo) | U0) Á “ayuaBin ap Jaj9p.109 109 JOGO y 


"SOUDUNY SOYISJSP AP SAUOIDNJOIA SOSADIB SP SOSHI US JD|NdYJDA US “pIoysal ap u9!o 
-0..JSIUIWIPD D| UOD ZDOS UOIDOJOQUH|O9 JOd sajpuad soroijauaq ap bINBy | JOJBHsuo)) 


NOIDVaNIWO93Y 


200 


S 10€ 


¡EO) 


q39 


COJE) 


ONVIYJO 


201 


"UONUSALO) | AP (q)| ojoupd “9 opnoyan 
[e Us sop1da¡qpjse souuLa, so] ua soombupJel senonedns so] ap ¡puad pop:iqosuodsas o] 
ajuauwboy1edse baae.ud as “]oo¡sa | US OWO) |PISpaj UOIDD|sIBa] D| US oyun; “anb p sou 
LO) SPLIDS9ISU SDAD]SIBS| SOPIPau so] aydopo ajlbd opojs3 je anb ppueruoda. aj1uuo>) [y 


"OH8p je bsao anb us ojuatuou ¡ep 1uod 
D ajuan) as “ppoz.Oj UONLULALSAP | Sp ONULUO) JajDp.D) ja bjUan> us opuerua, “anb A 
popaabiB puayxe ns p oppuonmiodold Á opoBuojoud pas ouwsiu jep ozojd ¡e “opoz1oy 
uonubdosep ap opjep ¡o uondinseld ap usunbas un anbijdo as anb ap ospo ue “anb 
JOZUDIDB USIQUID] pLISGap “UOIDUSALO) D| SP Y OJNOLID JAP ZN] D| y “pDpaADIB buayxa 
ns pjuan> ue upBuaj anb soppoidoudo sousd pared anb Á UONuSAuo) D] ap z O|n>yJD ja 
ue ppruajuo) UONIUYap p| p ajsalo as anb owougno ojIjep oLuo) “|pyose oulo) [papay 
jealu D 0juDÍ “opooyidi pas PPpZA0, UONLULbADSSP D| ajqisod popaasiq JOÁDU b| bp anb 
JDNBasp SP UY D SPLIDSOISU SPALD|SIBDA]| SOPIpau so] njdopo pLeqep ajuod opoys3 |3 


"UQIDPZI|P90|096 D] DIDA PLIPSIDSU UOIDDUO¿Ul D| OPuSÁn|9u! “DUIOJA DJ 
Sp ODUOJa|a4 OJSUIQU [O DAD|S4 UOIDDUIOJUI D] “SPADISPA] SOPDPIJUS SD| AP O LONDIAPaY 
0] 9P O9I|NJ OLIS¡SIUIYy [Sp S9.D|ny14 SO] O DIOL3P urs Á pÍpIpauu! PULIOJ ap IDUONAOdOIA 
UDQSP “saUONPIIUNUIODAA) SP SONIAAS AP SOJOPDZI|DIDISUIO) SOSaAdUS SO] D “ayquo1¡do 
0] Ua “Á seuoIDoo/UNuIODa|aj ap soo!Jqad sepas ap soLIDuoIsaduo) so] PpLoZ10j UONLLALSAP 


ap oujep un ap uonoBiseaur ep osos un ua anb bind piibseneu UOIDojsiBa] D] 1qoJdy 


NOIDVaINIWOI33 


e L0c 


Halo 


HOO 


q39 


ONVIYJO 


sajosuajap “sopoBoqo 'saubi by soy anb soyubioB anb ajuawnbsoz.oj sopralbdosap 
spuosied ap ¡puonbu oysibas UN J9dA|OISa “SOLUIDIA SD| SP SAJDI|IUUD¿ SO| SP U9IDHA 
-1DH4Dd | O) ppreubdosap puosiad pb] ap bpenbsnq ap odnadse ojusruipadold un 
109,9 “OUIOUOND OJISP UN OO) PPPZIO, UONLALSAP D| JIUYSP DilSQSp SOPpZIOY seu 
-onubdosag soy augos ¡olsuas) A37 pb] anb ap opyuas ja ua spLIDÍUN|OAU| O SOPpzZIOy 
sauonubdosag a1qos oloqb.] ap odn.2) ja sod OYyo!p 0] DUOS. UQISILIOS OT] "SPAD.ISpay 
sepbpyua sb] sopoj ap sajpuad soBipoo so] ua opinppur pas Ppbzloy uONundosap ap 
oHjep ¡e anb 10zyuboB Á sopozoy seuonindoseg so] auqos ¡pseusz) Aa] pun 1NqoJdy 


[ojdeoo as :opoys3 ¡ep bisendsay] (e]1y)) auoju! Jap 98 
ojoJpd ¡e us ojsandxa O| 10) PDpILUOJUO) SP “DLISÍDUI D| US [PUOINDUSJU| UOINUSAUO?) 
0] JOd sopIa¡qb¡sa saunpubjsa so] U0) PPPZOy UONIINADSEP AP OJISp [9p UONIULYSP DJ 


JDZJUOWID PIOd PUOJS1 D| ap uondopo bjuoud pj p sou 09 OPpuaS ¡ap sono]siBa7 
soIpnisq Á UOIDPUJSAOL) 'DIDHSA[ SP SOPIU() SAUOISIWO) SO] LO) sauoseB so] 1ozI|¡By 


Ke] bysa ap uordopo bj p oppurumaue osezo.d ja opoj US HONO DJ Á lan 
pppa1nos pb] ap seuonoziunBio so] 'PPOZIOy UOINLIDADSAP SP SDUIJA SO] SP ULOINDAPLIDA 
D| eoyubioB es anb pbpuaruoda. ajIuo) ja “ouusiuisy “sopiaubdosep spuoslad so] ap 
[pa] uoonjs Á ppanbsnq | pb ouO) ISP SPPPZIO, sauomibdosep soy ap uouns Á 
ojuswD6Bzal “uonoBysaau! “uonuasasd | p sOAybja. sojjanbo 10¡nayund us “uOIDUSAUO) 
D] US SOPIUSJUO) PPPZIO¿ UOINLINADSAP P| SP sopadso so] pBajur prsubu ap ajnBas anb 
¡psaus6 Aa] pun ajqisod poparaq JoXbu pb 10qoudb p pjuap o] “opadsas ¡y “u9IDuaa 
-UO7) Db| U8 sopbuBosuo) sauonoB1]qo so] o ayuauubuajd uajsalo as poyppud py Á 1915ojsiBa] 
0] '[0J04s8 OO) |PSpay ¡eau p ojuny “anb 10nBaso pabd sorbsedau sopipaul so] aydopo 
ajubd opoys je anb ppuarwoxas “UQIDUSALO) D| SP | y O|NDLAD ¡2 OPuDp.Od31 “ap1uuO) |3 


NOIDVANIWOIIY 


202 


LLO€ 


E LOc 


ANOALO 


19 


1y9 


ONVIYO 


am 
Í= 
N 


¡01Bajur UOIDDIDAS O] D OYISJap [9 10ZHUDIDÓ Á "soBsa, so] ap 
Á sopnaubdosep spuosad so] ap saun1|lunj so] ap okodo Á uonniajod buajd pb] 1nunBaso 
"DPbZ.0] UONLINADSSP | AP PISUANISSUO) OUIOD PIDUASND AP UOIDDID|DAP DJ AYUSO “044 
-siBa, ajse o osep ous¡d pBua, pposesajur puosied payo Janmbjon> Á soubuny soyoalap 
so| ap sejosuejap 'soppBoqo 'sabI|1uny so] anb soyubuoB anb ajusubsozioy sopInaJ 
-odbsap spuoslad ap ¡puonbu 0.siBaJ UN J899|qOÍS9 “SOWILOIA SD| SP SSDI|IUUD¿ SO] ap 
uonodilbd o] uo ppinaubdosep puos.ad b| ap ppanbsnq ap oonadse ojuarupedo1d 
UN JD3J) “OWOUOÍND OJIJSp UN OLIO) PPPZIOJ UONLINALSAP D] AUYSP Diaqap ¡oreusB As] 
DUDIG “SDLIDJUN|OAU! O SOPDZAO¿ SSUONLINADSAP SD] gos ¡pseusB Aa] pun aqenado as pop 
-948.1Q D| DAN Á SPADISpa] SOPopyua so] sopoj ap sejpuag soBIpo) so| ua opinjpur bas 
DPbz.103 UOINLINADSAP SP OyISp ja anb soyubioB as anb ppuaruose. oloqp.] ap odn:o [3 


ES 


"DLIS/DUL D| US |DUOIDDU.ISJU! DADUUIOU D] 
JOd OPIDa|qojse 0] 10) popIuIOJUuO) Sp PPPZIOJ UONIINADSEP OJIap ja usuouns Á uenb 
-Yidy SOAJDJSpaj sapppyua so] anb od JojeA [:9 an]noyuod ue Á “oloqp.] ap odnio ¡ap 
SaUOIDPPUALOJA, SO] SP DOPRIA US Disand D| JONUYUOI D AHH OPDISÍ |P PSU ay1uO) |3] 


-SOPpZO] S9UOID 
-Lodbsap so] augos ¡oseueB Aa] pun 1nqordy [:0 Jonayuod ue Á “olbqp.] ap odnio ¡ap 
saUO/DPPU3UIOI9, SO] SP DOPRIA US Disand D| JONUYUO) D AIDA OPDISÍ |P DÍSUl AyILIO) [3] 


:10/Baju! U9IDP.JDda, D| PD OYdaJap ja J10ZyuDIDB Á 'soBysa, so] ap Á sopinas 
-bdbsap spuos.ad so] ap se.D1| run so] ap oZodo Á uornoajold puajd np] 101nBaso “Dppz0y 
UOIDIIOADSAP D| AP PIDUSNISSUOI OLUO) PISUASND AP UDIDOID|D3P DJ AS “O14siBa, ase 
D ose» ousjd pBua, ppobseJajur buosied pujo Jambjon> Á soubuuny soydalap so] ap 


NOIDVaINIWO93Y 


8661 


£00Z 


600€ 


6002 


600€ 


HdIO 


Halo 


de) 


de) 


Ha seo, 


ANOTHALO 


ONVIYJO 


"DPpzIO0J uoniundosap ap o41Jap [9 915 Sp oJuap a/Bbsuo) es anb ap saul 


TS 


so| D 'bUPAIXSU ¡PuSd UO/DD|sIBa| O] 1DUOJS DIA sOLIOSADSU SPPIPatu so] aydopo any) 


"sojuaIuIIpadoJd sao] ajubjapo DAaJ| 
bubd oLIbsedau pas Opubna borpuin] piouajsiso Jauajqo ap sepopi|iqisod so] 1npoosap 
OUIO) ISD “sajpipn| sosedo.Jd so us soydaap sas algos Á LONPBysaaul o] ap uOnnjors D] 
9.05 UQISDULIOJUI PD OS9930 UDBUA, SOPOpaJD sajiod so] anb us>yuboB anb souusiuboa uu 
so] opubolaw ajuawodnutid “sejonipal soyub.oB so] Á u91Najod b] sSA0UIJOIH ap Opouu 
Sp 'S8JD!|!LUD¿ SNS O SDUIIPIA SO| AP soydaap so] saBajoid p soppulysep souojas 91] dy 


.(OIQUIOJO) SOPDZ.O, seuonindosep auqos As] ap opakouxd ¡a asedsord anb 1890y 


¿¡AonBnap) sexo] un, sas Á SOLUNOJA SO] SP |pIBaju! OJUaruuInIDse ap oustundau ja Á ,DPoz 
-10¿ UOIDIIOADSAP,, SP OJ|Sp [ap uONooyidi p| sejpapaj sepopus sp.ujo o DAISUS|Xa J8DDH 


"ouauag ajueseud D| SP yyE D Ey E SOJDJIDA SO] ap sou/ua, so| us “spuosag ap 
DPDZJ04 UONIINADSSY 9.OS DUPILSUIDISU| UOIDUSALO) O] SP Á DLISJDUL D] US sajpuonpu 


-J94U! SOJDPUDIS9 SO| UOD |PISPay ¡DUSg OBIPO) [9P Y S LZ O|NDIAD | 10Z1]1quoduos pnd 
sajuauyod spAyo|sIBa| soLuJOj8. so] “ajqpuozb. ozojd un ua “njdopb peqep opoys3 |3 


"SaJUDAS|S4 SA|PUOIDDUJAJU! SOJUSLUNAJSUI 
$00 Á UQIDDIP|D9G P| US OpIda|quyse o¡ uo) ¡puad uoINDojsiBa] pb] us PPPZIOy UONLINAD 
-S9P SP UONIULSP D| SP UOIDOZIUOWID D| JOZHUDAIDA ppuaruosa1 oloqp.] ap odnio [3 


NOIDVaINIWO93Y 


204 


q39 


Ha eS 


ONVIYJO 


205 


"soubuIny sosa 

ap u9nnjse Á UOIDOOYIJUSPI “UQIDOZI|DIO| SOPauDdosep spuosed ap U9I9pz10907 (> 
“ojo¡paulu! ppanbsnq ap sauonnob sp Á seuonubdosap ap sonunuap auqos sojÓg (q 
'UONLIDADSAP P| OLUNIO SPpuop 10Bn] Á sopiosundosep spuosad so] ap o>1uja o/A ¡puonbu 
usBiio Á poJuIguoxa-onos uoInonjs “oxas “popa od “soo aus “soposojBsap sojog (p. 
:opueÁnpur “ajund opbjsy ¡e us seuoubdosap sp] auqos sojop 

Sp Pbprjiqisedb Á uoIdajone. b| US OP.ZUDAD JPNUUOD OPS] [P PPuaruoda! aj1uo) 
[e 'Spuspy “UONDULNOJUI D| SP UOINDAJASUO) Á PDPIJIQOZDA “pDpI|Iqruodsip “popiBajul 
“pop1¡pruapyuo) “popyuasjno p| OPubzyuD.IDB “popunBas ap saubpubjsa dun usqep 
so.siBa1 so| sopo] “bmuaB1]p uo) so.siBa soranu so| D sajua¡sixa SOJDP so] ap ospdsp.y 
UN JOZHUDIDB Á “so.1s1BaJ SO] D SOJDP 10JOCLIODUI S IDHSIUIUPO Ap SOPpBubdue sepopyua 
SD] 2.449 UQIDPUIPOO) D| 1993|D/10, SP SPUISPD 'SOJUSLUN.SUI SOSa AP OyuaruInBas Á u91o 
-b¡uaua¡duul D| US [IAID PDpanos p| ap sauoidozIubBo sp.JjO Á SSJDI|IUIDy SO| SP UOISN|DUI DJ 
U0) “POHPUOJUI 9 POIBOJOUIAJ UONSDULIOJUI SP ODIUN DUIAJSIS [9 USIQUID] Á SOSOJ SP [PUOIO 
-DN 01/51B9y [a Á sesuaOy SOJDG SP [PUONDN ODUDY [a 'soppunb¡dey OU Á sOpooyyuap] ou 
sDp/99||0J SDUOS.J3g Sp ¡PUONDN 04sIBay ja OpusÁnpu1 “¡pprauso) As] pb] ua sopn¡duajuoo 
SOJUSIUIDJJSY Á SOSIBOJ SO| OJUSIUIDUONUN, US PPP3A9IQ O] D Jauod D ajlbd opojs3 |. 
o¡sur spulspo Á (g| ojoued “| /09/XIW//039) vobpuawoxal ns pIajial aj1uo) [y 


"DIDUaJuSg Djse ap GZE OjpIDd ap 
soUuIuJaj SO| US ” SOPDZIO, SAUOIDLIOADSEP,, SP PIDA, SS SOSHD PM US AJUSUDID|O IDU 
-9p ubpruned anb soosipoyse sojpp aJauaB anb sopinasodosap souosiad ap OPbzIpnÍpo 
X oo1un o4siBas un ap UO9IDDaJ D| DABA SOPPAIAPD SPPIP3UI SD] JDZIDUD SSP OPDIsy |3 


NOIDVaINIWO9I3Y 


SValdI4VAVSIA SVNOS4Hd 30 OYLSIOIA *S 


S 10€ 


QS) 


COJElS) 


dla 


de) 


ONVIYJO 


"OJ8J9NL) AP OPDIS] [SP POPASA D| SP UQISIIOS DJ JOA SOPpoyIyUap! souIpla so] Á (yg) 
091/qaday D| ap |P.3U3L) DIINPDINIOY D| AP SSUONDBLSSAU| AP |PISUIL) UOINDUIPICOS D] D 
uoJmspd anb (ddsouls4) opbsog ¡ap soo1jog Á sajordog sojuaruuraoyy Dubd ¡proedsy DI|pasI4 
0] SP SPIASI SSUONDABLISAD SO] (HAND) SOUDUNY SOYSIAG AP [PUONPN UQISILIOS D] SP 
1007/97 UoIDDpuauwoxay D| US SOPpoyyusp! SDULOIA SD] *,PIONS DIJANB,, D| AP OpoLtad 
[ep so] opueAnpul “sejuejsixesld seuolnbuojur so.o osia onanu ase ue o10d.100Uu| 


"soydey so| ap UOIDoBsaaul o] p OuO) soprelodosap spuosad so] ap ppanbsnq 
D] D OjUD] OPpuILILDUA ayse 04ysIBaJ OYOIP AND IDZIUDIDI) “[PUOINDU [SAJU D DJUSILUUDIJay 
DOJUN PUN PIZa|quyse uonibdoseg egos jpjauso) As] pAsnu np] anb ap ojisodoud ja uo) 
soprebdosep O SOPDIADAXS SDUOSISA Sp SOJPG SP [PUOIDN] OysIBay ¡ep A97 D] ADSIA 
-21 Á 10n¡pAS avermbal ag “sopinalndosap spuosiad ap ¡puonpbu oouA oysibas un Jaua] 


UOIDDUIJOJUI D| D OS9IID SOS 
sajpuO/»DuJaju! selbpunpysa p opuendo ap o.siBay jap ¡ojlod ja ua DpIBajold es pieqap 
¡puosiad UOPULOJU! DYIIG “DPIA D| Sp DPDALId bany anb ppooyyuap1 ou puosad Jermb 
-|pna ap sod.uan> so| ap sajualuarc.id selo|nje> sosenu Á poy9uaB uonpbuoju! o] Á “o; 
-USIUIUSSUO) NS UO) SOPIaJMdLsap spuosad so] ap sauDI|ILUDy so| ap “saub|njes so.jsenua 
A voysusb ajuew¡odpund “oubsadau bes anb ¡puoslad uopuoyul p| 'soprarodosap 
spuosad sb] ap ¡puosJad UOIDPULIOJU! UO) JDJUOD SQSP SOJDP AP SSOQ PUN) "PPPZIOJ UQIOLI 
-odosap ap DUIPIA OO) puUOsJad puN D 104sIBas opunad spuepo anb Á seuonibdosap 
ap oun oJsiBe, Un ouwuo) sopmabdosag spuosiag ap ¡puoN»N oxsiBay ja .nJolayy 


.(0199.0)) OLIOp1.18, ns ue soppelodosep sajub.Biu ap sojDp ap asoq pun 109) 


NOIDVaNIWO93Y 


206 


SL0c 


q39 


COEL) 


¡91319 


COEL) 


ONVIYJO 


Mm 
== 
N 


uonubdosap sp pyosy Á 10Bn| Á Dpio 

-2Jodbsep puosiad | ap popippuonbu Á popa 'oxas ¡ep p91890 UONDW.IOJUL OpusÁn|pu! 
“soppasbdosep spuosiad ap sosp) so] sopo, pppnaspo Á pAysapbyxa bIsubu ap Jolajjas (o 
:OUIUJUI QUO) “DLISQqap 

o.4sIBaJ OY9IG “SJUDLISQD OISp ajsa 1o0o1poua Á 1Duonubs “1Byseaur “1usasld p soppu 
-IWDDUS SOPDUIPICO) Á sejolBajur sooIqod sooyijod JD|poosap o sp UO) sajqoyuoo 
SDYSIpD]se Jadejqujse pyuued anb ¡puonbu jsau p sopialodosap spuosiad ap oDIun 
oysiBa1 UN UO) JDJUOD ap UY D spLIDSaDAU SOPIPau so] 1ojdoppo pLsqep ajlbd opns3 |3 


“ppenbsnq “uoruarsid pb] uo) uOnojas ue sooyjod Jojuewajdulr ojused anb uo IouOjul 
JDloJJD USqap sasoq soyoIg “b|noyuod us pppzoj uomiubdosap | bind owo) ¡prauab 


Po. 


soprelbdbsap spuosed ap ¡PUONDU ODUN O4SIBaJ [y “UQIDDNJIS O] JDSJOJLUOL Á JDJO|DA O 
uspnAo anb soo¡poned seuoroo1qnd Jadpy “1|noybd us PPbz10j UOINLINADSAP | a1qOsS 


X ¡oseusB ue uonubdosap n| auqos sejonpo Á sejqbuo) soD1sipoyse sojpp u0) IPJUO) 


Ke] DYoIp od sop1da¡qujse sonmieusq 
sO| D Japad3o p oyosep ubBuaj spulpla so] anb ap ojisodod ja O) “spUILPIA AP [pJdUaL) 
X8] b| ada¡quisa anb spbuprA D UONUSY SP [PUOIHN] Duua;sIg |p O1siBas OYoIp 101Baju] 


"sopraubdosep souosed sp] auqos ajusued UOIDPULIOJUI O] DPO; JSUSqO buInd “saoLIajxq 
sau0Io|Sy SP PLINJSDAS D| Á LOISDUJSQOL) AP DLADLSDAS D] “|PJOJD3|F |PISPay OJN¿ysU| ¡2 WO) 
“spuosied e4qos UOINDULIOJUI USUaÍyuo) anb sojop ap sasoq so.jo 10) o.ysiBal ajse JOZNJ> 


NOIDVaINIWO93Y 


LLO€ 


ANO1HOLO 


'D!|/LUD¿ D| ap sO1QUAILU SO| auqos u9IDoLJOyu! b] Á LO IDDUINYXS D| ap 10Bn| 
X bye | auqos “ajqruodsip 10se ap osb9 ua “UOIDPLOJUI 11M|DUI DIJSQSP SS “UOIDDADASA 
X uonubs “uoIDoBysaau! “UOIPIIPDIS “UPNUSASIA SP SODYIOA ID|¡ONSAP DADA SOPOZIO, 
sauonibdosep sp] auqos 'sopouonjoaur ajuewbjunsald sapppuiojno Á 10Bn] “popa “oxes 
Jod sopoBalBosep 'soD1sIpo¡sa sojDp ap uonbususB o] ppusruoda1 olbqp.] ap odn.o |3 


“uoubdosep pun ap 
ojuaruouo) pBuay as anb ap oBan| bjpipawu! e DASNDYXA “aLUOJIUN PISUDU ap uDBny 
o] sejuauiiad so¡Dp so] JoseBu! ap sopoBunsua sepopiiojno so] anb 10zyubIDB pibd sol, 
-Dsa3au sopIpauu so] JOdopo pLISqap “ouusIuIIsy *sojsendxa sajub sOLIap11D so] O) pyduun> 
anb 1ninBaso bubd ajuaipuad ayse UND (IAUNY [ep 43] 9] ap uonojuaun¡Bas by anb ap 
oyoey ¡a adauyjo anb popiunjuodo bp] ap asajpa puieqep ajlod opnysy ja “ojxejuo) ajse uy 

“ajusubued 

DJSUDU SP OPDZIPNOD Á sosusBowoy Á sO.JD|) sOLIap1D US asoq uo) opoja¡duo) es (p 
K "sopinabyose opis ub»ÁDy opubn) 

UND DPOZIOy UONILIMALSSP SP SOSP) SP Opadsa, sonsIpo¡se soppp JoJausB pued (o 
'sejo¡se sajuaBb ap uomodniubd pbunBuru u1s ppiyauuo) uo udosep pun ap 

O PPDzI0y UONIIMALSAP PUN SP DÍA as 1s JOUIUISfSP Dyuad anb uoouo¿ur 1rmpur (q 


NOIDVaANIWO93Y 


208 


209 


“OJUSIUIDUONUN 099.09 NS PIDA ajuanns ojsendnsaud Á osuop! ¡puosad ap sajopunjop 
“sojsiasud ppenbsnq ap sajp9o| sauoIsIuo) so] sopa; ba) Á uOrnoyuaula¡duil Dj99..10) Ns 
DBA PLISJDUI O] Ua ¡pI8uao) As] PASNU O] UO) SAJDIO| SSUOND|SIBA] SO] IOZIUOULNY [:0 aj1nd 


810% dEíO) Opbjs3 |» pjsul a (ly ojpIDd S 1/09/X3W//039) UOIDPPuauoJa/ ns PIaJ1al apIuIoo) 13] 


-S9|PUONDUJAUI 
Sa.Dpub¡sa SOJ¡D SPUU SO| D SULIOJUOD UOIDODYIJUSP| 9 SSUONDUINYXJ SP [PUONDN DUDIB 
-01g ja Á Dpanbsng ap ¡puonon DubIBo1g je pppaasIq D] p 1bO1gnd Á 10.10qD|3 [:p ajand 
810% a39 OPoys3 ¡o njsur a (| y ojouRd “| /0)/XIW//039) vONPpuawoda, ns DJaJ1a4 ajo) [3] 


“OJUSIWIDUONUN, OPao9 ns pubd ajuenns ojsaendaseud Á opojnodo) sjuswoponsepo 
“osuop! ¡puosed “sojueluD1ey So] sopoj ap ppanbsng ap ¡DUONDN UQISILIOS DJ] D OjOg [:D 
810€ 439 aj1od Opnjs3 |p bjsul a (y ojo1pd “| /0)/XINW/D/039) vo nNbpuawoxa. ns pJ8j18J aj1uo> [3] 


!¡prauso) As] D| ua sojsiasd sojuaruney Á so.ysiBa, so] sopoj sopin¡>u1 “bpenbsng 
Sp ¡PDUONDN| DulaysIg [a Opoj ap uonouedo ue send pAydaja D| ADZHUDIDO) [:0 ajand 
810% a39 Opoys3 ¡o njsur a (| y ojoupd *]| /0)/XIW//039) vONPpuawoda, ns DIaJ1a4 ajIuIo) [3] 


“OJUS/IDUOIUNF OJD9JJOD NS PIDA SAJUSIDAS SOSANISJ SO| SP SODIO] 
SauoIsIuIo) so] p Á ppanbspg ap [PUONDN UOISILUO) D| D ADJOP USIQUID] pIaqag “souos 
-1ed ap uonubdosap auqos ¡preuas) Aa] | us sopojduajuo) sojueroJey Á sosiBal 


so] sopinppur “bppanbsng ap ¡pUOIDDN| PUlSJSIS [Sp ZDO1j9 OJUSILUIDUONUNY |9 ADZHUDADO) (q 
ó6LOc 1y9 [:o ajund opos ¡o pjsur aji) |3] 


ONV ONVIYO NOS delo 


Svaldid4v4VS3d SVNOSY43d 30 VAINOSNI “9 


810€ 


810€ 


810€ 


¡EO) 


q39 


¡EO) 


¡E0) 


ONVIYJO 


(81149) soprarbdoseg souosag 
ap ppanbsng ap ¡puonby Dule¡sIg [ep uoInbjuswa¡dul p| us sonpaja sosauBold JaDny 


"(bzING) sopidaundosap spuosiad 
ap ¡puonpu o.siBa1 un Á vonoByseau! ap buDIBold un “ayuajedwoo ¡puosed ajus1nijns 
“opon2apo ojsendnseld un spuoseg ap pbpanbsng ap ¡pUONDN UQISILOS D| D IDUBISY 


“uy ¡se DADA SOPPYaSIP ajusuprnedsa 
sous IubOSu ajubipat “odub) ap sopanbsnq so] ¡predsa us “opanbsnq ap sauonno so] 
ajubunp JeBajold ap uonoBijgo n| ap oapaja ojusru]dun) ¡e 10zubDIDo [and opojs3 
¡9 ppuaruoda, ES ojpIpd *1/09/X3W//039) vobpuauloaal ns paj1a1 aj1uLo) |3] 


"opanbsnq ap seuorsiuuo> so] » |¡Bp Á pjejduwo> bisubu ap usuonuodoJd by ppanbsaq 
0] DADA ajuDAaje UOINPUIOJU! UDASOd ANb sSPHpLIOÍND SH] SHPOJ anb 10unBasy [:o ajund 


OPoys3 ¡o njsur a (| y ojouRd “| /0)/XIW/3/039) vONPpuawoda, ns DJaJ1a4 ajo) [3] 


"opanbsnq ap sojo¡paulu! sauoldo. ap UOIDpzI|paJ 
0] US OPDÍs3 ¡ep soLIDuornunj ap uQIsIuO | JDUONUDS Á JOBiyseau! “1usas1g [:o ajlod 
Opb]s3 ¡p D¡sul a (|y ojpJIDd *1/09/X3W//039) vorbpuauloaal ns prap1a1 aj1uuoo) |3] 


'U9ID019Q|| NS D Á DIA UO) sOpidalodosap souos.ad so] ap UOIDDZI|DIO| D| P IMPUO) 
opand anb npanbsnq bj uaonionid ppanbsnq ap sauonon so] anb 1Dzub.IDe) [:o ajand 


OPoys3 ¡o njsur a (| y ojoupd “| /0)/XIW//039) vONPpuawoda, ns DJaJ1a4 ajo) [3] 


NOIDVaNIWO93Y 


210 


S 10€ 


S 10€ 


qe) 


de) 


HdIO 


Halo 


QOJEl3) 


COJO) 


NANO 


211 


ajUSUIDPOzIO] sOpraubdosep Á sopralodosep souru Á sesalnul so] a1qos ajqoy uo) 
Á osnaud u9Nbuoju! suonodo.Jd asa anb band 'soprealbdosag O SOPDIADAXG SPUOSI9G 
9p SOJDG SP [PUOIDHN O-JSIB9y [9 sad9|op1O¿ “OwsILUIs y *ppdniuntu Á [oo¡sa “¡otepaj [aru 
D palpaje uonbordo ns 1onbaso pund 'soyiu Á sesalnu ap uonubdosep ap sosoo us 


ajueBun ppanbsaq Á bubIdua] Dj1a|p Sp DLISÍDUI US SajUa¡sIxe SOLISIUDDSU SO| J9D9|DJOY 


[QUO!DDU OLIOJ11194 
e oOpo, ua sopnalndosap spouoslad ap pjorpawu! bpanbsnq ap souusIubosu 189a|qojs 
ep pi Pp Pp PIRIPStI Ppa0bs0q>p e 83 


osadoJd je us sOponjonu! ouJeIqob ap sajentu 
SO| SOPO) 3P SSPDPLIO[ND SD] SP ajuDA JOA SDUILOIA SO] SP $9IDI|IUID¿ SO| SP OUBIP OJD4 JD 
oppIyse oBado uo) sojsau ap UOIDDOYU3p! a UOIDPUINYXA AP SOSADOIA SO| SOPOJ JDZI|PAY 


DIDUAJOIA SP SAJSAIU SOD OPD..ySIBa UDY anb sopoyse ua spuIsepun|) sosoj ap ppanbsnq 
D] PpuaruOda, as “ouIsIuUIIS y “oJUajolA aj1enu ap psa uo) sind ja opoj ap sauoajubnd us 
SOPDUNYUI SOPDIYUSPI OU $OJS9. SP UQIDDZI|DIO| D| 9.GOS [PUONDU O4SIBa1 UN J9dA|QDIS] 


so9so sojseJ ap bBa.ua 
A uoIbajesuos Á uOnpuInyu! “uONbunyx3 [uo IDbByseaul D| auqos seuonbpusulooay] 


sopIdalbdosap so] ap 
sopanbsnq so| ue so»¡Bojouda; sorpauu ap osf] [uonbByseaur p| auqos seuonobpuauoday] 


NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


¡QUES 


QOJE|O) 


QUES) 


ONVIYJO 


"sa|DJD¡s8 SAPPPLIOND SP| Ua1auSB anb sesoq so] uo) pppiapeuosajur pBue; anb opubs 
-nBasy “sosa O sonuepias us uendue es anb ap osp) ¡a ua soo1gueB sejyed njso.Juo) 
ubppend as anb buno ap soprenodosap souoslad ap sosbo so] p| PPon2app DJSUpU ap 
JIn¡pur DIA [HN Das anb ap uy o 'sajpuorsejo.d soLIaj11D 10) asJDIJduo eqep asoq byrg 
"soprsubdosep ap uoINooyyuep! biDd yOg D| ap soojaueB sojop ap aspq o] Jedajpj10y 


“ueplodo so¡¡a 
anb uoobuojul o] ap opuonBses Á DUO] ap spulaysIS 1999/QOÍSa OUIOD ISO “UOIDOBLSaAUI 
D| SP O|¡OJIDSEp ¡a asupas|| ppand Á pnuepias p| aseo as ou “soBzD||py soyo n sosoy 
9s0uodue Ubpand apuop saubBn] sejqisod ap oleubu ja pod sOADUIA|D,, SOpanbsnq 
UDzIPa1 anb seJpI¡runy so] o ajbdba es anb ajunjuoduln sq “popunBas Á uorosjold 
ap soyubuoB ajopuppuliq “bpanbsnq pb] ua seJpIjIuDÍ so] ap uoINbdibd pj Irueg 


"sajonijod Á saJoyI|1u1 SeUOIDD|pISU! SO] OpusÁnppu! 
“ooIqnd popyua Jarmbjon> p osaBur ja auuad aqep as bpanbsnq ap sojuaruurpado.d so] 
uy 'souejxe sojLied ap uonodiyabd bp] ua rqisod anb sopoz1prnedse sodinba uo» njuo) 
K oduua¡, ja US seJOLIajubD OO) sajuana. seuoiubdosap pIbd ojuny “ajlanul Us QUO) DIA 
us ojun, sopanbsaqg seneud “ppanbsnq ap sisajodiy sajuaJaj1p SD] 1D1OQD|S aqep ouusIuno 
-9U OYOIP “PPOqpxaJ UOIDPUIJOJu! p| UOD OP3NID SY “OPANÍ81 O popiarsod uaysenuap 
anb sojuaumBub uo) uoNojuewajdu! ns .oJowap apand as ou anb o 10d “sajuburuejap 
uOS OJUSIuIpadoJd OYIp ap soJoy Z/ soawud so] “sopiqepu! sauoo|p uls ajnoala 
es enb Á pjorpeuu! puIJO, ap byouou us pBuod as anb 'opbjs3 ¡a 10d opojuawajduu 
oyo ap bas anb sopienbdosap souoslad ap ppanbsnq ap ojuerunpadold un anjuawajd 
-Uul 9 IDUSSIP aqep as “sopnalodosap spuoslad ap bpanbsng ap osesoid un Jadaqojsy 


NOIDVaINIWO93Y 


212 


S 10€ 


¡091319 


OE 


¡091319 


¡d191419 


ONVIYJO 


213 


"seJD|ODp 
SD||9NY SNS SP SODISIISDD.ID) SO] SP SIADJ PD PUOSISO PUN SP POPHUAPI D] ADOLLISA DIS 
anb “10|49Dp UOIDOIYHUSPI AP |PISP3J [SAIU D OPDZIDUIOJND ODIUN DUAJSIS UN UOD IOJUO?) 


"sOLIDS9D3U SOIDUSBIIP 
SD| SOpo, ubDPDAH as Á PIDUSPIAS D| aUaIqo as soyuarul asioBajold Á esDuOpo9D aqap 
DUOZ P7 “bIpojsn> urs uspanb anb ojuswotu Opoj ua oye Á s09so so¡sal Á SOJSAppDo 
“sodiaeno 1nuodua ubpend as apuop selbBn| so; pponsspo praupu ap JopuonBsey 


"DJOSAUUIYY SP OJOJOJOY 
[9 Us sop1da¡qb;se selbpupyse so| p auuojuos uOIDpuImyxa ns p JapadoJd Á sopooyyuap! 
SDUSSPUD| O SAUNLIO) SOSOJ “XX OLIO) SOJUSILUDJA¡US DÁDY Spuop sauoajubd ap osdbu 
UN IDjUDAS| Á sosa so] ap UONoDy Iso Á op.bnBse ¡9 1OZHUDIDÓ “sp.o ayua “aqap bu 
-DIBOIA OYOG “SHADIASO SSUONDBISSAUI SO] USJUNJapo as Á souosed sose ap popyuap! 
o] Jadauo¡sa unyued anb sajpuorsajoud soppau uo) Á ajqisod odusy Jousu [a US Oqpa 
D U8As]|| as sojse anb ap oyisodord ja O) “seuorpunyxe ap ¡puonpu punBold un 1naJ> 


"baundala poprobdo) uo) Á seyqosuodse sonuonunj ap prnuesaid 
uo) “soprelbdosep sobuosiad ap bpanbsnq ap sajojoise seuoIsiuo) JIMIjsuo) U3IquiD; 
eseimbas as “opiues ajse Uy “DIJa¡DUI D| US SODIqnd soo.jod so] aurp.ooo anb pund “sou 
-HOJA ep Á 1 popardos | ap sauonozlubBio ap biouaseld uO) “OJXILu JepppuDo ap Jas 
pJaqep ouusIuboaul OYo1g “sopraubdosep souosiad ap bpanbsnqg ap uoIsiuos pUN pao 


NOIDVaNIWO933 


S 10€ 


ONV 


HOO 


¡EO) 


ONVIYO 


[ooixayy ap ouJa1qos) ¡a oprunso py anb osiuuouduo) un sa sopinelmdosep souosad 
ap poypus|qoud bj p USINuajo 7] bjdado as :opoys3 jap bisendsay] “((pep borup]s| p911q 
-aday) UD.) uoIDorndas ubBuajqo spulppJa so] Á soporinlua ubas sajqosuodsa. so anb 
JOZHUDIDB Á sOUDUINY SOYISSp ap seuo/ojola ap sonunuap so] JoBiysaau! a oporounuap 
pÁby as uoniubdosap pÁN> spuosiad ap ppanbsaq pb] band ¡puonpbu ojodojo.Jd un 1n10qp|3 


"soLIpsexeu ¡puosed ap Á sou) 

“SODUIQUOJS $OSINDAJ SO| UOD Uajuan) anb JomBaso Á opina», UbSIqny opubn) sojses 
sns ap u9INDoyyusp! a sopreubdosap spuosied ap pbpanbsnq b] pubd prusjaduo) uo) 
sOUubBO so| a.yua sOJOp ap aono Á uonbadoo) “UOIDPUIPIOO) PALDSJO D] JDZHUDIDO) (9 
“aubd opoysy ¡e us opraundosep uberiqny anb souosiad sp] SOpoj p DAD|S. UOINDULIOJU! 
eJod.J0Du1 Mb JOZHUDIDÉ D SD.IIUI UO) YOg D] SP SODQUIL) SOJDG SP SSDG O] 1993|DJOJ (P 
“SejuDAS|9 sOJODOJOJd SO] UO) PDPILUOJUO) DJ)1Sa US “uondanxa u1s “sopidalod 

-Dsep spuosed ap sosp) so| sopa; ap ajusuied UOIDDUO¿Ul D| UO9 Ppojaduos pas anb 
JOZHUDIDB Á “ayqisod popaas1q JOÁDUL D| D SPALOISPa] SOPppyuS so] sopo; ua pAypbuedo 
ajueupue¡d ase anb 101nBaso “ula 1OYY ¡SOY — UISJIOYW AJUY SOJDG AP 9SDG D] 1993]DJ1OJ (9 
'oppaubdosep puos.ad n| ap sopoBaj¡p so] ap uonbdinbd o] 

uO) sejuejadulo) sepopLlon» sp] 10d ajubjepo ppDAs|| pas ppanbsaq n] anb 1ninBasy (q 
“DpIA UO) DUOsad p| p 

JD.JUODUS SP SAPDPI|IQISOA SD] IDJUSISJID SP OPoU Sp sauo!Do]ip us Á ono sp ppanbsnq 
o] anu as uorubdosap pun ap pIÓou pBua as opubn> anb pODDIA D| US IPZHUDADO) (p 
:0119q9p “1D|noyund uy 

"sosa sns ap uonnyysas Á ojedsal “bpanbsnq b| pabd “ojusIuIna||pj ap oso) us 'Á sopinas 
-bdbsap spuosad sb] ap u91>p.3q.| Á UOI90Z1|PIO] “Ppanbsnq D] o sp.IIuI LO) SOZJSNSO SNS 
JD|qopa bliSqap ajuod OpDjsy ¡9 “UOINUSAUO) D| SP “£ OJDJIDA “yz O[NOYAD [Sp ZN] 0] y 


NOIDVaINIWO93Y 


214 


ANOALO 


215 


papado Á puinisendnaseud pruspuadapur pue¡d uo) ajnala as bumiBoud ja anb Jo0ZyuDIDO) (1 
/0)0Ix9Y DULIOJDJO|g D| ajuevubuajd 10z1]yn Á sepadoy (y 

"SD849 O SAPDPI|IQISOA SOMO SJUSUIDLIDAIGUD ADJIDISAP UlS “DpaubdoHsap pUOSad DD 1NAUuOD 
-Ua ajqoqoud spul bes ajuswejqpuozb. apuop ue ppenbsnq ap puOz bp] p popuond Jng (6 
“DLIS|DU D| US 

sajUe¡sIxa SOJOP Sp SAS SH| SOPOJ UO) PPPZI|PIO| OU PUOSISd D| ap ajlodas je 1DÍsoyuo) (y 
¿SO|DJIOUI 

SOJSeJ ap UOINDOYHUSPI 9 UONDUNYXS | US OPdjnbdb) ajusuunj¡o ¡puosied uO) juo) (a 
"DSOJIX9 DULIO, SP 391/08 as Dpanbsnq bj anb pand soLioseoeu 

ody 040 1ermbjon) ap o “sooyyuel “sod1siBo| “sosanubuy “soubuIny sosnda. so] 1DuBisy (p 
“aro1ul es anb ajino 

o ppanbsnq bo] ap popiarpaje 1D] boznpal anb oo1ppy o ¡pBa] opnopysqo termbjon) our] g (> 
ouosad 

0| O 0Z1]090] bibd pppuinBas ap sonuaBo sejuaajip SD] Sp SOZSN¿Sa SO| IDUIPIOO) (q 
'seuonubdosep ap soso) us OIDO] Ip us Á oyo xa ppanbsnq o] aojuewajdu] (p 
:sOJ9uD.IDd sajusnbis 

so| JINpu! aqap bubIBo.ld ajsq *b¡pIpauwu! U9ID90 ap ojodojoJd un uo) ajuan> anb spuos 
-Jad ap bpanbsnq ap ¡puonou pbuniIBold un Jade¡quojse ppuarwoda oloqp.] ap odn:o [3 


'DppndapD Á psa] uo INbzIUwSpu! PUN 
p oydaJap ja opinppu! “upnbredes pUN POLO) ¡so “dpraundosap buosad p| ap ajuens DJ 
2q0s UOIDPUOJU! o] D Oseooo pBua, PPpZI0] UOINIINALsaP PUN SP OPpy|nse. OLO) SOUND 


opiyns DÁDy anb puIIoJa ppoj anb 10ZyUDIDO) [:0 J0noynd us Á “oloqp.] ap odno ¡ap 
saUuO/DPPUSuOJ9. SH] ap DOPpRIA US NysaNd D| IPNULUOO D ajIDA OPOIS3 |p DIsUI aj1LuO) |3] 


NOIDVaINIWO93Y 


“9/IUO) [9 JOA SOPyIulS. UI) 
-dajo1d ap Á saubjejno) sopipauu ap sepnjnijos Á sejuaBun seuoldoD so] sopoj ap ¡nba 
ojusruinBas ¡a Á oJDIpauu! OJUSIUUD¿DA [9 AOZHUDIDB p Á ajuaBun u01990 ap ojuauIipado.d 
5107 0) ns ap o91Dul ja US apILuo>) [a uo) opunadoo) 1oNuLuO) p ajlbd Oploysy ¡o DÍsul apIuo>) |3 


"S9UONDZIUDBIO SAS Á SOUUIDJA SO] SP UONDANIDA D| OUIOD 
Iso “pjpipawur ppanbsnq Á njsandsa. p] “ou1aIqobB ap sajearu sa. so] ap sapopuiojno sue 
UOIDDUIPIOO) D| aDyubIDB anb “sejueBin seuo1no. so] ap uonon¡pas Á ojuarunbBas “ug1o 
8 107 dE -bjuewe¡duu! b] bibd OuISIUNDSLL UN 1999/Qoys3 [:o ajund opos ¡o ppuaruooa1 aj1Luo) |3] 


ONV ONVIYJO NOIDVINIWO9IY 


SI1NI9IN SINOMIV “Z 


"SOJOP SP SESDQ styse ua ¡puOSJad UOIDPLJOJU! O] ajusuajuau 
-buwJed JeBajold aqap Opnys3 [3 “oyuaruuuesuoo olAsJd ns 10) “SOUILPIA SP SO.DI|IUID] SP 
X sap 1ou so¡seJ ap sopruajgo opile; ap sousenu Á Ngy [e ajuaupodinutid “ooyeueB uo1o 
-puLIO¿u! OpusÁnppu! (¡ojojse ¡ep oulo) [plapaj oanj jap oJuny) ¡puO1Spu ¡salu D SOPpzIOy 
sauontubdosep ap spulpJa a1qos ajqruods1p ¡puosiad UOIDHUOJUI | UOD SOJDP ap asoq 
LLOZ NNOJaLO DUN ajuswWajusupued PPozIJpNpD Jauajubu Á be ppusrwodal oloqu1 ap odnio 3 


ONV ONVIIJO NOIDVaINIWO93Y 


0 
=> 
AN 


810€ 


q39 


dElS 


q39 


1y9 


ONVIYJO 


217 


od UNB]p ap ¡osadoud pBuno pun ajueseudas say oysa anb urs “sejunjuas 
-a1des sns Á pprosuodbsap buosed p| sp sopoBaj¡p so] ap sauonoBsaaul so] ue DApaja 
uONPANYJDA D| JOZHUDADO) [:ap opyues ja us “pbpuea | DÁ pysal p| p soyoslap so] 
JOZHUDIDB pu10d (gz ojyoupd “| /09/XIW/3/039) vONDpuawoda, ns pejtal aj1uuo) 3] 


'sayp1oJoduu! 9 SPAISADYXS “SOJDIPauu! 
S9u0/DOBISSAU! IOZHUDIDO [:ap opyuas ja us “pDpuea D| b Á DIdysal p| p soyasJap so] 
JOZHUDIDB p10d (gz ojBupd “| /09/XIW/3/039) vONDpuawoda, ns pej1al aj1uuo) |3] 


"ajuaipuadapu! a DUOUAND DAQAday D| ap pJ3US2) D|pos1y 
DUN AP UQIDDAJI D| US JOZUDAY [:9p op1yuas ja ua “popaa b] p Á pIdysal by p soydaap so] 
JOZHUDIDB 10d (gz ojBu1Rd “| /09/XIW/3/039) UONDpuawoda, ns pejlal aj1uuo) 3] 


"8 10z ap oÁbu ue sodi¡npuo] us sppiundo seuonibdosep so] ap uonoByseau! D] 
egos bpuienba: uOIDpuOyu1 bp] ajuaseud as anb DIOS aj1uo) ja “opadsas ¡y “bponaspo 
UONPZIUUISPU! PUN PÁNpuI anb parpeja uonbubdas pUN “HppzIOj UONLIALSAP D| AP 
pIDUanasuo) oo) opalp oninlisd un opiiyns upADy anb spuosad sb] sopo; sopIn|pul 
“SOUIIPIA SD] sOpoy » suonodoid as anb Jod Á 'seyqod¡no sopounpap ubes anb so] p 
Dpuodsa..10) oulo) anBiysoo as Á sejojno sojunsaud so] o aninlus as “pop1pprnabduir a prono 
-1y9 “pnyyuold uo) soppBiyseau! ubas PPoz.Oj UOINLINAPSEP SP SOSHI SO] AH OA IDJSA (Po 


[:0 ajuod opojs3 |p o¡sul ajo) [3] 


NOIDVaINIWO913Y 


NODI4AV4VSI0d 30 SOSVI 30 NOIDVOILSIANI “8 


dES 


¡E0) 


¡EO) 


ONVIYJO 


“SOJIJ9p sO1jO U3Iquio; asoByseaur ubpand anb ap bruapuedapur uo) “seJb|nojnd od 
Dpijauo> uoIDuibdosap ap o PPbZ.O] UONLIALSAP ap sisejodiy b| ajunosap as ou “ojIpap un 
SP UQISILIO) D| UO) LONJA US OMNaJDdosap buoslad pun anb aso DADA SOJQDUOZD OA, 


-ou PÁDY Opubn) “anb 101nBasy [:9p opyues ¡a ua “pDp.8A D] D Á DISysal p| p soyaeJap so] 
JOZHUDJOB babd (gz ojoumd “1 /09/XIW/2/03)) vonopuauoos! ns papal aj1Luo) |3] 


“opanbsnq 
pb] Ua QUO) UOIDDBIYSSAUI D| US OJUD¿ SOPDAIINJOAUI SAPPPLIOJND SH] SPPOJ ap Á soununy 
soydaJap ap soubB1o “soubuny soydaep so| ap sbJosuajep spbuosiad “spuIIpIA SD] ap 
SOUINSUI SO| UQIDO.ISPISUO) US OPUDUIO) “SAJD|NDDJ JOA DPISLUO)) Á SOUOS3Y AP DPPZIOY 
uONLLALSIG AP SOHSG SO| AP UONDBLsaau] p] pIBA OPpBojouoy ojod040.1g [ap opruajuo) 
[2 Opuarda¡Dj10, JONUHUO) [:9p opyuas ¡a ua “popa p] p Á binysal pb] o soyoalep so] 
JOZYUDIDB 10d (gz ojy0u1pd “| /09/XIW/3/039) UONDpuawoda, ns pejlal aj1uuo) 3] 


“UODPBsSAuI o] US JINyu! ap 
sepop1]qisod ubBuay 1u uedinyubd ou PPpzOy uo Iubdosap PUN OPyauwo) Jeqpy ap pya 
-adsos olbq us.yuandus as soJquielu soÁn> “sap, ul O saj1a1 ubas “popiinBas ap o uapo 
[ep sbz1any so] anb J0zyuDIDO [:ap opyyues ¡a ua “popuea p] p Á pIdysal o] b soyoaJap so] 


JOZHUDIDB p10d (gz ojyoupd “| /09/XIW/3/039) vONDpuawoda, ns pejlal aj1uo) |3] 


NOIDVaNIWO93Y 


218 


810€ 


810€ 


¡EO) 


q39 


¡EO) 


q39 


ONVIYJO 


219 


/se¡o90] bpanbsnq ap sauorsiuoo so] Á ppanbsng ap [PUONDN UOISIWO) D| UO) AD|NdADA 
us 'sajupas¡ss sonusBo souo 109 PPPUIPIOO) bISUDU ap albqo. anb AX ppanbsnq ap 
$p8.JDj SD] pnu anb “oALpIjap OUSuIQUay ajse augqos [puoINbusp Á ¡pUOIDU [salu D Do16 
-9/04s9 Dalpedsiad pun uo) ajuan> anb “sopoynsau so] pb uOINbyualio PUN UO) OPpn|pAS 
ajusuD¡nBas “DI1SjDU D] US OPpybdb) ajusunoynadse ¡puosad ¡nod us “ojuaruDu 
-OPUNJ OJ99,.109 NS DIOA Sa|pDO| SOPDZIJPIDIASS SIDO SD] DÁ DPPZIOJ UONILANSSG AP 
sopIjeg So] ap uONoPByseau] Us DPozI|pIDadsy p/0)SI4 D| D sejuenins sajpL1a¡pul sos.naJ 
A oauop! ¡puosiad ap 1nj0g [:9p opyuas ja ue “popuea by p Á piaysal py p soyosJap so] 
JOZHUDIDB puIDd (gz ojyBupd “| /09/XIW/3/039) vONDpuawoda, ns pejtal aj1uuo) |3] 


'UQIDDINP NS AP ajuSWajuaipuedapu! PPpZ.0J UOIDLIMdDsap ap soso 
so| ajueuwbalpaja 1oByyseau] [:3p opyuas ja us “popuea | b Á piaysal | o soydaap so] 
JOZHUDIDB puI0d (gz oj0u1Rd “| /09/XIW/3/039) vONDpuawoda, ns pejtal aj1uuo) 3] 


“UOIDUSALO)) D| SP Y O|NDYD [a US SPPIUaJuO) so] 
sopo sopinppur “uorbdrulbd Á PLIOÍND SP SPLO SDIJO Á SOJDIPauI saojno “opubu ap 
sDUSpo) sajqisod so] oByseau [:ap opyuas ¡a us “popea D] DÁ pinysal p| p soydaep so] 
JOZHUDIDB puI0d (gz ojyBupd “| /09/XIW/3/039) UONPpuawoa, ns pejtal aj1uuo) |3] 


/SO|DDJS3 SSOJPD AP OJUS/DAIA|OAUI ja OPusÁnppuI 
'uONDBiseau! ap sajqisod soaur Á sisajodiy sp] sopoj p ojuarumBas ap as Á uaJausb as 
K 'sauopod so] uanbyyuap! as “opxajuo) ap sIsIjpub UN ad1|paJ as “sauoinoBIseaul so] ap 
UONOJUSwBo. b| ajias as anb puloy ap “uoiubdosap ap sosbo so| ap ¡pBajur UONoOBy 
-SaAul ap soIBajo.jse JnInBasy [:ap opiues ja ua “popuaa | p Á pNysal p| p soyssJap so] 
JOZHUDIDB pabd (gz ojoupd *] /0)/XIN/3/039) vonbpuewonda, ns paj1al aj1uo) [3] 


NOIDVaNIWO93Y 


8 10€ 


da 


de) 


dE 


q39 


ONVIYO 


“(bruDuS|y) SOPLoZ10, seuonubdosap ap sejojno so] ap puapuoo p| Á soy 
-UDIDB SOPIqep sp] uo» oporubjsas opina! un “sejonabdu! e sajua¡puadapur “sosonnurtu 
“sojuoud sauonbByseaul anBaso Á sajpdiojunu Á sopojse so| ap 'sejoiepaj sauonjysul 
so] pb pÁnppur anb ajuenya ¡or ipn! ouusiuboatu UN ap UQIDDaJ D| IOZHUDIOS Á sPPpzIOy 
sauonLIodosap so] DIJUOD |PISpaj UOIDO|SIBA| D| UOINDU P| PPOJ US ajusu]pBajur 1001 dy 


¿(ombay)) soppz0¿ seuonibdosap sb] uduoubs PIDA SOPpaaepo sopipau njdopy 


"UQIDUSALO)) D| US SOPDIBLSUO) ULSA OUIOD Á |bj SDUILPIA SD] SP SOYDSAP SO] SP DUaJA 
UQIDDD]SIJOS O] Á SDPPZIO¿ SAUONILIOADSAP SP] SOPOJ SP ZOIS UOIDDBISSAUI! D] JOZHUDIDB 
D SjDA OPDIS] | a/USUID|NDHADA DISUI SHUI) [a “opadsas [y “sejusulad seppuonpuJaul 
SOJUSUIN.4SUI SOJJO Á UONUSAUO) D] JDOHYHDA [O OIUINSO AND saUOIPBI|qO so] p ajusunuajd 
USuIJIOJUOD as “usubula anb Japod jap usubwa Á ubas anb bzajpun¡ou | ap ubas “adopo 
anb sopipaul so] sopoj anb ap asunanBaso p ajlod opojsy |» bÍsul “opyuas ase ua 'Á UOINUSA 
-U0) D] JODIDA [O SOPIO,SJ SO| JOA SOPIDAUO) SAUOIDDBI|O SO] JIDPIO0D34 Dasap aj1uo) |3 


"spued sb] ap ojuoul ja Á Opoys3 ep onIbuonnuny se 1s “dppuonubs puosiad p] 
ap snjojse ja Á guonubs as anb pordy bÍPNpuo) p| any ¡pn> opubo¡pur aw pUapuo) uo) 
SOSnD) AP POPyubI “SPPINppuos Á osIn> US SEBUONPBISIAUI SOS SOJDP AP PDPI|IISIDI0 
X uonmaajodal p] JIninBasy [:ap opyuas ¡a us “popuaa py p Á binysal by p soyaep so] 
JOZYUDIDB p10d (gz ojBu1pd “| /09/XIW/3/039) UONDpuawoda, ns pejlal aj1uuo) 13] 


NOIDVaNIWO93Y 


220 


810€ 


810€ 


10) 


de) 


NANO 


N 
AN 


'(OIpubjSZ DASNNJ) soysipoLtad so Á soupulny 
soy2aJap so| ap selosuajap so| ap uonosjold ap ¡plapaj ousiunoau ja ajuauuDalpaja 
Jojuaua¡duu! a sojsiponled ap sauomiundosep Á sojpulisasp SO] ajusuoponapo JoBijseau 

¡uu! ¡pol Pp 1O1 Pp l | Pp Pp ! | 


¿(ouyuaB1y) ppoz10j 
uOIDIIDdPSAP SP SOSHI SO] ADUONUDS Á JDBIJseAu! D SOPDUSOP SOZJ9NISA SO| ADNULUO)) 
/(oubyo) brysal bj ajub sopbas|| uDas 

saJo¡no so| anb ap as.bunbaso Á PPLPZOJ UONIIKADSAP AP SOSHI SO OPuUDBiysaau1 Jinba 
90b:5p SulbinbosS ABRbzl9/ LOBubebsap:ep ¡epurEissiutambs 


¿(o1duba3) oroysal ap sejouo!buJajul SOW.JOU SD] ajuau 
-buajd opunjedsas psa] p| ajub seJono so| D 1DAS|| Á DPbzIOj UOINLIMdLHSap ap sos.) 


sO| sopoj ap sajpnubdul a sajuapuadapur 'sosonnultu “sojuold seuonoBisaaul JZI|pay 


-[(PpbUb)) PpbZI0J UONLADSAP SP SOSPD 
so| sopoj ap sajpnabdur a sejusipuadapur “sosomnurtu “sojuoJd seuonoBijseau! 10Z1/09y 


¿[Do1B¡9q) soyubioB sopigap soj u0) soppnubjsas sonia! 
10/99) *P1 pIqap so] p.LuDy PIN! 
us soppsezoJd ubas anb pubd pioysal py ajub SaJoÍmD SO| D .IDAS|| Á PPLPZ.JOJ UONIINALNSS 

Pp A 1] | [48pa2en tien Pp 
9p SOSP) SO| SOPO| SP SajpribduI a sajuaipuadapur “sopidob. seuolnoBisaAul .IOZI|D9 
Pp |s9) Ep Bl q ¡puedepu! “sppIar IDDBIsaAuI 10Z1/03y 


/(poLIguIy ap sopIuf] sopoys3) oso) jap uonoBiyseau! p| ua pIysal bp] ap u9IDanysqo Á 
p1N¿1OJ ap sopp uormjndale Á uoJpuapuo anb so| b ouo> Isp “pdburzjo Ay /D]pNB| ospo a 
US Sauonindosep So] ap sajojno so] p sajqosuodsa. ajuatuppued 1019pIsuo) Á 1DOYHUSP] 


NOIDVaNIWO93Y 


810€ 


810€ 


1elnyy DJ 
DIUO9 VOIDDUILILIDSIG] 
D| ap UO/DDUIWU!|y 
D| PIDA SuOo) 


de) 


de) 


ONVIYJO 


“DUDO LIA UQISOND 
QUO) “sajpynjse OU Á sajpjnyse sejueBo so] sopIn|pul “seyqosuodsa. soy b ppuodsa.109 OuO) 
suopubs Á aninlus “anfByseau] [:anb ap ajand opojs3 ¡o u9INbpuawoxal ns pajias Á “6 | 
"uu ¡p1susB LO IDPPuauloe. D| DZIJPAPL as anb pj tod “1elnuu | pyuo) oJausB ap U9zD. 
JOd bIduajolA D| auqos (Z1OZ) S€ “uu ¡ossusB uoIbpuauloda, ns ppuanse aj1uuo) |3] 


'(pbubds3) soubpbuny soydalap 
so| ap ¡puorbuJajur oydalep ¡ep uonoordo | 4OZHUDIDB Á salojnb so] ap popiunduu! 
D] ¿DAS PIDA SOUDUINY SOYISJAP SO| SP SALONDIOIA SH] ap LOMPBisenu! by ua sosalb 
-o1d Jeooy ubjued anb popiunduu! b] PUO) YN] SP SEDNIS SOLISIUDIAUI J3DS|qDIS3 


¿(0D4DUDUIG) sOXSuUO) U9INANIO) SP SODN 
so] Á SOUDUINY SOYISSP SO| AP SOUONDIOIA SD] 'S9DOJD SOJIJSP SO] IOBIsaAU! Sp OJPpubuu 
¡e uo» “popiundu! D] IHOQUIO) pIbd ajueipuedapur a zoo1e ousiuboalu UN J9da|qojsy 


-(aJ10N [ep ppub]a] a 
DUDJSg UDIL) SP OPIUf) OU!lSy) soo1qnd sejuaBo Jod sopyauloo so] 10 no.nd ue “soubuny 
sOydaJap So| ap seAb.B seuonojola so] Á seabiÉ sojIjep so| Jod sojuan> ap uonipuas Dj 
JDJUSuIS.DU! € SSUOIDOBISSAUI SD] JOZIOJ81 SP OppB.naua Josasp olesuos Un OpusIda|quise 
siod ¡e opoj ue uondnuo9 o] Á popiunduir o] AOQquIO) buIbd sozenjsa so| 109yIsuaju| 


¿(oruojog) ajuswubarpaja ueninlus Á usnBysaaul 
as ppbzoy uoniubdosap Á ¡pripalouyxe uonnaele ap somunuep so] anb ap asabanBasy 


NOIDVaNIWO934 


222 


ZLO0c 


ZL0c 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sono¡oJBiyy 
sejopoloqp,] so| 
sopo| ap soyoalag 
so] ap uO/998JoJ4 
D| DIDA Soo) 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sonoJo1BIyy 
selopoloqp.] so| 
sopo| ap soyoalag 
so] ap uO/9981oJJ 
D| PIDA SO) 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sonopoJBiyy 
sejopoloqp,] so| 
sopo| ap soyoalag 
so] ap UO/9991oJ4 
NS) 


spuaB|pul 
so|qend so] ap 
soydalap so| algos 
¡plbads3 bIoJp|ay 


ONVIYJO 


223 


"OpHauuo) oJIjap 
¡ep popeanib p] p sejpuonodold saeuonubs opunydopo “popiunduu! o] Á uonNdno) DJ 
QUO) SOJIJSP Á sappuruLio soJNj9n.yse SD] LO) sejbjbyse sajueBo ap uonnojas by opusAnppul 
“sopb so] ajuawajuaB| pp Á bies anSseaur es anb aunBasy [:anb p ajand opojs3 je anb 


eBun oustuIso Á (6z “BABA "ZOD/XIW/D/MWD) Vorbpuauloss ns paj1al apo) 3] 


"SOPD.JIN|OAU! OPOySJ [9p so1buoruny so] bp opusÁnppul a “op!jep jep poparo.Ib 
D]| P spppndapo spued uo) “saejqosuodse. so b auomubs [:anb p ajiod opnysy ja anb 
eBin ouusiuso Á “(6z “bI9A “ZOD/XIW/D/MWD) VoOnbpuauodas ns pajas apro) [3] 


"soupuIny 
sOY999p SO| D SaUONojola saAbIB uOINboyIsop py oloq ups] oran Á sodi¡npun] ap 
sOpb¡sy so| ua sa/>pspul so] ajusu ¡Bo Á pAysabyxe anByseau [:anb p ajand opoysy ¡a anb 
eBun owstuIso Á (6 “PIBA "ZOD/XIW/D/MWD) Vorobpuauloss ns pajlal apo) 3] 


"|PUONDUJAJU! DUAJSIS [ap SaUoIDop 
-U3uoa1 so] Á HOIO P] 40d sopida¡quojse ojuernuinBas ap ouusiubosul ja Á sejuaipuadapu] 
sojladx3 ap onbuidisipaju] odn.2) jap seuonbpusuloda so] p Opando ap Á populajeo 
uo) Japs»o1d usqap seuonoBiyseau! so] “pdpuIzjoÁy OSpO [a UY “se.JD| Ius sosoo soJjO Á 
[ppapy ap osb> ¡a ua uonvbundas Á pioysal “uo oBiyseau! ap sosedod so] as1bz1] ¡Bb usqag 


NOIDVaNIWO93Y 


910€ 


El) 
El) 
El) 
JE) 
dEl) 
HONNO 
ONVIYJO 


ppozrubBo prouandu1jep ap o.qna ja oloq uanfznl as sou 
-DUINy sOYaJap ap seuo1ojola so] anb 113 [uorooBiyseau! p| aqos seuonppuauosay] 


SOUDUINY SOYISISP SP SAUONDJOIA Á 
SOJIJ9p SO| SOPOJ UOIDHBISIAUI D] US I0JOd IODU| [UOIDOBISIAUI D| SIGOS SIVOIDPPUALOD 
Sp sO| SOPOj UOIDDDI 1D] | [U9IDDBH ID] 91q DNDp Y 


sappp1|qosuodsas Á seuood 10Bisaaul 
upyuned anb ojxajuo) ap sIsIpub JHzID9y [UOIDOBLsaAuI p| aqos seuonbpusulocay] 


soqan.d so] ap DOI ¡pub popidbdb) pb] ab1duajog [uo 1DoBiyseau! | a1qos seuonopusulocay] 


payelgo 
XÁ ¡pued pqenid p| ap Jo¡DA ¡8 Jbjuauiny [uOIDOBIsaaul | a1qos sauonbpuauoxay] 


"pApaja Á ¡pUOISejoJd DISUDUU SP SDS10] SAS OQDI 
D JDAS|| bu SOPOndaAPo soJaubul Á soDIUda “sOUDUINY SOSINIAJ JSUAJ PISQ9P PUNO 
DIS] "JOd P| 9P PPPIUNUIO) bj] D sonialag Á opIjag [ep U9INuarag “souDuINy soyoalag ap 
DIIMPPANOIAANS D| AP OJUSP SsaJOppuNdOIA Á sejuajsixa DÁ SDPDozIpnNadse sepopiun so] 
uO) 4IMQIJUOO Á “popiunduu! p| PD ajoquuo> ¡a Á soubuny soyaJap ap Diia¡ouu ue D/ojad 
-xe D/op120uoxa1 p/Un Jod DpIBLIIp o¡sa DLISGSP DUO Dys “bo!qaday p| ap ¡oleuso) 
DIAMPDANIOAG D| SP ¡ALU OD SP DPDZIPIDadsa pUIDIO PUN JOA ajUSuIDpondapo soppuor) 
-uDs Á sopoByseaur ubas “sopoz.oy seuomiubdosep Á sajonipalbayxe sauonmndele “b1nj10y 
0] OpusÁn¡9u! 'soubuINy sOYda ep ap seabIB sauonmojola so] sopa; anb ununBaso prod soz 
-19N¿S9 SO| 1999|DJJ04 :SOUDUINY SOYISSP SO| D SALOIDNJOIA SSADIB AP UOINOBYSIAU! DPISG 


NOIDVaINIWO93Y 


224 


225 


o) 
9102 (OE) ap buoj ap opojgul ja Á popijp) py abJoleyy [uonNoByseaur o] a1qos saeuonmbpusuwoday] 


sauoIsajuo) Á sajpruouI1sa; 
910Z COS) soqanid so] ap biubsepuodald pb] Jopur] [uombByseaur | alqos sauonbpusuloray] 


9102 COJE) DI9D.90.Mq Á pop:/puO¿ D] AIMUILISIG [uONpByseau! D| aqos sauoropuauoray] 


sa|pDLIa¡DuI seJo¡nD ap ojos ou Á sajoL. 
910Z COS) -adns sapop!]iqosuodse. sajonjuaas 1DBijseau] [UOINDBIsSAu1 D| aos seuonbpusulocay] 


UOIDOBLSSAUI SP SOSUI| SO] IONUSJOA 
9102 (OE) A UOINDULIOJU! SP SAJUSN] SO] SOPOJ D osady [uonoBiysaaul p| a1qos sauonmbpusuwoday] 


YOd | SHDA 10d seuo1DoBiseau! so] 
910% COS) Sp UOIDDAJ| AOJIAD bd poIqad UOIDOIIUNUIO) [UP IDPBIsaAu1 D| 9.1qOS SSUONPPuUSUuIOI9y] 


sosad01d so| ap uOINojuauu 
91L0Z COJE) -BD1, O] OPuDyIA9 “SSUONDABLISAD SD] J0IBaju] [u9nNDBIyseaur | a1qos seuonopusulocay] 


soppd|nou! ap oJauunu ja a1qos uo1) 
910% COJE) -OBI¡seAu! D| SP PDPIJOI DJ IDJOJDA Á JOY PND) [uonoByseaul b| alqos seuonmopusuloxay] 


ONV ONVIIJO NOIDVaNIWO933 


S 10€ 


S 10€ 


COJE) 


QS) 


HdIO 


HOANO 


ONVIYJO 


*,Plons p18N6,, ap oponted jap soso so] 41mppul aqep u9nNoBy 
-S9AU! DIS] “OPDIsy Jap sajueBo sopoanjoaur 10yse uDpand o upjse Opubn) ajuauujonedsa 
“Se|DLISJOLU OUIOD Sapnppajajul saJojno so] ap pop!jiqosuodsas bo] oJuDÍ 1DdJqH po1duul 
anb o] 'sajqruodsip sejoBa soipatu so] sopoj uo) Á ¡puorsajoJd pJaupu ap 0BIyseAu] 


"soyday so] ap piuaxno ap sajpuolBa. sauood 
so] Á sopineodosap so] ap sajuad so] “¡pubedo snpou ¡a “oyxajuo) ap SISIJpuD so] juan) 
ua Jauaj Uaqap as uOnpBisaaul D| IDJUSLIO IDA SOLIS11D OLUO) “UONDBISSAUI Sp sOdBo] 
spau!| ap ojuaruiimBas ja ua Á uoJaLmdo anb ua ojxajuo) ja 109 Opuanoo ap “sopouanjoaul 
ajuawe¡qoqold spuostad soy UbaIqn as ¡on> b| ua pUNGPn.jse py Á soyosy ap ody ajsa ap 
popilejduos b| bjuans us Opubulo, sOPpIdmpuo) Jas usqap ppozioj uONubdosep aqos 
sauonoByseau! so] “palpaje Á ¡prdJbduu! “pues DISUDUI PUN SP 'SEUOND|IP UlS “ONO Sp 
“10|¡nopubd us pppz10j uoubdosap sp Á ¡preuaB us uonibdosap ap sosbo so] 10BIjsaaul 


Opubu ap DUSPD) D| ap pop!]iqosuodses 
o PÁNpur anb ours [pIJSÍDUI PLIOJND D| PD UDpuodsau ojos OU UOPBÍsaaul ap sosu!| so] 
“p1nj10j Á sajonipalo.yxe seuomnasle 'npozioy uonubdosap ap sospo ua anb 1onBasy 


"odua1 US 
sopnj¡nses b opuenpuoo 'sopoBiyseaul ajuauibidoud ubas soupuIny soyoeJap ap sauo!> 
-D¡olA soy anb 1b1nBasp pund siod je ue spLIMppnaod so] ajuaBun DISuDuI ap Jada|pj1Oy 


NOIDVaNIWO934 


226 


S 10€ 


AQ ES) 


COJE|S) 


AQ) 


ONVIYJO 


Lo 
N 
N 


"spusILu So] ap ajqosuodsau opis by usimb ap Á 0qp) p sPPDAa|| SSLOIDONIID SD] SOPOJ AP 
o4siBas un solep asambar as auduwa1g “sejuaBin seuoionpo us sauono| ip uesauaB as Á 
o.JO [ep pNuajedwo> pun pa anb opunjeldiajur anjoo seuspo so| ap punBuru “ajuaJn> 
-u0) brouajeduo> pun ajub anb ppiduu! anb “pop: iqosuodsa. ap bID|> pau] PUN as.9dajq 
-D¡Se aqap opijuas asa Uy "sopmaundosap so| ap UOIDPIYIJUSP! O UOIDPZI|PIO| b| UN¿ILULSd 
anb sonipu! so.jo Á UOIDDUIOJUI SP OIQUIDIJAJUL “SOSPI SP OSIBS “UONOBISSAUI ap Dl! 
-a/puu Us sajpuepaj Á sajojo¡se sapopiiopno aus bpIpawu! UOIDbISdoo) D| JDZYUDIDO 


"soqenud ap uO/D9N4sap p| Opuny1as seuonundosap so] 
sDpLINSO ap sandsap ¡oruapnid ozpjd un od uo INoBisaaul | DADA saya sorduaB|p sa]q 
-!sod uepuonBsas anb sopoarid Á soo1¡qnd seuor>nj1ysul SD] D 1DHDIJOS “DIPOJSNI AP PUAPDI 
DPPNISPD PUN JOZHUDIDB Á soIduapias as1D]¡py UDLIPod apuop spuoz Jopbnbse. ¿soyoay 
sO| UO.Ja11In90 apuop ojos ou Á siod fap 10Bn] senmbjon> ue pbiounuep p] PBDY DUYOIA O] 
enb 11uued “OAYSNDYXOS DAS DUIOJA D| SP UOIDDULIOJUI O UQIDDID|DAP D| SP OJUSIINJUDAS] 
je anb uuenbas “ajuodas un O PPoONuULÍSUNDID PD PUN Ojos OU Á ajueipadxe ap pad.) 
pun o piAasld uonNobnBisab PUN UDI OrIu1 un apsap anb bubd soDI]qng SOLIajsIuIyy so] 
D J04Sul :UQIDOBLSSAUI D| IDAYUSDUI UDLIPod anb seuononpo sajuanBis so] 1ojuswa¡duu] 


"SQUIIIA SD| SP $OSSQ SOJSA O SODADPDI 
so| UDAJUaNSua as Opubna opoj agos “bruapias p| ap o.jsiBas Á opunnBsal oponsapo ja 
“spusose so| ap uonndajoJd b| “pppzIoj uOMLLALDSSP ap sos.) so| ua pues UOINPBIsaaul 
pun JbnBaso DADA [PIN se UOIDPBysaAu! ap [pNUDyy a1s3 “sopbzioj sauonindosap 
SD| SP UOIDDUINSUOI SP PULIOJ PUN LOS sajonipaloayxe seuonnaele so] anb pAÁ 'sopozioy 
sauonubdosap so] ap seuonpByseaul so] 1DInB bInd pjoseuuIyy ap OJodojOJg ¡a 1no1dy 


NOIDVaINIWO93Y 


S 10€ 


S 10€ 


COEL) 


OE) 


COEL) 


¡91319 


COEL) 


ONVIYJO 


"SOUILPIA SD] PIDA SPNUSBI|Ip so] unsusb anb so¡soB soy pÁNpur anb Á soo1prin! o/A son 
-Quoe 'so»¡Bojouna, “soubuIny sojsa ubas “UONPBISSAuI D| ap sepppisadau so] p sapooo 
s0s.n984 so] bano.d anb ajuendins Á oponapo ojsendaseud auBiso opojsy ¡e anb 1nzyub.Da) 


"sajubpoJBap o souDuIyul “sajanJo so “DIN¿JO] ap ajqosuodsa. ojunsaud ja pAUO) SOSNQP 
so| ap bqanud ouo> osaoJd un ap oJjuep asunjuesaud ubLipod ojos “ojuarupadold unBuru 
US asJIJIupo Usqap ou UQIDDDOD ap spuIJOj soyOo N sojD so¡ou “pINjIO| ap orpalu Jod 
sppluajqo soqanud so.o Á seuonb.In|dap so7 “buno, olbq sopruaqo soqand so] 10zoyey 


"saJD|no od 
JOA OUIO) 150 “y->) [a ojduwela od oulo) “sooIjqad sepopyua od ojuDÍ SOPpuO¿ sauoIDoq 
-DIB Á sospia so] 'sajoripn! seuoroBysaau! so] sopo, pbabd usaesald as anb 1DZHUDIDO) 


"¡op ipal uepo ubambas anb sejueBn sonueB1]p so]panbo Á seuonborunuo) ap 
u91Dnydad.aju! “DJUOJa|aj ap UODUIOJUl ap pBa.yue “soap “punidba ap sausp.o “opusÁnpput 
'opbzI0j UONLMANSSP SP OSpI UN AP LONPBLSSAUI D| Sp OJUSP SOLIDSEDSU SEUSPO SO] USD 
-1J1O¡ND AND [PUONDU [salu P DIDUaJedulo) UO) spJOy y z ap sopozipredse sopoBzn| 10a1) 


"spuosad ap pppzi0y uoubdosap ap 


sosp9 opusÁnppu1 'soUDdUNY SOYISIAP SP SOUONDIOIA SOSADIB ap UONDBISSAU! D| DADA SOIP 
-9Uu $OO US O SOO/UOJA|a, SauOIDUaAJajul O sOYanose ¡pr ipal uspo ajubIpaul JOZLIOjMy 


NOIDVaNIWO934 


228 


S 10€ 


S 10€ 


COJE|S) 


AQ ES) 


COJO) 


QS) 


ONVIYJO 


229 


"oqanud ap sorpau so.Jjo 109 Ppoyuo uo) Jes aqep audue1s 
uQIsajuo) 7 "bqanid puajd Jas apand opod|nour ¡ep uo1sejuos py ospa unBuru ue anb ¡pj 
-DJS9 OUO) |PJSPay [SAIU D OJUD| DUDOIXSUU UOIDO|SIBa] D| US psaudxa pISupu ap J90a/qois3 


Ke] | P aunojuo) Jadouo) ubpand anb sauononyD so] ap 
soj1n¿018 sordo) sejopuppiiq Á sajualpedxa so| 053000 |9 sajOpunp4I|oj “oyosap owyBa] 
Ns OWO) DAIDAJO) Á [ONPIAIPUI DIDUDANÁPDO) D| D SDUIIDJA SO] SP OYISISP [9 JDZYUDADE) 


"(AV39) souoJA D uo nuapy ap 
pALNDaly UQISILWO) D| ap apuedap anb “¡puepay DOIPLINF DLIOSASY P| ap oÁodb ¡p uanda, 
Is ajuauuaq!| UDIIPIDAP SOLUILOJA SO] “¡PI>IPA| ojuaruuipadold ja auqos soponoapo uo 
-1DHdb) Á UOIDOJUALIO “OAIDUIJOJU! [DLISHOWI OD SOYISy so| ap ojuawou ja apsep 1njuoo 
USQ9p SDUIIIA SO] "SOPIDA|qpIS8 SOSILOIALIOO SO] UDDUBISUOO as anb p| ue “upIuna ppra 
Sp DD UN PAPJUDAS| AS "SONUABIP ap unjd ja Á osos ppoa us vonoByssau! ap soaul] so] 
“0sD) [9p DJIO94 D] JDjuasald UpISqap sejuajeduo) soDI|qng SOLIa¡sIuIyy SO] “UONPBIsaaul 
D| 9.OS SS.JD!|ILD¿ SO| O UOISDULIOJUI SP ODIPoLISA ajUSUDUWSA OUSIUDISU UN J9DA|qDIS3 


“uy ase pod 
ubJarmbas as anb so¡soB so] ubpILIqna Á sajueipuadapur salopuad Jaeuaj D SPDUILPIA SO] ap 
Oy da lap [8 UDIDZIUDIDS sapopLiojno so] "sajueulad so>IuIQuoda sosunoa, so] 1oBojo Á 
soLbsessu popiinBas ap sauoInIpuo) so] JDPuLIQ USqap sapopiojno sb] “soydaap sojsa 
JOZHUDIDB DD “sOYISJOp sas JajpA Jeby “sisejuls ue Á 'sauonmoBaj. 0|nuoy “soqan.d 
JDHIOdD 'SBUONNPULIOJUI 1IQU3A “sauoruido sns JDjyusa ubpand anb bisubu ap “u9INbb 
-1s8AuI | ap sodoja so] sopoj ua JOdINIIDd SP SOWIPIA SO| SP OYISISP [9 ADZUDIDO) 


NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


S 10€ 


COJE) 


¡91419 


COEL) 


OE) 


NONE 


"osuajap pppnNda3pp pun 1bunBaso 
pubd solbsedeu soubuImy Á sajbriajpuI sos.1mda so| u0) ajuen) anb “sejojojse Á ¡puapay 
soanoele sesspod so] ap ajuaipuadapur poIjqnd pbrosuejap ap Dulejsis UN UO) INJUO)) 


"99 'SOAJO!9P SSUOHDA “SOLIDUILDIA SP SAYS “SOUIIPDIA SP Sa|y1Sd 1999|qujse 
opunad anb sajonpiarpur soso9 ap uo1DoBiseau! D| ap puLnu as anb sojop ap asoq pun 
109J) PISQSp as popiun pjse Uy “soupbuuny soyaJap ap seuolnojola so] ap oarsuaduo) 
spu oIpnise UN 10ZI¡paJ ppand 'soupuny soydaJap ap sauoIojola ap sosb) ap saunuoo 
sojuaweje Á seuobd ep olpnise ¡ep apuod p “pLIDUIAINSIPISJU! UOIDOUO¿ UOD SAJpuoIs 
-ajold ap odniB un anb bind “yOg D| ua Opxajuo) ap sIsippub sp poprup] pun .Noysu] 


"sojo a.jua “sonido “soyanosa “SOJUSIUDUD||D 
“sejueBin soruaBi,p ojduele od J0zLIO¡nD bibd spJOy yz b1OqH| ubLipod soppBznl 
$05] “SOUDUINY SOYISSP AP SAUONDJOJA SP SOSO) J9HOUO) PIPA PAISNDXS DINUSJaduo) 
ubpBua anb buod '“soupumy soyaJap ap sopbzippnedsa sajpuapaj sedan! uo) 1ojuo) 


"oyuauInSop 
ajueseud je US SOPD|NUIIO¿ SSUONPPUSUWODS SO] P auOJUO) ppanbsnq Á uonoBysaaul o] 
ajubjepo anb *sooiuouoda Á sonIuna, “sOUDUINY SOSINDSJ SaJUaIDÍyns ap Dpoyop “sajposy 
SOLIDA JOd ppbuBaju! “UOINLIADSAP SP SOSPI SP PPHZIJOIDAdSa |P9SY PDPIL] PUN IDA) 


NOIDVaNIWO933 


230 


S 10€ 


S 10€ 


¡(EO) 


q39 


dElS 


QS) 


ONVIYJO 


231 


/UOIDDBsaAu1 D] DBA soLIpsadau 
soqanid sb] 119npoud ap pop1rqosuodses o] payuo) sej ojse anb us “sauonnoBiseau! so] 
us ppiosubdosap puosied | ap sopoBajjp soj ap uoodiaund o] IDHIoo, Á 1njuauoy 


UOIDDBISSAUI SP SPAUI| SH] SOPOJ INOBD 
D OUJO) ISP 'SOPDIIN|OAUI OPb¡se Jaqupy ubarpad anb sajojojse soubBio n sajuaBo so| 
SOPo] D DAID9JO DISUDU ap JOBIÍSaAU! D “UOIOD|IP UIS “Dpadod as “pppzoy uo nindosep 
pun Opiewo) Jeqpy buerpad as anb Jauodas pund son¡pur pÁDY Opubna “amb JDZUDAIDO) 


:oLieqep ajlod opojsy ¡e “owsIuuIsy "sop9p sas ap pop 
-SADIÉ D] UO) POPpIuIOJUO) ap soppuonubs “sejqod|n) sopob.unpep Jas ap “X sopopinlua 
ubas saojno sojunseud so¡ anb Á *¡puwoj prunusp pun opojuasaud pÁby as ou opubn) 
un “pprnJbdu! e PAYSADYXS UONDBHsSAu! PUN DIOWASP UIS JDZI|DSI D Dpeold as “Dpoz 
-10, UONLUBALSAP P Ppysulos ops py puosiad pun anb aso pIDA seqpbuozb. soAotu 
pÁby opubn) “anb 1nunBaso D SD UOD SOZ9N¿SA SNS AD|QOPS. DiSQSp ajlbd opojs3 |3 


"SOJDPIPUD) SO] Ap POPHI0UAP Á pIJa DLIODSÁDA, D| DjUan> us auoj as anb Á pbnuapuedap 
-ul a pop1prabdu! ap soyisinbas so] uBrysyos anb souos.ad so] usuBisep as anb sauadul 
a UoIdajes ap ousiupoau je us onmoal3 ¡ep brouaxelur by pqryu: “sesapod ap uonbundas 
DALDaJS O] SHUDIDB aNb sOsIUILI ap ojuaIuuDquiou Á uo1dajes ap osado.d un Jede|qujse 
9q8p as “UONPN D| ap DIDYsA[ ap ajo) pusidng o] ap Jojnoyuod ua Á pidysal 10ystu 
-ILUPD ap sopoBundua seuolnnjysul so] ap popiprabduw! e pbinuapuadapul p| 1OZUDIDE) 


NOIDVaNIWO93Y 


E L0c 


S 10€ 


HOO 


¡E0) 


dES 


q39 


ONVIYJO 


[oye duo» od D|1091pD18 PD SPA UO) DANJIO] SP 
SOJDD SP UQISILIO) D| IDUONUDS Á IIUSASIA SP OSILIOIALWO) [9 aUSuDUI ODIXAW “DÍdado as 
:Opbjs3 ¡ap bisandsag] “(oimbin]) sauomiubdosap so] Á SOLIDAJIqUD SSUONUASP SO] “DAIN¿IO] 
Sp sosp) ap sonunuep so] ajuewunpiqep uanBiyseaur es anb Jod asopubziojse infag 


"soprelbdosag sobuosiag ap ppanbsng ap poprun D| 4D|noyuod ua “sejubaajas sonuaBn 
$DJJ0 O) PPDUIPIOO) PISUDU ap aloqou Á 'bpanbsnq ap soso; so] bin anb “oapIjep 
ou3auQuay ase a1qos ¡PUOIDPUSDA, Á [PUONDU [Saru D DOIB3Dse palpadsied PUN UO) “PLA 
-9/0u p| ue Oppyodo) sjuswboynadse ¡puosad n|noy.nd us *soppndapo sosinda u0) 
ajuan) anb sopbz.0j seuonibdosep sp] ap uOINDBIsaaul D| US PPOZIPINadsa |p9s1 popiun 
DUN YOd P| AP OJIQUIP ja Ua Jadaquyse aJapisuoo anb bp ajlnd opbjsy |p bjua!|p ayulo) |3 


“uonoByseau! p| ua usdidyabd ou ppoz.ojy uOnibdosep pun 


OPyauwo> Jeqoy ap bysadsos olbq uauendua as soJquua/u soÁn) “seJDpI| IU O saj1aro Das 
“popimBas ap o uapuo ¡ap sozany so] anb J0ZHuDIDB pupd spLIbSadau SOPIpau so] Duo] 


“zo0019 DJSUDU Sp Á popuiejes uo) sauoruny 
sns 1oyadulssep ubpend anb ap uy p soponsapo ¡puosiad ap Á soJenubuy “sejpnied 
'sOd1UdA] SOSINDSJ SO| Á SPINJONIJSO SO LO) Uajuan> anb JnunBaso Á uooBijseau! | ap 
sopoBundue soubBo so] sopoj aus uonbadoo) Á UONDUIPIOO) PALDSJA D| IDZHUDIDO) 


NOIDVaINIWO93Y 


232 


E LOc 


E L0c 


1y9 


1/0) 


HO 


NONE 


233 


“auod Opoys3 ep oLIop1aj ue sajuaseud soJelun.yxa soJo Á OJIso 
ap sajubpn1¡os “soppIBnjas DAJUOD SOPISLIO) sOJD.4 sO|pLU Á “seuonubdosap so] sopin¡pul 
“D.M/10, ap sopp so| ajuswbuajd uenBiyseau! as anb Jod 10jep [:9qep ajund opoys3 [3] 


¿SOJIJ9p SO] 
ap pbpeAbb p] p sopondapp sauomun.s uo) sajqbd¡n> so] pb anBispo as Á sosoyadsos 
so] b aninlua es anb “zooye Á pAysnbyxa “pjuold puJOj Sp sopoBiyseau! UDAS SPPPZIOy 
seuonubdosap ap sospo so] anb 1DZyubIDg) [:b aopnayaod ue Á “oloqp. ap odnio jap 
S8UO/DPPUALUOISJ SD| SP DOHA US Disend D] JONUYUO) P aj1nd Opnysy ¡o pÍsul ap1uuo>) [3] 


['oo¡osno ¡puad ¡osado.d puaysis jap uonojuawa¡dulr o] DADA [PUOIDNISUO OZD|A 
¡e uo) 1jduin> p soul UO) “¡pUag PULIOJ9y D| AP UOIDobjuaua¡duu] D| DABA OSSHY UD] 
je binsala ¡oipnf Japog [e ajuawjonpy “ojdeoo as :0po¡s3 jep bisendsey] “(upA1nquazy) 
uooJode. ubBuayqo soupla so] anb Á soponinlua ubas sayqosuodsa. so| anb 1unBaso A 
“SOUDUINY SOYISAP SO| SP SAJOSUSJAP DAJUOD OSODD a Á SOZDUAUD SH] “sanbojp so] “pzJaNy 
D] ap oppuoniodoldsap osn ja “sppozoy seuoniubdosep ap soso) sojsendas so] sopoy 


orooye Á pnyyuold uo) JoBiyseau! DIA “siod fa ue ¡pued prysal ap Dulaysis ja J9da|pj10y 


[ooixayy ap ouserqos) ¡a oprunso py anb ostuuoJduo) 
un sa sopparodosap spuosad ap boIpuaqoud pb] p UONuajD 17 ojdedo ag :opo¡s3 jap 
oysendsay] (bzing) sopioeumdosap spuosiad so] ap SD!|1uIDy SD] 10|nound us “uonbundas 
upBua¡qo SDUIlA SO] SOPOj anb 1DzHubDIDB Á seyqosuodsa. so p op inlus “sopoz.oj seu 
-ODLIOADSAP SP SONUNUAP SH| SOPO ap pONpuajsis Á Opuoy o LOIDPBIyseau! DUN JPZI|Pay 


NOIDVaNIWO93Y 


LLO€ 


ANO14019 


ANO1H0LO 


ANO14019 


ONVIYJO 


"SDPOZ.JO¿ S8UONIINADSEP SO] SP ¡Puad 
osaxoJd Á UONDBsaaul D| Ua sajlalo sapunquuj Á soDIJqad soLa¡sIuruu so] uo) ajuauunjejd 
-LIO) US.OQH|OD Sap ru Á Saja sepopuiojno so] anb ununBaso pund somsedau sopipaw 
SD| /0uO, USqap as “bqenud ap sojuawaja so] 0uonuodoud Á seuejgo ap uonoBijgo pj 
$8.0D1]/uD4 sas Á SOUILDIA SD] US PBIDISA OU anb 1onBaso Á “seuonoBysaau! so] ua sadupAD 
SO| 9.90S UOIDDWJOJUl $3D!|/UID¿ SO] D ajuewD ¡Bal 1oBojo “sajunjuesardas sas Á SOUIIDJA 
SD| SP S9.JDI|IUIDÍ SO] ap ajlbd Jod sajoitejslurtu seuonoByseau! so| p oua¡d osexo ja 
JOZHUDIDB “DPUDANÁPDO) D| Sp bINBy D]| Jadajoj1o, ppuaruodal olbqo.] ap odnio [3 


"soD1]qod Jas usqep seuonoBiseau! so] sopoj ap sopoj¡nses so7 *bpounjoau! 
popuiono o/A opoied o odusy “DUOZ b| ap seuo.pbd so| uo) openso ap sooyredsa 
UOIDOBLSSAUI SP SOSU!| IIUNSO USQSp sauonpBiseau! so7 “uoIndajoJd sp soyubiDB uo) 
JDJUOD USqep uOnDBiseau! ap saloqp| us sopouanjoxu! spuosad so]enby *¡prnubdul a 
ajue¡puadapu! DUO, Sp “ajuaWoponsapo sajoqh| sas 10Z1]p81 bIbd sejpLiejpw Á soupuIny 
$059, SOLIPS399U SO| UOD JDJUO) USqep sejpnipnl sosedold so¡ ue Á uooBysaaul ap 
soJua/LuIpado.Jd so| US SOPDIIN|OAU! SDIDUDISUI SAJUSJAJIP SD] 'SOUDUINY SOYISIAP AP saypu 
-ODDUJSJU! SOJUSUINAJSUI SO| US SOPID9|qhÍse sojuaLuDauI] soy uos un¡dun> anb sajonubuu 
K sojodojoJd so| 40) Opanoo ap “soppadxe ubas sejonipn! sojusnuipadold Á seuonoBy 
-S9AU! SO] aNb 10ZHUDIDB DIA SaJqruods1p sorpaul so] SOPO; 10ZI|yN USqap as 'se.DI/IuIDy 
K soBysej ap uonnoajold pj] Á vonoBysenu! ap sojodojold ap uondopo pj Aa] D] Aduna 
J890y ap opoBindue ¡ep Á ¡or pnl ¡ppuosied jap uonojrndo) »] ajubipsw popiunduur o] o 
ajpquio) je Á bIoysal | o oyoaJap ja aoyubuDB as anb ppueruoos. oloqua] ap odn.o |3 


"spuoslad ap PPDZIOJ UOIDLI 
-odbsap pj 10Byseau! a sueasld ap oarjelgo ja uo) porqnd popuinBas p| ap sayqosuodsas 
S8PDPLIO[ND SD] a34JUS UOIDUIPOO) D| aDyubIDB as anb ppuarulooa, olbqo.]| ap odno) [y 


NOIDVINIWOI4 


234 


£007 


£00Z 


£00€ 


£00Z 


¡qe 


qe) 


¡qe 


qe) 


qe 


ONVIYJO 


235 


Ke] D| PD auoyuO) sOpiyawo) sas ap ojueru1jdun> ¡e ua 
sosIuo Uejse Opubn) “ospo ja unBas “jpuad o DLIDUIJAIOSIP “DADASIUILIPD SOJAyse so] Ua 
pop!|iqosuodse1 p sojIDuIb|| biod sopinajqoise sousiubosu so] ap uonbordo palpaja D] 
JOZYUDIDB Á “selnu D| DUO) PIDUAJOJA SP SOJJSP D ajUS.y UONDBISSAUI a UONIDAJ AP SOP 
-¡pauu 10ydopb ap sopoBunsua soLIDuo1duny so| ap uoIsiaadas ppondapo PUN JDZYUDIDO) 


"SO8UOINDBISSAU! SO] JDALDDSI Á (USuIoxa ns US HON) DP] JOd soOpooyyusp! so] 
OUO)) SOAIYOJD sOSO US SAJUAJSIXO SD]||DJ SO] SP PUN DPDI Á sPpoy IIBao) Á JDOYHUSpI Sp 
Opoul ap OPouasIp * SOL, SOSDI SO] D Opadsa. O) UO199D ap und un abordo Á 10.0qpj3 


"SOSD) SOPDUILWSSp aus sonynul sojmuja sajgisod A selntu b DUO) HIPUAJolA D] 
ap binue¡pasud p] byuan) ua pue, as anb ua uonNobBisaaul ap seund ap asoq b] auqos “uo1o 
-DPIUI Ns apsep “ua]joJ.sap as seselnuu ap sopoulsesp so] ap seuonoByseau! so anb 101807 


"OSp) PPb) US sadubAD sounjiodo Á sop 
-bydopb sppipau so] ap borponied uononipas PUN PAPaJa JeDDy bubd “¡ordadsy p!/pOSIy 
0] Sp uordaJ1p bp] olbq sopoz1¡pel seuonoBiyseau! so] bind “so>1pollad seuloju! ajubipatu 
sAsn¡pu1 “ajuerpuedapur u9IsiAJadas D] 1DOISUSJUI D sejusrpuaj soyua/LuIpadoJd J9da|qois3 


"sOY93JSP SP SSUONDIOIA SHSA JULIO, 
X ¡ojue.ua ep sopoBundue soubBio spuep so] D Á ¡prosdsy pI|pOSIJ D| D sajpuo1Ip. 
sajpLiajotu Á soubuIny sosnda4 OpubuBisp saisapur “elnu D| p4uOo9 PIDUajolA ap sopjap 
so| PD Japuodsa. p sajua¡pua, sojualupesold so] Á ¡puoInjsur popidodb) DJ] 10Z.0j8y 


NOIDVaNIWO933 


£002 


£00Z 


£00€ 


HdIO 


Halo 


HdIO 


Halo 


NONE 


"sappp!|ppouw o seuolxeuo) sejqisod J0oyyusp! ap ul p “sorpiuuoy b sajuaJajal so] 
UO) SBUONLIADSSP PD SOPPUONND|S SOJDP SO] 10ZNA DIDA Á “UOINPBIsSAu! ap sejqbuozo, 
sapppI|iqisod so] sopo, opuburtubxe uayse as anb JoinBasp bind “savelnu ap uonnind 
-DSep a.qos sajuaipuad spIounuep sp] p ajuaajas UOINID ap ubjd un Joorjdo Á 1010qpj3 


"DUDPDPAI) PZUPYUO) DJ] I0jUSaDu1 ap Á “sauoiseld o sozbusulo ap ojelgo 
ubas OU PPpIUNuIO> n| ue usara enb solnbuoruny so] anb Bo] ap orpaw oulo) “u9INbb 
-SseAu1 ap sodimba so] ue sauo¡Ba. sp.jo ap sejonijod sonmuonunj p Jodioubd 1990y ap 
pop!]iqrsod b] 1bJSpisuo) “oppziubBo uauuLIo ja uO) sounBjp ap sojnouja sajpnuajod so] 
K sojpursesp sojsa ap sounBp 10) oOppuonpjal sozpuauw. Á Jowa; ap DUI [ap Disia Uy 


"oysal o] ap 1D1¡rxnD esa usBuio ns 
US OPIQ99uo) aN] OO) |DJ “DISUDANÁPDOD D| SP OUSIUNIAU [a ajuaubuajd 4021] yn Á Opiny 
UOIDDWIOJU! SP OIQUIDOJSJU! UN OAIpaja JadDy bubd (sejpued sosadoJd Á sauoroBisaaul 
US DUIDIA D| ap saseJajul so] ap bsuajap ua Oppbuj8| OJUSILUDIOSaSD) PIDUDANÁPDO) ap 
soniaJes uejseud anb sepppiyue Á spuosied sp| uo) olbqp.y ap sauo!oja so] 1njuaLioay 


"oyusruIpadoJd 
OYOIP 1090AU! ap DISUDUI D| auGOs UONPUOJUI a “Aa| o] D auojuo) seuonbBIiqo sas 
ap ojuamudundul ap osoo us somunuap ap uonojuesaid ap zooye Á ajqinbaso ojuerua 
-I¡padoJd UN soLIDuoInNunj sosa ap pIduajsisp Jeuaqo ap Ub¿DA seuamb p 1buoniodo1g 


NOIDVaNIWO934 


236 


866 l 


¿003 


HdIO 


ÍNNO) sopoBoqo 
Á sopousiBou so] ap 
pruepuadapu! p] 


gos ¡pldadsy JoJo|ay 


Halo 


ONVIYJO 


237 


"seyqosuodsa, so] p suonubs Á “Jeajosas Jod sajuarpued uapanb anb sauo!) 
-110dbsep ap sospo so| sopo; us sajpraodu! a sopidos “sones sauonmoBysaau! e)1pa1 ano) 


"SD9!qad seuol)njysul so] US JDIYUOD 
on1¡qod ¡e papod saduojue ojos *,ouoo, ja Á enbuod, ¡a * usb, ja auqos uo1ojgod o] 
D sojsendsal esop usqap “soppbuos Ánul sosp> sounBj. us 'ppozipreusB uondn.oo ap 
SDIDUNUSP SD] SD||S a.JUS “sOUPLUNY SOYISSP SO| AP SALOIDNJOIA SDAJO USIQUID) IOBIsaAu! 
anb puquy 'soubuny soydaleg ep uoIsILuo) D] sod opoarqnd 'seuonmindosap so] a1qos 
auoju! je US sOPpjsas! sosnqo so| ap spuapy [:popiundul pb] p bpadses anb o uz] 


“UQISMJIP SP SOIPau so] ua sauljajoq ap 
UOID091/qNA | OO) “SPADIDIU! SOASNU AP UOIDDIOQO|S D| D Á “sOSHI SO] SOPOJ US SOIISPQ 
sowJou ap ojuemuidun) [e JOZHUDIDA p sajuaipuaj sediDalp O sojodojold ap sano. 
o sasappur “¡pprosoduur e ppquoo “pido, uonoByseau! pun ap ojelqo ubes soprenbdosap 
spuosed ap seulojur so] anb 10180] b sejuerpuej sooyop.ud Á sojuaruurpesoJd so] 1bJoleyy 


NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


AOS) 


HdIO 


HAANO 


¡(EO) 


INANO) 


101 ru oJeny [a od ospo unBuru 
us Á ¡puepaj O UNUIO) OJany ¡a tod ppoBysaaul 19s aqap UOIDDAJIS DUIP JDJI|IUU OJO D 
DPDZI0J DISUDU SP 3310ADSAP DI] IU UN IS SM OJUDN US AD! 1U UOIDO|SIBA| D| ADULOJ9y 


JDJIJILU O [AID SO DUUYOJA D] 
Is Sp ajuswajuarpuedapu! “| uonNorpsuinl ap sejpunqu Jod sopoBznl unas sop9p soyo1p 
“SOUDUINY SOYISJAP SO| D UOIDDJOIA PUN JINJYSUO) UDJAIPAA AND SOL) DJSUIO) SOPDULID SOZ 
-19N, SD| ap ojusuaja un opubn) anb seuods1p pA10d AD Iy DISUSAf ap OBIPO> [a nuOJay 


"opubul ap pop! iqosuodsa bo] 
opuaÁnpu! 'SOPDUID SOZ8N¿ SO] ap sojuawaje ap ajlod Jod ppiqapur borjopad Jermbjona 
aUSUIDPpondapo JoBiyseau! ap Jaqap ns uo) ajuauunuajd J1dun> UNLISqep say sepop 
-LIO¡NO SO] “SAADJI|IUU SO| DAJUOD SPPISuIOD SOUDUINY SOLDSISP SP SAUONDIOIA SP SOSDD 
D9ZOUO) U9IQUID ¡Jar uo1orpsiun! o] anb ap pop:¡puy p| uo) saejubasjal souou soyo Á 
JOHJIWY DIDHSNF ap OBIPO) [9 JouuOja/ ppueruioda, as “1 pu uoIo1psiun! py 1011] pADd 
vLOZ A LLOZ 2p souuojal so] Pp PpIuSAuaIq D| DP as UaIq IS “10411 DIDISNF ap oBIpo) 


"DPpz10J UONLINADSIP AP DLISPU US [pJSUSE) ÁS] D] 
9P 9Z O|NDAD [9 UO9 PPPIULIOJUO) AP “14I|ILU OJO AP DUO) US JDJIILU UN JOA SOPIaLuo) 
Jos uasaipnd anb sojjanbo sopinppur “saejuajeduloo sajIalo sepopilojno so] Jod sopoBzn|! A 
sopoBiseaul Jos ubpand ajusubjos Á opi UONaIpsun| b| ap sopinppxe ajuewbsedxe 
uspanb sopoz1o¿ seuoniubdosap so] sopoj poyopad py us anb 10zHubIDB p ajibd opoj 


-S3 ¡o pjsul a (9z ojpJIDd “1/09/X3W//039) vobpuawosal ns praia! ajo) |3 


NOIDVaINIWO9IY 


YVLMIW NODDIASI4Ar “6 


Q 
am 
N 


6002 


600€ 


Hal suo) 


Al eee 


ANO1I019 


¡EO) 


ONVIYO 


"ouajuas ajueseud D| SP gy£ D SpyE sojoJbd so| ap sou1ua] so| us “spuosed 
Sp DPbzIOJ UONILIOALSSP SP SOMNLSUO) sOYday ap ojusrmoBza! Á uonoBiyseau! ppIqep 
D| a1qos uoINbuoj sp buNIBold un OUO) ISO “Nu ¡pued uonorpsin] b| ap sepan] 
so| O) UPIDP|SA US SOUDLUNY SOYISA( SO| SP UQIDIAJOJH SP OUDILISUWDS/U| DWAJSIS [ap 
bruepnadsunl o] ap sIsIppub |. soAojas sejusupulad sosn> o sou Bold “pnsendasald 
uonisodsip papedsas bp] uO) Á ajqpuozbu ozojd un ue “njuawuajdul pieqap opbjsy |3 


"opuajuag ajueseld D| ap Zpyg D /E€ SOJDJIDA SO] SP SOULULIO 
so] US “SOUDUINH SOYISISG 2.GOS DUDILISUY UONUSALO) D] SP Á DLIS¿DUI D| US sajpuoNDu 
-J9JUl SODPUDIS9 SO| UOD JOIN DIDHSAF SP OBIPO) [SP ZG O/NDYAD [9 10Z1]Iquoduos bind 
sajusulied SPAID|SIBa| SOLUIO¿O. SO] “a|qpuozo. ozo¡d un ue “nidopp preqep opos |3 


"SOpbz10, seuonubdosap so] opusÁnppur “sOUDUINY SOYISAP SO| D SEUONDIOLA 
9.0S SALOIDMBISSAUI USNUJUO) O USIIUI SOJDJI|IUU SODIGNJ SOLIS,SIUIYY SO] anb ajuawoBaj 
Jipaduu! eqap as “seo. ru soyusuaja Jod sopo.jed.uad sopbz.oj sauoindosap so] opuaÁ 
-M¡DUI “SOUPUINY SOYISAP AP SAUONDIOIA O SDAD[SA SONUNUSP SH] SHPo] US sojipadxa Á 
SDIISS SOUOIDIBSSAUI USDI|DSJ SA|IAID SODIQOJ SOLSJSIUIYY AND JOZHUDIDB aqep as “1np1] iu 
¡puosuad bas Joppediad ja anb ap ajuauuajuaipuadapur “¡pprausB ua soubuny soyoalap 
SO| D SSUONDJOIA SO] Á SPPDZIOJ SSUONLNADSAP SH| LO) SOPPUONDS SOJUNSO SO| SOPO; 
US SajlAID sajpunqluj so] ap uonoipsun! D| 40ZHUDIDB ppueruooas oloqb.| ap odnus ¡3 


"sajuajeduo) sa|IAIo SepopLIono sb] nod sopoBzn! Á sopoBisexu! Jas 
ubpend ajusunbjos Á 1041 1u UO ISPs] | ap sopinppxa ajuswubsadxe uspanb 10p11ul OJO 
SP DIJUOD US DI" IL UN JOA SOPHauIo) sPppzIOj sauonibdosap so] anb onBaso ap uy 
D SOLIDS3D9U SPALO|SIBa] soOpipau so] ajdopo anb ajund opb¡s3 ¡o Ppualuoxa, aj1uuo>) |3 


NOIDVINIWO93Y 


1/0) 


1y9 


ONVIYJO 


"SOJDI|IUIO¿ SOALDSASaJ sns D SOJanasp Ubas sopo.juodua 
soupuIny sojsel so] anb ap ul D “sosundas sejualins O) sPPpjop sauoInjijsul ap UO9I) 
-D840 D| ajubIpau Opojs3 ep popisodos b| opuennajpjoj 'sopooyyuep! OU SOUDUINY sojsas 
so| ap bua¡qoud je ajueBun pbieubu ap Jepuajy (> [:0 ajnmd opnysq |. ojsur apo) 13] 


"D.M¿1O] D| DUO) |PuSUaS) As] D| SP /E O/NDYD [a us 
ojsandsip o| ap uonoordo us “sopopao sejueipuedepu! soBojooisd Á sooipau sojed 
Sp seunojul so] ap OLojpqoJd Jojpa ojsal ja DODpIA | ua ajedsau as anb 1onBasy (p 

-1nq 

-WID|SJ SP OJODOJO14 [9 UO) PDPILIJOJUO) AP DIJO SP SOSDI SO] IDJUSUINIOP Á JDIYHUSPI 
oyused aj anb poynadse uoIDbuOj Pqres ajuajeduoo ¡puosad fa opoj anb od 1njep (9 
'sepop11o¡nBau.1 ap ospo ua 

sauo1Dubs Opuno1¡do *(|nqunysy ap ojodojo.g) sajubpo.Bap o soupulnyu! “sajan> spusd o 
SOJD1, SO|DUI OO Á D.INJJOJ D| SP S3DDIS UONDJUAUINIOP Á LONDBIseau! ap ¡pnuby [a ua 
sOPIUSJuO) sad1198.1p Á sojuarupadold “sordibulid so| p uajsalb as DINjJOj ap SDUILDIA SDJ 
-Unsaud o usn1¡pal es anb soo1BojooIsd Á SODIS!j SSUOIDOADAS SO] SOPOJ AND IDZHUDIDO) (q 
“uenbiido so¡ anb soBoj9orsd Á sooipau sojad so| sopoj ap UOINDIpano DJ 

QUO) ISP “DAINJIO¿ SP SOLUYOJA SOJUNSSIA ap porBojonIsd Á 101SIy UONDA|DAS D| US SOPDZI|IN 
SOUSUIPPIP SO| O UOND|S US YO)Y D| SUSY POPIJONPD p| us aNb PNuajaduo) bp] UDUINSO 
anb A 'sooyyusn ejuswbp1ise sole oloq Á biouapuadapur buajd uo) sauonunj sas 
ubziele anb 'sesue.Joy sonueln Á ¡pBa| DUNIPauu ap sojnj1ysul ap U9IDDaJ) O] JDJSPISUO) (o 
:0 apod Opo¡s3 |p D¡sul apulo) |3 


NOIDVaINIWO9IY 


SISN3Y4O3 SIAWVAISIDIN “OL 


810€ 


8 10€ 


HOO 


q39 


ES 


¡E0) 


¡EO) 


NONE 


241 


.(poL1guy ap sopruf) sopojs3) sojapduoo oojod 
okodo Á UO/INPPUPUL, UO) Á SOUILPIA SO] SP SSIDI|IUIDF SO| UO) UOISPUIPIOO) US “DINF1OF D] 
Á Dpbz10j uONLubdOsap n| a1qos / | Oz ep seAa] so] od sopIBixe sejonadse sajpos1j so] o 


sauoIsIuuOoS so] OWwOo9 sousIuboauu 1999/Q0159 K Nav Sp ¡puonbu sojpp ap 9s.q 19)! 1091) 


“se|D 10 SOJSeJ ap UOIDNJLISe4 Á UOIDOOIJUSPI SP SAUOIDID SD] J3DA|DIO¿ AP Opaja 
D spoyop.Id sousnq sas 11mpoudar Á oJppubuu ns 1pIjduo “asuao4 UOISILUO) D] ap oloqb. 
¡9P POpINUyuO) DJ] 1OZHUDADO) [:|1A1> popanos Dj Á spuIIpla so] ap uonobdiibd py uo) Á 
ouysap Á usBLio ap sasiod so] uo) uoIbadoo> us “ajlbd opojsy ¡p ppuaruoda apro) |3] 


"PDpI|p> ap sajo.juoo pÁnppur anb oayoaja sojuan) ap 
uO/>¡puas ap uswIBa4 un p ppijsuos “DJaJJDO ap ¡puorsajoud orales UN UD ajuen) anb 
DUIOUOND Á PPozIppnadse ¡puorpu UOINN¿ysu! PUN SP UOIDDS.) P| OpusÁnpau1 “ajnod opo; 
-$3 [9p ¡prad Á asus.oj pOpI|PUONJHSUI D| IDULIOJ9y [:D aj1DA OPDÍsÍ |p 0¡su! aj1uuo) [3] 


“UOIDDDYHUAPI Sp sejuarpuad sosso sojses 
K SaJSAppDo ap sajiu so| ap asuaoj ojuarubsadold jo ajuaBun peubul ap 1epadoJd ap 
oajelgo ¡a 10) sajubaajas sepopiyua so.Jjo Á SPPozI¡pinadse seuoldbziubBio so] “SOUILPIA 
sb] uo) ojunluo) us asua.Joj pOIUDA DIDUAJSISP SP |PUOIDPUISJU! OLUSIUDISUI UN SP UOIDDAJI 
D] UO) sajpidad Á sasuaJoy so1IaJas so| Jadajoj1oy [:b ajlbd opojs3 |p bisul aj1uo) |3] 


'SeJDpupjsa OJD SPUI SO| UO) PDPIWOJUO ap “psonjadsa. Á DUBIP DUOJ SP “OD USIO 
JOBLI UO) 991|D91 9S SDI|IUIO¿ SAS O SOPIDa]|Dy SDUOSISA SP SOJSaJ so] ap pBa.ue Á UOINDIY 
-HOU “UQINDIYHUSPI “UONDISANIA P| SD JOZUDADO) [:0 and opojs3 |p Djsur aj1Luo) 3] 


NOIDVaINIWO93Y 


S 10€ 


910€ 


¡QO) 


HO 


QS) 


HOANO 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sonoJoIBIyy 
selopoloqp.] so| 
sopo| ap soyoalag 
so] ap uO/9oeloJJ 
D| DIA Soo 


ONVIYJO 


"|pJ8pay ¡aaru O sejub.Biyy SDUOS8g DAJUOD DIDUAJOIA ap song 
so] Dubd ¡bIdadsy p1/p)sIJ PUN SP UOIDDAJI P| OUIO) ISO “SOI UIDA SNS Á sajubiBiyy bind 
DIDISA[ D| D OSA) SP [PUOINDUSULA]| OLUSIUDISYY [Sp U9IDDaJ) b| bibd solunsessu ubas 
anb sop¡paul so] 1ojdopy “sejubiBiul ap son so] ua ueyuandue as anb sosp> so] ua sojsay 
9P UONDIYHUSP| D| DBA asusJoy UQISIWIO) D| ap olbqoy je 1ozipunyold Á 1onuHuoo 


"¡PUONDU [Saru O sejquo!do 
SOPoZIIDPuUDÍsa sojodojoJd Á “soJenubuy Á SOUpUINY SOSAINIAJ SJUSIDIyAs “DPpoNdapD DANy 
-N.1$90.4u! UOD ajuan> anb sesua.oj SONIAJAS AP DUIOUOND |PUOINDU UOIDAJHSUIL PUN ADS 


YOd P] Sp sajua¡puadapur uvas sajproiad 
somialas so¡ anb bubd ¡puonnjysur oussipay [uOINHBiyseau! b| auqos seuonbpuauwoxay] 


"sajoBa] sajunjuase.uda 
K onysal ap uonbunsod ap sapopiojno 'sejpunq|4 so] opusÁnpou1 “proysal ap u9nNoYsiu 
-IWPD Sp SOUDBO SO] SOPOF PD ONIAJOS JOP Dpand anb “sosnda, sejuenins uo) ajusipued 
-apul a puou9OÍno pas anb asusoy ¡pUOIDDU UOIDN¿YSUL DUN JDAJ) :SASUSJO SOUOINNJHSU| 


"SOJDDSDU $8, SO| SP DANI SOSHO SOLO SP SOpralodosap sayubB iu spuosied 
ap asuaoj UOIDPUJOJU! SP [ONMPDIB sono UN JOZHUDIDB ap opaje p asuaJoy UOISILIO) D] 
ap ojusrubupuy je Á oPpubu ap uonordun » auoyses [:anb p ajlbd opojsy je anb 
eBin ousiurso Á “(67 “bIBd “ZOD/XIW/D/MWD) Voropueuwoda! ns Daj1au ajo) |3] 


NOIDVaANIWO93Y 


242 


SL0€ 


COJE|S) 


AQ) 


HO 


ONVIYJO 


243 


"sajpJapaj Á sajpjo¡se spIDUÍSUI SH] S.JUS UOIDPUIPIOOI AP DH|D¿ D] PD Á opojuasaud uby as 
anb sauoIDpNjIs SPSISAIP SD| O OpIqap ajubasja opadso “oruapina p| ap opopin) ja ua 
sa]puon»puJaju! sojodojo.Jd so] nodo ap sejpuorsaejo.d so] ap popi]iqosuodsas D] ruyap 
9qep as “spuspy “popuaa b] JaDou0) p oyoaap Un OuO) “soUPUINyY SOJsaJ USDI|poO| as 
SPuOp US SOJIS SO] O SDUILDIA SD] SP SSADI|ILIDF D OS9ID [a A1yIuuad “sojLied o sapppiopno 
so] ap oloqo., ja ua 11194194u1 UIS *DUBIP ONDAS, [PNJUSAS DUN JOZHJUDIDÉ DIDA USIQUIO) 
A uooBisaaul p| bIbd sajqosuadsipul uos anb DÁ “salb|noyand sopopin) bjLIsuo sosso 
$0581 Á S8JSADPD> “sod.uan) so| ap UOINDAJSSUO) Á OJD, |y 'SOSSO SOJsaJ ap pBayua Á UO91) 
-DAJ9SUO) Á UOIDDUINYUI “UOIDDUINYXS D| O OAHD|S1 O] DOIDadse DISUDU ap I0JUSUIDO|Bay 


"SOLIS¿DUI SeJUaJaJIp So] US seJopubjsa so¡ opuar¡dun> Á sajou 
-OIDDUJAJU! SOJODOJOJH SO| US aspq uo) oppuasip olbqoy un njuos Á opojodo> ¡ppuosiad 
J9U9, SQSP 'SOJOQD| SNS ID||ODSAP PIDA ¡puoIsajoJd Á poyyuel “poruna, popa) »] 
J9u9, 9qep spuwapy “¡prnipal o omypoByseau! owstuDBo uNBuru ap sepuedap urs DIeIubuy 
X DAIOHSIUIUIPD DIWJOUOND LO) JDJUOD SGSP POpyuS DYIG “sOPbisa sejuaaj1p so] ua 
QUO) [PJapay Janru p “ajuajeduo) Á ouwou9Íno asualoj Á ¡prduad ousIubBo UN LO) IOJUO?) 


"uoIBa, pb] ua 
OpD|¡owbsep uby as anb sopidauodosap sejubuBitu ap sesuaoj soDUnq so] O) ODIXayy US 
sopreubdosep souboiewno.ues Á souboixeu souosed ap sopooyyuep! ou sojses aqos 
esuaJoj UOIDPULIOJUI SP OIQUIDIJAJUI [9 ap1 Doy anb ¡puopu oustubostu UN Aojuewa¡duu] 


NOIDVaANIWO93Y 


v1Oc 


¡QO) 


ÍNNO] 


SD!JDJIQUD O SOLIDUINS 
'sapoipaloyxa 
sauonnaale alqos 
¡pldads3 Joo|ay 


[(NNO] SejubpoiBag 
o soubunyu| 'sejenio) 


spuag O SOJDI| SOJO 
Á DINO] D| ap 
Uu01saN>) D| algos 
¡pldads3 Jojojay 


ONVIYJO 


*UQID9S.IP NS US [IAID PDpardos bp] ap souusiuLBo ap 
UOINDANNYJDA | UO) ANJUO) USQSP SOUISIUDISLU SOQUIY “DILISUIDSJON Á DOLISUIDO US?) 
ap sesiod so| aus asusloy UOIDDWJOJU! SP SNA) [a Spueryxe anb unyruurs ¡puorBas ouusIu 
-od8u un us asoBaju! aqep ¡puor>pu ousiubau ajsq 181ns uDpand anb so.jo OuIO) ISP 
“sodb1y) ap Opojse [ap ¡a “spImpuoy “ppuSJDNI) “JOPDAJDS |y AP SO] OWOD sajo “uoIBas DJ 
US OPD||O.bsep uby as anb sopinalbdosep sejubBiu ap sasue1oj SODUPA SO| UOD ODIXAYW 
us soprelodosap soubolsunoyues Á spuborxaw spuoslad ap sopooyyuepi ou sojsal 
9.05 25U90J UOIDDULIOJUI SP OIQUIDOJAJUl [9 apio, anb ¡puonDu OvWSIUDISUI UN AOJUaUU 
-a¡du [:sopooyyuap1 Ou sojsa Á SOPDZI|P9O| OU “soproslodosep sejubaiB iv Sp Diao uy] 


"¡puOnNDU [saru p sajquordo sopozippunou sojodojoJd Á sosenubuy Á soubuny 
$OsIND3 SAJUSIDÍÍns “DPpNIAPD PINONAJSSDAJUL UOD ADJUOD DLISQSP UOIDMIYSUI DT] “SOJIAIO 
sOUPPDpnI) so] Á SOUPUINY SOYISMAP SP SAUOISILUO) SH] “sejopo¡se O/A sajpapaj sonia! ua 
USusIAJajul anb sapopuiojno Á sejlbd so] sopoj b sonialas sns Jojseud Á DUIOUOÍND Jas DJ 
-2q9P UOIDNJSUI DJS] *SOSUSIOJ SOIDIAJAS SP [DUOIDU UOIDNJIJSUI DUN JD3J) PIISQSP ODIXAW 


“pop¡proJodul a priduepuedapur ns uunBasp bIod soDI|qag SOLIa¡sIuIyy So] 
ap sejpnued sonnialas so| ap uOINbubdas D| ADZHUDIDO) [:ssuo1DpBiyseau! so] p opadsay] 


NOIDVaANIWO93Y 


244 


La) 
+ 
AN 


£00Z 


£007 


$00Z 


¡QO) 


1y9 


salnyy DJ 
DIUOI VOIDDUILILIDSIC] 
D| ap UO/SDUIW!|y 
NS) 


ANO1HOLO 


ONVIYJO 


"DO US!) DIDUAJSISO SP SAPDPIPpolu spujo Á asuaJoj bIBojos!s ap “asuaJoj pUNIPauI 
ap “DoIBojouIuILIo “UDIDOBSSAUI SP DLISJDUI US “DO/UDA DIDUAJSISO OUIOD SAD] SOJIUUID US 
[990] popiaodo> n] ea¡ojloy pibd Nnpaje aqap Á apand anb sauononqiyuo) so] 1nje1o 
-U09 Á SOPD|SID SOSHD US J(O4 DP] P YO4 | Oppuoniodold py anb biduajsisp D] AI duy 


“uoJelnpoud es sousiu so] anb ua bJSupU D| Pp opedsas pppurubxe puosiad bp] Jod 
Opbjsejlubuu O] Á soppalasqo sauorsa| so| aus DIDUS¡sIsuo) ap OppubB ¡a auqos ojuad jap 
UQISADUO) D| AINDUI UDLISGSP U9IQUID] “uSImb od Á opubno “seuorsaj so] uoJalnpord as 
OUIQ) PISUDUI D| 81GOS UOIDDUOJUI JIM|DUI D SPA LO) SSADOYIPOUW UDLISGSP SOLIS SOY 
-Ip 40d SOPZI|IN SOLID|NULIO¿ SO] “SPLUBPY “oDIqnd ontejsiur o opadse1 uo) soo1Ipaul 
soyed so] ap pbnuspuedapu! [pjOj D] JOZHUDIDÉ PD sOppuysap sopipau 1ojdopo usqep as 


"soppaxodbosap Á soppursaso 
sajelnu ap ¡puobu oysiBal un auoqpja as anb usiquin; ppuartuodas apo) |y “sesalnu 
SD| ap SOUPUINY SOYISAP AP UOISD|OJA QUO) DPDISPISUO) “OJAUSB AP DIDUAJOJA AP DLISJDW 
US U9IQUIDJ OUIS “seUOIDDBSSAUI SP| SP SOD1UDA, SOPadsH so] p asajjal as anb o] ua ojos 
ou “soonp1jod sejuaBbo opusÁnpu! 'seuonoBisaaul so] US SOPpIIN|OAUI OPOys3 ¡ap sajuaBo 
sO| SOPo, ap uornojodo) Á UOIDPULIOJ O] IOZHUDIDB Á J8AQuI0Jg “sepopi iqosuodses Á 
spa, sns ap ojuod Á ¡oquo “zooye oyadussep un p soponsepo sosinda Á uo noyodn) 
D| OUO) ISP “seuauLIo so] ap uoIpBiyseau! o] Us sesusoj so1dual ap sojad/soniaJas 
so| ap pbruspuadapu! a DIWOUOND [PJOJ D| JOZUDIDB b sopouysep sopipau Jnjdopy 


"sSOpoz10, seuonubdosap ap sos.) us sasuaJoy 
sauonoBiseau! so] pibd oduda; odinba Á soupuiny “soenmnupuy sosindas ap pBayus DJ 
JOZHUDIDB Á OPonapo OAyD]sIBa| 09.PUI UN AD||OJIDSEP Ppusruwoda oloqp.] ap odn.s) |3 


NOIDVaINIWO91Y 


spuosad stysa ap baimbjpno ap pAyuo) us sorjpseudas 
ap sospo us soppndspo seuonubs ssuodul] sejoBa| sajunjueselde. Á SeJDI|IuIDj so] Á so] 
D sejuaipadxa so] D 0$922D [9 1DZIUDIDL) *OBsal1 us us¡se Opubn> pysal ap ppanbsnq o 
uOINPBÍssaul 1D] ua usdidyuod anb soJosuejap Á sajosuajap Á sojad “soBiyse; “sajubjuas 
S1L0Z Halo -a1da4 sms 'SeJD!|UUD¿ SAS “SOUIIPIA SO] pod sooynedsa u01993/0.1d ap sopipau J0¡dopy 


"seuontbdosep so] ap 
OHqup fe ua ubloqba anb soo1qnd sasopines Á sopued “sojsiponted “soubuny soydaJep 
ap soJosuajap spuoslad 'soBiysej “sopralbdosep spuosiad ap so] un, “uonubdosap sp 


sajualaraladns ap puo» us uoIselBo ap sosbo so] .buonubs Á 1oBysaauj [:ajlbd opnys3 
810€ GElS [9 Dpuaruoda1 Á (1 € ojoJd “| /0)9/XIN/3/039) voropuauloos ns pajas ajo) [3] 


'UDUBAUOID SP] anb 
SOUDUINY SOYIS19P Sp soJOsUSjap spuos.ad sp] O $aD1|Iuby sas “soprnauodosep spuosied 
SD] D UDZHDUIBLse O UDPILUU! “UDZIPUILULIO AMD SAUOIDID SH] IDUOUS Á JUSASId DADA 
“UQIDDZ1|IQISUaS ap soundums opusÁnpul “soponsapo sopipau Jowo] [:ajod opojs3 ¡o 
810% a39 opuaruodas Á (|£ ojpuRd “| /0)/XIN/3/03)) vorobpueuloda: ns biajies apulo) [3] 


¡SOJUDAS|9 SOPDPLIO[ND SH] SOPA JOd sOpojuawa¡dur ajusunalpaje UNAS SeuoIsinap sas 
anb band sajuarns sooipuan! sepopidodo> Á ojsandnseud “sapopiapoo sas ap o¡jobsap ja 
bpIDd ajuendins opoyodo) ¡ppuosied uo) ajuan> anb Opubzyub.ID6 soysipollag Á SOUDUINy 
sOy9a19g Sp sOJOSUajag SPUOSISg PD UOIDD3JOJJ SP OWSIUIDIAY [9 sada¡oj.Joy [:aj1nd opnys3 
810€ ES) [9 Dpuaruoda1 Á (| g ojoJd “| /09/XIW/3/03)) voropuauloos ns pajas ajo) [3] 


ONV ONVIJO NOIDVaINIWO93Y 


NODI4V4VS3I0d 30d SOSVI N30N31430 
O NVdIDILUWA "NVIDNANIA INO SVNOSYIId A SVITIWWA SV1 Y OAOdV A NOMIILOY "LL 


5-4 
5 
AN 


S 10€ 


COJE|S) 


AQ) 


COJE) 


ONVIYJO 


247 


"sajppnadsa sosb) band opiBajold oBiysej ap DInBy o] opusAnppu1 'soubuny 
soy9aJap ap seJosuajap so] o sajoBaj sajunjuaseuda. so] “souLOlA So] oydaJap usual anb p 
UO!IDDUIJOJU! SP SOWISIUDIALUI SO| SQOS DPPNIAPD UOISPUOJUI IOPULIG OUIOD ISP “pDpLINB 
-9s ap soBsal soyo Á SOZDUSuD so] ap ¡proJbduur a pjuoJd UOIDPBysaAu! DUN IDZHUDIDO) 


"spunBas seuoipuo) us sopo¡so., ua oodb “prambas as anb osbo ua Jopuliq Á 
sapppisadau sns ap oJUSuInD |. ajuay 1890y PIDA UOISPIUNUIOO SP sopa 1buonNJodold 
UDJ9Sqap as usIquo] "soppnsspo uonndajoud ap sorpauu so¡ opubuornodoJd 'sozbuauuo 
ap os.) us sepppisesau so Á “uoInaajoJd ap sauon¡puo) ua uooBiyseau! ns Á sorunuap 
sa]qisod so] ap oleunpul “popuinBas ap sajuapnur ap oleubul ja saD!| un] SO] UOD IPOD y 


"uajuasaud es anb sowajqoud so| 
J8AJ0S8 D0d sauoIsIdep ap pulo; ap popiodos Á pop: iquuods1p uo) “ajqrseoo ooynedse 
ajueajas UN OUIO) ISP “SOPIpau SOyoIp ap porponed uoIsIas DUN JZI|Da4 pod orpatu un 
p8de|qpyse as “sooynadse sepppiseosu sas pjuen> ua opuaua; “|ONprAIpur DJaubuu ap o 
$aJpI|1u0j ap odn4B ja UO) PAIDAJO) PUOJ SP 9510Z1]D84 DAPOd sISIPUD OYOIG *SOO aUS 
“SOIDI]IUID¿ SDOHSIISJODADO O SOJUSILUIDZO[ASAP [PIO] OpXajuO) ¡p opuarpuajo Á uOINDnyIs ns 
D spOponsapo uo1ndajoJd ap sopipau so] upunjdopo as Á saJDI|IuIDj SO| UOD UDIDZIJDUD as 
SOS] “SOUDUINY SOYISSP ap seJosuajap o soBysaj 'sajoBa| sajunjuaseudes sas ap ouo) 


Iso “0sp) [ap souoJa so] ubembes anb sooynedse uonasjold sp sopipaul J80a|qojsy 


NOIDVaANIWO93Y 


Eg L0c 


HOO 


q39 


NOTO) 


u9IDON¿IS US UNA UaNdUS as anb spuosad so] ap popiinBas Á pojreqh| “popiBajul “DPIA o] 
US>yuDJD6 anb uonnoajold ap sajuaBin sopipaw Á uonosjod ep sopipaw “soajuersd 
sopipauw 'uomusasid ep sopipau so] ap uonbredo Á uonojusula¡dul o] p soppuysap 
“sa]DUO/DIPD SODILUQUOJS SOSINDAA J8USJAO PIDA OPHZIpINadsa Opuoy UN pa) stysIpoliag 
Á SOUDUINH SOYI3MSG AP SOJOSUSJAG SPUOSISJ SP UOIDAJLOJ D| DIBd ÁS] 17 “njdeoo as 
:Opbys3 ¡ep bisandseg] “(pBanon) seuonubdosep Á senbnjo 'sozbuaub ap sonunuap 
so] uaninlua Á usnByseaul as ooIxeyy us anb obeso Á “sopoyobdo) soubuIny sosn3a, 
X ajuswbponapp soppbuoysaB sopuoj 0) sojsipoltag Á sSoUDuINy soydaJag ap soJosuay 
-98q SDUOSISg Sp UOINaajo1g o] biBd ousIuUbD3W [ep Dalpaja LOINpoIdo p| JDZYUDIDA 


"SDUILDIA SD] D JISISD Á SOPOZIO¿ SSUONLIDADSAP SD] ADQUOD pIOd ublog 

-b4, anb soubuny soyoeJep ap sajosuajap so] b o sopnalbdosep spuosied ap sopoBa]p 
so] pb OBsal us J8uod O 10ZIDUIBLse “109YIpOSsep ubuSIpad anb soojqad sauonon pap 
J0Z1/094 ap ubBua¡sqp as sejojn¡se sajuaBb so] sopoj anb ajuaw¡pidadse An 10nBasy (p 
/sOY9y SO| SP ZDIJ8 UONDBÍSSAUI DUN JDJIIOD¿ Á LO IDDajoId Á uouaasid ap so) 

-4I¡Od 10JOQD|S SP UY D SSUONDPILWUI S SOZDUSUD “seuoIselBo ap soyoay juauunoog (> 
“SQUIIDIA SD] D JSISO Á SOPDZO¿ SSUONIINADSSP SD] IJOQUIO) DADA ULA. 

anb soubuny soyaJep ap seJosuajep so] ojelgo es ub.aipnd anb so] ap sojp.y so¡ouu O /A 
UOIDDPILIJUI SP SOJPD SO| IDUOIDUDS Á JIUSASIA O SOU UOD SOZJANISO SNS ADJUSWS1Du] (q 
“ofelgo es ubaIpnd anb so] ap uOnDpIuIÍur O OJDApLU OPOj pAJUO) 

UQIDUSAUO) D| ap “| ojoupd “z| ojnoyuD je avayal es anb soy p spuosed sp] sopo; ap 
UQINISJOIA DAIDAJO D| IDZHUDADÓ D SOIIUI UOD UOIDO|sIBa] D] US sojsIasId uo 1ndajod ap sop 
-I¡pau so] ap zooye Á opidy1 uo rojuawa¡duur o] 10INBasp bIOd sOZI9N¿Sa SNS JD|GOPay (p 
:oL1aqep ajubd opojsy |3 


NOIDVaNIWO933 


248 


LLO€ 


ANO14019 


ANO1H0LO 


ANO1HOLO 


NANO 


249 


"uOnNoN|pas Á uoobado “ouasIp Ns ua |IAID POPaInos D| ap OO) Iso stysipoLiad so] ap 
uoodpyod bp] soyubioB anb Á 'sajuarins Á sordo.Jd sos.1mdal UO) “sappjuswbulaqnÉ so1 
-UD¡SUl 9 SOPDPLIOND SaJUSJayIp D IDUIP.IOO) AP popidpdb uo) papa pppLioÍno pun Jod 
opIBLIp “ppuornjysuntejur ajruloo Un Á “Jearu o/o ap soLbuo¡nuny 10d opojuewa¡duul “sojs1p 
-oLied bp UOIDda¡oJd ap [pUOnNpuU OUISIUPISU UN J8D3|qDÍsa Ppuaruooa1 oloqpa] ap odn.e) ¡3 


"|PUOIDPU OUISIUDISU ajse ap 
osojuow Á uoojuaweadu! “oussIp ¡a Us soupuny soyoeJap ap sauonbziubBio so] ap 
uo odiyabd puejd D| USIQUID; JOZHUDIDÉ aqap as bnuspuedepu! 0) OWOD ISP $OSINIAA 
sajual>yns 10) ajuan) “pepa ppuajedwo) pBuay 'uoNPByseau! a u9IndajoJd “uornuarsid 
Sp sepoj¡n>n, uo) ajuen> soupuny soydaep ap seJosuajap p UOID0310.4 SP [PUONDN OWN 
-SIUDD3YY [8 anb IDZHUDADB aqep as “souÍolA so] ap soyaJap so] uspuayap Á spuosied ap 
SDPDZJ0¿ Sauonibdosap so] usjoquuo) saueimb p opusAnppu! “soubuIny soydaJep so] ap 
sajosuajap pubd popiinBas ap sauonmipuo) JDzyubIDB ppusruoda1 olbqpb.] sp odn.o |3 


"SOPpZI0, SOUO!) 
-LOdbsap SD| SP OJUSIuID¡DA ¡9 Us ¡ojuawbpuny jadod ns ap oyadwasap [a US sao] uy 
SP SAUOIDOIDOSD SD] D Á saub1| un, so] » oAodb Ppuliq ppueroa. olbqp.] ap odnio) |3 


[touus1ubdayy OYoIp ap uorojuawajduur bp] pIBd A97 D| POZaqujsa anb sopo spulsp 
SO| 9P UQI9PZ1]08. D| OUO) SP “OwsIPonied je Á uoIseJdxa ap poj1eq| D] ap oninuele ¡ap 
X soupuny soydaep so| ap uonowoJd o psuajep p| ap pbinuansesuo> owo) oBsel ap 


NOIDVaNIWO93Y 


sD| SOpoy pd spL10¡0B1¡qo ubas Á OL10p11184 ja Opoj ua sopoo1do unas plauaz) A37 D] ap 
DIDUSSnD SP UOINDIDPAP SP DISJOLU US seuonisodsip so] anb bind sonbseseu sopipauu 
SD] JDUOJ D ajADA OPOySÍ |P DISU! SILO) [a “opyuas ajse uy "sopoBaj|p sas ap Á Dprosubypse 
opis pÁDy ou ajuens DAN) sopinesbdosap spuos.ad so] ap ¡pBa] uononyis p| ap pponaspo 
uoo¡nBal py 101nBaso pubd ajind opnys3 je opoj us soiibsedsu sopipaw so] 1ojdopo 


8107 O) ap opyuas ¡a ua ley ojpIpd zd 1/09/X3W//039) UOIDPPuUaUuIOdaJ NS P.ISJ18 SILO) |y 


ONVIIO NOIDVaNIWO93Y 


NODI4VIVSIA YOd VIONISAV 30 1VID3dS3 
NOINV4V 1930 - SOUV9O3IMV SNS 30 A SVAIDIAVWAVWSI0A SVNOS43d SV] 30 TV931 NOMMVNLIS “Z 1 


"sauonnjos o1¡db Á ADJOQO|S DADA “SDI|IUUD¿ SAS D Á SDUILIA SO] O USpnAD anb ¡11 popa 
-0S D| SP SAUOIDHZIUDBIO SD| UOD SAJPUOIDIPD SOJ|NSUO) 1021/31 aqap opojs3 ja Á “onuaBip 
DPIGap ap sousiubosu ap sopojop 'sejpnubduu! a sajoquo “sojuold seuonoBiyseau! p sojou 
£007 Halo -1S9SD $OS9 UOD UQIDP|SJ US SOPPIUNUSP PDPI|HSOY SP SO O SOZDUAUID SD] SOPOJ JajaLuos 


"SOZJONJS9 SA|D¿ JONUHUOI UDpand Á sopopiuuyur ubas OU UOINDULIOJU! APUONJOdOIA DO 
sOJIJ9p sosa ap UOIDDAD|DD IBIS D UNjuaseld as sauainb anb pund “¡puosiad popunBas 
0] PD OydaJep ns ua spuosied sosa p uoIndajold 1opunq bind ¿obser ap sauonons ua 
sojsipontad o soBiysa; “soubuuny soyoalep ap sesosuajap “seJDI|IuID¿ “DIDUSJOlA SP SOZDU 
-9UD O SO9D Sp soupra sejalnu so] pubd popiunBas ap sopipaw 10ZHuDIOB ap uy 
2007 Halo DLIDHLOLId UQIDUSJD J0ÍS9d “SOZDUSUID SO] Á JOUS] [ap Dwaqoud ¡o opedsas uo) USIquID] 


ONV ONVIIO NOIDVaNIWO934 


= 
Le) 
N 


251 


S 10€ 


q39 


COJO) 


QS) 


NANO 


"sopoBaj|p sas ap bj Á ppinabppsa 
opis pÁby ou ajlans pÁN> sopmabdosep spuosad so] ap ¡pBa] uononjis p| pppidoldo 
DJSUDU ap Jo¡nBas ap uy ja uo09 pppbzI0y UONLLALHSAP JOd piduasno ap UOINDADpap pun 
J9ua¡qo bubd ojualupadold un pazajqb¡sa ajibd opbjsy je opoj us uonojsiBa] np anb 
JbInBasp DADA sOLIDSaDSU SPPIpaul so] aydopo ajlnd opoysy ja anb pbpuaruodas ayruo |3 


"DUIHOJA SP PDPIJO9 DP] ADGOJA HANA paUDp! PGanid p| se ou ppoiopnoale prouajuas pun 
SOUDUINY SOYISMAP AP SAUONDIOIA SP SOSDI UY “SOUIIPIA SP [P1BUSY) ÁS] D| D aULOJUO) 
SDWHIA SP PDPI|D) b| S390UOd3A AP SOPpBundUS SAPHPLIOND SH] Á soj1simba. so] 10D IPpoywy 


"oppaubdosap pbuosad pb] ap aq 
-wIOU p soLbdajodiy sopa) Á sopnap ap uorsuedsns D] Injdusjuos pieqap pbrouasno ap 
UQI9D.D|93P 07] "UOINLIDADSAP AP SOUIDIA OpIS UDY sejuaipuadap saojnj o/A seupod soÁn> 
popa ap sauouau so¡ Á so] bind uoniajold ap soyubioB 1njduajuo) paqep pbruasno ap 
U9/90.10/98P 07] 'sOponappu! a sejuepedo.rdu! uos anb pA 'sajoBaj sonmBy so.jo n ojunsaud 
aj/enul b] p pIBO|pUL Jod 1Ipnoo apand as on “soprmalodosap souos.ad sb] ap biduesnp 
0] ajub ¡pBa] pjsendse. pun np bind pInBy ose Joqoudo aqep poymedsa pDJaubpu ap 
OP0ys3 |3 “OPbzI0y uonubdosep sod pnuesnb sp uONoIDpap o ap binBy n] 1o¡nBay 


"sp]|1uoy sas Á soproesodosep spuos.ad sp] ap oruouLod a 
K poIpun| uOInpnyIs D| ap uonasjod pb] us popiaipaja Dua¡d D| OPUdZHUDIDÓ “sapopuiojno 


NOIDVaNIWO93Y 


810€ 


q39 


¡EO) 


q39 


delo, 


ONVIYJO 


"sOUDUINY SOYISISp 
ap ¡puonbusajur o ¡puorBas “¡puonbu oubBo UN ap au UOIDDUIUIJAJSP O DLIO[DUSPUO) 
pDIduajuas OU O ajsixa Is ap Á uonuajD ns ap ppoBundua pnuspuadap D] ap ¡pjoysa o ¡pap 
-94 J9/9D.1D) [ap Dnuspuedepur 10) UONLLADSSP SP SPUILOIA SO] O UOIUAJD Á uONbundas 
Sp DIJSÍDUI US SOYDSJAp D OSe23p [a US DALOSJS POP|ONBI D| 10ZHUDIDO [:ej1nd opojsy ¡o 
ppuaruodas Á (gg ojpuIRd “| /0)/XINW/2/03)) Vorobpueuloda: ns bajes apulo) [3] 


-OJUS/WIDUOINUNJ OJ93JOD 
ns bu0d sopondapo Á sajuanns sejpliejouu sosinda4 Á oSuop!I ¡puosiad ap sojopunjop 
“SQUIIPIA D UONUAD SP SO|OJDISS SAUOISILUO) SO] SOPOJ IDA) Á LO IDOyUaua|duu! 0199.09 NS 
DIDA SOULOIA SP ¡Puduao) ÁS] D| UOD sejpoo] seuoro|siBa] so] 1ozruouLNy [:ej1nd opnys3 
¡9 Ppuaruosa. K(6£ ojpJIDd *1/09/X3W//039) vobpuauoaa1 ns pajas apo) 3] 


'oJelub.yxe ¡a ua uspises anb 
SDUILPIA SO] jenbo p.und osado ja opusAnppur “sejusBawa SOPpnÁAD SOJUHSIp SD] O Á SOUILOIA 
Sp ¡[PDUONDN O4sIBay |p 0se09D [a 10zI]¡BD buod sozienjse 1o¡qopay [:ajod opojsy ¡o 


ppuaruodas Á (gg ojOuIRd “| /0)/XINW/3/03)) vorobpueuloda: ns biajie apulo) [3] 
“OJUS/UUIDUONUNJ OPP3110) ns DBA sejua1nins sajpLIa¡puI sosanse. Á osuo9p! ¡puosed ap pjop 
-UDJOP “SOUILO!A D UONUSY ap DAynoaly UOIsILuO) D| PD Opuanajp.oy 11InBas [:ajbd opnys3 


¡9 ppuaruodal K(6£ ojoJpd *1/09/X3W//039) vombpuawosa! ns pajas ayu) |3] 


NOIDVaINIWO9IY 


NOIDV4Vd384 V1 V OHI3430 "El 


S 10€ 


AQ) 


COJE|S) 


QS) 


NONE 


253 


"sajuejeduo) sapop 
-LOÍND SD] ap ajod od Á sejoBa| sojusuun.¿sul so| us aspq uo) “DppzI0j UONLINADSEp ap 
SDUILPIA SD] D DJIN¿O18 Á pyuoud “|19p4 POpI|Iqseop pun JpuorJodoJd aqep as “sajua¡sixe 
sajoo¡se Á sajojuawbueqnB sounIBold so.jo so] Á Ay3) D] Sp orpauajur JOd Á SOuUp!IA 
ap ¡buauso) Á37 b| Ua asoq UO) spupla so] ap UoIDbibdas | PD 0$32D [9 IOZIUDIDE) 


"opia ap opako.ud ¡o OUDP [9 Á (soo1joquurs 
sOpIpau) sajpieowu! soUDp so| “(ajubses oJ9n| Á ajuaBiawa OUDp) sajoLiajpu soubp 
so] 1bJOde, Usqep as soubuny soyoelap ap sejpuol)puJajul seJopub;sa so| us asoq u0) 
"uoniyede OU ap soyubIoB Á os.) [a se Is UOIDN¿Sa1 “UONPSUSALIO) “UQIDIOÍSHOS “UQIO 


TS 


-DJI|IqOYal ep sopipaul :0u10) sejo; sauonnorode UO) JDJUO) SQap PPpHzOy UONLINdOsap 


DUN SP PIDUANIASUO) OWOD OpPaIIp oninliad un opiiyns pÁDY anb po1sy buosad ppo] “bp 
-DZJO] UOIDLIDALSAP AP SDUIHDIA SD] PD PIOPDULOJSUDA, Á ¡D1Bayur U9INbAda! PUN JOB IO) 


"soyday so 
uOJa1INDO aNb US OJUSWOUI [a DISPY DPIDO0UOJA. JAS SSP Á SOPIaLO) sOUPUINY pas 
9P SAUONNJOIA SO] JOA OPOys3 [ap pop!yiqosuodsa | ap ojuarudouooa, jap ajlnd aony 
uOINpIbda! p7] “sopoj bubd pAYNqusip Dinysal ap sauonipuo> sevolew 10180] Á op 
-OUISP UOIDULJOJSUD.4 PUN JSAQUIOIA PIDA OJUSUNJSUL UN OWO) UQIDDIDASA D] ISdUO) 


((¿0pDN93) $9.DI|IUID¿ SAS Á SOUDUINY SOYISAP SO| SP SAUONDOJOJA 
SP SDUIPIA SO] bIBd uobrndes Á sojuans ap uonipual ap souIsIupasul SO| JOZJOJ9y 


TS 


NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


q39 


COJO) 


QS) 


COJO) 


ONVIYJO 


ta¡qisod popaas1q JOXDU | p ajod opoysy ja opo, us ppojuawejdu! ajuevubua¡d bas 
SDUIPIA Sp ¡osaueo Xs7 0] anb 1ninBaso p sou O) sozenyse sas anbyisuaju] (b [:ajuod 
oppjs3 je anb bpuaruodas ayuo) [a “DppzI0, uOMiubdosep pUN ap pDIDUANDSSUO) OO) 
opaIp oninlad un opiuyns ub.aiqny anb souos.ad so] sopo; ap pponsapo Á pjsal “ppidos 
U9/DOZIULSPUI PUN D Á UOINDABAS O] PD OYISJAp [ap oa1paje onpele ja JOZHUDIOS ap uy y] 


¡propa! oseso.ud ja o Opos |p ajua.] SOUILDIA SD] ap 
SapnyJ0D SD| O OJUSILUDLIOALUO) [O SOPPUONIPUO) Jas UDAPOd 1U “OJUSILUULIYAS [3 O JOJOP |9p 
ouwsJDq un osbs unBuru ue uOS OU DIIPÍIUDUUINY PPNAD P| OUO) pOJLU9UOxs LO INDANdas D] 
OJUD] “SOWIYOJA SD] ap sajueBn o sejonj9b sapopisesau so] b ajue.y uNBojo as DLIDHUDUINY 
parypedsiad pun epsap anb soouguoa sokodo so] ap prubjodul p| bjuen> ua Jaua] 


"SQUIIPIA SD] Pb popuinBas 
ap sowusjqoid assus6 ou anb opubpins Á popmiqnd uls “oppalasas pas sooIuIQuoda 
sauonosuesdulo) so] aqos UOIDPULJOJUI P7] “OALPaJO) Á [PNpraIpur osesoud ns opunjedsas 
“oLIDseJ9u USJapIsuo) O] sojse OPubN) Á SPUIIPIA SO] OD OPISNID SP OALDaJa DIDY as Á 
soLJap11o Á sapppiiolid sas “saJDI|IuID¿ SO| UOD OPJ8NdD ap opipuajo Jas aqap “uonoundas 
D| D SDUIIPIA SD] Sp OydaJap ¡ep ajund puloj poruuguoxa uOosuaduio) py anb 1nypsey 


"oayelgo ns un¡duln> Á opyuas ubBua; 
ejueuw¡pas anb bubd soupla so] O) OJUaWou Opo, ua SOpppuosp as usqep sopipau 
SDJS] "SDUILDIA SH] D salbuauoy Á SeuoIDPJOLUSUUO) SP UQIDOZI|DIA D| OWO) ISO “SOUULOJA 
sD| ap soyoaap soj Á uonbjndal D| “PDpIUBIP D| 18d3|qpyse ubosnq anb uo1nonysijos ap 
sDP!pau so] ap ajund sony pIDuajolA D| ap poljajse O pOYSIYID UOIDDyUasalda DT] “PO!/PqUIIs 
uoobode o] PD sopiBL1p sopipaw ep ojunluos un Jo¡nyuod peubul ap 1ojuawa¡duu] 


NOIDVaNIWO934 


254 


La) 
Le) 
AN 


LLO€ 


ANO14019 


ANOHOLO 


q39 


¡EO) 


NONE 


“HONDO DJ] ¿od sopojpaso ajusvbua¡d 
DPDzO¿ UOILIOdDSep ap soso sojjenbo p ppoju1] ajse lu Oppsnap jep ¡pued buapuo) 
X popijiqosuodsal p| ap uorpunulajep D] O PPDBI] ajse ou anb pUIOJA Sp UONIUYSp 
oidub pun “uonbubdas ap seuy so] pbubd “dopo ppueruoda1 olbqp.] sp odnue) |3 


“uonyeda, ou ap soOyubIDB so] Á UOIDOZILUISPU! D| “UQIDINSIJDS DJ] “¡PIDOS 
-o01sd Á DOIPau DIDUAJSISD | OWO) ISO “ajqisod pas opubn) Á ardus!s UOIDN¿Sa1 DJ] JIM|DU| 
Duo] ns Á DUIDIA D| ap ojuaruuLyns [pp Á UONDJOIA D] Sp pOpaabIB pb] p ¡ppuonuodod 
bas uonbubda, py anb J9da]qujse aqep ¡pBa] o91Du |3 “HPpzI0y UONLINADSAP AP SOUILOJA 
so] ap ¡pBajur uoorodas p| PD OY9a19p [9 IDZHUDIDB ppueruooas olbqo.] ap odn1o |3 


'AV3) 9] 9p soulpIa ap o.4siBas ja ua 
buosad pss ap uondisur b] us1ndo.d Aa] 0] ap opyuas [a ua DUIYOJA DUN SP UOIDDUIOJUI 
upBua; anb sorunjsur soy sopo, anb 1onBaso bind sopipatu suo] (> [:ajnd opoys3 ja 
enb ppusruoxal ajILo) [a “DPpzI0j UOINibdosep pun ap pINuandasuo) OwO) opal1p 
orinlied un opiins ubJaiqny enb spuosiad sb] sopo; ap pponapoD Á nsal “npidos uo1o 
-DzIULapur DUN DP Á LO INbIda D| O OYda ep jep oapaje onpela ja 10ZHUDIDS ap uy y] 


"¡Pjojse jearu D Á9] 
| ap uoojuawejdu! ap 0,10] o] OUIO) sejbj Sapo] sauoysan) JOd OppzI|n>bjsqo bea 
as OU UOIDOZIULSPuU! PUN P Á UONDPIAS P| HD Osea ja anb soyubino (q [:ejund opnys3 
je anb bpuaruose! ajo) [a “bppz0y uOIubdosep pun ap pIuandasuo) 0u0) opaJIp 
orinlied un oprns ubJaiqny anb spuosiad sb] sopo; ap pponapp Á nsal "npidos uo1o 
-DzIUuapur DUN p Á O INbIda D| O OYda ep jep oapaje onpela je 10ZHUDIDB ap uy y] 


NOIDVaNIWO93Y 


spuaB|pul 


so¡qend so] ap "sousBipur sejqo.Jau¡na seJopas soyo Á pnjusanl “zeuru 
SOYOSIap so| elgos D] ap uononjs by Á olsusB ap seuopnj njuen> us Jauaj Usqep “soubuny soydalep ap 
8107 ¡pldads3 bIoJojay sauonojolA sod uooburodas Á posal ap ouo> ¡so “uo1noajold Á popuinBas ap sopipau so] 


"UOINUSALO) D| AP SOPDALISP SaUONDBIAO SH] SP 
ojuaudulno je Á soydaJep so] ap uonojuswe¡du! p| ua soyiu Á soulu so] ap popI|iqrsuas 
0] P sopojdopo senbojua Á oJausB ap soayosdsiad alBajur and opoys3 je anb ap pop:s 
-898U D| Us aidoouy ¡pradse sony ap1ulo>) [a “opXajuoo ajsa UJ “popyuep! ns ap uoInjuss 
D] DpIN¡pu “soubuuny soydaJap so| ap sauonojola sejdiypu p sajqorau¡na ajusuo| nod 
uOs 'saD1|1uoy sas ap uo ibdosap D| ap soruansasuo) so] uauns anbiod o uonindosep 
p sopiewos uos sousiuw soja ambiod pas pÁ 'ppozoj uONILADSSP SP SPUIYOJA SOYIU 
so| “and ns JOg “sopuienb seJas ss D 1DZIJODO| PIDA SOZISN¿Se SNS SP OPDÍINSAA OUOD 
soippseudes Á u9IDndas.ad “pINuajolA Jadapod o OUIO) ISP 'SOSISAPD SODILIQUODA Á sajpInos 
sop9eja solas JIIÍns p sajqoJauna ajuewuo|noyuod uos ppioenbdosep puosiad pun ap DI] 
-IUWD¿ D| SP so1quueru uos anb saselntu so7 roJausB ap pnuajola ap souloj soJjo Á ¡onxes 
DIDUAO!A SP SOLD D SEJQDISU|NA aUSULID| NDA UOS PPHZ.JOJ UOINIINADSAP P SPPIJauOS 


uos anb sasalnu so] *soyru so| Á saselnuu so] ap soubuny soyaJap so| p UNÍajD SPPpZIOy 
8 10Z d319 sauontbdosep so] anb bp uo) popjanzo JojnBurs b| 1DZHDJUS Dasap ap1uIo) ¡a “ouusIuIIsy 


NOINVaANIWO3Y 


Svalndidavdvs3d SVNOS43d 30 SVIMIWWW3 SV1 30 SOHII4I0 "vL 


910€ 
9LOZ 


910€ 


810€ 


ONV 


0191419 


COJO) 


das 


OJUSILID3UDS 
ja Áajqorog onBy p 
ouDuNny oyosieg |e 


1qos ¡proadsy Jojo|ay 


sajpInno Á 
Sa|pIDOS *sO9/WQUOJ 
soy9a1a ap ano) 


ONVIYJO 


257 


SDUIJOJA SD] 
SP UQIDOZIPUIWLID Á UOIDOZIUILDIASA D| 1DHAJ [UQIDOBLsaAUI D| 81GOS SAUOIPPuUALIOI9y] 


SDUIpIA so] ap oo1pqnd oleubu Á ppomepo uonuay [uo oByseau! p| a1qos sauopbpuauooay] 


SDUILPIA SD] O 
D9Iponted UONDUOJUI SP DWAJSIS UN JSAOUOG [UONDBLSSAUI! D| 81GOS SESUONPPuauwoday] 


"sSOPoZ10, SSUONLIALSAP SO] JOA SOPOD3JD SO] OO) “A|QDISU|NA ÁNLA UOIDIONJIS 
pun us opolep uby SD] SPIDUDÍSUNDAID SOÁNI SDI|IUUD¿ SO] Á “ppparos p| ap sopouboul 
spu Á se1qod spu so| sopinppu! “sopo, bind opounBaso ase ojuarubeubs Á pao ap ajq 
-Inbaso oysturuIns je anb oOpouu ap so11AJes so| o sejoros soyLo, uenbiido as anb od ajep 


"UONINPA | DÁ pnjos by o “oppnaapo ppia ap ¡anu un p 
Oy eJap [a 1D|¡noyuod ue “sejpunj¡n> Á sapos “soouguode soyoaJap sas ap oalpeja ajny 
-SIp ¡e aunBaspo say Á sepopisadau sas p ubpuodsas anb JOZYUDIDB ap uy p sonnyausq 
so| O) pÍ¡NSUO) US sOpojuswa¡dul e sopouruajep ubas uonbajoud Á oAodo ap sopipau 
so] anb ppua1uuo3a1 a] “OUISILIIS “SOLIDIOSUI SO| SP UOIDOZIUIDIASA D| OPUDJIAS 991/09, 
as sopmenbdosap souosied soy ap sopoBajp Á saub1yiunj soy o» okodo ap soumiBold 
so| ap uoojuawe¡du! e osado ja anb 1nunBaso ejimd opojs3 ¡o ppuaruodal apo) |3 


NOIDVaINIWOIY 


((u1eysuay9ar]) DIDUAJO!A DSA SP SADA SD] D AUS, OPuSIDDy Jn) 
-Hbd us “souru Á saselnu ap pppz10j UOINLINdbsap D| Á SOPUISOSD SO] 'sPJUAOIA Say 19nuu 
38107 MO) so] ¡Jusasid biod sopipatu 1ojdopp Á soul so] Á sesalnu so] ap soydasep so] 19Bajo. 


¿(orubnyr]) souru Á sasalnuu ep pppz10¿ uoiumdosap Á oJsusB ap pIduajola 


8107 Hao Sp $OSD) SO] ap [PJWdUII 3 DJUOIA UOISDBISSAU! O] US SOPDZIDS SOZJSNISO SO] IDPIJOSUO) 


"uasedau anb porpuin] pibuasiso py Á oDIBojonisd 
oXodo 'popau uOnuajp uNqudal oJausB sp ppuajola ap souyola so] anb Jod 10j8p (9 
¿Jolnul O] DAJUOD DIDUSJOIA SP SPUIIOF SP] SOPOJ 31GOS UQIDDZI! 

-ISU9S SP SOUPALIDI OGUI D ADAS]|| Á “USpO [ap sozIany so] ap soquielu Á sejoosy “sadanl 
p oJ8u9B ap DIDUajolA bp] ap ojuarubninlus je auqos projoBIqo uonbunoj Iyoduu] (q 
'"DPDN23PD UONPZIULSPUI DUNA PpIN PU! “UPINDIPASA 

upBua¡qo soupla so] anb Á “ajusunpIqep soppuo¡ubs 'soppuepuo) as ap X soponinl 
-Ua UNAS seJojno sojunseud so] anb “ajueupaljsnoyxe sopoBysaaul UDas “UOINUSALO)) D] D 
o¡Bauub uo) ajubd opoys3 ¡ep ¡puonbueju! pppI]iqosuodsal D| p 108Bn| uap anb sepopyua 
sDJO N OPDÍsÍ [ep sapppuiono ap seuorsiwo n seuondo opiqoy pAby anb so| ue soso 
so¡¡enbo us 1n¡noyubd us Á “soyru Á sasalnul ap sauonibdosap soj Á so/DUISesp so] “¡pnxas 
DANJ1O] SP SOSHI SO] SOPINDUI “OJau3B ap pinuajora ap soso) so sopa; anb od 1ojep (p 


ó610g 1y9 :9qep ajbd opojsy |3 


ONVIIJO NOIDVaINIWO9IY 


SIYIFAW 30 SINOMIAVIVSIA “SL 


810€ 


1elnyy DJ 
DIUOD VOIDDUILILIDSIG] 
D| ap vO/SDUIW!|y 
D| DIDA Soo) 


1elnyy DJ 
DIUO) VOIDDUILILIDSIF] 
D| ap UOISDUIW!|y 
D| PIDA SJuOo) 


ONVIYJO 


259 


/oJ9u9B ep parpedsiad ns adanjes 
SDWIPIA D UOUay ap DAynsaly u9IsILIo> D] anb od ajaa Á “osoz.oj olbqo.j Á ponxas 
uo 1Dojo¡dxe ap seu uo) souru Á saselnu ap 010.4 0] Á orprurulay ja ou) “souru Á saselnuu 
ap uonubdosap p| O) soppidos. sobsal. so] 10BIyuI O sopojuaLio ajusunoynadse sojoxo; 
-o1d Á soojod ajdopo 'soprabdosep soyru Á sasalnu so] ap ppanbsnq Dn] a91]/B0 “oqyy 
O|0D0j01g 8 Á YIAWV DHayy DUDIBOIG [ep UOIDDALDD Sp sojusluipadold so] sopojse 
so| ue sojuowuo Á anbyijdulg [:anb ap ajubd opojs3 ¡p uoIDbpuaulooe. ns plajias Á “6 | 
“uu ¡p1susB UOIDPPuauIosa. D| DZIJPAPD as anb bp] tod “1elnuu pb] pyuo) oJausB ap U9zD. 


JOd DIDUaJolA D| a81q0s (/10Z) S€ “wunu ¡oseusB uonppusulodal ns Ppanses apo) |3] 


'sejelnuu so] ap uo 1DuIBou p| Á DZaIqod DJ “sOLIO/DUILULIOSIP 
sodo8.Jsa so] “sajuanbjadnyse ap 091404 ¡a “bpozruDBo pIOuUaNduI[ap p| “ppp pidua] 
-OlA D| OLJO) “SOJDD SOSA SP SOPUNJOJA SOSADI SH] OPUSoDquIo) JD|nyund ua “sesalnu ap 
SDPOZJOy SSUONLIDADSEP SO] Á SOJDUISOSD SO] “SPJUSJOIA SEJISNUI SO] MUSAS DIDd ajueBin 
J9pPp10) ap sopipau ajdopy [:enb ap ajiod opojsq ¡o uombpuauoxal ns peas A “g| 
“uu ¡preusB LO ISPPuauIoda, | DZIJPNL as anb py sod “elnuu p| puo> oJsusB ap UuOzD, 
JOd pIDUajolA D| a1qos (/10Z) S€ “wunu ¡pseusB uonppuaulodal ns ppansas apo) |3] 


NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


810€ 


COJO) 


1elnyy DJ 
DIUO) VOIDDUILILIDSIC] 
D| ap UOISDUIWU!|y 
D| PIDA Soo) 


1elnyy DJ 
DIUO9 VOIDDUILLIOSIC] 
D| ap UO/SDUIW!|y 
D| PIDA SO) 


1elnyy DJ 
DIUOD VOIDOUILILIDSIC] 
D| ap UOIDDUIW!|] 
D| DIA SuOo 


ONVIYO 


"dpbz.104 UONLINADSAP SP SPUYOIA AP SOUNIB sojsa ap SIsI¡pUD [a PIDA SAJPIDUSISJIP SOLIS] 
-119 10jdopp aJammbal as “sojsiponed so] Á soubuIny soydalep ap saJosuajep so] 'sejub6 
-1u so] “saselntu SD] ap SOPpozIo¿ seuonidosap so] p u9IDuajo JD|MdyJd PUN JOBOJO 


"soJIJap sns ap 
popaabIB np] p sappuoniodold seuonubs uo) sopoBiysos Á soppninlua ubas sayqosuodsas 
so| anb Jod Á sejub.Biul sesalnu ap sSoppz.JOy seuonibdosep ap sosp) so| sopa, pApaja 
bjeupul sp uenBiseaur es anb od ajay [:anb ajubd oproysq ¡o ppuaruuooa! ajIuo) [3] 


'seJopbed.ad so| O) UOIDO|aJ 
XÁ pnuajola ap ody 10d soposo¡Bsap “sopoz.oy seuonindosep sj Á 'soppiuruaj so] sop 
-IN¡pur “soyru so] Á sasalnuu so] DAJUOD DIDUAOIA D| 8IGOS SOJDP SP DOPLJSIS UNIDO] IdOdas 
ap sousiubposul so] abenjey [:anb ap ajlod opojs3 ¡o uonbpuawoxas ns puejas Á “51 
"uu ¡p1susB LO IDPPuaulose. D| DZIJPAPL as anb pj tod “elnuu | pyuo) oJauaB ap Uu9zD. 
JOd pIduajolA D| auqos (Z1OZ) S€ “uu ¡ossusB uonbpuauloda, ns ppuanse aj1uo) |3] 


-DIDUAJOIA D| SP SOUILDIA 
sajelnuu ouo) ¡so “soubuny soyaJep so] Á ossugB ap payadsiad pb] ap selosuejep Á 
O>IWSPDIP Opunu [ap sojladxa “sejpjuawpusqnf ou sauonoziubBio ap uonodnylnd 
o] Jod eje Á “¡ppdpiunu Á [ojo¡se “oapaj soupd so| ua UOISPUIPIOO) D] Á DPOzILOWAD Á 
DI dub UO/PZI|YN DUN JOZHUDADB asp uy D “oJsusB ap DIDUAJOlA SP DjJS|p SP OLUSIUNIALU 
¡ep uorsnoedas p] anjory [:anb ap ajund opojsy ¡p uonpbpuauodas ns puejias Á “¿| “uu 
¡p1aus6 uonpbpuauwoda! D| DzIPNOD as anb pj Jod “elnui b| ouos oJsusB ap uOzDA 
JOd DIDUajolA D| a1qos (/10Z) S€ “uu ¡pueueB uoINppuaulodel ns ppandal apro) [3] 


NOIDVaINIWO933 


260 


ELOc 


1elnyy DJ 
DIUO) VOIDDUILILIDSIC] 
D| ap UOISDUIW!|y 
D| PIDA SO) 


1elnyy 0] 
DUO) VOIDDUILILIDSIG] 
D| ap UOISDUIWU!|y 
NS) 


1/0) 


ONVIYJO 


261 


"¡ppp1jod ppanbsnq ap sojodojod so] 19zIpuJOU Á "sopranodosap soyanyanu Á saselnuu 
so] ap bpanbsnq n] bIOWSP Us DYOJDW US Jauod ap Uy D “YIEWVY PHSJy D] Á Dquy ojo) 
-OJOJg [9 JDAIDD DIA sajua¡sixe soJuSIuIIpadoJd so| DOY I¡duurs “sSOSOZ.Oy sauonNLIndosap 
SD] OJI¡9p ouoD Doyidy pIbd sajpo| sejpuad soBipoo so] .»uruubxe :sopordoudo soojod 
Jbjdopo Á ouswoua ep pniuBou D] DADAS Jepod ap uy D sosoz.JOj seuonindosep 
sD| ap oopuaysis ¡proyo oJsiBas UN 10] ¡oJDseg [:aj1nd opojs3 ¡o bpuaruooe! ap1uuo>) [3] 


-OLJ9//NPD [9 
9.Q0S OUO) ISO ”, JOUOY,, SP SOPDUID|| SOAYOU JOA SOIPIdIIOY SO] Á sauo!se] so] “spuosed 
SP DOAJ D] 'SOSOZ.IOJ SSUONLIADSEP SH] “OIOGD [9 “UQIDOJO!A D| 3.GOS $OSO) SDAO 3JUS 
“sajua19yo) seuonubs Á seuoniuyap opubuonodold Á “uOINUSAuO) DJ] ap (B z ojnoyuo 
[e uo) pppiuoyuo) ap “saselntu so] DAJUOD SPLIODUIWILIDSIP SBUONISOASIP SO] OpunBolap 
K seselnu Á sa1quoy aus popjpn6: o] Á uOIpuruILNsIp ou b| ap ordimunid ja ajuauyued 
¡pdriunu Á pj0,s9 UOND|sIBa] p| ua Opub.Bajul soso) so.o a.yua “¡ppdriunu Á ¡ojojse “pa 
-9pay sound so| a.ue so>IpLIn| so>JDuI so] ue so1duaeyodu1 SD] aDUIUIJe DBA spLIpsaDau 
sopipau so] ojdopy [:o ajuod opnjs3 ¡ep sejolepaj sepopLiopno so] p »ysul aj1Luo) [3] 


"oDIX9yy “9 (osauopoB]y oduib>) soyo Á ze|pzuos) ap oso ja ua “£00Z Sp a.quiarou 
3P 9| 2p “DIiduajuas p] pONÍsap anb so] aujua “oJIquuD ajsa US Hg] 8410) D| ap souajuas 
so¡ p ojuaruuIidun> ouad bp pIDA soLbsadau sopipauu so] sopoj bulo, bp Á “ossusb ap 
somo Jod seuo1uibdosep Á sojpursasp so] sopinppul “seJalnuu so] pAJUOD PIDUAJOIA D] IDU 
-ODUDS Á IHDQUIO) “1USASI DIA $OZISNJS SNS JD|QOPa1 O aj10d Opojsy |p ¡sul aj1uo) |3 


NOIDVaNIWO93Y 


600Z 


LLOg 


Hal suo) 


ANOHOLO 


1elnyy D] 
DIUO) VOIDDUILILIDSIC] 
D| ap UOISDUIW!|] 
D| PIDA SJuOo 


1elnyy DJ 
DIUO9 VOIDDUILILIDSIG] 
D| ap UO/SDUIW!|y 
D| PIDA SJuOo 


ONVIYO 


:S9D11D9AIP SAJUSINBIS SO] D SUUOJUOD “SOLIDY 
X bJaney “Zapzuos) seusao! so] ap DPIA D] ap uonbalid Á sojo.JJ ¡pu “uONLuNdosap Dj] ap 
sa|pnjdajaju! a sajp11ayolu sejqosuodsa. so| b IDUONULS “Ospa ns ua “A 1osadoJd “1NOYUap! 
bIDd “11Iqo p usspBaj] as anb so] “ospo ja sas ap “X osin> ua ¡puad osedoJd ja ajuauuzoo 
-1J9 JIDMPUO) “DIDUAUSG DISe SP GGY PD ZGp SOJDJIDA SO| D auJojuO) “pIeqep opojsy3 |3 


"saselnu ap sOpozIoj sauonibdosap so] JDuruuIja ap uy ¡a uo) “asarmbal uononyis p] anb 
sapos sojsendse. so] ouo) Iso “sejelntu so] ap p.yuos us oJausB ¡a us DPPSPA DIDUAJOIA 
D| SP SSD|NDHJDA SODHSIISIODIDI SO] OPUDIAPISUO) “DIUAJOIA O] IHDQUIO) PIDA SODIOA Á 
sauoIDDBsaAul so] sopoj us oJsusB sp palpedsied bp] 1010d.03u! aqep as "sopojuawajd 
-uur ajueubua¡d ubas “bpoz1oj uoubdosap n] opusAnpur “elnu o] uo) PPUAJOolA D] 


Po. 


JDIPDJJ9 PIDA SOPDUSSIP SOPIPau so] anb JDZHUDIDB ppuaruoda, olbqo.] ap odas [3 


tuo oyo¡dxe ap spuLJoy 
spAanu so] Á soyonyonu Á sesalnuu ap seuoriimdosap so] O) SO|NdUIA sajqrsod sas oulo) 
Iso “soayelgo Á sopuansasuo) “sosnpa “soubojp ns sopinpur “soyoyanu Á satelnu ap 
D0.44 D| ap ousuuQuay jap o9souBbIp Un 010qp|3 [:ej1od opojsy ¡o ppueruoda, ay1ulo) |3] 


'seyqosuodse. sojunsaud so| ap Á ojxajuo) jap ajuawajua¡puad 
-apur “oIDuajolA D| ap soupra opis upAby anb sexalnu so] o uonbubndas nuoniodoJd Á 
“sa|pjojse OU O sajpypyse sepppyue unas DÁ “sopIjep ap sejojno soj p 1ouonubs Á ao inlua 
“10Byseau! “OIproiulway ja JD¡noyuod us “sopouIsesp SO] Á SPINJIO| SD] 'SPSOZ.IOJ SAUOIOL 
-DdDSap SD| “POSPWOP pPIDUaJolA o] DpInpur 'sesalnuu so] pAJUOD pIDUaJolA | 1JuSAsId 
buDd ppIqap pInusB1]ip ap sauonoB1go sas a1duino Á soyooyonu so] Á sesalnul so] pabd 
DIBajD.jse pjse ap sonyoBau sopaja so] 1puaau] [:0 aubd opojs3 ¡p bjoyxe ajulo) [3] 


NOIDVaINIWO93Y 


262 


600€ 


600Z 


Hal euoo 


ql eno) 


Q| SHO) 


ONVIYJO 


263 


"pIDuajuSg Djse ap gOs Á ZOS Sojoud so] uo) pppiuojuo) ap 
“sosa sns ap “osb) ns ua “o pprexbdosep pur o selntu | ap oJapo.nd ¡e auqos ajubaajas 
UO!IDDUIJOJU! ADUONJOAOI Sp sopeja D 'DUIUQUD PISUDUI AP SAISA|DUI “SAPDPLIOND SO] 
uo) opa senmbjpna 10d anbiunuos as onprarpur sembjon) anb apued peqap poro. 
eje puIBpd pYIG soprosuodosep ubpuyuo) anb Á £gg6| apsep pnyonyiy) us uoJa1> 
-eJodbsep anb soulu Á seusno! “seJalnu so] sopo, ap Diipseoeu ¡puosJad UOIDDUOJU! D] 
pIpuajuo) Á ejusulsjusubued as1ozI[pNpD pIeqsp anb poruoupejs buIBrd pun “prue 
-U9G DIS8 SP UOIDDOYHOU D| Sp ADA D sesau sias ap ozojd un us '1DaJ) pJaqap Opojs] |3 


"DUIU PUN DaS DPID 
-a1odbsap pb] opubn) osomBri Á ajusBin spul UND Jes Daqep JoLIajuD o] Opo] “bpanbsnq 
9P $D3H O SAPDPI|IQISOA $O.O AUSWDLIDAIGIO 104IDOSAP UIS PPaubdosep puostad pb] p 
JDJJUODUA APO SHUI Das ajuaula[qouozo. apuop soap us sopanbsaq so] 4nzLIOLId 


K “pidas z|9 O 605 SOJDAIDA SO] US DpLiajas 
sopnebdosap souosad SP SOJDP AP aspq np] uo) u9undosap ap ajloda [9 10]uoyuO) 


NOIDVaNIWO93Y 


600€ 


6002 


600€ 


Hal suo) 


AQ eS 


Hal suo) 


ONVIYO 


¿(upA1oquezy) seuomibdosap Á sojDursasp ap sospo so| ap uoIsapur O) 
“19lnuu D| DAJUOD UOIDDUIULIOSIP D| Á DIDUAJOJA D] AHDQUIOD DADA SPALDSS SOPIPa 1njdopy 


'oppalndobsap puosad np] ap ¡puosiad popiBajul 
py Á ¡puosiad pojuaq. “ppia n] seBajoud p ajueipua; pbpipauw pun owo> “uoniubdosap 
ap sosb) uejuesaid as opubn> “punBp u9ID|p us Á oyo sp sopanbsnaqg ojuewajduu! 


"SOUD $8.JJ aJUDANP ¡PNUD aULIOJUI UN 
JIpuel piSqap as “opedsal |y bIDuajuag Djse Sp ZOS D Z6y Sojoupd so ua ojsandsip o| p 
auojuo) “oJausB ap paypedsad pun us asoq uo) “sopinsubdosap souosied ap ppanbsng 
Sp SAJPUOINDUNAJUI SSADPURISO SO] Á SOPIUN] SSUONPN SP SPLIDUING Á SDLIDAJIQUY “SOJo!DIp 
-nlbxq sauonnoaly ap DADajy UOINDBIseAu] a UOIDUSAS IG D| a1qos ¡pnuDyy [a ¡nquunys3 
Sp O|OD040.4 |P auuoyuo) “seJalnu ap sorpioiuoy Á ¡pnxas pIDUaJoIA “seuonubdosap uo) 
USuo/Doje as anb sojjep so] sopo, J»Biyseau! DIA SOPpzIJn “pioysal sp uonubdur ap 
K sajoniued sonialas “UOIDDBISSAU! SP SO|DLISÍSIUIVA SOLISJLID “sejonubu “sojodojoJd sas 
sOpoj 3P UOQIDDZLIDPUDISS D| UO) JPNUUOD “ajqpuozb. ozojd un ua “preqep opoys3 |3 


"ONYDNYIU) ap Opb;sa ja ua Dpia D] ap DppaLid puanj anb ppooyyusp! ou 
buru o Jalnu 1enmbjon) ap sod.uan> so| ap sajuaruaacud se.o|ajes soujsentu Á posuaB vol) 
-DuOJUr DJ (1 Á “Dpprauodosep puosed bp] O 10Z1p90| Sp ojelgo uo) ajuatuba1un ¡ppuosad 
UQ/DOWOJU! DYOIP SUSIDUD OPnÍsy ¡a anb pund -zen! un susp.o o] iso anb o- unjuarsuo) 
anb sopinaundosap spuos.ad so] ap seDI|1uIDj so] ap “saun|nje) soysantu Á pojauab ajueu 
-|pdrunid “pribsessu pas anb ¡puosiad U9INPUIOJU! DJ (11 “¡PUOIDDU |SAlU D sOprosodosap 
soulu Á saselnu ap ajqruods¡p ¡puosed uoNbuojur! o] (1 :pBuajuo) anb sojop ap asoq 
DUN JDZIJPAPD O Iba “pusILU D| SP Z|G P 609 SOjDJIBA so] 09 pppiuuojuos ap Á 
pDIDUAJUSg ¡sa ap UOIDDOYOU D| ap AyuoDd o oub Un ap ozojd ¡ap ouap “preqep opojsy |3 


NOIDVaNIWO934 


264 


900Z 


900€ 


ÍNNO) 


SOIDUSNISSUOT) 
Á sosnor, sas 
1elnyy D| DuOD 
DISUAJO!A D| aIQOS 
¡pldadsy DIo|o|ay 


ÍNNO] 


SOIDUSNISSUOT) 
Á sosnoo, sas 
1elnyy D| pyuOD 
DISUAJO!A D| aIQOS 
¡plbads3 bJoJp|ay 


HONO [PP PUBYO 


NONE 


265 


"oLID¿LoLId uOnuajo usJarmbas anb obser oyo ap seuo¡Bas soyo anjaras Á selnuu 
D| DUO) DIDUAJOIA SP SPULIOS SOJUIJSIP SD| SP UOIXSUOIIAJU! D| ALDN|SJ D ANODS HLIPod Ua/q 
¡Quo>bu b|pose p talnu D| DAJUO) DIDUAJOIA D| O SOAIJD|S SOJDP ap sIsIppub Á u9Iojidoxas 
DASNDYXS PD] “SPUJOJ SOLO SOYONUI ap DAD anb piduajola ap poIBo| pus pun ap 
sauoIseldxe SPJUSIP OLO) asJSA USqep “usdapod soyse anb uoNpuIuLosIp o] Á DIDUAJOIA 
0] 9P DOHDUIDIP ajueuppnadse u9INbÍsajrubu pun uos seJalnu ap sauonmundosap Á sojou 
-1sesp so] anbuno “spu sq “soja ap pun Jas adabd b|puajpng) uo) ¡pUO!pLJau pJajuO.y 
07] “sauolBal so.jo ua Jalnuu pb] pAUO) PIDUAJOIA AP SOWSXS SaJaalu Oppalasqo uby as 
USIQUuID|  “¡puoldadxa ap bpbu auay ou osp) ajsa “ajqisia ajuatuppuorodeoxa anbunb 
“anb us IysIsul aus1Auo) “oNybNyIy5 Ua spulsjqold soponuyuo) so] sopbypuas zea pUf) 


“uonubdosep pun amunuap as anb 
ap sendsep ajusub¡orpaulu! 10ZuSuo) ubLSqap ppanbsnq ap seuouxedo so] “elnu Dj 
DUO) DIDUAJOlA ap SSADIÉ sOWJOJ UPIZAPoId as amb ajqogoud Ánu pas apuop sauo¡Bas 
SD] UY “ejqbuozb, Á ajqisod es anb pnyyuold py ppoj uo) uanByysenu! as spuosiad ap 
uonibdosap ap sonunuep soy anb pbund sonmsadau sajon:jod sojuerupadold Á spwajs!s 


so] 1081) [:biduajola ap sopo J1uns ap obser ¡o ueloo anb sesalnuw so] p owoo ¡sp 
“SDI|ILUD¿ SAS D O DIDUAJOIA O] SP SDUIJA SO] o OÁOdD Á uoIddajoJd ap so1niaJes 10jseJg] 


"opysa| bp] pb sOpbas|| ubas sajono so] Á sopoBiyseaul 
UDaS SONUNUAP SH] SPPoj anb IDINBasH Á SEUONDJOIA SAJDJ AIDIDUNUAP AP SDLAPDASIP DADA 
SDUIIPJA sb] auqos uorseud pzsele as anb 1npag esaselnu pyuo> sopoujediad spunj1oj A 
S8UOND|OIA “sODUISASD “sauONLULADSAP SIGOS SPIDUNUSP SH] D [IBP Á ojuoid osan> 10g 


NOIDVaNIWO93Y 


S$00Z 


$003 


$00Z 


selnyy D| DUO9 UQ!O 
-OUIWILIOSI] D| Sp UQIO 
-OUIWI|3 O| PJOA Auos) 


1elnyy DJ 
DIUO9 VOIDDUILILIOSIC] 
D| ap UOISDUIW!|] 
D| PIDA Soo 


1elnyy DJ 
DIUO) VOIDDUILILIDSIC] 
D| ap UOIDDUIWU!|] 
NS) 


[MNO] Solduansasuoz, 
Á SOSNDI) ss 1elnyy 


D| PYUOO DIDUALO!A D] 
aIgos |o19ads3 pIOJO|ay 


ONVIYJO 


"seuonuwbdosap Á sojpursesp so] ap DOpPLasIs UONPBysaau1 p| ua UOINbIadoo> | 
DIDA DILISUIY SP SOPIU() SOPDISJ SO| OD OJUSALOS) UN AP OJUSILINDA|DISO [3 ADISPISUO) 


'o1DueB!]1p PPIqSp D| UO9 PAD DIRA assmba as anb sejoLa¡ou Á souDuIMy sos.n3e 
so] Á UONOÍNEALI 0] 'PIDURSUI DÍSe O SEPPPLIOND SO] P USUBIsp as anb ajqipunsarduur 
DJSPISUO) OWUSILI IS “OJAD.IJX8 ap sOSp) sajdu1s ou Á oBsarJ oJ¡p ap seuomiubdosep oulo) 
sOpDJapisuos Jas uSqep 1b]luis u9od ap sosbo soj sopoj anb A sajprnio uos spJoy 
vz soJawud so] anb ojuen> ue opuelua, “ppiumdo uonuubdosep ppp pjueseudes anb 
o1Brjed owe.yxe ja ojuD; o] Jod Á sopoursesp Á seuonindosep s.yue ajsixe anb pyoe.se 
UQIDO|NDUIA D| PPP “PAaypnyiyo Á zelpnf popa) ue soulu Á sasalnw sp sauonmundo 
-SOP SD| SP $OSPI SO] US ajueBin ppenbsaq Á bubudusa; D1e¡o ap souusIuboau Jada] quys3 


"osUajap ns Us SPPpIIN|OAUI 
spuoslad spujo Á unbjuasaudas so] anb sauonbziubBio ap soJquialuu “SOUIIDIA SP SaJD!] 
-IUD¿ PD sOZDUSUID Á ojuaDoBisoy “sauononoesuad so] Us OPoys3 [ep sepopuiojno so] ap 
sajuaBo ap proub.ejo o poppijdwo> pb] aduonubs Á oBysaau “p1nj104 olbq sajqodin) ap 
UO!DDD1IQPF D| OWOD ISP “saselnu so] ap sorpro1uoy Á sauoruiodosap so] ua Opoysy ¡ap sap 
-DPLIO¡ND SO] ap sajuaBo sp popniidwos Á vnueB:¡Bau p] duonunbs Á opuoy D JPBIjseau] 


"soubDJa) sajueniod sas ap o bpreubdosap puosiad b| Sp NOV Sp Soysenu osnjput 
“oLibseDau LO IDPUOJU! p| sapodioiunu Á sejpojojsa “sejpapaj o91]qnd uapio ap sepopuiojno 
sp] Sopoj ap uonisodsip p pBuod anb sopineumdosap spuosed ap ¡puONpU POUOIA|S SOJDP 
ap asoq pun 081) [:¡pripal sopas ja Á voNoByseaul ap sojusruIpanoJd so] “u9nD|sIBa] D| ap 
SDUJOJ8J OQDI LH Opubas]| 19|nul D] DUO) PISUSJOIA DP] ap opadsas popiunduu! bp] p Uy 18uog] 


NOIDVIONIWOI4 


266 


£00€ 


£00Z 


HdIO 


Halo 


1elnyy DJ 
DIUO9 VOIDDUILILIDSIG] 
D| ap UO/SDUIWU!|3 
D| PIDA SuOo 


ONVIYJO 


267 


"sajuaysisied so|nop; 
-SQO SO| Á SOPOPIADD SD] JON[DAS DBA OjuSIuIImBas Á UOIDON|DAS “JOJUOD SP SOLUSIUNDALA 
uDÁN|pu1 soz1en¿se sose anb ¡onuasa se 'souwydo sooy)pud senowoud Á soniaes JoJolatu 
“sajualeyo> senbojua ap pIouaysIxe D| DZHUDIDB “spIBajo.se Á UOISDULIOJU! AP OIQUIDI 
-J94ul Sp SOUL UOD sappuonnjysur UOINbIOqUjos Á oBo|pIp ap sonbdse opubeu 11mBag 


"sol1y so| ap bp10n6B pj oo) “soxauo) soo1prn] spula¡qo.ud 
X soydaJap ap uONojola byse bAuos u9Ioajod ap sajpBa| sosindal so] p oAoaja OsaDoo 
un usoubIoB anb pruaysiso Á uonbuuojur 1Duoniodold Á *pAISAQO UOIDDN¿IS PUN SP 
busiuw Is JOd esibjdo Jalnuw b| p Apeduur ajens anb boruouoda LOINPUIPIOGNS D| ap 
bua|qoud ja sapuajo b sopobuysap sejoBajul spu sejordos sonatas 1ada|quojse “oDIBo|os 
-1sd Á ODIPau OJUSIuID¿o4 [pp 0se23D ja 1DIdulo ajuatuppnedse opubundoJd “pINuajolA ap 
ojelgo opis upAby anb saselntu so] pb soppulysep so>I¡qnd so1iaJes so| 10Z10j81 USqup as 


"DO/WQUOJS DPNAD SAJIDPULIG DADA OUIOD ISO 
“porBojooisd Á porpau uonuajo ns pIbd sonibsadau sosimdau so] uanbipap es anb puoy 
¡9n6! ag “se.ppu sas ap saab, D soydaJap UDLIPua, sejon) so] ap “¡prados olodo Á popt, 
-nBas ap sonauaq so| sopoj bp osad>o aus, uppand anb ouo> ¡so “uspuodsa.0) ay anb 
sauonojseld soy uo) asupyeusq ubpand anb ap sopaja so] p uONdopo ap say1uup., so] 
“soppalbdosep o soppursaso saselnu ap so/soliy so] p pIpojsa> Á DIpIDNÚ ns oloq usua! 
anb sojanqp sp] p adIyiqoia as anb 10zubDuDB ap popisedau p| 1DJSpIsuo) oJIquIp ajse uy 
"sopidesodosep Á soppursaso SP] ap salbI|1uo, so] D Á DIDUAJOIA SP SDUILPIA SD] D UQIDIA) 
-01d ap sajoBa] soyub.ID6B so] sopa; p Á pisa o] p osexn je ue ¡pBa¡ oAodb ¡a IDZHYUDIDE) 


NOIDVaNIWO93Y 


£008 


£00Z 


£00€ 


qe 


qe) 


¡qe 


qe) 


ONVIYO 


"oNypnyiu) ap 
u9/Do¡siBa] p] » aunojuos ajqrund ojijep ouwoo Á ¡puorpuJajul OYdaJap ¡ep oDIDu je ue 
“SOUDUINY SOYOSISP SP UONDJOIA PUN Sa OJaUSB [a US DPHspHg bruajola bp] anb ja uppuaud 
-u1O) soyru Á saselnuu “seuquioy anb 1nunBaso prod “opunBas Á ¿oyseJap ase pnd u9190a) 
-01d 1098NQ Sp DISUDU D| aqos Á pIduajola ap sojuaxe nyse p OYdaJep ns aqos zeJpny 
popa!) ap sesalnu so] p 1punojur und “oseultid “asoq pIjdwo sp uonnbonpa Á soyoajap 
ap sbubdum) pOIPDIA p| PD IDAS|| Á IDUSSIP OPUBINIOIA |1AID POpanos | uO) 1ploqpa] 


"sopipauu 
$Dse Sp DIDODYS D| JDN|DAS Á 'D|IDjuayus DIDA sPpipau so] ap uonoordo | Á oyssip ja 
JoJolaw ap uy D 'zeJpnf popn:) us selnuu b| pUO9 PPUAJO!A D| ap sonuendasuo) so] Á 
SDUDI]D [9 8IGOS IDUIJOJUI A IJUSUINIOP DADA SOJDP AP UOIND|IdOd3A SP SDUISSIS JD IOQD]|3 


"PAPNPouda, pnos ap soniaJas 
ajuew|pbrdadse “sonIaJas sose ap soLImnAsa so| pbd soniaas Á OJUaIuIDjoY “DIDUajolA DJ 
ap uonusasid aqos uoINpuoju! 1ouonIodoud Á “pn|ps ap soniales ap sano o selnu o] 
DAJUO) PIDUAJOIA D| a.QOS seuOjul ap uonbJoquja p| Á o.siBar ja “u9nNdajep Dn] anJolayy 


"SOIDIAJOS SOSA AP UOIDOISA 
D] bIDA sOLIPSOISU SOPUOJ SO] ADUBISO Á 'saypuIBanul SOUOZ US SOUIUIDO SP UOIDDUSLUIADO 
“apnodsup.] ¡p opedse. uo) popunbBas “popuinBas ap soBsar uo) sopo¡noura opo;sa ubADy 
anb sejoulBunul spuoz Á sorbdsa us Opb1quuin|p ap so| ouO) so>1spq sonialas 1nJoleul 
ap uy je uo) “¡ppdpiunu Á |oj0¡se “|pJapaj OJIQUD ¡9 US $OZ.18N¿S SO| IDIdLUD Á ADUIPIOO) 


NOIDVaNIWO934 


268 


£007 


£00Z 


£00€ 


HdIO 


qe) 


¡qe 


qe) 


ONVIYJO 


269 


"¡PUOION¿ysULISJUl 
UOIDOAIHADA SP SOWISIUDISUI SO| SP DIODOS D| JDZHUDIDB p sajuaipuaj sooinadse 
uoonipas Á ugisiaJedos ap souusiuboau 'sounBouo. “sonjelqo sp uonoordo | uo) 
'zeJpn( popni> ue Jelnu o] o unpajo anb osausB ¡a us DPosHq pIuUajolA ap sepopIppou 
soo Á sojpursesp so| p ajua ¡pjojse pjsendsel p| ua --¡pdrniuntu Á [pjojse “puapay- 
OuJeIqob ap sajearu so] sopoj ap u9INbIOqujo) Á uonodiyabd “uoisajdu! DUajd D] 1NZLIOLI 


"PDp1]Iquauna 
¡pradsa ns pjuans ua pBuaj as souru sb] pAyuO> od asa ap pNuajola D] bp bsandse, b| ua 
anb 101Bo] Á “oJaua6 ¡a ua Dppospq PNUAOIA ap soppzbuauwb soulu bubd uoInaajold ap 
sajpinadsa sousIuboau ap popI]Iqruodsip D| JOZHUDIDB ap uy p “zeulu p| ap soydaJap so] 
ap uonoajo.d p| ap sajqosuodsa. zauÓnf popa) ap popipodmiuny o] ap Á bnybnyiys ap 
Opoys3 ¡op souJargoB soj ap Á ¡ouapay ouJaIqos) ¡ap sajaalu so] ap sapopiyua uo Joloqo.] 


"oduajolA pse ap oB1sp) ¡a 
9.QOS SOLIDUIDIA Sajprduajod Á SOLIDUILDIA “SOUIIPIA D 1DUJOJUl a “soBsa11 USJJOo seusInb 
pubd ¡pros Á ooipuin] oZodo ap sorniales aqos UOISPULIOJUI JIPUNJIP *DIDUAJOIA [DJ Sp 
SDIDUSNIASUO) SP] Á OSO) [8 aqOS ODI|Ad |p JDWOJUI 'PIDUAJOIA SP OJUSXA OSA O OYISA 
-9p [e augos porqad pbiouauo) ap uonNowoJd p| ue UOISAJIp ap sorpau so] uo) 1oloqpa] 


"SDI/IUID¿ SO] Sp Á seJalnul 
X salquioy ep sepppisedau so] » ubpuodsauo> anb opouw ap sopouasip ubas sooipqad 
soubduina so] anb 0Bo] Á 'sodiosJa¡se US SOPpSOG soDIppId Á sepniyob JDOYIPow O 
SDPDUILUDIUS SDADIDIU! US SAJQUIOY SHUI D JDJON|OAUI PD sajuapua, sopipaw 1nidopy 


NOIDVaNIWO93Y 


£00Z 


£00€ 


£00Z 


£00€ 


HOMNO [PP PUBYO 


qe) 


de) 


HdIO 


Halo 


NONE 


"DPDUOISILIO) D] a|nUO, pppiunjuodo ns ua anb so] ouo) 
ISO 'se|DUONDUJAJU! S SAJPPUOINNDU SOUSIUPBIO Á sauoINpzIUDBIO JOd spyay sauonbpusul 
-099, SH] ap ojuaruuidulno ja ua sedubAD so| ajuawooipoLiad JooIqnd 'za1nf popa) 
ua soulu Á sesalnu ap seuomiundosap Á sojpursaso so] ap o>pulBippind ospo je uy 


"sop.pau sajoj ap 
DIDDDJS D| JOZHUDIDB Á ¿DINuajola ap sozbuaubo ap ojelgo sesalnu so] ap DorBojoosd A 
Do1sy popuBajul p| ap uoIndajo.Jd ap sajprnedsa sopipatu p osa09 oJuOJd UN IDZHUDIDO) 


"ouJeIgoB ap sajoppas so] sopo, us Á jealu opo, ua seuorsmap ap uondopo n| Á 
po1qad boy od | ap uonboardo pj Á oyasip ¡a ua sarelnu so] ap uonmodiund o] ao duny 


"UONDUILIDSIP OU Á popjpnB ap sordpund 
so] ap oyuaru1¡dun> o uONuaj. PpIqep 1ojseud ap uy p 'zaupnf popa!) ap pop pdmiuny 
0 ap Á DnyonyIy) ap opoys3 ¡ep sejealu so] p poyopud | ue sozlenyse sosa soapeja 
J990y D UQIDuajD ¡prnadsa asopubjseld “porqad bojod py ap uonbordo py Á oyasip ja 
us oJeusB ap bparpedsied p| nOd.o09u! PIDA SOPDIDIUI SOZISN¿SA SO| 3SDZJOJ9J USQ9 


"ODUAJOIA DS3 IJOQUO) DIDA sOPbBajur sorBajo.yse ap uorooIjdo p] p 
A "ajuauub3o1d/99. UDZISN¿S Á UDUONDIA. as selnu O] DUO) PIDUAJOJA SP SPUIIO, SOJULSIP 
soy anb ua bsaublu pb] auqos bpouBajur uoisualduos pUN ap UOINbIOqH|a p| p UONuajo 
JOÁDUI 1091P9p 'ZaJpn[ popni5 ua souru Á saalnu ap ojpursasp ¡p seuornnjos Jmosnq |y 


NOIDVaINIWO934 


270 


810€ 


810€ 


de 


q39 


dElO, 


q39 


de 


ONVIYJO 


271 


"oJ9u9B D SPPD|NDUIA SHUONDAYOUW Sa|qrsod so] 
us¡duwajuo> anb uonoByseau! ap soau1] Á sisejodiy ap uo1oseueb n| ue sisojua ¡pnadse 
uo) 'sejelnuw Á soulu ap uonuodosep ap sospa so] ap uonoBysenu! pb] us oJsusb ap 
payoedsad | ap uOINpOd.odu! D| IOZHUDIDO [:ajuod OpDjsy ¡p Pppueruoda! aj1uo) [3] 


"sajuadsejopo 
X soulu 'soulu ap uoniubdosep D| IYpquOo> p sejuarpua, ¡ojauac) As] D| US sojsiasld 
sajusuuad seuo!IsodsIp so] OUIXPUI [O JD||OIDSAP OUIOD ISP “saejuaosajopo Á soyru “soyru 
bIDd uo aajoJd ap sajoredse sopipau 1ojdopy [:aj1bd opojsy ¡o ppuaruodas ajo) [3] 


"¡pr9osodIsd u9IDuao PPpPAdaPH PUN OPPpulIq Á zeuru o] ap soLiedas seJajur ap ordioulid 
¡e opunjedses 'soppeaxodosap spuoslad ap seJpI¡runy soyiu Á SOUIU SO] 10d SOLIDÍLIOLId 
X sooyinadse uoInuajo ap sopipeu Jedajqujs3 [:aubd opojs3 ¡p ppueruooas ajo) |3] 


"D9ZOUOIS3P as oJepo.und oÁn> sejue»sejopo Á spuru “solu so| sopoj 
ap Darpaja Á ojoIpawu! Dpanbsaq DJ] 10ZUDIDO) [:ajubd opojsy ¡p ppueruoxas aj1uo) [3] 


"UQIDUSAUO)) O] AP “| OJDJIDA “GZ O|NDYUD [a 
UO) POpIuu1OJUO) US [PUOIDDU UQIDD]SIBa] O] JOZIUOWAD D ajubd opnysy ¡> 10sul ap opyuas 
je ua (gy ojoubd “1 /09/X3W//d3)) vouiajub UOINPpuauoxal Ns DJaJIe apo) |3 


NOIDVaINIWO93Y 


SONIN A SVNIN 30 SINOMIVVAWS3I0 “9 L 


S 10€ 


S 10€ 


OUIN [3p soyosiag 
so| ap aJoo) 


OUIN ¡ep soyosalag 
so] ap 9HuOoS 


OUIN [9p soyosieg 
so| ap aJ1oo) 


AQ) 


ONVIYJO 


'Dppndapp pseubul ap soposuadulos ubas anb 
X ¡orosox1sd oJodo paaoud sa] as souuyoJa soyru Á soylu ap soI|Iuny so] o anb Á “oAD|ÍD]] 
ap osb) ¡e us ouO> “soo1qad sonmbuounj ubes sejojno sojunsaud so] anb so| ua sospa 
so] opuaÁn¡2u! “oroysal p| ajub soppas|| bas soyday sojse ap seojno sojunseud so| anb 
“palsnoyxe Á pbypadxe DJSubpu ap sopoBiyseaur ubes soyosy sojsa anb 'seuonibdosap 
A sODUISesp 'SOJUAJOlA Saj1enuI a1qos sonunuap so] JoBiysexu! bibd souru Á soul pIbd 
sajqoBiwo souwsiubosw unjsixa anb JoumBasy (9) [:0 amd opojs3 ¡o bjsul aj1uo) [3] 


"uObuIBvu py Á pzauqod bj 
“o198u96 ap popjonBisap a] “soBoup ap 09D. ¡9 *OppzIUDBIO USUILI [a “DPDUID DIDUAJOIA 
D]| UOS O| OWO) 'SOJUAJOIA SOJDD sosa ap zJD1 ap sosnb) so] ap sisiipub un opusÁnppul 
“sejpoul Á seupod sas Á souru Á soulu ap sauonindosap so] Á sojDuIsasp SO] “sPjUaJoJA 
saj/anul so] 11usasid punbd sejuaBun sopipau ouo] (q) [:o ajod opojsy ¡p ojsur ayu) 3] 


“SOYIU SP SO] ajUSuID|noy.od “souru Á soulu ap sauonLbdosap so] J0p1oqp bind 
sooynadse sopipau JImjpul aqap Aa] Djs “sOppz0y seuonibdoseag so] pAJUO) SPUOSaQ 
SD] SOPo, ap uoIDdajOJg D| bibd [pUOI>PUISJU| UQIDUSALO) D| LO) OpJaANID AP “|pyDIsa 
QUO) [PJSpay ¡aru O OJUn, SOPpoyidy ubas sojsa anb 1n.nBaso Á sPppz0j seuonindosep 
gos ¡ojeusb A37 D] Dpadxa pIaupul ap 1nqoldy (p) :o ajind opnjsy ¡o njsul apulo)) |3 


"DPDZ0¿ DISUDUI SP SOPIDaJDdosep sespplu ap souru ap uorpId 
-01db ap sOj9Mpuo) so| usuopubs anb ¡papaj ¡pued uo1no|siBa] p| Us seuo1Isodsip 1949. 


NOIDVaNIWO934 


272 


800Z 


S 10€ 


S 10€ 


[NMNO) dyprBoulod | 

US sOuIU Sp UQIDDZIIN 

o] Á ¡yuojur uO1OnsoJd 
D| 'SOUJU Sp juan DJ 
gos ¡pinads3 Jojo|ay 


de 


OUIN ¡ep soyosalag 
so] ap SHO) 


OUIN |8p soyoalag 
so] SP 9HWO7) 


OUN ¡ep soyosl9g 
so] ap SHO) 


ONVIYJO 


273 


"o¡p¡pauu! ppanbsnq ap puajsis un ajnoyo anb Á sauorbuoyul 
sb] pqia1 anb ¡p9oy oues UN ap UOINDWIAJUO) | suOdoJd ¡prdadsy JOJOjay [q “sesouauu 
ap uonunbdosep ap sospo ua ppidp. UOI9N ap sousIuDdau popI|pnj)b b| ua Ua¡sixa ON] 


popaabiB pue.yxe ns pjuan) us ubBus, anb sopoidodo 
spued ubsasid anb 'u9gnusauo) o] ap *| ojpupd “gz O|ndyuD je Us soj1IDsep soj9npuo) 
SD] “¡pjo¡sa OuI0) |pJapaj jaalu p OJUNy “sooynadse sojIjap OWO) IDIOHODU! O SHA OD 
SDIIDS9I9U SDALD|SIBa] sopipau so] ajdopo ajlbd opojsy ¡e anb ppusruicdal apo) |3 


“opb¡s3 ¡ep ajuaBo un sa JojnD ja 
OPubn) sarsnppur “sayqbsuodsa. so] p ubuonubs Á abinlus “Biyseaur a “sejub.Biu sou 
X soulu ap osnqo Á uonojojdxa “jonxas prouajola 'seuonindosep “sosandas “soppuIsasp 
J1USASId PIDA SOZION¿Sa SO] anbyisuaju] (q) [:ajund opo¡s3 ja anb ppuerooa! apro) |3] 


“opolep uby 
anb soliy a soliy ap osaunu ¡ep Á soprmalodosep Á soppursasp opis uby anb seupod soj Á 
$aJpDu1 SD] SP USIQUID] OO) ISO “soyru Á souru ap uonibdosep Á sorprorurwey opusÁnppul 


“soppulsasp auqos sopoBaBosap sojop 1npajoday (y) [:o ajund opnys3 ¡o pjsur aro) [3] 


“bUNB|p bJOWSP Uls “seupod Á sapou sas ap oulo) Iso “soprnslbdosep souu A 
souru ep ppanbsnq b ul owo) pBua; anb “1equiy DHS|y D| IDALDD DIDA SeJUa¡sIxe sOJUSIUU 
-Ipao.1d so] sopb¡sa so] ua 1o0zIuOwO Á Joyas (p) [:0 ed opoys3 ¡o o,sul aj1Luo) [3] 


NOIDVaNIWO93Y 


'soprosodosap sajub.Biuw souosed ap sospo so| band opopuasajip Á ¡proedsa anbojua 
un 0) Usjuan) “pe ap usanep anb sojuauwun.jsul so] sopinppur “ppjeuss A97 D| ap uo1 
-bjuawa¡dun pj anb 1nnBasy [:|1an popanos p| Á souuola so] ap uonodinyabd py uo) Á 
8107 lO ousep Á usBuio ap sesiod so] uo) uobadoos us “ajuod opo¡s3 ¡p Ppuaruuoda, ay1uuo> [3] 


“WJSHIOY ¡SOY — US JOYWy aJUY SOJDP Sp sespg so] 
ap uoIxeuooJajul o] Á end opo¡sy je us sopraxodosap sejubB1u souosad ap o.siBaJ ja 
DADA SOJOP SO| SOPINDUI “[PAUS) PILISUUY SP SO] ajusuuppdnuid *sopo.onjoru! sesiod spuu 
-9p so] Á ajubd opnysy 9 aqua ajubas|a. UOISPULIOJU! D| PPOJ ap orquunaJajur [169 ja 10.180] 
DADA SOZIJANISO SO] IDIQOP3y [: 1D pppandos | Á souIpIa so] ap uonmodinyabd | uo) Á 
8107 q319 ouysap Á uaBio ap sesipd so] uo) uonbadoo) us “aj1bd Opoys3 ¡o ppuaruuoda, ajo) |3] 


ONV eNVOLO) NOIDVINIWO9I3Y 


SINVIDIW SVNOS43d 30 SINOIMIAVIVSIO "ZL 


'onueBaus ap SOPDUD|| 11qI98J sepod p.upd “DIP [ap soJOy yz so] papado 
ese pau; ose anb usIquuD; ppusloday “popipppuepyuo) pjajduloo spu p| uo) sejou 
-9uu SO] D DIduajsisp Jadeo Á sopialndosap O sejouau ap 0)1DJJ ap sospo JDINunuap 


ÍNNO) DpIBousod 
ol uS soul ap 
u0/90Z1/4N D| Á [yunjul 


vONHISOIA D| “sOYIU X ¡ounojur pIBd saubBn| so] sopo, ua ajqiseddo Á ¡puonpu ¡eau p oInjI6 paul] pun 
Sp DJUSA D| egos Jbjuo) OAIisod Ánu pres anb D|¡puas X saJouaul ap sonunusp ap sodl OPOy 11quaJ pibd 
8007 ¡pldads3 JojoJay ¡prapay OJ1ysIg ¡a ua ojInÍo1B ouoyaja; ¡ap ojuaIuInajqujsa ja DON¡sap ¡prneds3 Jojojay |3 


ONV ONVIIO NOIDVaNIWO934 


y 
o] 
N 


810€ 


dElO, 


q39 


¡EO) 


NONE 


275 


"POpI¡puy Ns 10ZHUDIDB pupd 
buydo pas anb uonbInp PUN UO) SPLIPUDUINY SDSIA ap UOINIpadxe [189 D] “uy ¡04 band 
opuaÁnpu! 'uonoByseau! e ppanbsnq bp] ua sejunjuaseudas sas Á SDUILDIA SD] ap U9INodAIa 
-HHDd PPONISPD DJ JOZHUDIDO) [:|1AID POpanos D| Á SPLUHOJA SO] SP UONPANYAINA p| UOD Á 
ouysap Á uaBuo ap sesipd so] uo) uonbadoo) us “aj1nd Opoys3 ¡p ppuaruoda, ajo) |3] 


UQIDDIBIN SP [PUONDN OJN¿ysu] ¡a Á sSoUDUINy 
soy9a9 SP [PUONPN UQISILIOS D] “SOWIPIA SO] PD UONUAY ap baljnoaly UDISILO>) DJ 
USIQUID] sOpInppur “ojuslubuonunj usnq ms PIPA spLIbsadau SEUOIOAPSUI SD| SOPO] ap 
uonoByseaul e ppanbsnq ap ounorxau JoLJapxa OÁOdb ap ousIUDdayy ¡a Us UOIDDUIPIOOD 
X uONodNyJbd D| JOZJUDIDO) [:|1AD ppparos p| Á sOuIpIA so] ap uonobdinibd | uo) Á 
ousap Á usBuio ap sesiod so] uo) uobJadoos us “ajuod opo¡sy ¡p Ppuartuoda, ay1uo>) [3] 


'sejuDAgja. sasiod so] ua ajubd opos ep 
sauonojuesalde so] ua OPppz1¡oredsa ¡puosied ap ajuaupulad Á poynadse uoINbubBiso 
9 opuaÁnppu! 'uonoByseaur a ppanbsnq ap ouborxau JoLejxe OXodp ap ouustunoayy o Á 
sajub.Biu spuosed pubd soJIJep ap uonPBiyseau! ap pppIu[) D| ap “sajuarns sajpLIeyow 
sos1n8J Á Oauop! ¡puosisd ap uoojop Á sojuerubsu!] ap uondopo .| uo) “ojusruou 
-OPUN] OALDSJO [9 JOZHUDIDO) [:|1AD popanos p| Á souIolA so] ap uonodinyabd p| uo) Á 
ouysap Á uaBio ap sesipd so] uo) uonbadoo) us “aj1nd Opoys3 ¡o ppuaruoda, ajo) |3] 


NOIDVaNIWO93Y 


LL0c 


ZLOc 


saJo!| uy sns ap Á 
sonJO¡pJBIy selopoloqp.] 
so| Sopo| ap soyaalag 
so] ap uO/DoajoJJ 
D| pIOd apo) 


sa/D!|1uDy sas ap Á 
sonojoByy seropoloqo.] 
so| SOpo| ap soyoalag 
so] ap uO/9oajoJJ 
D| pJOd apo) 


salD/|.woy sas ap Á 
sONOJDIBIyy selopoloqo!] 
so] SOpo] ap soyosiag 
so| ap uO!99eloJJ 
D| pJOd apo) 


sarD!|1uDy sas ap Á 
soLJO¡DJBIyy seropoloqp.] 
so] SOpo| ap soyosiag 
so| ap uo /99ajoJJ 
D| pJOd apo) 


ONVIYJO 


"DLIOJDABIUU UQID 
-9z110/n631 p| ap pop1]iqisod py ubÁn¡aur anb “oubp ap ¡prBajur uorobumdes Á uonyeda, 
ou 'sOyd3JAp ap UOIDN¿YSAA SP SAJPUOIMSULISJUI SEUD[A SP SPADA O OPuaÁnppuI “sOUIIO!A, 
ap ¡puauao) Aa] D| UO) pppiuojuo) ap ¡buBajur uoIDbande! p| DÁ ¡pros pIDuajsIsp ap 


sDpIpau so] p osad9o “osedod opiqep un ap soyubIoB so] soyubioo [:s anb ajuod 
opoys3 je añun a “(9z babd “Z/OD/XIW/D/MWD) VONDpuawoda, ns DaJ1aJ ajIuIo) 3] 


"DI/IU1D¿ O] Á DUILPIA D]| D OJUSILIIDADSS O/Á UONDAAS, DP] “uONojedo ap pop] iqisod 
“sajoseo1d sapop1|1)oy “ossusB sp anbojua un apsep sojsinaua “¡pnprarpur usubxe un 
p soyeJep “uonojeldeju! ep sonialas “psuajep | piBd ppnAb apulig [:as anb ajand 
opojsy ¡a aBun a “(9z ba9d “Z/OD)/XIW/D/MWD) VoOnNPpuauoxal ns paja apulo) |3] 


"DALpaje ¡pBa] pIDUAJSIso Á a]qrsed9o UOINpuOjul 
uO) UOIDADAS/ D| PD 0S8922D [9 appinoj Á 'soyoaJap ap seuonojola sojunsaid Á sausuILio 
ap ojuenunouo) pBus, opubna ajuswbjoipawu! uonoByseaur py alu [:es anb ajund 
opoys3 je aBun a “(9z babd “Z/OD/XIW/D/MWD) VONDpuawoda, ns DaJIaJ ajIuIo) 3] 


"01016 Á ajduu1s osaooD ja JninBaso 
X “uopuruLnsip Ou py Us PPbsbq bas porprin] piduajsiso py anb aja [:as anb ajuod 
opojs3 ¡e aBun a “(9z pub “Z/O0)/XIW/D2/MWD) VONPpuauoxal ns paja apulo) [3] 


NOIDVaNIWO933 


276 


ZL0c 


ZLOc 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sono¡oJBiyy 
sejopoloqp,] so| 
sopo| ap soyoalag 
so] ap uO/998JoJJ 
NS) 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sotoJo1BIyy 
sejopoloqp.] so| 
sopo| ap soyaalag 
so] ap UO/9981oJJ 
D| PIDA SJuOo) 


S9JD!|!WDF 
sns ap Á sonopoIBiyy 
sejopoloqp,] so| 
sopo| ap soyoalag 
so] ap uO/9o8JoJJ 
D| PIDA SOS) 


SaJD/|LDF sns ap Á 
sonojoByy seropoloqo.] 
so] SOpo| ap soyosiag 
so] ap uO/99ajoJd 
D| pIOd apo) 


ONVIYJO 


277 


"sajpnos seuonbzIubBo so] uo) u9nbuedoo) ua “sajprosox1sd 
K sooIpaul soniaJes OpusÁnp9u1 “spIDUNÍSUNDAI) SNS D sejqisuas Á soppidoudo so1niaJes so] 
O sOpyueJ Á SOPooyyusp1 UDas soul so] anb soyubioo [:enb p ajind opnys3 ja anb 


eBun owstuIso Á (6z “BABA "ZOD/XIW/D/MWD) Voropuauloss ns pajral apo) 3] 


"sosa sns ap DUBIP UOIDN¿YSa. D| Á LOIDDOYHUSPI D| “UOIDUINYXS D| US “ojuaILuIDa]|py 
ap ospo ua 'A sopiosubdosep spuosied so] ap uobiaqi Á UOIDDZIJpDO| “Ppanbsag DJ] 
US OUIO) ISP “SOPDZIO, saUONLIALDSAP OpusÁnpdu1 “seaDIB soap ap souIpIA sajub Bru 
spuosuad sp] D Iysisp DADA “ouLsap Á uaBLiO ap sesiod so] ap soburdiosipnuu sodn16 A 
sojladxa ap seuoIsIulo) u0) pAIpaje uONbadoo) n| anBasy [:anb p ajund opays3 je anb 


eBin ouusiuso Á “(6z “bI9A "“ZOD/XIW/D/MWD) Vorbpuauodas ns pajas apuro) [3] 


“aj1bd opbjse jap sopp¡nsuo) Á sopoloqua us 
sajusupued sepppiun ap u9I9Da.J) D| ap seba, p opusÁnjdu1 oseno.Jd ¡e ua usdinyuod A 
“SauOIDOBIYSSAU! SD] 9.OS UOIDDULIOJU! 9 SA|DJDIS9 SADISPAJ SAUOIDN¿HSUI SD] D |1Dp4 OSEDID 
ubBua, sauD1| un, sas Á sayub.Biu souos.ad so] anb opubunBaso “p3119LuDo.Jue) ap sesiod 
sajUSJajIp SO] US [9WIVW [ep Uorojuawa¡duir D] 10zyubDo [:anb o ad opojsy ¡e anb 
eBun owsturso Á (6z “BABA 'ZOD/XIW/D/MWD) Vorbpuauloss ns pejlal apo) 3] 


"sajubB1u spuos.ed pAJuOD soyoaJap ap 
sauonojola sojunsald Á sausuIio ep ojusIunouo) unBue; OPubna ONO ap sauonoBijsea 
-Ul USIDIUI SA|DJDSS SOPDZIPIDAdSa SHI|DISIJ SO Á YO4 P| 2P WAQIN P| NO [:as anb ajand 
opojsy ¡e aBun a “[9z Dub “Z/O0)/XIW/D/MWO) VONPpuauoxal ns paja apulo) [3] 


NOIDVaINIWO934 


E L0c 


S 10€ 


HdIO 


q39 


HdIO 


sa/D!|1uDy sas ap Á 
sonJO¡DJBIyy seropoloqp.] 
so] SOpo| ap soyosiag 
so| ap uO/999ajoJJ 
D| pJOd apo) 


ONVIYJO 


"SAUNUO) SOSOJ O SOPpIAUS OpIS UDADY PÁ anb soysau so] uOINDAQUUI seIMb|pn) ap JaBay 
-0Jg [:sopooyyusp! ou sojse Á sSoppz1p90| ou “sopnalbdosap sajubiB ilu ap Diiajpul uy] 


"soprelbdosap spuosiad soy ap ppanbsnq Á seuonoBijseau! 
so] ap Jodind Á UOIDDUO¿Ul JSUSJgo ap Dalpaja popiyiqisod o] ubBuaj “uppisaes anb 
¡e ua 10Bn| ¡ap ajuawajuarpuedapur “sopalbdosap spuosiad so] ap sopoBajp so] anb (> 

X “WaJIOYY JSOJ - WAJIOW 

ajUy SOJPG ap asog p] pb uonouBayur ns Á aj 10 ajuD UOIDPLUJOJU! Sp OJuaILUDASJa, ja (q 
“UOINJ1Jse1 Á UONDIYHUSPI 

ns “so¡sa as.D|¡py ap osbo us 'Á soprnelbdosep sejub. Bru souos.ad so] ap ppanbsnq n] (p 
:JOZHUDADB DISQap DISysal p| pb osado Á ppanbsnaqg ap ¡puoIDpusub.A OLUSIUISUI 

¡e “ouustulisy “seJosuejap Á soBiysej “sopiad “sejubIounuap so| p ajuawoponapo 19Bajoud 
K !sayqosuodsa, so| p ajuawpued 11mBasuad “sajubBiu ap seuonindosap so] JoBiyseaul a 
JJUSASIA D SDAIUI UO) SOZJSNYSO SNS JD|GOPA “|1A1D pDpardos o] Á SOUIDIA SO] ap u9INodI 
-J0d by uo» Á ouysap Á usBuuo ap sasipd so¡ uo» uonbuadoo) ue “puieqap ajubd opojsy |3 


ODIX9yy Ua DUDUINY PDPI|IAOU D] 
ap ojxajuo) ¡e ua spuos.ad sp.yo Á sajub.BIu so| ap soubuN y soydalag auoyu] ja ua spp 
-D|NWO¿ SE8UOINPpuauoxa. ap ojunluo> ja dun) [:sajub.Biu souosied so] p opadsey] 


"SDLIDHUDUINY SAUOZDA JOA UOINDZLID|NBS. D| DP OSaDon 
upBua; sausuo sose ap saejuaralasgos so] anb 10zyub.IDo [:anb po ajubd opojsy je anb 


eBin ouusiuso Á “(6z “bI9A "ZOD/XIW/D/MWD) Vorbpuauodas ns bajas apro) [3] 


NOIDVaINIWO934 


278 


e L0c 


O) 


279 


"popunBas ap soyubIoB sopiqsp sb| uo) uejuen> uonoByseau! D] 
us uedinyubd anb souos.ed soy anb Á “pprubdu! e ajuaipuadapur “dpponsspo pueubul ap 
sauounj sas 10ueduesap pIDd solnsessu sejpLapul Á SOUPUINY SOSINDAA SO| UOD aJuan) 
DIDuDÍsur osa anb asuomBaso preqeg “sajub.Biw so] DAJUOD UONPUILILIDSIP Á DIDUSJOJA 
0] IOQuIOD Á sueasid p SOPIBLIp soDIJqad sooyiod sp uoIDonjsuo) p| Ua PLIIMQIJUOD 
JOLISJUD 07 “AID pDpanos pb] ap ajuod Jod sopbj¡nse. so] ap osojuow un pjapiued Á 
sa|qoyuo) so>ysipo¡sa oseusb 'sajubBitu ap Jas uesaipnd anb sopooyyuspi ou sojsas Á 
SeJSADpD) ap uOnDayyusp! o] us Á sopreubdosap sejubiB iv ap ppanbsnq Dj] ua IDJOqo| 
-0) “UOIDPBLSSAUI a LOIDUAD NS DIOA OUAUIQUA, [3 JDZI|DIOJ “PAID SPUOP D JSQUs “soyo 
aus “seJDI¡1uoj sas Á sajub.Biul so] D Diiuled odi ajsa ap DIDUD¡SUI DU) “SAADI|IUUDJ 
sns Á SOWIHOJA SD] D ¡pIBajur UOIDUAJO JOPULIQ SSP USIQUID] DIDUDÍSUL DÍsa “zan ns y 
"SajuDBIYWy SO| DUO) DIDUAJOLA SP SOH|SG SO] Dubd [pIdadsy D1|p)s1J PUN 19S PLIPOA OO) 
[94 'sajubiB1u ap p.uo) ua soubuIny soyoaep sans p seuonojola Á sojIjap so] ap ¡puad 
uONoBysaaul D] sp anfunoue as anb ¡papa jealu o DpozIppiadse prUbsul PUN 1091) 


"SOWIIPIA SD| ap UObuINdas | apuauduo) UsIquuo, UOINPPpuauIoda! sy “soyday 
sosa ap pIDuaImdO D| ap ojusruInouo) UNBua sounoIxaw sapppuiojno soy anb zan pun 
sajoo¡sa sajuaBo sopou9njonu! 1njse uDpand o upyse opubn) ajueuonedse “spuosiad 
Sp DO “opUuISasp “PPPZIOJ UONLULbADSEP “Osanses OuIO) sajo; sojIjap ap sajonpajajul 
9 SOJDIIS/DU SeJOJND so] sopo, ap oBisoo ¡pnjuara Á ojuanuoninlua “obinidbo “uonnnas 
-J9d D| PD Á pDbpuaA D] ap uoOnburuejep p| p Ppojuenlo Á sajqruodsip sejoBaj sorpauu so] 
sopoy Jod parpaja Á ¡opJodur “olas UOIDDBILSSAUI PUN UOID|IP UlS Á ONHJO x9 1DIO1U| 


NOIDVaNIWO93Y 


LLO€ 


E L0c 


eroz 


e L0c 


ANOHOLO 


00) 


¡qe 


qe) 


¡qe 


qe) 


ONVIYO 


"(S0pbz.0j sauonDLIbdosap OLO) as10)11]09 UBLIPOd sajpn) so] ap soun6jp) 
sajubBiuw ep osensas ¡pb U9Ibje US HONDO DP] 10d sopyiule sauuojul so] Ue sppruajuo) 
SaUO!DPPU3uIOoJ9, SD| SOPO, POp3A3.1q 0] D 10juawa¡dui ppuaruoda. oloqu.] ap odnio) |3 


[ooixawy ap ousargos) ja opuso by anb osiuuoJduo) UN sa sopI> 
-aJodbsap souosed ap poypusqold | p uoIuajp 17] “ojdedo as :opojsy ap bjsendsay] 
'[pbBanoN) odn.6 ajse p.yuo) sojijap so] 1puonubs Á 1Jusasud IDA SAPPPLIOND SP] SPPOJ 
ap uombedoo) py sanouloJd Á “soprelmdosap sejubibiu ap sojop ap asoq pun baso 


"s8UNuIO) 
sDsOj P sopbiaue O sopbula) UDaS SOJIWIS US Usdaupued uno anb sojsas so] anb 
JDHIAJ [:sopooyyuep! Ou sojsas Á SOPpz1]090] OU 'sopidauodosep sejub Bit ap Ditejpu uy] 


"SOPoOYIUSpI OU sosa so] usaJaseud as “sejub Bru seqby uDLIpod 
enb uejpues sapopiim¡noyabd sas od anb 'sessappoo o/A sojses ap soBzo|¡py ap sospo 
uy [:sopooyyuep! ou sojses Á SOPpzI|pDO0| OU 'sopioeJodosep sejubiBiw ap Dust uy] 


"sopruf) sopo¡s3 ajuseuppdpunid “ouysep ap sasipd so] Á bo1J9uIDoyus> ue usBiuo 
ap sesipd so| uo) Á UOIDDIAPAJ D]| “SPAYDIAPAJ SOPDPHUS SD] SOPOJ a34US SOPPUIPIOOO ADjsa 
USQSp SOLUsIUDISU SOJSJ “PDJ18Q!| D| Sp UOIDDALId ap puoj sanmbjon) oloq o sopo.ysen) 
-95 'SOPDZI|PDO| OU “sopidalbdosap sejubiB iu ap ppanbsnq ap sousiuboau 1ojuewa¡duu] 


"DPpZI0J UQIO 
-LOdbsap OuO) soyoay sojse JDBIseAu! UOIDOBISSAUI AP SOSUI| SO| AP OJUAP 1DISPISUOD 
aqep as “sajopo¡se sejuaBb soppb|n>ula opnoyse ubIIqby anb so| ua sajubiBiu ap pojaq| 
D| SP UOISDALIO SP $OSPI SOSOJSUINU SP DIDUAJSIXO D| 9.OS UONDULIOJUI D| OPUDSPISUO) 


NOIDVaINIWO934 


280 


281 


*,PIONs DJJSNB,, ap oponed jap pp 
510€ SES) -Z0J uonundosap 9P SOUIJDIA SO] SP SSDI|IID] SO| SP POPISA D] P OYIAIAP [9 J9IDJSHDG 


"PDpuaA b] p oydaJap 
[ep UOIDOnysIjoS | UaIquio; ubDÁn ¡pur anb soppaul 10) pOLIOSIY DPNAP bysa ADp|DS JOd sOZ 
-18NyS9 J89DY SQSP OPDIsy [3 *,PIDNS DAMSNB,, SP OpoLiad [ap soppzoj seuomibdosep so] 
510Z Ola) SP SDUIHOJA SO] DADA SPALJDJSIUJUIPD seuonDoIbda, ap ¡onadsa bubiBold un anjuaua¡dul] 


DIONS DANI) O] SP pdOda 
D| SJUDINP SOPISLIO) SOYDSY SO] JIDUONUDS Á 1899.D/958 “1OBISSAU| “SOUPUINY SOYDaJap 
S10Z Halo SO| D SOUONDJOIA SSADIB SH] a21qOS SOJUSN) IIPual ap pOLIOJSIY POPI Iqosuodse | Aruunsy 


"SDI/IUID¿ SO] SP PPOZUDAD popa bp] Á opuunosos 
odus! ¡ep UuOzbD1 ua popiiaje> uo» uajueue¡dul e usuesip as Á soubuIny soyaJep ap 
sauonoziubBo “sejunjueseudas sas Á souIpa ap uomodioyubd Á pÍsuo) pb] aunBaso as 
¡pp1Bajur uonbubndas ap somjDsIuupo saub¡d soj ua anb 10zuDIDO) [:ajlnd opnys3 ¡o 


8107 0) ppua/uo9aJ K lee ojpIDd *1/09/XIW//039) UOIDDPUSUIOIAI NS PAIS DJLUIOS) 13] 


"sopnaubdosep souosiad ap saubI| un, so] ap balpaja uonNbdiNyand | O) 
ooynadse ppanbsnq ap ousiuboatu un ap uoouawa¡dur a 91908.) | ajubIpau sopa 
-aJodbsap spuosiad so ap papaja Á DjpIpswu! Dpanbsnq DJ] JOZHUDIDO) [:ajlbd opnys3 
8107 aÍ19 ¡9 Ppuaruosa. Klee ojpJIDd *1/09/X3W//039) vonbpuauoaa1 ns pajas apo) 3] 


ONV ONVIYJO NOIDVaINIWO913Y 


aVINS VIYIND, OWOI OUMONOS OJO Id 14 IANVINA SVALLIWOD SVAWVZ4AOW4 SINONIAVAWSIA "81 


S 10€ 


delo: 


q39 


dES 


q39 


ONVIYJO 


"oJauaB ap seuosen) p ajqisuas bas 

X UOIDDJIQDYa, ns pod sorpauu so] pÁN|au1 anb 'pponapo uonbubdas unqual “HAND DJ] 
JOA SOPPIOQOLIO) SOSDI SO| OD OU O USUOIO|S! as “SDULDIA SD] SOPOJ AND ADZHUDADO) (p 
[ :0 sou uo) sOZ.Ian¿sa sas ADOYIsuSJUl DIJSGSP ajlod opoys3 |3] 


“OPLIINDO O| ap Opaedsas PDp.SA D| D OYSJap [9 JOZIUDIDO) (9 
[ :0 SOU UO) SOZ.JSNISO SNS ADOISUSUI DLISQSP AIDA OPOys3 [3] 


SOpO] D aAJqIsod pppaAa1q JOÁDUI PD] O “1ODHIJUIPI OJUSIUIDA||DJ IP OSI US Á “1OZINDIO: 
[DEE Panero | uapI ojua1uIda||py ap !1p907 (q 
[ :0 so11u UO) SOZISNISA SNS ADOYISUSJUI DLISGOP ajiod opo4s3 [3] 


“opolled asa ajub.MP PPOZ.IOy UONLIALSSP P SPPIauuos opis ussarqny anb souosued so] 


/SOpDD SNS SP PDP3ADAB n] UO) 
pppIuJOJuO) ap soppuonubs “seyqod|n> sopbunpap as ap “A soponinlua saJojno sojuns 
-2.:d sO| Á DJOUSP UIS SOPPBIsSAUI UDAS DIAS DIJSNB,, OLOI OPIDOLO) OPoLIad | ayuDINp 
sopoyed.iad opis ueseqny anb pppz10, uonLubdosap ap sospoa so] sopoj anb 1nnBasy (p 

[ :0 so11u UO) sOZI9N¿Sa SAS ADOYISUSJUI DIJSGSP ad opoys3 |3] 


NOIDVaNIWO93Y 


282 


LLO€ 


v1OZ 


ANOHOLO 


SDLIDIIQ 


"sejp! 


Sauola! 


NANO) 


DO SDI 
arpnlosy 
noele a 


¡plidads3 Jojo 


SDLIDIQ 


'sajol 


Sseuolo 


ANO) 


DO SDI 
arpnlosy 


¡plidads3 Jojo 


DUINS 
x9 
qos 
ay 


puns 
x9 


noela alqos 


94 


[NNO] sejubpoiBaqg 
O souDuINyu “sajenio) 


spuag O SOJpI] SOYO 
Á pino] 0] ap 
Uu01saN>) D| alqos 
¡plidads3 Joojay 


NANO 


283 


"oDI¡qod ¡p osa03o ousjd ns 10ZHuUDIDB Á ¿J4SOW34 P| 40d sopiquoas 
SOJUSuINdop SO] SOPo, ap UQIDDIAN D| JSDAIDJOSA “JOG D| SP [PIDO qam ol1s ja ua oj1no 
-009 Á 44SOW34 DP] 40d opooqoje auojul je apuny¡p ppueruoos. olbqp.] ap odnao) |3 


"PDpu8A D| SP UQISILUO) D] AP 
$O.JquIaIu so] ap “souauu ¡b o ¡puauaB ua DIUDPDPAI) D| ap uONIsods1p p asiauod pluaqap 
pDIDNS DIANA) D] US LONJA Ínpoud as anb sauonnoala so| p papas pOqnday b| ap ¡puauso) 
DLIMPDAINDO4 D| JOd Hpo|idoda. UOIDDJUSUINIOP 07] “OPijauo) ns ojixa uo) Aduna ppend 
anb pund onmsessu oÁodb ja OPoy 1Iq1DaJ DLISqep oJa.L1ano) ap pop.aA D| ap UOIsILuO> p7 


'Dppndapo 
uONoIoOde DUN JIQIS1 UDLISQSP SaD1|1uIoj sas Á SDUILDIA SO] Á SOPpBiysp) Jas UDLISGSp 
sayqosuodsal so] 'sopoBzn! Á soppsado.ld '“sopoBysaaul ajusuopiqap Jas UDLISqep png 
DJ198N£) PPDUID|| D| ajUDINP sPPyauwo) sasbsow soy Á sejpnipaloyxe seuomnoale sn7 


"DINJJOJ O] UOJDJIOd34 O LOIDJIAD 
ou O “ajusunpo!jdxa O DJID94 UOJSHUISUO) “UOJDUSPIO SsHUSIMb D OUIOI SAJDLISDL SAJOJNO 
so| D OJUD; “OJI¡9p [ap popLiaaas b] p sap.oop seuonubs uo) “anByspo Á anBijseaur as anb 
X 'ajUSuIDAlD.JSIUJUIpo OO) ¡puad ojun; sopoBiyspo Á soppsedold ubas sejqosuodsa. 
soy anb X soalsnbyxe Á sejuaipuadapu: “sejpnibdu! seuonobByseaur “DIAS PLIANK D] 
ap sajuaipuad soseons so] opusÁnppul “sajoj ouo> ajusubjuold sopoBiyseaul ubas sojp.1] 
so¡pu Á DINJIO| SP SPNUDISUI SH] SHOPoy anb ununBasy [:seuonoBiseau! so] p opedsey] 


NOIDVaNIWO93Y 


OLOg 


LLOC 


ANO1H0LO 


ANOHOLO 


ANO14019 


ONVIYO 


"soupuIny soyoeJap 
Sp SAJPUONDUJAJU! SOJUSUINYSUI SO| US SULYAP SS OUIOD PJ “PPLZI0, UOLINADSAP SP Op|Sp 
je AImppur D soul 0D “|pjojse OuIO) |piapaj jan p ojun; “¡pueg OBIPO) ja JDpuawua 
9qap and opojs3 [y “soubuny soyosep so| ap seuorpjola sejoj b ajuay Jesby pubd 
[pnadsy D1|D)SIJ D| 1993|qpjs8 D JSAJOA ASP “ul ajse 10) “bppnaspo Á psa] uonbubda, 
DUN UDQIDSI SOJDI[IUIDÍ SAS O SDUIDIA SO] anb Á 'soppuonubs “oso ns ua “A ppysal | 
ajuD sopDAa|| bas sayqosuodsas so] anb "sopoBseaur opuars ubBis “png PSN DPpw 
-D|| D| SJUDANP SOPIauOD SH] SOPINIDUI “sOUDUINY SOYISAP SO| AP SAUONDIOJA SSADIB ap 
$0SD) SO| SOpoj anb 10ZHyUDIDB pIDd sopipauu! sopipaw Jnjdopo sqep ajubd opos |3 


"PING PLIANO),, 
D| SJUDINP SPPSulo) spppzIOj sauomundosap ap seuonmoBissau! so| ap popinuyuoo 
0] bd OALDaJa OLWSIUDOSU UN ap OJusIuInna|qpise je ppuaruose. olbqp.] ap odnao) |3 


"1007/97 UONNDpuawoday D| ap UO/ISDIOQD|S D| AP OALOL 
U09 HON) D| Ua p.uGO anb uo npuJoyul p| PD Op.an)o ap DPozIOj UONLINADSAP SP sopD ua 


uo1odidybd anb spuosied sb] ap sauquiou so] Injsasp ppueruoos1 oloqb.] ap odnio |3 


'UONDDN D| AP ¡puduaz) 
OAIYDY [9 Us sa]qruods¡p usuandua as uaIquub; sojsa anb bind ¡ornedsy DIjposIy o] ap Á 
popunBas ap [papay U91998.1g DJUYXa D| SP SOALOID SO SOPOJ HD OsaBu1 ja 1DZIDUIASIS 
K ooIqod ¡ep 0sa03D 31q1| 2 OPUPdZUDIDÉ UONDN D| AP |PJSUSL) OALOIY [O YNIOIS DP] 
Sp ,DIONS DISNO), D| SP SSADJI|ILU SOALOID SO] JS¡SUDA Dpuaroda4 oloqp.] ap odn.o |3 


NOIDVaANIWO934 


284 


£002 


6002 


600€ 


BOINA prnIcno 


HQ e eeS 


Hal suo) 


ONVIYJO 


285 


"OUDP [ep ¡p.Bajur u9InNbIbda, 
p]¡ Á oposod jap soubuny soydaJap so] p sauoIdojola sp] ap OJusIuIIdaJD|ose [a IOZHUDA 
-D6 A oposod fep sauauut so| ap uonoBiysenu! ap sajonjoo souIsIunoaul so] J9da|pj10y 


(bo1Bj9g) poprunduur py py uos Opubyon] pysa as anb ap ajuandoja ¡pues 
DUN SSJDI|ILIO¿ SAS Á SOUILOJA SD| PD OPUDP “1D|1UUIS D!|09S Y DUN ADJ) O OPpsod ap soo1jod 
K sejp1Idos sOJUaIuIIAouu D.IJUOD SOPIJSLUO) SOJISp so] buod [pIdadsy DI|pOSIJ D| J3d3|qpIs9y 


"ouajuag ajuaseld | SP DEE D SEE SOJDJIDA 
so| ap SOUILIS SO| US “sajpj1ouI sojsel sns ap “osp) ns ua “0 ODaYODJ DJ|IPoy opuasoy 
JOUS [9 DJDIPauu! UOIDDZ1|pIO| b| Á DAYDaje ppanbsnq b| O) AJPNUYUOD PISqap opnoys3 |3 


"oua¡uag ajuaseud D| Sp ye 
D 6z€ SojpIDd so] ap sourwaj so] ue 'paaeud Aa] p] anb somuanasuo) Á seuonnuns so] 
aUSuIDAIpaje 1091¡do Á sajpuad sappp1]iqosuodse sejusipuodsa.JO) So] ADUIUISSp PIDA 
“oD8YI4 D||IPoy Opuasoy Joyas ap DpbzOy UONubdosap Jonaejsod Á uOINuajap p| UO) 
uOINPa/ ua usb enb sajpuad sosadoud so| “ospa ns ua “A UOIDOBISSAU! D| AJQDUOZDA 
ozo¡d un ap oyuap Á brousBipip DpIqep D| UO) “ajuauuzooya IIMPuO) pISqap opoysy |3 


NOIDVaANIWO93Y 


9107 dEl) UO/IDUAfSp D| aJUDINP SODIPALU SOYUDADO) [US PBIseaul o] s1qos seuonppuauosay] 

sa[pUONDUJAJUl 

9107 OELS) sebpupyse P soppnospp soipalu seuuoyu] [uooBiseau! b| aJqos sauoroppusuoxay] 

"UONUSALO) D| AP | | O|NDIYD ¡a US OysendsIp o] O) PPpILOJUO) ap “oLIoJOBo.Jajul a 

6L0z 1vD UO/IDUAJSp ap sojuaruIIpadoud so| ap oDypuajs!Is USUIDXS [9 ID0ZHUDADB aqep ajiod opojsy |3 
ONV ONVIIJO NO/DVINIWOI4 

TVNOS43d 0V14391 W1 V OHI3430 “61 

"DLIDUIPIO |IAID 

uo1noIpsun| pb] ap pruajaduloo ap Jas uSqep “soubuINy soyos ap so| ap saab. sauo!oojola 

uSÁnyysuo) oposod ja us seopI¡ru 10d SOPIeulo) soppz1oj sauonibdosap so] anb opop 

“spuwepy  “Ib¡nuse eqap es anb ¡pinos uonbdibd sp od: oo p UbDpnAD oDIxeyy 

US POYPID0USP DuINIdD SP seUOnIpuo) so] “¡pripal osuna unBuru ap sepop!|iqisod 

uls UDJUSNDUA as Á sopluajep UDNUUO) AND “D||POG SOJIIjay Á OUIY) DADA OPuDuay 

ÍMNO) dLowIqpy ap sosp) so| ou) sayo, sauoruido opyiuwe py olbqp.] ap odn:c) asa anb us sosno so] 

vOpuUaJeg D] a1gos sopInpur “soo Á sajp1dos sojua/LuIAoul ap OJxajuo) ja ua spuosiad ap SDLIDIQUO SauOI) 

ZOOZ oloqp!| sp odnio) -uejep opiqby by anb ua oposod jep sosnqo ap sosba so| pArsuapxa DJSUDUI SP IDSIASY 
ONV ONVIOJO NOIDVUINIWOI4 


5 
es 
AN 


S 10€ 


ANO1HOLO 


ANO1HOLO 


dolo 


d01119 


qe) 


¡qe 


qe) 


ONVIYJO 


287 


"sSDPOZ.0y SSUONLIDALSAP SD] IUSASIA DIA “Pppubdinba pIUDIBO|y Á DINUDABO]]-1SON) SP 
sojdaduo> so] uburuIjo Á OJIjep Un ap UOIsIuuOO D| ap osimaud ojuswoul ¡p osa ns 11IBunysas 
ap ul D DIDUDIBD D| a1qos ooIplin] 09.Du [a JDOYIPow ppueruoos. olbqp.] ap odn1o [3 


"DPpz104 UOIIINA 


-DSep SP $OSDI IJUSASIA PIDA |DJ0¡S9 OO |PISPay ¡amu D OJUNy “POPRAA D| Á LOIDn|siBa] 
o] ap oBibuO ajubipau uOnuajep p| surja es anb ppuanuooe. oloqp.] ap odnuo) |3 


"opouodinba piubiBoy Á pubIBo son) ap sonBy so] ¡puad oBIpos je ua 1oBolsg 


"oBI0uID je bIBLsuO) anb ¡puonnpjsuos u9INIsodsIp p] 1BoJag 


OUDIIXSU ODIPLIN| ojUsILUDUSPO [ap pproabdinba brubBoy pj A OBIDAIO ¡9 ADUIWG 


sajuppb.Bsp Á soupunyul “sajano 
SOJD.4 SOO Á DINO] D| Sp Dajuarald ppipaul owoD “sopnijod soy ue Á soLio¡pBoJajul 
so| ajubunp popuinBas ap sojonojoJd soJjo Á soJbupo ap ouojpBiigqo osn ja Jadajquys3 


opo.ubdinbe proub.Boyy Á pLUPIBDy objunsald ap soso) so] us ¡or ipal 
USpJO UIS UONUSSP D] IBULYsa1 ap uy O “sopiuejep spuosad so] ap zanl ¡ep uonisodsip 
D bisand DjpIpawu! D| JOZHUDIDB “oDJDu ajse UY “poj1sq.| D]| ap soabaLid ou seJpja; 
-ND) SPpIpau spujo ap osn opuenpy “ajuawppuondaoxa bioodo Á “payusasid uOIstId 
D]| ap uonooIjdo palsesxa o] 1183.10) [:poj1aqi ap soppalid souosuad so] p UONbjal Uy] 


NOIDVaNIWO93Y 


19 


1y9 


NORTE 


ANOHOLO 


ONVIYJO 


"pop1aq|!| ap uoINbaLid ap seJoBn| 
so| sopoj ua uonborjdo ap Jas pueqep anb “uoIDn¿ysuo) D| ap IIIXX EZ O¡Myub fa ua 
D¡siaeJd seuonuajag ap 0.siBay jap ¡puonoy A37 D] 1ojdopy (> [:3qap ajund opojsy [3] 


'DJOWSP uls zen! un ajub sopDAa|| Jas D Á *uONuajap D| ap pop1jpBaj 9] ¡punquy 
un ajub 10uBnduu! p OyoaJap ¡a 0.83:84 UN D O 1DI|ILUD¿ UN D UOIDUAJSP NS AP PnyyuoId UO) 
JDULIOJU! D ¿UONUAFSP Ns asias as anb p “uppualduwo) anb puo¡p! un ue ubnduu! se] 
es anb soB.D0 so] ap PZejbunjpUu o] ap Á uOnuajap ns ap seuozb. so] ap soppunojul Jas p 
'SOPDPLIO¡ND SD] ap uonyed p asAnz1jpe. ppand anb oopau usuibxe Jelmbjon) ap ajuodo 
“ajueipuadapur o9pau un p ojpIpauu! osaDop seua Á Jienbas D “popiseseu ap ospo ue pj 
-INJOJÉ DPD..49| DIUAJSISO 1IQUS. DÁ opoBoqp un Jod pJOWAP UIS SOPHSISO 19S PD OYISJap ja 
:0] no od ua “sae]puO/DDUJSJU! SOWIOU SP| O) POPILUOJUOD ap PDH13q.| ap uo IDpALId ns ap 
ONIUI [9 Spsap sajoyuauwDopuny soIp1DnBpAjps so] sopoj ap poppud o] ue us»oB sopruajep 
spuosad so] anb JOzHubIDB pubd seoboya sopipau Jojdopy (p [:3qsp ajubd opojsy [3] 


NOIDVaANIWO933 


dv 143411 30 SVAVAIYd SVNOSYId 30 SOYLSIDIY "OZ 


Ke] D| ap ojuerurjdun> 
¡e ua sauonpuedo sp] ajubinp souosiad ap uonuajep b| Us sajuajedulo) sepopuiojno so] 
sDpo, ap uoINDoyyuap! pjajdwo) b| adyubIoDB as anb ppuenuosas olbqo.] ap odnao) |3 


NOIDVaNIWO934 


288 


810€ 


HOO 


dElS 


q39 


¡EO) 


NONE 


289 


¿(oBan.oN) soubuny soyoaJap so| ap ¡puorpuJajul oydaJep [a 10) popIuOjuO) 
ap seuonuajap ap ajuaseyos ¡puonpbu o.jsiBau UN ap ojuenunnaqojse ja ouwo> “sopruaj 
-9P SO| SP DAINJIOJ DJ Á DLIDAIQUD UQIDUAFSP D| AHDQUIO) DINA SOSDUO) SOPIpaw DUO] 


"souusIuI so] ue usdaupuled anb spuos.ad so] ap 
o4siBas ja Á seuolonjysu! SOYoIp ap osua) [a JInjpu1 USqep sejouos sojs3 “popbdbos1p 
uo) spuosied ap Á sajusdsejopp Á souru “soulu ap sOAIDUJS]¡D SOPppIN> Á DIDUASISp ap 
sauonyysur “soBo4p ap soLibnsn pIDd UOIDOpIIqpyYa. Á UOINDIIXOJUISSP SP SOJUS “DIP AP 
sous) “soo1pImbisd sonuspisas “sajopidsoy owO) soppaLid seuoron¿ysul ua pojJequ| ns ap 
sopbaLid spuosiad ap 0.ysi89. [9 109 UQIDD|S US SOADAJO SAJOJUO) 1993]qpjsy [:0 ajuod 


Opbys3 |» ¡sul a (€ ojpJIDd “1/09/X3W//039) vobpusuloxa1 ns pIaj1a1 aj1uLo>)) |3] 


“UQIDDUIOJUI O] SP DZa1S) JDp ubpued enb uorsiaJadns 
XK ¡ouo> ap soulsiubdau UO) “¡prnuapyuo) “opbzIpnipo “a|quy “ofajduwo> pojeq!| ap 
sopbalid spuosied so] sopoj p pAÁnpur anb opooyiun oxsiBa Un Jede¡quis3 [:o ajaod 
OPoys3 ¡o pjsur a (gg ojoRd *] /0)/XIW/3/03)) vonNPbpuawodal ns Daj1al apro) 3] 


“Dpenbsaq ap seuolsiuo) so] p ¡pradsa ua “pojisq.| ap sopoanid spuosed ap Á uonuajep ap 
s0145188.1 $0] SOPoy D ajuejedulo) PpplIOjAD Jabon) ap ojoIpauu! 0s993D [a IDZHUDADO) [:b ay 
-10d OPS] |P bjsul a (GE ojoJd 1/09/X3W//030) vorbpusulosa ns pIaj1as ay1uuo>) [3] 


NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


dES 


AOS) 


HdIO 


HONNO 


DINJJO] D| Sp UOIDU3ASIJ 
D| PIDA aJruooqns 


ONVIYJO 


"sa]qosuodse. 
sOLIDUONUN¿ SO| PD auonuns as '“sepopiinnBa1 ep osos ue 'Á soDIpollad seuolnooyliaa 
ap ojelqo unes pojeq!| ap soppanid souosad ap sajuaipadxe o/A so.ysiBaJ so] sopoj (> 

“pniyuold Á ugIsidaJd U0) SOPDZIJPAIOD Á 

sopbje¡duo) ubas poj.aq.| ap soppalid souos.ad ap sajuarpadxe o/AÁ so.siBa1 so] sopo] (q 
¡UQIDUSAUO)) D| SP “£ OJOLIPA “/ | O|NOY O 

¡ep prin ue ppiienbes uOnpuLoju! O] “ovuJuJul OwO) “upÁnppur anb sau.oyIun sajuelpad 
-x8 O/A sosiBal ua poy1eq!| ap seuonpalid so] sopo, ap uordisul b] p ppado.ud ag (p 
:9Mb I0ZHUDIDB pIDd soLbsedeu sopipaul so] .njdopo pblisqsp ajlbd opos3 |3 


"spuoslad ap uoubdosep 
bD] DIA PAYUSASIA Dppau pUN se sajuarpedxe o/A so.¡siBal US PDJ19Q|| D| AP SASUONDALIA 
so] sSopo, ap uondunsul p7 "sopiuajap spuosad ap ¡puo1bu oo1uN o.JsiBay UN Jada|quys3 


Po. 


spuosad soypIp anb 1o.nBaso Á sopruajep spuosad ap [pUONDN OU O4sIBay UN 10917 


uoubs ap oBsal oloq zen! un ap ooIpauu! uo1nIsodsIp p sojsend unas 


"seuonubdosap Á DINO] “SOLIDAJIQUO SAUOI) 
-USOp DÍAS DADA UONUSASIA Sp soonedse sopipatu opusÁn|u! “PDj19Q|| D] SP SOPDALIA 
spuosied Á sauonuejep ap ody opoj ap “opooyiun o.siBal un ozajqujse anb ¡puonbu 
Xe| pun ap uondopo p] sjubipau “pojleq!| ns ap soppanid spuosiad so] p 10.siBaJ ap uy 
D OUJSIQOL) [Sp SAJUS¡sIxa SOZSNISO SO] 1OyUSUIA[ALO?) :SSUONUAFAP SD] SHPO AP 0.4ysIBay 


"pbjuaq;| ap sopbanid souosied Á sajubBitu Sp u9INuajep D| OSA|puI “seuonuajep 
ap od: opoj ap ¡puobu fearu p oOppoyiun osiBas un Jeda¡quyse p ajlbd opays3 ¡o Buin as 


NOIDVaNIWO933 


290 


291 


"UQINUSAUO)) O] US SPPIuajuO) UONPANHIDA Á PLIOÍND SP SOLO] 
sD| sDpoj auqos pIoysal ap uoOINoysiup.o Á u9IbIndoJd | sp opoBunoue ¡puosiad ¡o 
8107 Wa JDNDdALI PIDA SPLIPSEDSU SPPIPau so] Jojdopy [:ajl1bd Opos] ¡p ppuarwuoda, aj1uuo> |3] 


ONVIIJO NOIDVINIWO9IY 


NONVLIODVIVI A NOIDVWYIOYJ *LZ 


"ajuejedulo) pppLIOÍND pAjO PUNBID o ¡pnIpal popa» pun 
ajub zen biewid Jod ppojuesaud se ppruajep puosad p| anb us ojuawoul ja Á "DIPojsn) 
ap 10Bn| ja auqos sidad U9INouOyU! "sopruajap spuosed so] ap pIpojsn) ap pUSpo) p] 
/0q00 D D|IDAS|| Sp OBIDO D SaAJpIDIJO SO] SP QUO) ISP “DUOSJSd b| ap UONUSJSp p| pUapo 
anb popuiojno bp] ap popyuap! D| “poj18q!| D| Sp UOIDALIA | SP UOISDANP DJ “DIPojsn> ap 
Jo0Bn] ¡o Ppruajap puosad b| ap ppoBaj| b| ap pppbxa boy D] “UPIDUAJSP D| AP SOALOUI SO] 
JD>¡Pu! aqep uonuajep ap o.4siBas 3 ubBby oj ou anb so¡janbo pbabd soponapo seuo!) 
-UDS ep uonisoduur D| Á sauonuajep so] ap o4siBal ¡op sayqosuodsa. sepopilojno so] aqos 
SOJO114S8 SaJOJUO) OpusÁnppu! “sopiuajap spuosad so] ap DOS! UOIDDZI|DIO| | 108OUO UI 
DADA SOJDP SP SESP SOHO UOD OPDZIUOUID Á OPPZI|ONH ajuswejueubuled bes anb oz 
LLOZ NNO4Q1O -YUDIDB pIDA UONUASP Sp o.ysiBal ja DOZa|pj10j as anb ppueruwoos1 oloqo.] ap odn.s) [3 


ONV ONVIIO NOIDVaNIWO93Y 


S 10€ 


COJE) 


q39 


ONVIYJO 


“ppenbsnq “uonusasid n] ue seJaqep sas uos sejpn) Jaqos usqsep opojsy ¡ep sajusBo so] 
"¡p19pay DIDIOJ D| Á (¿Duag) DULIDY SP DLIDjSIDaS D| (puapas) ¡puonoy Psusjag ap 
DLID¡9.D3S D| AP SOJQUISILI SO| D JIMPUI SSP UONDÍNRADI Ps] “PPHZIOJ UONLINdHSap 
0] D UONuajp ¡prosdsa uo) “souDuIMy soydalep ap seuonnojola ap sospo ap uonuao Á 
sojdaduon us sIsojus OPusidpy “sOUPUINY SOYISJAP SO| AP DHUDADÉ Á ojedse ja us sejodio 


-IlUNuu Á sejopo¡sa “sejoepaj sajuaBo so] sopoy p 1n¡nBa Á ooynadse pIaupul ap 1njoodo?, 


"UONUSALO) D| ap “| oJOIDA “gz O¡nuD ja asaies as anb so b spuosad so] ap uoINony)o 
pb] ue ozb¡d 06.10] Á oub¡paul ja ue opoduu! ns aDUIuajap DADA SOPHAIDAS JAS USQSP “SPUA 
-2py "sopbnapo sorBojopojau opunsa sopibdu! a soppuasip Jas USqap Á ¡pUOINNISUI 
puolew ap sosedoJd so] ap ajuod Duo] USqep sop1pau SOYIg “pUISIV D| SP EZ O/NDYAID 
[9 UO9 PDpILUJOJUO) AP “UOINUSALO) D| AP SEUONISOASIP SH] SP HOJADD JO|nBas Á ppondapo 
UOIDDUJOJ UDQDSA “DIDHYSAÍ Sp UOIDOYSIUILUPD D| Sp sopoBmdue sopuonuny so.o Á sajpo 
-sy so] “seen so] sopIn|pu! “poj1aq.| ap soppalid souosed ap OJuSIuID¿D [a O DIPOJsn) DJ 
us 1ueaJajur ubpand anb spuosied so.o Á sonImuonuny so] “od1pau ¡puosuad [a Aa] D] ap 
uonoordo py ap opoBundus ¡Ar O AD iul ¡puosed ¡a opoy “¡pdrrunu Á [pjoyse OUIO) [PA 
-2pay jearu p 0yuby “anb ¿nnBaso pod soLpsesu sopipauu so] aydopo ajlnd opojsy je anb 


ap opyues ja us (/g ojoubd “| /O)/XIW/D/03)) voNbpuawoxal ns DJaJ18. ajIuo> |3 


NOIDVANIWOIIY 


292 


S 10€ 


S 10€ 


COJE) 


AOS) 


A COJE|S) 


AOS) 


ONVIYJO 


293 


"dpbz.0j uONIINALSSP p| OpusÁnppur “soubuny 
sOY23AP SP SAUONDOIA SP SOSHD LO) UOIDP|SL US |PIDOS DIDUSISJIPUI D| Á UOIDPZI|PUIWLIO 
D| “UQIDOZHDUBLSO D| JDJIAS SP UL D “DILIOSIY DLIOUWSU D| ap LOIDpIadnda1 p| Opuelnouu 
-o1d “pLIPPuNdAS Á DIIDUILIA [aAru D SOUDUINY SOYISAp US [PIO UOINPINPA I0juSua|duu] 


"SOPIQIDSJ $OSIN) SP O SPIOY AP OJSUIQU [9 UONDA|DAS AP ODIUN OLISHLID UN Jas 
9qap ON “sasipd so.o ap sopo.bdulo) sonuanedxe bjuen> us Opubuo; “saeuonojobdo) 
so] ap “sajua¡pueadapu1 “sowouo¡no “soLIDuIjdisIpiynul “sopuyuoo “sem¡nBa. seuo1don|pas 
XK SOADH|ON) SIUDAD SP SAJOPDIIPUI J93|qDIS] “SOUPUINY SOYISISP AP SAUONDJOIA SH] SP 
JD|n9 Dd US Á SOJIJap so] ap UOIDDBIseAu! O] D OUJO] US SOPDINSS. SO] Á SOWILPIA D UOIDUSJO 
OPPNISPD D| D 'sOUDUINY SOYISISP SP SAUONDJOIA SO] SP UONUSASIA D| P UOINUN¿ US /SOD 
-!¡qnd soubuonuny » sopoduu! UONDZI|IQIsuas ap sosado.Jd Á seuoojnodo) so] 10N|pAy 


"soseDO.Jd so¡sa US PIIVPUNDSS UQIDOZIUILOIA SP SPULIOJ SAJUSNDaJ, 
SD] JDJIAS Á UQINUSJD | SP PDPIJDO D| JOZHUDIDS pIbd uoojuawa¡dur a oyuarunBas ap 
sOWIsIUDDSU UO) “sOJJO 3.yua “sopojse so] ua soBojouuoy sas Á “HAND “YD “AVID P] Sp 
SOLIDUONDUN¿ OPOJ 9.1OS OPIBLIP 10]S9 SSG 'SOUPUNY SOYISOP AP SOUONDLOIA SO] AP SOW 
-HOJA SD] D Japua¿o usqep sauamb bubd ppnosos1isd uorouo, ap punIBod un osndu] 


"soubuIny sojsel ap pBayue Á UOINDAJSSUO) “UOISPUINYUI 
“uobunyxa by O) Oppuonpjas ¡ppuosiad ¡o Á od1qng onejstuyy jep Á sesopoBysaaul 
sajueBb 'sesusJoj O PA|DS SP SOLIDUO!DUN¿ “SOLIDUO!DUN¿ SO| D INDUI USGAP saUOIPLOy 
SOS] “SOUDUINY SOYISJAp ap seuonojola seabib ap sosoo us opoj auqos 'soqanid ap 
SISIpUD US QUIO) UOIDPBISSAUI SP SOIIUDA US OJUD] SAJDJDISA SOLINPDANIOAA SO] AP Á JOA 
0] ap sonuonunjy so] p ¡ppuorsajoid uonNoppobdos ap 1opnBas bumiBold un Jeda¡quys3 


NOIDVaINIWO93Y 


£002 


£00Z 


900€ 


HdIO 


Halo 


ÍNNO] 


SOIDUSNISSUOT) 
Á sosnor, sas 
1elnyy D| DUOD 
DIDUAJO!A D| aIQOS 
¡pldads3 bJoJo|ay 


q39 


NOTO) 


"SDI/IUID¿ SNS O SDUILOIA 
sb] UO) UOIDH|SSJu! ns US SOJUSILUINOUO) SO] AD0IdO ap popisesu | pb OwOD Iso “oBysoo 
¡e Á oyuarubsexoud ja “uPIDDBIsaaul D] DBA sejueuyed soo1uda; sopadsp so] o ojubn) us 
“oJausB ja ua DPDSPA pIDUAJolA p| SP spINuandasuo) Á spsnbo so] p ojubn) ua --|pioIpal 
¡ppuosied Á sean 'sojsipomadse so.o Á sesuaoj soDIpaul “sejoosy “solijod sopIn|pul-- 
sajusulad sepopiiopnb so] sopoj p ojpbdo) p sajualpua, sozJanjse so| DD1ISsUSJU| 


'oJausB ja ua DPPSHA DIDUAJOlA D| SP SPIDUANIASUO) Á SOSNDI 
sD| PD Qyubn) ue “pnipal ¡puosiad Á sedanl 'sasue.oj sojs!¡oredsa “sajposy “sopijod ajueu 
-|prosdsa “o>!qnd 10j9as jap sobuoruny ap uonojpodo> » ua sidbuly oppaouel 1890 y 


'DIUAJOJA SP SOUILPIA saJalnul so] ap sejonadse sepopisexsu so] p pop1|iqisuas 
o] Á “oJausB ap seuosan) so] bjuan> ua ubBua, anb uonoByseau! ap soo1una; so] “1elnuu 
D| Sp soyoalap so] ap uoroajold p| ua “sesuajoj soopalu ouOD “oo1uDa ¡puosiad | A 
opijod Á poysal ep sonmpuonunj so] p 1npobdo) prod osIna US SDAIDIDIUI SO] 10d 
X Doy ¡sueju] [:UOINDZI|IQISUSS Á UONPÍNpdAL) sp 'sejpuonmbrado soumIBold JeAoulo1g] 


"DUSILU D| SP EZ O|NDIHD [a LO) PHPILUJOJUOD AP “UOIDUSALO) 
0] ap seuonisodsip so] ap poJeoo JonBa Á pDpondapp uorouo, UbqIes “onysal ap 
UOIDOHSIUIUIPD D| SP sopoBumaua soLIDUOnNuN¿ SOMO Á sajposi so| “sedan! so opusAnppur 
“pbj1aq!| ap soppaLid spuoslad ap ojuaIuIojo., ja O DIPOjsn) D| ua 1usAJajur ubpend anb 
spuosied so.yo Á soLbuonunj so] “oDpgu ¡puosed ja “As| D| ap uonoordo | ap opoB 
-J0DUS |1AI) O 1Dp1¡1u ¡puOSJad ¡e Opoy “¡odidunul Á [pjojse OuO) [pJSpaj jaaru o ojuny “anb 
JbINBasp DADA SOLIDSaDSU SPPIpaul so] aydopo ajlnd opoysy ja anb ppuarwodal ayruo) |3 


NOIDVaINIWO934 


294 


295 


"S8JD]!|1U SOAIYOJO Á S8UOND|pysUl US Us uandue es anb 
S510Z dOELS) SOUDUINY SOYISSP SP SSUOND|OJA SSADIB SOS UOIDDULIOJUI D| D OS3DID [9 ADZHUDIDE) 


"soprelbdosep souosad 
S510Z OJElS) SD| SP $84D1|1uby so] ap uoodpulbd p| 10) PALIOISIY DIOUSUI ap sopakoJd 18A0UUOg 


"UOIDDBLsaAu! ap sosadoJd so| ua SDUIDIA SO] SP SOYOSISP so] 
ap uondajold p| ue sappuonbuseju! sooippud sesolew Á seJbpubise so] p OuIO) ISP “Usa; 
-uD¡d as anb sepppisessu Á soayopadxs so] p oseod ja JONDSPD Lund 'sajunjuaseuda, 
107 HONDO X SaJDI|!UUD¿ SO| O PYINISA SP OUIOD ISP POIPOLISA LOIDPULIOJUI SP DUISJSIS UN UOD JDJUO7) 


"uo oBiseau! a ppanbsnq 
ap osezod ja US DIIDPUNIAS UOIDOZILILDIA | OPUNJIAS Á “SOLIDSSDSU SOIPau SO| OPUDUO!O 
-1odo.d “onmjuersid anbojue Un 10) *so.jO aJjue “sajpnipal sosadod so| Á sonusB1]ip so] 
UO) OPJan»o ap sojsendses soyoIp UDIONIAPD AG “OSHO [ap L9INnjoas Á ¡pipal u9INonIs 
D| SP OJUSIuIINouo) ja Á DIIPSaDAU UOIDPWIOJU! D| PD OSaD9D ja Opuayiued “popea pb] p 
5107 OO) OydaJap ja Je>ojs1yos ubyIued anb souuyola Á se1D!|ILUDy SO| ap SAPDpIsaD3Uu SD] J3Da|qpÍs3 


"SOUDUINY SOYISSP AP SAPUONDUJAJUI SOADPUDISA SO| D AUOJUO “19QDS O SDWIPIA SD] SP 
5107 COS OYIaJ9p [9 Á 1DP.O29, AP SSP |9 “PDP3A D] D OYIS.ap [a [PUOIDM¿HSUOD [SAJU D IDIBDSUO) 


ONV ONVIYJO NOIDVaINIWO913Y 


AVAYIA V1 V OHI3830 "zz 


"DIDUAJUSS DSa SP gzE D 
17€ SOJDJIDA SO] SP SOULS SO| US “3105 D]| D IDWIOJUI a “PUPPDOPA PPpLINBas SP Di; 
-Du US SOPADNBDAJDS SD] 34GOS SOAPPULISS SO OPULBIOALODUI “DIDIJOJ Á SOPDULIY SOZI9NY 
8 107 Hal eo) SD] D SOpIBLIIp soubuIny soydaJep Us seuonojbdo) so, uo) JPNUYLO) aqep Opoys3 |3 


“popunBas ap son] 
-bJado so| ajub.Mp sppiuajep Á sopuiay 'sojuentu spuos.ad ap sp) so] soo1qad eony (q 
6102 1y9 [:eqep ajnbd opojsy [3] 


ONV ONVIIO NOIDVaNIWO93Y 


vV3MINd AVAIINOIS “EZ 


"opuexodso. Á popuinBas ap 
SOUDIDB spLIDSa8D9U SP| UO) “PUNIIXSU pOparos bp] bibd sejqised. Jes USqep seJmp1] ru 


S10Z HOOD SOAIYOD SO| “UOIDDULIOJUI D| D Á PDPISA D| D OYIaJap [a 1eoojsos ap opsodod ja u07 


“Josoda, ppand uoI>puLoju! | sejon) so] ue seubBn| so| o osadoo je band 
sajoBa] sopipau Á soyubo6 ubÁn¡pur anb ppanbsnq ap soaoado ap osinduu! ja 'u9roBy 
-seAu! e sopanbsnq a4qos uOINpuOu! D] DADA sPLIPSEDSU UNAS AND saA|DISIJO SEUOND|DISU! 
SD| US sO3u4soJ Á SOLID¡USAUI SP UQIDDZI|DAI D| “sOpDaJIp seuonoadsu! so] seopy ubpand 
soyoay so] ubByseau! anb seuonnjysul so] anb bubd soalyolo so] ap panjiedo Dj pul 
5107 Ol) 9q9P UOIDDWOJUI D| D OS9IID | “SAJDJOSS SOAOID SO| D OS3DID [9 JDJIDOJ Á 1DAJ9SOIY 


ONV ONVIIO NOIDVINIWO933 


296 


S 10€ 


COJO) 


AOS) 


do 


COJE) 


¡EO) 


ONVIYJO 


297 


"buJapxe popuinBas ap sauonbado p ajusuuDAIsn|oxa sopoo1pap 
usyse sosa anb oyisodoud ¡e uo) 10Bn] DÁDyY anb p sajpuonnj1jsuo) soLuIOj8J Sp] 10s|nduul 
USQap as “OAIJOUu [PJ JOY “UOIDUNJ DySe UDUINSO “SOPDZIJpIDadsa Á p8110) ap “so>pJDOuap 
K sajlaro “seppuorsajod sajprood sodien) anb bubd sonmsedsu sousIundau so] opubjuaul 
-a¡dur “oo1qnd popuinBas ap sauonoedo so] ap sab. 1u soOz.I9ny So] ap 01181 ap und un 
JDjuaule¡duill aqap as op9aj9 0, DIDG “sibd ja ua popuinBas ap soIBajD.4S9 SO] 10ZIIDpI|IUUS9 


"pppLioÍnD ppp ap sooyadse soruajaduo) so] ap 
opinliad u1s “buostad PUN SP phy1aq| b| O pppuiBajul D| pUO) ajuajp as o Dpia D] oJBijad 
us aysa anb ap ospo ue uanyoo anb “soubpuny soyoaep ap uoIojola aqisod pun 1ueasd 
bubd uJuealajul ap uonoBijgo py ua ubjsa anb soorqnd sapopuiojno so] sopo; p 1x3 


"oBany ap spuLo ap osn ¡p sOAD|S1 sOId1NuLIg 
so¡ ouo> Ás| D] 1ijdun> Jedoy ap soppBundue sonpuonnun; ap ppnpuo) ap oBIpo) ja 
OJUDJ JDJDDD a3qSp DPozIpyn bzjany 7 Aa] D] A1pduin> Joy ap sopoBumoua sopuonuny 
so| ap ajod Jod “sejpuoIDpuJajul seJDpupyse SO| PD auJojuo) PZJaNJ D| ap osn ja 1o¡nBay 


"opbzijpmadsa Á pao) ap “oDIpDOUJap 
X ¡lar oduen> un pas anb ojisodoud [a UO) sajanlu SO| SOPOj D DIDIJOJ D| 1DZI[DUOISAJOY 


"sa|pUO/DDUJAJU! SEADPUDISS SO] Á SOUDUINY SOYISSP SO| AP [PUOINDUAJUL OYDSJAp 
[9 uO) a¡quoduo> “uspuo ¡ap soz.anj so] ap sejuaBo so] 10d pz18ny D| ap osn ¡e ajnBa. anb 
OAIOWOU O9.IDU UN IDÍdOPD SIDA OPDÍsÍ |p Ppusruoos. “spulepy “oo1qnd popuinBas ap 
SD9JDJ SD| SP SSIDI|ILU SOZJONJ SD] AP aqpoyea Á oppuepio “¡pnpouB ojal ap ubjd un 
J999|qpÍs8 D Á USPIO [SP SA|IAI) SOZISNJ SD| O J3DAJDJIO, D AIDA OPDISJ [PD oysUl aJILIO) [3 


NOIDVaNIWO93Y 


"soubuIny soyaJap Sp so>!qnd sousIuDBo so] sopo; 


LLOZ NNO14Q1O ap PIUOUOND Á pinuepuadapur pua¡d n| anBaso as anb ppueruooa1 oloqu.] ap odn.o [3 

¡oroipn! odoje ns ue opo.yue pÁLby sou 

-DUINY SOYISISP SO| D UONDIOIA D| OPUDNI SAOJDS3 SSUOISILIO) O HONDI DP] AUD sopJaIqo 

107 Halo sajuaipadxa O seuonppusuloda ap zooye ojualuinbBas ap ouisiubosul UN Jada|quys3 
ONV ONVIJO NOIDVUNIWOI4 

SONVWNH SOHI3430 SO1 30 VSN3430 30 SOIMMINA SOWSINVIJIO “pz 

"SOUDUINY SOYISISP SO] D Ojadsa oyo Á pop:¡pBa] “popippuoniodold “popIppuOnNDs “popseo 

-9u ap sordnulid so] p auLojuo) “SOPPZ0] SSUONLIVADSSP SO] PD Opadsas DAYUSASId DpIpauu 

pun OuJO) sajonipod seuonmbodios soy sopoj Á ojmaale jep ajiod od pzlanj p| ap osn a 

LLOZ NNO14Q19 Jb¡nBas pubd sojodojold Á sounou “uoInojsiBa] 1ojdopp ppuerwoxas oloqo.] ap odnuo [3 

"SDPOZJOy SSUONIINADSSP SO] USAS DIA Ppipaw pUN 

owo) ¡pued Aa] p¡ ap uornoordo py Á porqnd popiunBas ap sauonbredo so] ap saop1] ru 

LLO ANOS sozJany So] ap ojal ja ozojd ojo) ¡a US IDJSpisuos Ppuaruwoda oloqpba] ap odnie) 13 

"seo ru Á se] 

510% HAQIO1IO -o1od SOZ.J9Ny SD] SP SAUOINUNJ SD] D JIAID DIDUD|IBIA K [oJJUO) SP SOLUSIUDIAUI 1999|Q10J53 
ONV ONVIYJO NO INENNOpE 


EJ 
Q 
AN 


299 


[ooixeyy ap ousa1qos) je opruunso py anb osiuo1duos un se 
sopnelbdosap souoslad ap poypue¡qoud py p UOnuajo p7 “ojdano as :opo¡s3 jep bisend 
-say] “(OPuD|1]) SOLIDJUNJOAU| O SPPOZI104 seuomiubdosag so] auqos olbqo.| ap odno jep 
SO HO) L LOZ 9p 91queanip sp auoyur ja us ubANBy anb sajua¡puad sauonopusulosa. so] 1091 dy 


['ooixawy ap ousa1qos) ja oprunso by anb osiuuoJduloo un sa sopraundosep 
spuosad ap papus|qoid | p UOIuajo 1-7 "pjdado as :0po¡s3 ¡ep bisandsay] “(ubisneq 
-Z(y) seunduu! sejpuonuaju! SOIpIoIuoy so] Á sPppzI0j seuomubdosep so] ap buaejqoud 
£10Z 0) [9 zo9ye pjsendsa. PUN 4DP DADA sOponaapo sooipuin! Á sappuoonjysu! sopipau njdopy 


¿(o¡Buny) souosad ap saj1u ap oJapound ¡e oprouoxsep sosunuad sajon) so] ap 
8107 de) DSNDI D 'SOPbZzIO] saUOILIDdHsap so] p uy seuod pubd sajqrsod sopipatu SD] SOPoy JIDWOJ 


ONV ONVOLJO) NOIDVaINIWO93Y 


SI1V4INI9 SINODVONIWODAY “SZ 


"0104104 ap sooyopud augos solenb so] asarmppur usqap sajpna 
sp| aus '“soubuIny soydaep so| PD SauoIojola seAbIÉ ap sosp) so| ua ¡puad u91NoD p] 
/661 IvD Jedele DIA SPDIPLIN| SOPOJ|NIN¿ SOUDUINY SOYIAAP AP SOAANA SAUOISILIOS SH] D 1OBOJO) 


ONVIIO NOIDVaNIWO93Y 


LLO€ 


ANOHOLO 


NONE 


"UONDIIPDIJS NS PIDA SDADAJO Á 
sa¡p1Baju! sop:paul 1D|o1osap pIpd oLbseosu osod Jeuid ¡9 OUIO) PPPZI0, UONLINADSSP 
0] ap Duajqoud fap uorsuauIIp | paZOUODaJ as amb ppusruooa1 olbqo.] ap odnuo) |3 


[ooixawy ap ouJe1qos) ja oprunso py anb ostuoduo) un se sopresbdosap spuosad 
ap Dopua|qold p| P UPINua¡o DP] “bjdado as :0po¡s3 fep ojisendsay] (pubds3) ppozioy 
UONIINADSAP D| SP OUSLUQUAY |9 DALDAJO DULIOJ AP ADPIOGD PIDA SPOPIpatu Opunjdopo 116 
-99 /(buyusBay) sopbz0y sauonindosap sb] pAJUOD PYAN| D| US SOZISNISA SNS ID|OP9y 


NOIDVaINIWO934 


300 


E) ( 


cios UNAS 


Y NACIONES UNIDAS 
Ny, y) DERECHOS HUMANOS 


OFICINA DEL ALTO COMISIONADO 


México 


Jan Jarab 
Representante 


Luis Raúl González Pérez 
Presidente 


LA DESAPARICIÓN FORZADA EN MÉXICO: 
UNA MIRADA DESDE LOS ORGANISMOS 
DEL SISTEMA DE NACIONES UNIDAS 

GVG Grupo Gráfico, S.A. de C. Y Leandro Vale núm 14.0 


colonia Centro, Alcaldía Cuauhtémoc, C. P. 06010, Ciudad de México, 
en agosto de 2019, con un tiraje de 7,000 ejemplares. 


Este material fue elaborado con papel certificado por la Sociedad para la 
Promoción del Manejo Forestal Sostenible A. C. (Certificación FSC México). 


Presidente 
Luis Raúl González Pérez 


Consejo Consultivo Primer Visitador General 
Mariclaire Acosta Urquidi Ismael Eslava Pérez 
María Ampudia González Segundo Visitador General 
Alberto Manuel Athié Gallo Enrique Guadarrama López 
Rosy Laura Castellanos Mariano Tercera Visitadora General 
Michael W. Chamberlin Ruiz Ruth Villanueva Castilleja 
Angélica Cuéllar Vázquez Cuarta Visitadora General 
Mónica González Contró María Eréndira Cruzvillegas Fuentes 
David Kershenobich Stalnikowitz Quinto Visitador General 
María Olga Noriega Sáenz Edgar Corzo Sosa 
José de Jesús Orozco Henríquez Sexto Visitador General 


Jorge Ulises Carmona Tinoco 
Titular de la Oficina Especial para el “Caso Iguala” 

José T. Larrieta Carrasco 
Directora Ejecutiva del Mecanismo Nacional 
de Prevención de la Tortura 

Ninfa Delia Domínguez Leal 
Secretaria Ejecutiva 

Consuelo Olvera Treviño 
Secretario Técnico del Consejo Consultivo 

Joaquín Narro Lobo 
Oficial Mayor 

Raymunda G. Maldonado Vera 
Directora General del Centro Nacional 
de Derechos Humanos 

Julieta Morales Sánchez 


“La desaparición forzada en México: Una Mirada desde los orga- 
nismos del sistema de Naciones Unidas” [...] tiene como objetivo 
ofrecer a todos los interlocutores — a un nuevo Gobierno con ganas 
de superar la pesada herencia de sus predecesores, a los activis- 
tas, académicos y las familias — un compendio consolidado y 
actualizado de lo que les puede proveer el sistema internacional. 


Como fue el caso de su primera edición en 2015, la publicación 
contiene los instrumentos internacionales (e incluso, interamerica- 
nos) en materia de desaparición forzada de personas, los Comen- 
tarios Generales sobre la Declaración sobre la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, adopta- 
das por el Grupo de Trabajo, así como las observaciones finales 
adoptadas por el Comité contra la Desaparición Forzada sobre el 
informe presentado por México. 


Por supuesto, la actual edición incluye nuevos documentos que 
surgieron entre 2015 y 2019. Entre ellos, destacan por su impor- 
tancia las recomendaciones del Comité contra la Desaparición 
Forzada, adoptadas como resultado del diálogo con el Estado 
mexicano a finales de 2018 — recomendaciones que reflejan los 
avances de los últimos años, pero también señalan con una preci- 
sión sin precedente las áreas donde se necesitan cambios concre- 
tos. Para que las familias de las víctimas puedan finalmente experi- 
mentar el sabor de la verdad y de justicia; para que se empiece a 
conocer la respuesta a la cuestión fundamental de ellas: dónde 
están; para que la sociedad mexicana pueda por lo menos empe- 
zar a superar la impunidad. 


Extracto de la Presentación, por ONU-DH México 


